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  En sintonía con un proyecto editorial que se venía echando en falta desde hace décadas, el contenido de este libro contempla de manera separada el desarrollo de los acontecimientos políticos, la descripción de las principales estructuras sociales e institucionales y la exposición de controversias interpretativas sobre períodos, procesos, instituciones y personas que las hayan suscitado.


  De ahí que tras una breve y obligada síntesis introductoria sobre el contexto internacional, cronólogicamente coincidente con el transcurrir del último cuarto de siglo español, el libro se organiza en tres partes. En la primera, se prima la acción de los Gobiernos de los tres partidos que se repartieron el poder en períodos desiguales (UCD, PSOE y PP) optando inicialmente no por la visión globalizada, sino por la información parcelada, gobierno por gobierno, tanto durante la Transición (1975-1982) como durante el más prolongado de la Democracia (1982-2000). En la segunda parte, se abordan ocho cuestiones sociales seleccionadas en función de su importancia para facilitar la comprensión de la primera parte; y en la tercera, se plantea una aproximación al estado de la cuestión en la que se incluyen el debate sobre la Transición y las valoraciones críticas más solventes que ha merecido el funcionamiento de nuestra más prolongada y postrera experiencia democrática. El libro concluye con reproducción de documentos significativos y una relación bibliográfica seleccionada y clasificada según su contenido.


  Haber experimentado durante la preparación del libro la persistente desazón producida por el contraste entre la existencia de la más voluminosa opinión pública publicada nunca en España sobre lo divino y humano y la más modesta información útil para la redacción de un texto desde la perspectiva requerida, ha sido el obligado y a veces penoso peaje impuesto al autor por la cronología. No obstante, quiero que conste mi reconocimiento al empeño de la profesora Elena Hernández Sandoica y a la Editorial Síntesis por sacar adelante el proyecto del que este libro forma parte.


  


  Y por haberme correspondido lidiar con el período más reciente de nuestro problemático pero interesante pasado, obligado también me veo a agradecer las aportaciones de colegas de ciencias sociales, de politólogos y sociólogos en especial, de las que me he beneficiado en mayor medida de lo que la literalidad del texto pueda reflejar.
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  La desaparición de la estructura bipolar nacida tras la Segunda Guerra Mundial, a consecuencia del hundimiento de la Unión Soviética y de los países comunistas de la Europa Oriental, se convertirá en el acontecimiento central del período de 1975-2000.


  El desplome en apenas dos años de los regímenes europeos que se consideraban inspirados en la Revolución Rusa de 1917, que se simbolizaría en el derrumbamiento en noviembre de 1989 del Muro de Berlín - emblema físico de la división de la Guerra Fría desde los primeros sesenta-, coincidiría curiosamente con el final de la controvertida celebración del segundo centenario de la Revolución Francesa de 1789, que enterraría el Antiguo Régimen y facilitaría el triunfo del capitalismo y la sociedad de clases en Occidente; justamente el sistema que dos siglos después triunfaría sobre su principal competidor.


  En cualquier caso, resultó una sorpresa el repentino e imprevisto colapso del "socialismo real' a causa de que, desde veinte años atrás, la distensión Este-Oeste sería la principal referencia a escala mundial, plasmada en un lento pero sostenido proceso de desarme entre las dos grandes potencias del momento, Estados Unidos y la Unión Soviética. De manera especial en el quinquenio 1970-1975, en el que primero se celebran conversaciones sobre la no proliferación de armas nucleares y después se firma el Tratado de Misiles Antibalísticos (ABM), que tendería a disuadir a ambas potencias sobre la reducción de los respectivos despliegues defensivos territoriales.


  Pero la extensión de la ola de conservadurismo que la crisis económica extendió por Occidente, que llevará al republicano Ronald Reagan a la presidencia de Estados Unidos, supuso una reanudación de la Guerra Fría des de el momento en que, en 1983, anunciaba planes para poner en marcha el escudo espacial antimisiles - planes conocidos como la "Guerra de las Galaxias" - iniciándose la lucha de ambas potencias por el dominio espacial en el curso de la cual se producirá el hundimiento del socialismo del Este a finales de la década de los años ochenta.


  


  La década posterior a la caída del Muro ofrecerá, en cambio, la vuelta al ABM de 1972 con la firma de dos tratados de reducción de armas estratégicas en 1991 y 1993 (Start 1 y II), cuya vigencia llegaría al siglo XXI. Fluctuantes relaciones Este-Oeste que significaron en cualquier caso el fin de la Guerra Fría desde 1989, dando lugar a la rápida reunificación de las dos Alemanias como prólogo a un acelerado período de mudanzas políticas de tal calibre que las últimas secuelas del mismo todavía se evidenciarían en el umbral del siglo XXI.


  El desarrollo, a grandes rasgos, del complejo proceso que dará lugar a la sustitución de la anterior confrontación bipolar EEUU-URSS por una multipolaridad formal arrancará, tras la caída del Muro de Berlín, de la sorprendente implosión de la Unión Soviética. Un fenómeno éste estrechamente asociado a la incapacidad de la URSS para proseguir compitiendo con Estados Unidos en la carrera espacial iniciada a finales de los años cincuenta, tras la aparición y extensión de la crisis económica mundial que hizo acto de presencia a mediados de los setenta. Depresión cuya salida capitalista a la misma será liderada por Estados Unidos, en cuyo sistema productivo se crearán las condiciones adecuadas para, una vez agotada la dinámica de la revolución industrial iniciada en la segunda mitad del siglo XVIII, irrumpir la última oleada de innovación tecnológica que se plasmará principalmente en los dominios de la electrónica, la informatización y la comunicación. Pronto se hablaría para designar los grandes cambios que se manifestarán en los comienzos del siglo XXI de revolución de la información.


  1. La nueva hegemonía de los Estados Unidos de América


  Gestación, pues, de un nuevo orden internacional tras la desaparición de la Guerra Fría, que desde Norteamérica será presentado como triunfo del capitalismo democrático y saludado de inmediato como el "fin de la Historia' por los legitimadores ideológicos de los nuevos tiempos.


  Euforia del triunfante capitalismo tras la derrota del comunismo soviético que se plasmará militarmente a escala internacional a comienzos de 1991 en la Guerra del Golfo Pérsico, declarada por Estados Unidos al régimen de Iraq, regido por la dictadura de Saddam Husseim invasora de Kuwait; intervención norteamericana en la problemática zona del Próximo Oriente en la que contará con el respaldo de sus aliados occidentales, España incluida. Una intervención multinacional que tendría repercusión planetaria dado que algunos episodios de la Guerra del Golfo serán televisados en directo por una cadena privada norteamericana, y en los que el ejército de Estados Unidos procederá victoriosamente contra la ocupación de Kuwait por los iraquíes, conjurando de ese modo el riesgo del suministro del petróleo árabe a los países industrializados de Occidente.


  


  La ulterior imposición, a raíz de la aplastante victoria militar, de un duro embargo económico al régimem de Iraq se prolongaría al menos hasta el comienzo del siglo XXI, permitiendo a la nueva primera potencia controlar en solitario el conjunto de la región sobre la que establecerá una hegemonía indiscutida tras la desaparición del contrapeso de la Unión Soviética.


  Así pues, afirmación del nuevo orden internacional, que tras la Guerra del Golfo se pondrá de relieve en la Europa balcánica; escenario en el que a raíz de la desmembración de la Yugoslavia regida durante décadas por el mariscal Tito - socialista disidente de la Unión Soviética desde finales de los años cuarenta-, se asistirá a un violento enfrentamiento en el que reaparecerán ancestrales diferencias territoriales, étnicas y religiosas.


  Pero contrariamente a la brevedad que caracterizó a la Guerra del Golfo, la balcánica se extenderá a lo largo de la última década del siglo, desde el rápido reconocimiento alemán a la independencia de Croacia y Eslovenia hasta la guerra de Kosovo, pasando por la compartida hostilidad a los serbios por parte de la práctica totalidad de los países occidentales. Satanización serbia que, en la última fase, se verá favorecida por el comportamiento de su máximo dirigente Slobodan Milosevic - tránsfuga ideológico del comunismo al nacionalismo en su voluntad de conservar el poder sobre Yugoslavia-, abocando a una complejísima situación en el escenario balcánico en la que intervendrá por vez primera el ejército de la OTAN, la veterana estructura militar occidental creada a instancias de Estados Unidos para la Guerra Fría, en la que España se había integrado en 1986.


  Nuevo orden internacional, en tercer lugar, en el que permanecerán conflictos heredados del ciclo anterior, iniciados tras la Segunda Guerra Mundial como el también inacabable contencioso palestino-israelí, al tiempo que se desencadenarán nuevas guerras civiles de intereses de anteriores colonizadores, disfrazadas de conflictos étnicos y religiosos en África y Asia. Nuevos escenarios bélicos que hunden sus raíces en la dominación colonial europea del siglo XIX, sin que esta circunstancia suscitara un siglo después la intervención de las grandes potencias occidentales para remediar la pobreza al carecer aquellos países de recursos económicos y estratégicos equiparables a los del Medio Oriente y los Balcanes. Vacío que se revelaría incapaz de sustituir la intervención de las Naciones Unidas (ONU), tan económicamente debilitada como políticamente condicionada por las grandes potencias, dando lugar a que subsidiariamente, por razones humanitarias, adquirieran protagonismo las Organizaciones No Gubernamentales (ONG) multiplicándose su número a lo largo de la última década del siglo, así como el de los efectivos del voluntariado del que paulatinamente se fueron nutriendo.


  


  Nuevo orden internacional finalmente, atendiendo a la dramática novedad relacionada con la procedencia y el estatus de las víctimas de los conflictos y las consecuencias sociales derivadas del cambio en la política económica: respecto a las consecuencias de las nuevas guerras y enfrentamientos conviene recordar que la última década del siglo alteraría tan sustancialmente la cifra de muertos y heridos que las víctimas mortales de civiles multiplicaron nueve veces las de los militares. Y en cuanto a las condiciones de vida en la nueva paz armada y vigilante, la sustitución del keynesianismo por el neoliberalismo a consecuencia de la crisis económica de los años setenta incrementarán aún más las ya flagrantes diferencias entre países ricos y pobres: de la relación de tres a uno registrada a principios del siglo XIX se pasaría dos siglos después nada menos que a la de 82 a 1. Desigualdad que en otros términos significará que la quinta parte de la población más enriquecida del planeta en el año 2000 detentaría el 80% de la renta mundial; o que las 325 familias más acaudaladas del mundo disponían, al comenzar el siglo XXI, de un patrimonio equivalente al del 45% de la humanidad, es decir, al de más de dos mil millones de personas.


  2. Gestación de alternativas en el tránsito al siglo XXI


  Tiempo sin Guerra Fría, efectivamente, por la desaparición por demolición interna de estructuras estatales que se creyeron consolidadas, como las socialistas de la Europa del Este, multitud de conflictos armados inter-estatales, guerras civiles, espectacularidad del incremento de las desigualdades entre países, sociedades e individuos, sintetizan el inquietante panorama registrado a escala planetaria tras el fin de la confrontación bipolar EEUU-URSS.


  Nacimiento, pues, de una nueva época que contrariamente a lo esperado, a la vez que volvía a poner de relieve las limitaciones de las ya veteranas instituciones internacionales de paz e impulsoras del desarrollo, como la ONU, adquirirían creciente protagonismo las reguladoras, a escala también planetaria, del sistema capitalista hegemónico. Cuatro de ellas, en especial, concentrarán las iras de la nueva protesta: el Banco Mundial (BM), el Fondo Monetario Internacional (FMI), la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) y la Organización Mundial del Comercio (OMC). Instituciones éstas que para los analistas especializados en la incipiente era globalizadora han venido desempeñando durante las dos últimas décadas, desde la puesta en crisis del keynesianismo y su desplazamiento por el neoliberalismo, funciones de auténticos "gobiernos ocultos del planeta", determinando incluso las decisiones de los Estados políticamente soberanos.


  


  Una nueva y compleja situación que, tras la caída del Muro de Berlín, entronizaría la nueva economía y el predominio militar consolidando la existencia de un "primer mundo" en el que se integraban las principales potencias occidentales junto a Japón, ante el que el resto de los países del "segundo y tercer mundo" se mostrarían incapaces, por sí mismos, para reaccionar articuladamente ante eventuales imposiciones. Fue en este contexto cuando tuvo lugar, en los años finales del siglo XX, la aparición de las primeras resistencias, desde dentro del primer mundo, a la nueva fase globalizadora caracterizada por los estragos producidos en los países menos desarrollados por la extremada liberalización de los mercados, y los beneficios adicionales que para los estratos sociales más ricos del primero procuraba la globalización financiera facilitada por las nuevas tecnologías de la comunicación.


  La primera utilización de la revolución informacional para combatir el capitalismo internacional en su nueva fase tuvo lugar con la irrupción en los medios de comunicación de la guerrilla neozapatista mexicana el 1 de enero de 1994, coincidiendo con la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio de América del Norte firmado por los respectivos países del subcontinente. El heraldo anunciador del nuevo movimiento opositor de los indígenas del Estado mexicano de Chiapas sería el autodenominado "subcomandante Marcos", seudónimo de un joven que tras el disfraz del pasamontañas que cubría su rostro, su discurso delataba preparación universitaria. El mensaje de este portavoz de los indios chiapanecos largamente marginados dirigido contra el gobierno federal mexicano - los combates duraron doce días acabando con un acuerdo que el gobierno incumplió - lo sería simultáneamente al mundo entero por el impacto mediático causado en un momento que determinadas manifestaciones de la revolución informacional - la televisión vía satélite, principalmente - consolidaban el despegue iniciado durante la Guerra del Golfo.


  La segunda y última movilización del siglo XX contra el nuevo orden globalizador dominado por el neoliberalismo económico tendría lugar cinco años después en la ciudad norteamericana de Seattle (Washington) en noviembre de 1999. Una manifestación cercana al medio millón de personas - muchas de ellas ya conectados entre sí a través de Internet, el soporte técnico globalizador por excelencia - reunió a jóvenes y menos jóvenes de diferentes países y variado espectro ideológico: ecologistas, marxistas, anarquistas, cristianos, sindicalistas y otras corrientes anticapitalistas, bajo el lema "No a la globalización sin representación", esgrimido a modo de con signa contra la reunión de los poderosos de la Organización Mundial del Comercio en la citada ciudad.


  


  Heterogénea concentración de protesta, la norteamericana de Seattle, que se acreditará como la fundacional del nuevo movimiento "antiglobalizador", redefinido después como neointernacionalista por beneficiarse, obviamente, de algunos instrumentos globalizadores. En cualquier caso, con una y otra denominación, las movilizaciones contra los efectos más indeseados de la globalización capitalista se reanudarían al iniciarse el nuevo siglo XXI en otras ciudades europeas - en Davos (Suiza) principalmente-, registrándose finalmente como respuesta la constitución en Portoalegre (Brasil) de un Foro Social alternativo al Foro Económico de Davos a finales de 2001.


  En la citada ciudad brasileña, gobernada por el Partido de los Trabajadores, bajo el lema "Otro mundo es posible" se reunirían entonces en torno a cinco mil neointernacionalistas de 120 países acordando exigir la cancelación de la deuda externa, la libre circulación planetaria de las personas y no sólo del dinero y las mercancías, la defensa de la seguridad alimentaria proporcionada por la agricultura tradicional frente a los riesgos de la revolución genética en el sector, la solidaridad del primer mundo con los pueblos indígenas y el cumplimiento efectivo de los derechos humanos a escala universal.


  Junto a la denuncia, los asistentes al Foro Social de Portoalegre adquirirían el compromiso de organizarse a escala nacional y proseguir con las citadas reivindicaciones, coincidiendo con las reuniones de las organizaciones reguladoras del nuevo orden económico mundial, reiterando la alternativa al sistema de producción capitalista y sus negativas secuelas medioambientales y sociales, coincidiendo justamente con los años en los que mayor progreso ha realizado la humanidad. Los antiglobalizadores o neointernacionalistas llegarían al siglo XXI convencidos de que la creciente toma de conciencia contra la desigualdad social, y a favor del desarrollo sostenible, neutralizaría los efectos de la especulación globalizadora que acompañaba la última revolución tecnológica controlada por las grandes multinacionales articuladas a los centros de decisiones cercanos a las organizaciones económicas internacionales.


  El vertiginosamente cambiante contexto internacional que se acaba de resumir coincidirá con el menos acelerado pero también profundo cambio registrado en la España del último cuarto de siglo. Con el tránsito de la dictadura a la democracia realizado bajo un telón de fondo cuya referencia central sería las secuencias socioeconómicas consistentes en haber pasado, en primer lugar, de ser un país medianamente industrializado y emisor de mano de obra a la Europa comunitaria en la década de los años sesenta, a su integración en ella desde 1986. Y, en segundo término, por conseguir situarse al finalizar el siglo (1999) en el octavo país del mundo por su PNB y en el 21, de un total de 173 países, por su "desarrollo humano", indicador éste resultante de la combinación de los índices de esperanza de vida de la población, tasas de escolaridad y alfabetización, renta per cápita y algún otro de menor incidencia.


  


  Los datos que se acaban de referir reflejaban, efectivamente, la existencia de un país de bienestar global impensable a mediados del siglo; tanto que al final de la centuria España se situaba ya, sin apenas complejos, entre los países integrantes del núcleo capitalista europeo-occidental, el segundo a escala mundial tras el norteamericano. En contrapartida, en el umbral del siglo XXI, también figurará España entre los que no habían logrado erradicar la bolsa de pobreza que afectaba a uno de cada cinco españoles.
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  1.1. Transición a la democracia (1975-1982)


  Se inicia formalmente tras la muerte del general Franco a finales de 1975 y concluye con el triunfo electoral del Partido Socialista en octubre de 1982. Constituye el más prolongado y complejo proceso de cambio de régimen político de la historia contemporánea española; no así del sistema económico, ya que, como es sabido, el capitalismo implantado desde casi dos siglos atrás permanecerá en vigor hasta nuestros días. Se registrará, pues, una transición seleccionada por los politólogos como una de las más singulares registradas a escala internacional en el contexto de la tercera y penúltima "ola democratizadora" del siglo XX, la que se inició en Portugal en 1974 y concluyó en Centroeuropa con la caída del Muro de Berlín en 1989.


  Su conocimiento, a diferencia de otros períodos anteriores y posteriores de la España del siglo xx, requiere primar el "tiempo breve" por estar plagado de acontecimientos de naturaleza política. Registro éste que, a su vez, aconseja la ordenación de su contenido en las cuatro y desiguales secuencias que se corresponden con los cuatro gobiernos que protagonizaron el tránsito.


  1.1.1. El Gobierno de Arias Navarro (1975-1976)


  La muerte del dictador Francisco Franco tuvo lugar el 20 de noviembre de 1975. Dos días después, el príncipe Juan Carlos de Borbón y Borbón sería proclamado rey de España, cumpliéndose con rigurosa celeridad la previsión sucesoria contemplada por aquel general en 1969. Y al rito ceremonial de la proclamación monárquica celebrada en el palacio madrileño de las Cortes, seguirá el nombramiento, por el nuevo rey, de Carlos Arias Navarro como presidente de su primer gobierno.


  


  Arias Navarro contaría desde entonces con la excepcional ventaja de disfrutar de una doble confianza: la de los seguidores del fallecido dictador, ya que había sido éste quien le había nombrado en 1973 sucesor en la presidencia tras producirse el asesinato del almirante Carrero Blanco, y la del nuevo rey Juan Carlos 1, quien se limitará, de hecho, a ratificarle en el desempeño del cargo.


  En el contexto de la tensa expectación originada por la nueva situación política, la presencia de una mayoría de ministros probadamente franquistas en el gobierno que formó Arias Navarro apenas causaría sorpresa. Tanto para los fieles legatarios del régimen como para la oposición más organizada e informada, el nuevo equipo apareció como un gabinete ministerial de actuación predecible, aunque decepcionante para el amplio espectro de los partidarios del cambio, desde los comunistas a los carlistas. En él no figurarían tecnócratas, pero sí probados franquistas como el general De Santiago, falangistas experimentados (Manuel Fraga, José Solís, Martín Villa) y monárquicos (Leopoldo Calvo Sotelo y José María de Areilza). De ahí que para el Partido Comunista de España (PCE) y Comisiones Obreras (CCOO), las más fuertes organizaciones de la oposición, el nuevo gobierno no representaría otra cosa que "franquismo con rey"; para el Partido Carlista, liderado entonces por Carlos Hugo de Borbón-Parma, hostil a la dictadura desde mediada la década de los cincuenta y alineado desde entonces junto a la oposición democrática, el nuevo régimen que en España encabezaba la otra rama de la dinastía era simplemente una "monarquía fascista" (Clemente, 2001).


  A) Fracaso del aperturismo


  Tardaría tiempo en conocerse que gracias a la presión del nuevo rey Juan Carlos 1, Arias Navarro aceptara designar, además de a Areilza como ministro de Asuntos Exteriores, al también ex ministro Torcuato Fernández Miranda, antiguo preceptor del príncipe, como presidente de las Cortes franquistas y del Consejo del Reino.


  Por lo demás, tal como se acaba de apuntar, el gabinete ministerial de Arias Navarro recuperaría, entre otros políticos de antigua e inquebrantable adhesión al dictador, al ex ministro de Información de los años sesenta Manuel Fraga Iribarne, si bien en esta ocasión como responsable de la significativa cartera de Gobernación por ser la encargada del mantenimiento del orden público. Junto a él figurarían veteranos distanciados del franquismo, como era el caso de Areilza, y otros más incondicionales del monarca, como fueron los casos de Adolfo Suárez y Leopoldo Calvo Sotelo. Estos últimos, escasamente conocidos entonces, en particular Adolfo Suárez, estarían llamados en el futuro inmediato a desempeñar las presidencias de los tres primeros gobiernos democráticos.


  


  En cualquier caso, la relativa pluralidad del gabinete de Arias Navarro le permitirá gobernar siete meses sin que ninguno de los ministros le planteara la dimisión. Y ello a pesar de la escasa credibilidad que obtendrá a escala europea, pese a los esfuerzos de Areilza por mejorar la imagen en este importante escenario político, y de la actitud defensiva que mantendrá en el interior frente a la oposición desde el inicio hasta el final de su breve mandato. Principalmente al comienzo, a causa de la aparición tras la muerte de Franco de una insólita agitación obrera que teniendo Madrid como epicentro inicial se extenderá, como si se tratara de un terremoto laboral, hacia otras zonas industriales a lo largo del invierno de 1976. Adquirió la forma de una movilización semi-espontánea y desinhibida, promovida sobre todo por las ilegales Comisiones Obreras, presentes y actuantes en multitud de unidades productivas y del transporte, a raíz del éxito de representación obtenido en las elecciones sindicales de 1975. Una convocatoria ésta, la última según el formato falangista, en la que con la vista puesta en la negociación de los convenios colectivos previstos, permitirá a CCOO casi lograr el "copo del Vertical" como en la jerga de la vanguardia obrera del momento se designaba a este objetivo, dejando en trance de extinción a la vetusta Organización Sindical Española implantada al comienzo de la dictadura.


  Simultáneamente, la oposición política organizada en la Junta Democrática y en la Convergencia cuestionará el sedicente aperturismo del gobierno de Arias Navarro e impulsará iniciativas ciudadanas variadas, exigiendo la amnistía total como punto de arranque de la ruptura democrática.


  El resultado de aquel pulso inicial entre el gobierno y la oposición política arrojará como signo más esperanzador para esta última la desorientación del gobierno de Arias Navarro.


  Desorientación que se advertirá desde las primeras semanas de su gobierno cuando, tras el juramento de "permanecer fiel a sus orígenes", proponga a sus correligionarios de mayor rango del Consejo Nacional del Movimiento impulsar la especie de "democracia a la española" que había acariciado sin éxito dos años antes, excluyendo de participar en ella, también ahora, a comunistas y separatistas; todo ello, además, para un futuro incierto y sin calendario previsto.


  Abstrusa alternativa que decepcionaría incluso a la orla moderadamente reformista del franquismo en aquella situación expectante. Sin embargo, el mero enunciado por Arias Navarro de su tímida tentativa aperturista provocaría la repentina irrupción en la escena política del sector ultrafranquis ta, encabezado entonces por José Antonio Girón de Velasco - ex ministro de Trabajo de la dictadura durante la fase autárquica de la misma-, esgrimiendo la intangibilidad del testamento del Caudillo desde su acomodado retiro de Fuengirola en la soleada costa malagueña.


  


  La aparición en escena de la extrema derecha franquista del "bunker", justamente cuando la oposición democrática arreciaba quizá deparó al presidente Arias Navarro la curiosa oportunidad de soñar fugazmente con desempeñar el papel de árbitro entre las dos fuerzas irreconciliables que habían hecho acto de presencia; emulando de ese modo al inepto Fernando VII, de siglo y medio atrás, en la fase final de la transición del absolutismo al liberalismo. Pero como aquel monarca borbónico, también Arias Navarro verá frustrada la posibilidad de pasar a la historia adornado con la aureola de incomprendido reformista. De ello se encargaría la agitación laboral que se resumirá a continuación.


  B) Conflictividad social y unidad de la oposición


  Nunca hasta entonces las movilizaciones laborales, sin previa convocatoria de huelga general, habían alcanzado un volumen semejante en la historia nacional. Baste indicar que en 1976, según cifras dadas por la moribunda OSE franquista, el número de huelguistas fue de 3,6 millones y el de jornadas no trabajadas alcanzó los 110, mientras que el año anterior, también considerado conflictivo, se había puesto en huelga un millón de obreros y las jornadas perdidas ascendieron a diez millones. No obstante, conviene tener presente que el impacto político más determinante de la movilización obrera no se deberá a la totalidad del cómputo anual de conflictos habidos, sino a la intensidad de las casi 18.000 huelgas registradas durante el primer trimestre, las del invierno que siguió a la muerte del dictador a las que anteriormente se aludió.


  La citada oleada de conflictividad no tuvo, efectivamente, una explícita finalidad política. Pero el hecho de que registrara tal nivel apenas desaparecido el dictador y aunque fuera "meramente reivindicativa" como la tacharían despectivamente, de puertas adentro, los trabajadores políticamente más conscientes, no impediría que el gobierno de Arias Navarro, entrenado para estas lides en la cultura laboral franquista, hiciera de ella una lectura en clave política exclusivamente. Y reaccionara en consecuencia recurriendo, como siempre se había hecho en el pasado, al empleo de la policía y del ejército si para el gobierno necesario fuera -y al parecer lo fue - en las huelgas del metro madrileño, de los ferroviarios de la Renfe y de Correos. La del metropolitano de la capital en enero de 1976 provocaría que solda dos de reemplazo sustituyeran a los maquinistas en la conducción de los trenes para evitar la interrupción del servicio.


  


  Cabe añadir, para completar el cuadro, que la consecución de la paz laboral en las fábricas durante el citado invierno - como había ocurrido en huelgas anteriores, en las que se remontaban al menos a las de 1962 que se iniciaron en Asturias - recaerá finalmente bajo la responsabilidad del Ministerio de Gobernación (posteriormente denominado Ministerio del Interior) cuyo titular, Manuel Fraga, ya gozaba de merecida fama de talante autoritario y alérgico a la negociación; hasta el punto de que la huelga general que entonces se declaró en Sabadell sería para el citado ministro equiparable a la "ocupación de Petrogrado en 1917". Los resultados de esta política arrojarían un balance de ocho muertos y decenas de heridos, todos ellos obreros, en los enfrentamientos registrados desde Elda, en Alicante, hasta Basauri, en Vizcaya, pasando por Tarragona y Vitoria. La masacre mayor se registraría el 3 de marzo de 1976 en la capital alavesa, la ciudad del País Vasco más tardíamente industrializada, poblada de obreros recientemente emigrados en su mayoría, y aún entonces con escasa experiencia en las lides fabriles de esta naturaleza. La inmediata declaración de huelga general en el conjunto de Euskadi en solidaridad con las víctimas de Vitoria - en esta ocasión de alto contenido político y enorme seguimiento, incluso fuera del País Vasco - pondrá finalmente al descubierto la incapacidad del gobierno central para controlar la situación.


  Además de restar al gabinete de Arias Navarro toda credibilidad de apertura controlada a la democracia, la actuación policial autorizada por Fraga Iribarne tendrá como consecuencias inmediatas la aceleración unitaria de la oposición, polarizada y dividida hasta entonces entre comunistas y socialistas en la Junta y la Convergencia Democrática, respectivamente; y el fortalecimiento, a continuación, de la oposición estrictamente política reclamando la libertad, la amnistía para exiliados y presos - y el Estatuto de autonomía en el caso catalán - mediante la convocatoria de numerosas manifestaciones no autorizadas.


  En fin, tan hundido se encontraba el gobierno de Arias al comienzo de la primavera de 1976 que muchos contemporáneos creyeron innecesario añadir como agravantes, para confirmar su fracaso, los también sangrientos sucesos registrados el 9 de mayo siguiente en Montejurra (Navarra) durante el tradicional escenario de celebración política del carlismo. Acontecimientos en los que se producirían dos nuevas víctimas mortales y una treintena de heridos a consecuencia de la agresión realizada por ultrarreaccionarios españoles vinculados al grupo autodenominado "Guerrilleros de Cristo Rey", y por mercenarios extranjeros (neofascitas italianos, argentinos y franceses) al servicio de Sixto Enrique de Borbón Parma, contra los seguidores de su her mano Carlos Hugo, presidente del Partido Carlista, situado entonces en la oposición al régimen de Franco como anteriormente se indicó.


  


  La escandalosa pasividad de las fuerzas de seguridad, de la Guardia Civil en este caso, delataría la alineación del gobierno de Arias contra la organización de Carlos Hugo Borbón Parma, siendo justificada la agresión al Partido Carlista como simple "pelea entre hermanos" por el ministro Manuel Fraga. La posterior detención de algunos de aquellos delincuentes políticos del grupo agresor, a instancias de la presión ejercida por determinados medios de comunicación y denuncias de la oposición, no impedirá que se beneficiaran de la amnistía concedida el año siguiente por el gobierno de Adolfo Suárez.


  Así pues, inhibición primero de las fuerzas armadas e impunidad penal después hacia aquel violento grupo de la extrema derecha que propiciará la circulación de la hipótesis, aún sin confirmar, sobre la relación de ambas decisiones con "altos intereses de Estado". Hipótesis que se vería justificada por el incremento del protagonismo de Carlos Hugo de Borbón Parma al abandonar principios y objetivos tradicionales del carlismo y evolucionar hasta el punto de pronunciarse por un programa "socialista autogestionario" en un futuro Estado Federal y democrático. Sustancial giro que podría interferir con cierta gravedad en la consolidación de la monarquía de Juan Carlos 1 de Borbón y Borbón (Canal, 1999: 385-387 y Casalls, 1988: 207-216).


  En cualquier caso, con la agitación laboral del invierno fue suficiente para que, en abril, el ministro de Trabajo José Solís promoviera una nueva Ley de Relaciones Laborales en la que se establecía la jornada de 44 horas y 21 días de vacaciones pagadas y, sobre todo, para que la dividida oposición política, como anteriormente se apuntó, formalizara en el mismo mes de abril de 1976 la constitución de Coordinación Democrática, resultante de la fusión de las dos principales coaliciones preexistentes: la junta Democrática aparecida en julio de 1974, a instancias del PCE, y la Convergencia Democrática, en junio de 1975, liderada por el PSOE. En la nueva Coordinación Democrática - coloquialmente conocida como la "Platajunta" - coexistirán durante algún tiempo la casi totalidad de los grupos que componían el espectro opositor, a saber: comunistas, socialistas, grupos de la izquierda radical, socialdemócratas, nacionalistas catalanes y vascos, liberales, democristianos e independientes varios; también Marcelino Camacho y Nicolás Redondo en representación de CCOO y de la UGT, respectivamente. Quedarían, naturalmente, excluidos de la Platajunta - ni fueron invitados a participar ni ellos lo socilitaron - los partidarios de la lucha armada, ETA y el GRAPO (Grupo Armado Primero de Octubre), este último surgido a raíz de las últimas ejecuciones del franquismo en septiembre de 1975.


  


  Unidad, pues, de la oposición democrática que curiosamente no se traducirá en el reforzamiento de la estrategia rupturista de la Junta Democrática consistente en la apertura de un proceso constituyente, en el que se decidiría sobre la forma de Estado y gobierno. Sino que, contrariamente a lo esperado, la nueva organización unitaria, a instancias del pragmatismo hacia dentro propugnado por el Partido Socialista y los democristianos, tendiera a rebajar el nivel de exigencia anteponiendo la negociación a la movilización de masas contra el gobierno de Arias Navarro. Sería, finalmente, en este nuevo escenario en el que el Partido Comunista se verá, por vez primera, sometido a reconsiderar su estrategia ante el riesgo cada vez más evidente de verse marginado del proceso por la acción de los socialistas y sus aliados en la anterior Convergencia: democristianos y nacionalistas vascos, principalmente.


  C) Dimisión de Arias Navarro


  La inflexión moderada de la oposición democrática que se acaba de apuntar ayuda a explicar la singular y sorprendente "dejación de autoridad" del gobierno de Arias Navarro con respecto a determinados grupos en ella integrados; concretamente, con la chocante autorización concedida a los socialistas, a la UGT en aquel caso, para la celebración de su XXX Congreso en Madrid - el primero convocado en España por el sindicato después de la Guerra Civil - bajo la cobertura formal de la celebración de unas "Jornadas de Estudio", poco tiempo después de constituirse la Platajunta.


  Benevolencia del gobierno de Arias hacia los socialistas que, naturalmente, se entendería en clave anticomunista en tanto que contribución del primer gobierno de la monarquía al fortalecimiento del renacido y debilitado sindicato socialista frente al peligro que suponían las ilegales Comisiones Obreras estrechamente vinculadas al PCE. Estratégica fue la tolerancia hacia la UGT del gobierno de Arias, como escandalosa la discriminación aplicada a CCOO, ya que mientras tenía lugar la celebración del citado congreso con asistencia a él como invitados de una representación de sindicatos europeos afines, el dirigente de CCOO, Marcelino Camacho, había sido nuevamente encarcelado junto a otros políticos al salir de una reunión de la Platajunta celebrada en un céntrico hotel madrileño.


  Coincidencia de contradictorias y supuestamente calculadas decisiones de Arias Navarro respecto de las principales organizaciones de la oposición que, sin embargo, tampoco le servirían para consolidarse en el poder al mostrarse incapaz de convencer, incluso a sus afines ideológicos, de su moderado proyecto aperturista. Impotencia manifiesta que se conocerá a primeros de junio de 1976 cuando Arias, cediendo a la moderada presión de alguno de los ministros reformistas, se vio en la tesitura de plantear en las Cortes la modificación del Código Penal que contemplaba la despenalización de los partidos, siendo desautorizado por la mayoría de los procuradores franquistas, pese a que no proponía la legalización de comunistas ni de los grupos "separatistas" catalanes y vascos.


  


  Este fiasco interno aparecería como el postrer fracaso que le llevaría unas semanas después, el 1 de julio de 1976, a presentar su dimisión al rey como presidente del Gobierno. Una decisión que, al parecer, el monarca esperaba impaciente ya que con anterioridad había informado a un reducido círculo de personas cercanas la escasa consideración política que le merecía Arias Navarro. Tan escaso aprecio que, dos meses antes, a finales de abril del mismo año, el monarca le había calificado de "auténtico desastre" en una entrevista concedida a la revista norteamericana Newsweek en el marco de la preparación del viaje oficial que Juan Carlos 1 realizó a Estados Unidos en los primeros días de junio del año indicado.


  Llegados a este punto, parece pertinente interrogarse en qué medida el indiscutible peso de la diplomacia norteamericana en la convulsa Europa mediterránea del momento condicionó o no el desplazamiento del presidente español Arias Navarro y la posterior designación por el rey del entonces apenas conocido Adolfo Suárez al frente del Gobierno.


  La hipótesis al respecto en espera de la futura confirmación o desmentido por la documentación pertinente, hasta ahora inaccesible, apunta al renacido interés norteamericano por garantizar la continuación de su presencia militar en España a raíz de la "Revolución de los claveles" en el vecino Portugal, pese al posterior alivio del triunfo electoral del Partido Socialista liderado por Mario Soares, en abril de 1976, dos años después del celebrado y temido "golpe de los capitanes" portugueses.


  Interés norteamericano por la situación de España que en el gobierno de Arias Navarro capitalizaría, casi en solitario, el ministro de Asuntos Exteriores José María de Areilza. Porque sería este veterano franquista, evolucionado hacia posiciones netamente aperturistas, quien lograría transformar en un Tratado de Amistad y Cooperación, con la nueva monarquía, el viejo acuerdo militar hispano-norteamericano de 1953; elevación de rango que el citado ministro Areilza y el secretario de Estado norteamericano Henry Kissinger firmaron a finales de enero de 1976, en el que se contemplaban mejores contrapartidas económicas para España e incluso la retirada a partir de 1979 de las armas nucleares, tanto de las bases militares como de las transportadas por los submarinos.


  La ratificación del Tratado por el Senado norteamericano se retrasaría hasta junio del mismo año, justamente unas semanas después de que el nue vo rey de España, haciéndose invitar por el gobierno de Estados Unidos tras una trabajosa gestión de Areilza, viajara oficialmente a aquel país y, el 4 de junio de 1976 en el Capitolio de Washington, ante congresistas y senadores reunidos, leyera un discurso redactado por el presidente de las Cortes, Torcuato Fernández Miranda, en el que anunciaba la voluntad de la Corona de "asegurar el acceso al poder de las distintas alternativas de gobierno, según los deseos del pueblo español libremente expresados".


  


  Fue un discurso de contenido sustancialmente diferente - en particular la frase entrecomillada, deliberadamente ocultada por el monarca y Torcuato Fernández Miranda al presidente del Gobierno - del pronunciado por el rey medio año antes en Madrid ante los procuradores de las Cortes con motivo de su proclamación. En el primero, Juan Carlos 1 aludió, en términos apenas inteligibles - peculiares de la retórica críptica del régimen de Franco-, a una "capacidad creadora para integrar en objetivos comunes las distintas y deseables opiniones". Idea ésta que sintonizaba con el no menos abstruso mensaje del "espíritu de febrero", emitido por Arias Navarro en 1974 tras el asesinato de Carrero Blanco, para alumbrar unas sedicentes asociaciones políticas que, además de no identificarse con partidos, su legalización requería nada menos que prestar juramento a las Leyes Fundamentales del régimen.


  En definitiva, al finalizar el primer semestre de 1976 parecía evidente que las dudas e incertidumbres existentes en las más altas instancias políticas y económicas heredadas del franquismo estaban a punto de despejarse a favor del cambio democrático. A ello habían contribuido en forma decisiva las huelgas obreras del invierno de 1976, con independencia de su finalidad económica, que la dirección de CCOO trató de neutralizar mediante la politización deliberada de las negociaciones de los convenios, logrando de ese modo inducir a la movilización unitaria a todo el espectro de la oposición.


  Distinta cuestión sería la puesta en crisis, en el seno de la oposición política, de la estrategia de ruptura democrática mantenida por la junta, a instancias de la "opción más racional", la de la reforma, alimentada en el seno de la Convergencia al hilo del necesario respaldo a la monarquía por intermediación del sucesor de Arias Navarro, ante un cambio que entonces ya se presentaba meridianamente tan inevitable como preciso de controlar.


  Éste sería el grave desafío para los reformistas procedentes del franquismo, bienquistos por el gobierno norteamericano, interesado en todo caso en evitar que la opinión pública española entendiera que la decisión del cambio de Arias por Suárez se había tomado no antes, sino durante la estancia del rey en EEUU. Precisión ésta que daría a conocer, una década después, un diplomático de la embajada en Madrid, a la vez que testimonió el hecho de que "el rey volvió de Washington sintiéndose más seguro de sí mismo y más resuelto que nunca a continuar por el camino que se había trazado" (Eaton, 1987: 45 y 128).


  


  1.1.2. El primer Gobierno de Adolfo Suárez (1976-1979)


  Los dos años y medio comprendidos entre la forzada dimisión de Arias Navarro y el referéndum para la aprobación de la Constitución del 6 de diciembre de 1978 constituyen un período sólo comparable en el siglo XX a algunos tramos temporales de la Segunda República en los años treinta. Tal como entonces, la politización de masas que se registra casi medio siglo después incorporará, simultáneamente, las optimistas expectativas de cambio y las incertidumbres vividas por la población. Sin embargo, se observará una diferencia sustancial: la salida del largo túnel del franquismo provocará menores frustraciones populares que la republicana de 1931, ya que la de los años setenta reflejará con inmediatez que la inmensa mayoría de la población antepondrá mucho más resueltamente la recuperación de las libertades al cambio de sociedad. Y ello será debido a que, tal como se ha señalado anteriormente al sintetizar la agitación laboral del invierno de 1976, exceptuando el activismo desplegado por algunos "grupúsculos" de extrema izquierda, en absoluto se advertirán irrefrenables tentaciones colectivas de aprovechar la coyuntura del cambio de régimen para alcanzar metas de signo revolucionario anticapitalista, es decir, a favor del socialismo en cualquiera de sus variantes.


  Predominará, sin lugar a dudas, la voluntad de asemejarse a las sociedades occidentales, en las que el disfrute de libertades y del Estado del bienestar - cuestionado bruscamente, por cierto, a partir de la crisis iniciada a comienzos de los años setenta - venían sustentando una realidad satisfactoria para la inmensa mayoría de la población; una realidad que, como es bien sabido, a la española le fue hurtada durante cuarenta años.


  A) La designación del nuevo presidente


  Tras el fracaso de Arias Navarro, el inicio de la reforma política coincide con los preliminares del nombramiento de su sucesor, Adolfo Suárez, para la Presidencia del Gobierno. El objetivo inmediato no era otro que la mayoría de la población respaldara un tránsito a la democracia política en el que se preservaran los intereses corporativos del funcionariado civil y militar del régimen y, por supuesto, los económicos de las clases dominantes.


  Tal empeño se traducirá en partir de la legalidad en vigor, simbolizada en la continuidad de la monarquía en la figura de Juan Carlos 1, dotando a esta forma de Estado de una estructura democrática. Un empeño con apariencia de "revolución desde arriba', que no por más moderna disiparía referencias lampedusianas dado que arrancaría del núcleo de poder del anterior régimen constituido por el Consejo del Reino y las Cortes orgánicas.


  


  Aunque inicialmente Adolfo Suárez verá rechazado su proyecto reformista por sus propios correligionarios del Consejo Nacional del Movimiento, a diferencia de Arias Navarro, aquél acabaría logrando su objetivo en las Cortes y en el Consejo del Reino, gracias a la colaboración de Torcuato Fernández Miranda, ex preceptor del príncipe Juan Carlos, además de haber desempeñado multitud de cargos en la Falange y en algunos de los gobiernos franquistas. Seleccionado por el nuevo monarca para proceder al cambio desde dentro del régimen, este profesor universitario de Derecho Político situado, a instancias del rey, en la Presidencia de las citadas instituciones franquistas en el gobierno de Arias Navarro, como se indicó anteriormente, lograría una especie de "milagro legal" al persuadir a sus correligionarios enquistados en las citadas instituciones de que los "principios" del Movimiento Nacional que sustentaban formalmente el régimen de Franco, además de "inmutables" eran "reformables". E imaginó para tal fin un plan de actuación en dos fases que se revelará fructífero: la designación por el rey del hombre adecuado para dirigirlo, en primer lugar, y la autorización de las Cortes franquistas, en segundo término, para llevarlo a cabo.


  La primera fase se plasmará en la imprevista designación por el rey de Adolfo Suárez como nuevo presidente del Gobierno. Nombramiento que fue factible al incluir el nombre de este semidesconocido personaje en la terna de candidatos a la Presidencia a presentar al monarca - tal como éste deseaba-, junto a los conocidos y experimentados ex ministros franquistas: Federico Silva Muñoz y Gregorio López Bravo.


  La resuelta toma de partido del rey por Adolfo Suárez sorprenderá en todo el espectro político del momento. Decepcionará a la oposición, disgustará sobremanera al veterano José María de Areilza que había sido el principal valedor de la monarquía en el anterior gobierno, e incluso Fraga se sentirá fuertemente dolido pese al fracaso cosechado en su mandato con Arias. No faltarían tampoco sarcásticas reacciones emitidas al conocer la noticia por políticos y periodistas continuistas que, con menosprecio, tildaron a Adolfo Suárez de "estadista de Cebreros" y de "milagro de Santa Teresa" por su lugar de nacimiento en la provincia de Ávila.


  Los datos hasta hoy conocidos sobre la apuesta del rey por un abogado de 44 años, Adolfo Suárez González - la figura menos conocida por su inferior rango en el régimen de Franco de los integrantes de la terna-, apuntan a que en su designación intervino una serie de especiales circunstancias entre las que se han venido aduciendo como las más favorables el haber discurrido su modesta carrera política - gobernador civil de Segovia, director general de TVE, ministro con cartera irrelevante en el último gobierno de Arias Navarro - entre falangistas y tecnócratas, pero sin identificarse plenamente con ninguna de las conocidas familias manejadas a su antojo por el dictador.


  


  Una biografía política en la que, sin embargo, concurría la doble ventaja de no provocar suspicacias entre los franquistas más influyentes por el escaso relieve de las funciones que había desempeñado, y la de conocer de cerca determinados entramados de la Administración del régimen de Franco, incluida la televisión, desde la que potenciaría en el tardofranquismo la difusión de la imagen favorable del príncipe Juan Carlos, con el que compartirá, además, el hecho de pertenecer a la misma generación y algunas aficiones.


  En cualquier caso, el mismo día que daba a conocer la formación de su gobierno, Adolfo Suárez anunciaba al país, en el informativo televisado de mayor audiencia, su convicción de "elevar a la categoría política de normal lo que a nivel de la calle es normal', en un discurso que causará enorme impacto en la inmensa mayoría de la población. Desde aquel momento, Arias Navarro desaparecería del primer plano siendo rápidamente relegado al más absoluto de los olvidos.


  B) La reforma política (julio de 1976junio de 1977)


  Hacerla posible era el objetivo de la segunda fase imaginada por Torcuato Fernández Miranda, tal como se acaba de apuntar. Y así lo manifestaría el nuevo presidente una vez confeccionado su gobierno, en el que, a diferencia del anterior, predominaron los católicos sobre los falangistas y los jóvenes sobre los maduros. Nuevo gabinete ministerial al que se cuestionaría no sólo su inexperiencia, sino también su supuesta falta de preparación - se le tildó despectivamente de parecer "un gobierno de PNN", profesores universitarios no numerarios - para afrontar el cambio en el problemático contexto que se vivía.


  Tras la concesión, a finales de julio, de una amnistía política que no incluía a los delitos de sangre pero sí todos los de asociación y opinión, dos etapas se pueden distinguir en este primer gobierno de Adolfo Suárez separadas por la aprobación de la Ley para la Reforma Política a finales de 1976.


  La primera le llevaría inicialmente a concentrar todas las energías en la utilización posibilista de las Cortes franquistas que se erigían aún en muro infranqueable, tal como lo había experimentado Arias Navarro con su fallida tentativa de despenalizar los partidos. Para lograr este objetivo, Adolfo Suárez contaría, como se indicó, con la colaboración de su experimentado presidente Torcuato Fernández Miranda y el ya garantizado benevolente patrocinio del rey. Su cumplimiento tendría lugar el 18 de noviembre de 1977, poco más de cuatro meses después de la salida de Arias Navarro del gobierno, cuando los más de cuatrocientos procuradores daban el sí a la Ley para la Reforma Política redactada por Fernández Miranda - previamente presentada a los altos mandos militares - como la última Ley Fundamental del régimen franquista para rebajar su neto contenido rupturista. Ley que sería sancionada por una inmensa mayoría de votos, ya que 425 procuradores lo hicieron a favor, sólo 59 votaron en contra, absteniéndose 13 y encontrándose ausentes 14.


  


  Las promesas realizadas a los procuradores reacios por parte de Fernández Miranda, en el sentido de que la reforma les brindaría la oportunidad de volver a ocupar escaños en la cercana democracia, los ofrecimientos a quienes no resultaran elegidos de que encontrarían acomodo en el futuro Senado por designación del monarca - una especie de la anacrónica "prerrogativa regia"- y las supuestas represalias esgrimidas por Adolfo Suárez a quienes disfrutaban de cargos remunerados de designación franquista, parece ser que fueron las poderosas razones que operaron el milagro de la repentina "conversión a la democracia' de aquellos celosos guardianes de las esencias del régimen dictatorial nacido en la Guerra Civil. Se registrarían a extramuros de las Cortes tantos pactos, compromisos y transacciones individuales y de grupo para conseguir el objetivo deseado, que el conjunto de la operación, una vez pasado el tiempo, cuestionaría el idealizado suicidio, o haraquiri político de las Cortes franquistas, hábilmente metamorfoseado por Fernández Miranda ante la opinión pública, presentándolo como el último "sacrificio a la patria' ofrecido por parte de aquellos, hasta entonces fieles servidores de la dictadura. El pragmatismo superviviente de los últimos próceres del franquismo llevaría a muchos de ellos, a 184 concretamente, a ingresar de inmediato en las filas de Alianza Popular, el nuevo partido político que el ex ministro Manuel Fraga Iribarne se apresuraría a organizar para competir y retornar al poder en las primeras elecciones democráticas; y a sólo un reducido grupo de ellos, encabezados por el notario madrileño Blas Piñar, a continuar enarbolando la bandera franquista tras la traición por el resto de los procuradores de los, para él, permanentes e inmutables principios del Movimiento Nacional.


  Una vez aprobada por las Cortes la Ley para la Reforma Política previamente negociada también con sectores de la oposición - sobre todo en aspectos clave como la permanencia de la institución monárquica-, sólo precisaba para validarla la convocatoria del preceptivo referéndum que la normativa contemplaba. Plebiscito que tuvo lugar el 15 de diciembre del mismo año 1977, para el que el gobierno contó con toda la maquinaria administrativa y política a su disposición - la de los gobernadores civiles de las cincuenta provincias - logrando que los resultados también fueran holgadamente favo rabies para el presidente. La ley fue votada por el 77,7% del censo electoral, se pronunció por el sí el 94,1% y por el no solamente el 2,6%.


  


  Respecto al papel desempeñado por la oposición a lo largo del segundo semestre del año 1976 durante el primer gobierno de Adolfo Suárez en el que, como subrayaría Torcuato Fernández Miranda, se había conseguido el "tránsito de la ley a la ley" salvándose los principios de legalidad y legitimidad franquistas "según el Rey le había pedido", cabría sintetizarlo en las siguientes secuencias.


  En primer lugar, las organizaciones de la oposición democrática desconfiaron también, como los franquistas, de la capacidad del nuevo gabinete ministerial encabezado por Adolfo Suárez. El Partido Comunista de España lo entendería como un fugaz "gobierno de verano", según titularía a toda página el rotativo Mundo Obrero, portavoz de la organización, todavía de circulación clandestina. Interpretación que descansaba en su incapacidad para controlar, en el supuesto de que lo intentara, los más inquietantes poderes fácticos del momento: el ejército y el aparato policial franquista. Dudas éstas que durante un tiempo no serían capaces de desvanecer la concesión de la amnistía a la que se aludió anteriormente y las promesas de cumplimiento, en el corto plazo, de las libertades de expresión y de sindicación, el reconocimiento de la pluralidad de los pueblos integrados en la "indisoluble unidad española', la voluntad de integración en la Comunidad Europea y el anuncio de elecciones generales antes del 30 de junio del año siguiente.


  Tras el enunciado de las anteriores promesas, prácticamente la única incógnita pendiente de despejar del programa del presidente Suárez era si éste contemplaba la convocatoria electoral sin la participación en la contienda del Partido Comunista. Exclusión que, de producirse, supondría una flagrante discriminación, ya que a comienzos de diciembre de 1976 Adolfo Suárez - como su antecesor Arias con la UGT - había autorizado al Partido Socialista la celebración de un congreso, el primero que el PSOE celebraba en España desde 1932, para el que contó con ayuda económica de la Fundación Ebert, de la socialdemocracia alemana y la política de numerosos partidos socialistas europeos y americanos. En representación de éstos al congreso asistieron desde Willy Brandt, presidente entonces de la Internacional Socialista, hasta el secretario del Partido Socialista chileno, Carlos Altamirano, pasando por el laborista británico Michel Foot, el italiano Pietro Nenni, el portugués Mario Soares y otros. Congreso que ratificaría la hegemonía en el Partido Socialista del "grupo sevillano" (Felipe González, Alfonso Guerra, Luis Yáñez y Guillermo Galeote) sobre el madrileño (Luis Gómez Llorente, Francisco Bustelo y Javier Solana) y el vasco (Nicolás Redondo y el veterano Ramón Rubial, presidente de la organización).


  


  En un segundo momento las organizaciones de la oposición democrática aceptarían la negociación ofertada por el nuevo presidente, quien dio preferencia a las cúpulas socialistas, cristiano-demócratas y catalanistas de forma directa. Más tarde, y de forma indirecta, al PCE concluyendo la ronda negociadora con una entrevista secreta con Felipe González el 10 de agosto de 1977, unos días después de que los miembros del clandestino Comité Central de los comunistas reunido en Roma, integrado por exiliados y personas del interior, se mostraran en público, por primera vez, desde el final de la Guerra Civil.


  Tras estas negociaciones, la conclusión de la primera etapa de aquel intenso proceso se despejaría mediante el referéndum convocado por Adolfo Suárez cuyos resultados se indicaron. Una decisión no prevista por la oposición resultándole tan incómoda como benéfica para el gobierno de Adolfo Suárez, ya que le confirmará en la posesión de la iniciativa del cambio, a la vez que sirvió para que la Platajunta desvelara sus debilidades estratégicas al pedir, sin convencimiento ni argumentos de calado social, la abstención en la convocatoria. Carencias que afectarían incluso al Partido Comunista pese a mostrarse en la campaña el más ingenioso debelador de los flamantes reformistas de procedencia franquista al llamar a la no participación en él "porque si votas sí, se quedan, y si votas no, no se van". De poco serviría la ironía del mensaje emitido por el PCE porque la participación fue alta y el resultado netamente favorable al sí como ya señalamos. No obstante, peores resultados que los abstencionistas obtendrían los continuistas del búnker que con la surrealista consigna "Franco hubiera votado no" sólo consiguieron el 2,6% de los votos.


  En cualquier caso, los resultados del referéndum, pese a que un sector de la opinión pública entendió la celebración como fruto de la presión de la izquierda sobre el gobierno, significaron que la iniciativa del cambio a la democracia, como se acaba de apuntar, pasaba a los reformistas. Organizaciones de la oposición como el PCE, que habían apostado por la ruptura, debieron preparase para una nueva travesía a lo largo de la cual sufrirán penosos episodios - como que su secretario general Santiago Carrillo se disfrazara con peluca para evitar ser detenido por la policía durante un tiempo-, y plantearse incluso renuncias programáticas humillantes para sus seguidores y simpatizantes que entonces se contaban no sólo por miles, sino por decenas de millares.


  Menores problemas debió afrontar el PSOE, en particular su joven dirección salida de Suresnes que pudo celebrar en Madrid su XXVII Congreso sin problema alguno, pese a no estar aún legalizado, dos semanas antes del referéndum. Congreso en que renunció al federalismo en beneficio del autonomismo, para sintonizar mejor con la demanda de las nuevas organizaciones regionales integradas en la Federación de Partidos Socialistas (FPS) liderada por la catalana, que el PSOE proyectaba incorporar a esta organización ya casi centenaria. Euforia que llevaría a Felipe González a declarar después del referéndum que la oposición política, en su conjunto, tenía que superar "la dialéctica del todo o nada' - en referencia a la política rupturista del PCE y a las consecuencias que podía acarrearle de persistir en ella - si quería evitar ser excluida del proyecto gubernamental que garantizaba la celebración de elecciones democráticas a corto plazo.


  


  Estrategia que, en cambio, sumergerá al PCE en el amargo trance de renunciar a la esperanza del cambio real si no quería convertirse en incómodo aliado para socialistas, liberales, cristiano-demócratas y, por supuesto, para el gobierno reformista de Adolfo Suárez, a causa de la oposición a su legalización por las altas esferas del poder: la policía y el ejército, principalmente.


  Tan elevada fue la tensión por la marginación o no del PCE en el inicio del cambio a la democracia, que este asunto llegaría a convertirse - sin que la propia organización en absoluto lo alimentara con declaraciones subversivas - en la principal confrontación política librada durante el primer trimestre de 1977. Paradójicamente, a la solución se llegaría no a través de la dialéctica entre la "acción de masas" y la negociación, sino a consecuencia de una auténtica masacre. La de los "asesinatos de Atocha', trágico suceso que tendría lugar a finales de enero de 1977 en la citada calle madrileña, en donde fueron ametralladas nueve personas (ocho abogados y un conserje) de las que cinco murieron y el resto fueron gravemente heridos, a manos de un grupo de individuos vinculados a Falange y al Sindicato Vertical, cuando se encontraban trabajando en un bufete de abogados laboralistas de Comisiones Obreras.


  A la contenida reacción de los militantes de CCOO y el PCE, renunciando a responder a la provocación de los agresores y apostando de nuevo por la democracia, se sumaría la admiración y respeto generalizado por el orden y la disciplina que los comunistas exhibieron durante el multitudinario entierro de las víctimas.


  No obstante, pese a esta voluntad de cambio pacífico manifestada por el PCE y CCOO, la crispación del momento en absoluto favorecía la legalización de los comunistas. A ella colaboraron otra serie de episodios también dramáticos: dos semanas antes de los asesinatos de Atocha, ETA había realizado un atentado mortal en la persona de un trabajador asalariado (Gonzalo Santos) y pistoleros ultrafranquistas dieron muerte al estudiante Arturo Ruiz en una manifestación pro-amnistía. Por su parte, el mismo día de la masacre de Atocha, aunque sin relación alguna con ésta, el GRAPO secuestraba al presidente del Consejo Superior de Justicia Militar, teniente general Emilio Villescusa; y en otra manifestación en protesta por la muerte de Arturo Ruiz, fallecería la manifestante de la izquierda radical María Luz Nájera a causa de un bote de humo de la policía. Finalmente, tres días después de la muerte de esta estudiante, el aludido GRAPO asesinaría de nuevo a dos policías armados y a un guardia civil en Madrid.


  


  Dramáticas jornadas aquéllas del invierno de 1977 que serían recordadas como la "semana negra' de la Transición, la de los Siete días de enero, documental que poco tiempo después filmaría el cineasta de Calle Mayor, Juan Antonio Bardem. Fueron, sin duda alguna, los días más críticos de la primera fase del cambio, incluyendo los que presenciaron los sangrientos atentados cometidos por ETA y el GRAPO en 1980, año en el que se registró el mayor número de víctimas mortales, militares y civiles, por este procedimiento.


  Y sin embargo, pese a la adversidad del contexto, el gobierno de Adolfo Suárez decretaba una nueva amnistía a mediados de marzo, suprimía el 1 de abril el Movimiento Nacional franquista y, durante la siguiente semana, la vacacional de la Pascua de abril de 1977, el presidente legalizaba, al fin, al Partido Comunista, causando la noticia una enorme conmoción en el país.


  Fue ésta la más arriesgada decisión de Adolfo Suárez que, curiosamente, provocó menor hostilidad inmediata de la esperada a juzgar por los datos hasta ahora conocidos. De hecho, las reacciones de los militares se concretaron en la dimisión del almirante Pita da Veiga, ministro de Marina en el Gobierno, y en la protesta del Consejo Superior del Ejército, en la que, sin embargo, los generales acataron disciplinadamente la decisión del presidente "en consideración a intereses nacionales de orden superior", según se indicaba en la repulsa formal que expresaron. Comparada con esta contenida reacción, la declaración del entonces ya promotor del partido de la derecha, de Alianza Popular, Manuel Fraga, manifestando que la legalización del PCE había sido "un auténtico golpe de Estado", se entendería como predecible desatino político del fracasado ministro del gobierno de Arias. En cualquier caso, el presidente Suárez, al actuar de la manera en que lo hizo, despejaría definitivamente las últimas reservas existentes en la oposición sobre la sinceridad de su proyecto de cambio.


  Claro está que el hasta entonces perseguido y proscrito Partido Comunista, a cambio de impedir su aislamiento y figurar junto a la inmensa mayoría de los partidos en el nuevo registro de Asociaciones Políticas abierto un mes antes de su legalización, se comprometía nada menos que a aceptar la monarquía como forma de Estado y a renunciar al proyectado gobierno constituyente que naturalmente incluía la opción republicana; alternativa de Estado cargada de connotaciones de cambio social y cultural para la inmensa mayoría de afiliados y simpatizantes del partido.


  


  Dos semanas más tarde, el 28 de abril de 1977, serían legalizadas las organizaciones sindicales democráticas y de clase, incluida Comisiones Obreras, certificándose oficialmente en aquella fecha la desaparición de la Organización Sindical Española instaurada al comienzo de la dictadura franquista. Seguidamente tendrían lugar la pacífica reconversión a la nueva Administración Civil del Estado de más de treinta mil funcionarios del régimen de Franco y la incautación de su patrimonio informativo constituido por 39 diarios, 40 emisoras de radio, 10 revistas y una agencia de noticias (Pyresa), pertenecientes hasta entonces a la llamada Prensa y Radio del Movimiento, la cadena propagandística del régimen fenecido.


  Finalmente, la llegada a Madrid el 13 de mayo de 1977, después de un exilio de 38 años, de Dolores Ibárruri, la mítica "Pasionaria', la renuncia al día siguiente del pretendiente monárquico Don Juan a sus derechos a la Corona de España en beneficio de su hijo Juan Carlos 1 y la autodisolución del Gobierno Republicano en el exilio el 21 de junio, contribuirán a clausurar simbólicamente los enfrentamientos del pasado y a normalizar el nuevo clima de reconciliación que se vivirá en España en las semanas que precedieron a la celebración de las primeras elecciones libres.


  C) Las primeras elecciones democráticas


  Una vez solventado el problema de la legalización del PCE, requisito esencial para dotar de credibilidad generalizada al proyecto de Adolfo Suárez, el presidente convocará la celebración de las elecciones prometidas para el 15 de junio del mismo año 1977.


  Transcurrirán dos meses intensos en los que el nuevo contexto de libertad brindará la reanudación, con mayor vigor aún que en los meses precedentes, de reivindicaciones políticas no contempladas preferentemente en la Ley para la Reforma Política, como las de carácter autonómico, a la vez que se registrará una febril actividad organizativa ante el cercano horizonte electoral del 15 de junio.


  Y en un clima de consenso entre gobierno y oposición se abrirá la campaña electoral, concurriendo a los primeros comicios libres decenas y decenas de candidaturas, toda una "sopa de siglas", en las que figurarán casi cinco mil aspirantes a competir por los 350 escaños al Congreso de los diputados y 166 para el Senado, ya que los 41 escaños restantes de éste, hasta completar la cifra de 207, serían designados por el rey.


  Eran las primeras elecciones libres, efectivamente, desde las republicanas de febrero de 1936 en las que el triunfo del Frente Popular respaldaría el Gobier no contra el que se alzaron los militares unos meses después provocando aquella Guerra Civil "de los mil días", de casi tres años de duración.


  


  La primera campaña electoral fue pacífica y vibrante; la afluencia ciudadana a los mítines desbordó los locales convencionales, debiendo habilitarse espacios abiertos como las plazas de toros, estadios y campos de fútbol para acoger a las muchedumbres cuando intervenían las figuras estelares de los principales partidos, como Dolores Ibárruri, Santiago Carrillo, Adolfo Suárez, Felipe González e incluso el poeta Rafael Alberti por el PCE. Pero ya desde sus comienzos, y sobremanera al final, el partido del presidente se beneficiaría del control de la televisión y otros medios de comunicación, así como del respaldo financiero de los grandes bancos.


  Los resultados arrojaron una participación del 78% y dieron la victoria (34,6%) a la Unión de Centro Democrático, UCD, la heterogénea coalición impulsada por Adolfo Suárez desde finales de 1976 y formalizada como tal el 3 de mayo de 1977 - de la que sería excluido Areilza por imposición de Adolfo Suárez sin que encontrara resistencias a ello por parte del resto de los coaligados-, compuesta por quince pequeños partidos entre los que se encontraban ex falangistas, democristianos, liberales y socialdemócratas, pero cuya base militante apenas superaba entonces los dos mil afiliados. Definido ideológicamente como centrista e interclasista, la UCD compareció ante los electores con un programa reformista.


  El segundo lugar correspondió al PSOE, candidatura encabezada por su secretario general Felipe González, partido que obtuvo el 29,3% de los votos constituyéndose, de entrada, en la principal alternativa de poder, lo que no dejaría de causar enorme sorpresa para quienes conocían su escasa oposición al régimen de Franco. El PCE-PSUC, el partido de mayor implantación de los presentados dado que se acercaba entonces a los doscientos mil afiliados, figuraría en tercer lugar aunque a una distancia considerable del PSOE, ya que solamente obtuvo el 9,4% de los votos. La coalición de Alianza Popular (AP), promovida en octubre de 1976 por Manuel Fraga en compañía de una serie de ex ministros de Franco, motivo por la que sería conocida como la candidatura de los "siete magníficos", armada de un programa conservador neto, obtendría el cuarto puesto con el 8,3%. Finalmente, el Partido Socialista Popular, fundado en 1974 en torno a la figura del profesor Enrique Tierno Galván, expulsado de la Universidad por Franco a mediados de los años sesenta, obtenía el 4% y seis diputados.


  Entre los nacionalistas, tanto la conservadora Convergencia Democrática de Cataluña (CDC), impulsada por Jordi Pujol desde su fundación en 1974, como el no menos moderado PNV tendrían holgada representación, 11 y 8 escaños, respectivamente. No la obtendrían, en cambio, Esquerra de Catalunya ni Euskadiko Ezkerra, y sí representación simbólica dos nuevas candidaturas regionalistas: las de Aragón y La Rioja.


  


  Hubo relativa sorpresa en partidos de ámbito estatal que no lograrían representación parlamentaria, como la Federación de la Democracia Cristiana (FDC) integrada por la Izquierda Democrática de Joaquín Ruiz-Giménez, y la Federación Popular Democrática de José María Gil Robles, el ex líder de la CEDA inactivo durante el exilio y el más reacio con el paso de los años a establecer alianzas políticas con menoscabo de liderazgo personal. De ahí que fuera más inesperado el fracaso - la FDC sólo obtuvo el 1,37% de los votos - del socialmente más avanzado Ruiz Giménez, único ex ministro de Franco en los cincuenta que, a diferencia de Fraga y sus aludidos "siete magníficos" de los sesenta, no sólo se había distanciado del régimen, sino que había ejercido una notable labor crítica contra el mismo desde las páginas de la prestigiosa revista Cuadernos para el Diálogo por él fundada a mediados de los sesenta. En fin, las encuestas posteriores explicarían que lo sucedido con la opción democristiana tendría que ver con la negativa de la jerarquía episcopal a secundar esa opción política; y en consecuencia, que el voto católico se distribuiría entre UCD, el PNV, la Unió del Centre en Cataluña e incluso el PSOE. Finalmente, las dos candidaturas franquistas, la FET de las JONS encabezada por Nemesio Fernández Cuesta y Alianza Nacional, por Blas Piñar, tampoco tendrían representación en el nuevo parlamento democrático.


  Fueron estas últimas las derrotas más esperadas por no haberse integrado en Alianza Popular: más aún que el descalabro electoral democristiano e incluso que el de la izquierda radical en todas sus organizaciones - surgidas, la mayoría, de nuevo cuño en el tardofranquismo - representadas por la Liga Comunista Revolucionaria (LCR), el Movimiento Comunista (MC), la Organización Revolucionaria de Trabajadores (ORT) y el Partido del Trabajo (PTE). Minoritarias todas ellas y algunas muy activas en la Universidad, pero que tras la derrota en las urnas de la nueva democracia se convertirán en suministradoras de cuadros a los partidos parlamentarios de la izquierda, siendo el PSOE la estación de destino terminal preferida por la mayoría de los primeros tránsfugas de esta procedencia.


  La traducción de los votos en escaños para el Congreso de los Diputados - operación en la que se aplicaría la norma electoral acordada a mediados de marzo con la "Platajuntá', antes de la legalización del PCE - se realizó aplicando el sistema D'Hondt, es decir, un modelo proporcional corregido con prima a las mayorías y castigo al tercer partido, con el añadido impuesto por los grupos más conservadores de la sobrerrepresentación de las "hectáreas", favoreciendo escandalosamente a las provincias menos pobladas en detrimento de las grandes aglomeraciones industriales y urbanas.


  


  La asignación resultante daría 166 escaños en el Congreso de los Diputados a UCD, 118 al PSOE, 20 al PCE y 16 a AP. Por su parte, los catalanistas del Pacte Democrátic de Catalunya obtendrían 11, y 8 el Partido Nacionalista Vasco, como se acaba de indicar, por beneficiarse ambos de las ventajas del citado sistema en su aplicación en el ámbito regional. Para el Senado, cámara a la que asignaron 207 escaños, pensada en aquella convocatoria como cobijo de procuradores que votaron favorablemente la reforma de las leyes franquistas, aparte de los designados por el rey, los resultados también favorecieron holgadamente a UCD.


  A la vista de la representación obtenida, la mayoría de los analistas electorales coincidió en clasificar el modelo político recién nacido en España entre los pertenecientes al "bipartidismo imperfecto"; el mismo que algunos politólogos aventuraron que tendería a estabilizarse y convertirse en el específico del país a la luz de los siguientes datos que el proceso aportó: predominio, en primer lugar, del voto procedente del centro sociológico del que se había beneficiado la UCD por la moderación de su papel en el inicio del cambio; papel desempeñado por la memoria histórica, en segundo término, a la hora de explicar la alta rentabilidad electoral del PSOE ante la imposibilidad de relacionarlo con su escasa combatividad contra la dictadura; y escasa representación, finalmente, de los partidos más alejados del centro, representados por el Partido Comunista y Alianza Popular, por evocar ésta el pasado franquista y simbolizar ambos la confrontación derecha-izquierda en la Guerra Civil, respectivamente.


  En cualquier caso, como UCD no consiguió la mayoría absoluta ni sus dirigentes estaban interesados en formar gobierno con Alianza Popular por la vibración franquista que este partido transmitía, optaría por gobernar en minoría en espera de lograr puntuales acuerdos con otros partidos. Negociaciones que desde entonces ya no serían mantenidas bilateralmente entre el partido del gobierno y las organizaciones coaligadas de la oposición, como en el inmediato pasado, sino con las tres principales fuerzas políticas (UCD, PSOE y PCE) tras constituirse el nuevo parlamento democrático. El lugar de las negociaciones lo ocuparía desde entonces el tiempo del "consenso", nuevo vocablo que se incorporaría desde entonces al léxico político castellano de la transición española a la democracia.


  D) Los Pactos de la Moncloa


  Fueron estos acuerdos el primer fruto del consenso tras la formación del nuevo gobierno presidido por Adolfo Suárez, acuerdos que serán firmados en diciembre de 1977. El segundo será la elaboración del texto constitucional, cuya aprobación en referéndum tendrá lugar justamente un año después. El clima de diálogo entre las partes también lograría otros objetivos menores, como el restablecimiento de la Generalitat catalana mediante la negociación de Adofo Suárez con Josep Tarradellas, presidente de la Generalitat en el exilio, que sería ratificada en el consejo de ministros de finales de septiembre del citado año.


  


  En otro orden, las organizaciones políticas tras su estreno electoral aprovecharán el respiro temporal para mejorar su estructura o realizar cambios en ella, como fue el caso de UCD, la coalición electoral triunfante que a comienzos del verano de 1977 se transformará precisamente en partido. La decisión no estuvo tanto motivada por afinidades ideológicas como impulsada por la euforia que el triunfo electoral deparó para el ejercicio y disfrute del poder a un pequeño grupo de personajes que probablemente nunca soñó - bajo la dictadura con la que casi todos colaboraron - gobernar en democracia. No obstante la unificación partidaria de UCD, durante algún tiempo la asignación de altos cargos, principalmente carteras ministeriales y las presidencias del Congreso y el Senado, recaerían en los cabezas de fila, en los "barones" de los pequeños grupos integrantes de la coalición centrista. En el nuevo gobierno democrático sólo Adolfo Suárez y Martín Villa representarían a los ex "azules", junto a tres democristianos (Marcelino Oreja, Landelino Lavilla, Íñigo Cavero), un socialdemócrata (Francisco Fernández Ordóñez), dos liberales (Joaquín Garrigues Walker, Ignacio Camuñas), dos independientes (Enrique Fuentes Quintana, Fernando Abril Martorell) y el general Manuel Gutiérrez Mellado, que continuó como vicepresidente y ministro de Defensa al unificarse las tres armas. Éste sería, pues, el gobierno que, además de promover los Pactos de la Moncloa, decidiría la apertura de negociaciones para la integración española en Europa, en la CEE, unas semanas después del 15-J (el 28 de julio) y bajo el que se redactaría y aprobaría la Constitución de 1978.


  Pero fueron los acuerdos económicos que se negociaron en el Palacio presidencial de la Moncloa el objetivo político de mayor nivel e inmediatez que siguió a la celebración de las primeras elecciones generales democráticas.


  Urgía contener el deterioro de la grave y hasta entonces ignorada situación económico-social cifrada, entre otros indicadores, en la llegada a 900.000 del número de desempleados, de los que el subsidio de paro sólo cubría a la tercera parte, en que las inversiones habían caído el 4% y la inacabable espiral inflacionista ascendía hasta el 26,4% en diciembre del citado año 1977. La situación era tan preocupante que apenas encontrará dificultades la resolución conjunta de los principales partidos parlamentarios para afrontarla a instancias del primer gobierno democrático de Adolfo Suárez.


  El control de la totalidad de las retribuciones salariales a niveles inferiores a la inflación prevista -y no respecto a la pasada, como era hasta enton ces la norma-, a cambio de "salario social' diferido, de las mejoras sociales producidas por medidas redistributivas de mayor calado, incluida una reforma fiscal, constituyó el núcleo del acuerdo.


  


  Complementariamente al saneamiento de la economía, en los Pactos de la Moncloa también se aprobaría un programa de actuación jurídico-política en un espectro tan variado como las reformas a introducir en el Código Penal, relacionadas con la despenalización del adulterio, la expedición legal de anticonceptivos, disfrute de libertades públicas, respeto a los derechos humanos y regulación de los medios de comunicación de titularidad estatal, la anterior prensa del partido único franquista.


  Pero combatir la inflación, incentivar el empleo y reducir el desequilibrio del comercio exterior primaron sobre el resto en unos acuerdos en los que - al hilo del objetivo compartido de sanear la economía - tampoco dejaron de manifestarse posiciones discrepantes. Entre ellas, el escenificado distanciamiento de los pactos por parte de la Confederación Española de Organizaciones Empresariales, la CEOE - la nueva patronal de la democracia que hasta 1980 agruparía preferentemente a las empresas de mayor tamaño - y el, menos aparente que real, escaso interés mostrado por la UGT.


  No obstante, el presidente Adolfo Suárez, confiando en que no se interrumpieran las correas de transmisión que entonces desempeñaban CCOO y UGT con respecto al PCE y PSOE, decidió negociar con estos últimos, con los partidos. Pleno protagonismo, pues, de los políticos en el primer acuerdo económico de la democracia desarrollado en un ambiente en el que pudieron contemplarse el sorprendente radicalismo de las propuestas de Felipe González, bajo la excusa de ir sin prisas al fondo de los problemas, frente al moderantismo de que hicieron gala Adolfo Suárez y Santiago Carrillo, siendo estos últimos quienes acapararon el protagonismo mediático a lo largo de las negociaciones.


  La moderación del PCE-PSUC fue entendida en la clave de la estrategia eurocomunista, de importación italiana, en la idea de avanzar hacia la constitución de un "gobierno de concentración nacional" para afrontar la situación de la recién nacida democracia, que además de soportar una profunda crisis económica era objeto de la intensificación del terrorismo de ETA y de la vigilancia y amenaza de intervención del ejército.


  Estrategia comunista que de haberse culminado con éxito probablemente hubiera servido al PCE-PSUC para compensar - con el desempeño de parcelas de poder - el desaliento causado entre los suyos por los adversos resultados electorales obtenidos en las elecciones. Plan que en absoluto tuvo posibilidades de prosperar porque el eurocomunismo del PCE-PSUC, además de cuestionarse dentro del propio partido por revisionista sin que por ello dejara de preocupar a la Internacional Socialista y a los intereses norte americanos en el área mediterránea, sería rechazado de plano tanto por el PSOE como por UCD.


  


  Sin embargo, CCOO sí contribuirá, en mayor medida que el resto de los agentes sociales - incluida la patronal, supuestamente representante de las empresas des capitalizadas desde el invierno de 1976 - a que los acuerdos de la Moncloa incidieran de manera razonable en el saneamiento y control de aquella economía en crisis. Entre su contribución contemplará la penosa tarea de hacer cumplir sacrificios salariales para fortalecer, desde su lugar en el sistema productivo y en la sociedad, la incipiente democracia española (Fishman, 1996).


  Los resultados de los Pactos de la Moncloa no estuvieron al nivel de las expectativas más optimistas, efectivamente, pero la inflación se redujo en casi diez puntos un año después, al bajar de 26,4 a 16,5 en 1978; se incrementaron las reservas de divisas y no descendió la conflictividad laboral, pero sí el número de jornadas no trabajadas que se redujo en cinco puntos (de 16,6 de 1977 a 11,5 en 1978). Se equilibraron con creces las cuentas empresariales - un amplio sector de ellos realizaría "huelgas de inversiones" en plena crisis, insolidario comportamiento del capital nacional que se compensó con la llegada de inversiones extranjeras-, se revalorizaron las pensiones y se amplió, aunque en cifra modesta, el seguro de desempleo. Pero la irrupción en 1979 de la llamada "segunda" crisis del petróleo supondría un obstáculo insalvable para la recuperación esperada a corto plazo.


  En cambio, sí permanecerá para la posteridad, por sentar precedente, el primer pacto económico de Estado en la nueva era: la introducción en la nueva España democrática de las relaciones laborales de la concertación social al más alto nivel, es decir, con la participación de los sindicatos mayoritarios, la patronal y los gobiernos de turno.


  E) Congresos de partidos y Constitución de 1978


  Si la gestación de los acuerdos de política económica firmados en el Palacio de la Moncloa consumió el último cuatrimestre de 1977, la redacción y aprobación de la Constitución ocupará el lugar central del año siguiente. Una tarea en la que curiosamente coincidieron todos los partidos sin estar prevista expresamente en la Ley para la Reforma Política de Adolfo Suárez, ni haberse anunciado en la convocatoria de las elecciones.


  Así fue como las primeras Cortes democráticamente elegidas se convirtieron en Constituyentes sin mayores problemas. Tampoco se marcaron plazos ni se registraron agobios temporales en el cumplimiento de este objetivo, como lo prueba el que entre la primera reunión de la Ponencia Constitucional, que tuvo lugar a finales de agosto de 1977, y el referéndum en el que fue aprobada la Carta magna, el 6 de diciembre del año siguiente, transcurrieran algo más de quince meses, plazo cinco veces superior al consumido por la Constitución Republicana de 1931.


  


  Mientras tanto, durante el "tiempo muerto" de la actividad parlamentaria, algunas organizaciones políticas y sindicales procedieron a establecer balances de su actividad y primera experiencia en libertad convocando múltiples reuniones y congresos.


  Uno de los que mayor expectación despertaría fue el del último partido legalizado, el PCE, que reunirá su IX congreso - el primero en España desde el IV que celebró Sevilla en 1932-, en el que la renuncia al leninismo en él planteada se convirtió en el tema central. Extemporáneamente anunciada por Santiago Carrillo en una conferencia pronunciada en una universidad norteamericana, acabaría siendo la citada renuncia la propuesta de mayor calado del congreso. Aprobada por mayoría de dos tercios tras uno de los más intensos debates de la historia de la organización, el PCE prescindiría desde entonces de la segunda seña de identidad, tras la marxista, asumida en los años fundacionales que siguieron a la Revolución bolchevique de 1917. El refundado PCE - "marxista, democrático y de clase" - se verá, a raíz del cambio, forzado a resolver las tensiones internas que originó el debate y a afrontar en el inmediato futuro la predecible escisión de una corriente prosoviética con la aparición del Partido Comunista de los Pueblos de España (PCPE), encabezado por Ignacio Gallego.


  La UCD también aprovecharía aquel entreacto constitucional celebrando entonces el primero de sus congresos en el que, al contrario de lo ocurrido formalmente en el PCE, triunfaría un cierto giro al centro-izquierda, a impulso del grupo de los suaristas y la minoría de socialdemócratas, frente a las resistencias también predecibles mostradas por el grupo cristianodemócrata que no había simpatizado en absoluto con el programa de la izquierda democristiana de Ruiz Giménez.


  El PSOE, que ya había celebrado su XXVII congreso en diciembre de 1976, en el que se potenció públicamente la figura de su secretario general Felipe González y se ratificó el ideario y el reparto del poder ejecutivo, aprovechará ahora la influencia que le habían dado las urnas para imponer su hegemonía sobre la totalidad de los grupos socialistas regionales surgidos en torno al trienio 1974-1977 y absorber en la primavera de 1978 al más importante de ellos, al Partido Socialista Popular liderado por Tierno Galván, que había obtenido algo más del 4% y seis diputados en las primeras elecciones democráticas.


  La imprevista actividad constituyente determinará por otro lado la reanudación de la dinámica del consenso practicada durante los Pactos de la Moncloa. Una vez constituida la Comisión Constitucional, ésta designaría una ponencia de siete miembros encargada de redactar el texto en la que figuraron tres representantes de la UCD (Pérez Llorca, Herrero y Rodríguez de Miñón y Gabriel Cisneros) y uno por cada partido con más de diez escaños que según los resultados correspondieron al PSOE (Gregorio Peces Barba), al PCE-PSUC U.Solé Tura), a AP (Fraga Iribarne) y al catalanista Miquel Roca. La minoría vasca, en cambio, no estaría representada en la ponencia al no aceptar el PNV la del catalanista y negarse UCD a ceder al grupo vasco uno de los tres puestos que le habían correspondido. No obstante la citada ausencia y el criticable comportamiento de los centristas, la acusada proclividad al acuerdo marcaría el tono del debate en la gestación del texto constitucional entre los siete ponentes y sus respectivas organizaciones, como lo probaron la frecuencia de reuniones bilaterales y los numerosos compromisos establecidos en las cúpulas de los partidos. La finalidad no era otra que lograr un texto suceptible de ser compartido por la inmensa mayoría del espectro ideológico existente en la sociedad española del momento, e incluso de tiempos venideros, según se desprendía de los propósitos anunciados.


  


  Procedimiento por consenso que, además de prodigarse en las prolongadas discusiones entre todos los ponentes, se extendería también en determinados momentos a contactos más informales - discretos y casi siempre confidenciales - tenidos en domicilios particulares y reservados de restaurantes, tratando de evitar enfrentamientos -y de ocultarlos a la opinión pública cuando se producían - sobre las más controvertidas cuestiones.


  Entre ellas, la inclusión o no en el texto constitucional del término "nacionalidades", introducido al parecer por el tándem catalanista Miguel Roca/Jordi Pujol, sobre la naturaleza y límites del Estado Autonómico, sobre la incidencia de la aconfesionalidad del Estado en la enseñanza privada, mayoritariamente controlada por las congregaciones católicas, y alguna otra no menos problemática, como la introducción de la planificación en el sistema económico.


  El nuevo texto finalmente se dispondrá al refrendo tras la previa aprobación, por abrumadoras mayorías, en las dos cámaras de las Cortes Generales. En el Congreso, de los 350 diputados sólo votaron en contra seis, cinco de ellos de Alianza Popular, absteniéndose catorce, entre los que se contaron los ocho del PNV y algunos de Alianza Popular; en el Senado, 226 votaron a favor y cinco en contra. Enorme respaldo parlamentario, pues, a un texto que figurará entre las "constituciones largas" por comprender 169 artículos, nueve disposiciones adicionales y las derogatorias no sólo de toda la profusa y reiterativa legislación franquista, sino también de la más instrumental y efímera de la transición "suarista". Un texto en el que se reflejará, como no podía ser de otra manera, la correlación de fuerzas vigente en cuanto a la preservación o no de intereses, ideologías y sistema de valores entre conservadores, centristas y progresistas, pero también las renuncias y mutuas concesiones.


  


  En relación con la forma política del nuevo Estado, constituyó una novedad su definición como monarquía parlamentaria, en la que el rey personifica la nación pero sólo tiene poderes para sancionar y promulgar las leyes, convocar y disolver las Cortes y convocar elecciones si el Congreso de los Diputados previamente lo decide. Nueva forma de Estado que naturalmente sería celebrada por los reformistas de procedencia franquista y acatada por los partidos de la izquierda, como el PCE-PSUC, que no plantearían ya entonces objeción alguna a la monarquía por haber renunciado a la República para conseguir la legalización. Distinta sería la situación del PSOE, que tras capitalizar el republicanismo para competir con el PCE y los grupos de la extrema izquierda desde 1975, lograría en 1978 evitar el trance de la renuncia formal a la República mediante una rebuscada fórmula que le permitía aceptar la monarquía al ser derrotado en buena lid democrática por la mayoría sin pronunciarse a favor de la misma; simplemente absteniéndose en la aludida votación.


  Así pues, monarquía parlamentaria para el nuevo Estado democrático de derecho basado en los principios de igualdad, libertad y pluralismo político, frente a quienes se pronunciaban por la República. Se mantuvo, efectivamente, la no confesionalidad del Estado, pero la presión ejercida por los obispos sobre conservadores y centristas tendría el resultado de incluir la mención a la Iglesia Católica, sólo a ella, entre las decenas de confesiones religiosas ya entonces existentes en España.


  Respecto al orden económico, la izquierda aceptaría constitucionalizar la "la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado" a cambio de que la derecha aceptara la iniciativa pública y la planificación, el derecho a la huelga y el reconocimiento constitucional de los sindicatos de clase. Transacción formal, pues, en el ámbito de las preservadas relaciones de producción capitalistas, mucho menos controvertida, en todo caso, que la discusión a que dio lugar la redacción del título VIII, el de la autonomía concedida a las nacionalidades y regiones del Estado, a la que aludiremos más adelante.


  Se acordaba, pues, un texto en el que se percibían levemente inspiraciones de la Constitución Republicana de 1931, e incluso alguna "anticipación", aunque recogerá esencialmente realidades y problemas estrictamente contemporáneos, no estando tampoco exenta, pese a la obsesión constitucionalizadora de la izquierda, de alguna indefinición y ambigüedad para salvar intereses encontrados de muy difícil solución. Resultó ser una constitución razonablemente avanzada para funcionar en la nueva democracia capitalista, pero prolija y de difícil reforma; rasgos éstos que, sin embargo, no impedirán que fuera sinceramente celebrada por significar una excepción en la historia constitucional española, al no ser deliberadamente impuesta por la voluntad de la mayoría sobre la minoría, tal como había acontecido con las ocho restantes desde la de Cádiz de 1812.


  


  Una Constitución, en fin, efectivamente consensuada en un contexto extremadamente difícil por el desempleo creciente y el terrorismo insistente que la democracia recién establecida no había sido capaz de contener. Dos auténticas lacras que venían alimentando desde un año atrás el "desencanto" de una parte de la población - la de los votantes de la izquierda en particular - tras el intenso período vivido entre 1975 y 1977 durante el que se ilusionó con la expectativa de profundas transformaciones, no sólo políticas.


  Problemática situación la que delatará el "desencanto", negativa sensación que se advertirá en el referéndum celebrado el 6 de diciembre de 1978 en el que la respuesta de la ciudadanía otorgará a la Constitución un respaldo muy inferior al previsto. El texto será votado afirmativamente por el 59% del censo electoral (15.782.639 votos) frente al 7,8 que se manifestó en contra (1.423.184), llegando la abstención hasta el 32,9% (8.589.388). En Galicia, por ejemplo, la abstención será del 51,4% y en Euskadi del 51,1%, si bien el volumen registrado en esta última se debió en gran parte a la campaña del PNV en respuesta a su marginación en la redacción de la ponencia, a la errónea exclusión "por ruines intereses de partido", según denunciarán los dirigentes de la veterana organización política vasca. Fue también en Euskadi donde el plebiscito tuvo mayor porcentaje de votos en contra (23,5%), aunque el 68,8% de los votantes lo hizo a favor de la Constitución. No ocurrió lo mismo en Cataluña, donde votó el 68% del censo, haciéndolo más del 90% a favor de la nueva Constitución.


  F) La descentralización del Estado


  Será recogida en el título VIII de la Constitución refrendada, tras haber sido uno de los cambios más debatidos en la ponencia, según testimoniará diecisiete años después el representante en ella del Partido Comunista (Solé Tura, 1995). El detonante fue la inclusión del término "nacionalidad", deliberadamente diferenciado del de "regiones", en el artículo segundo de la nueva Carta magna para distinguir las históricas - Cataluña, País Vasco y Galicia, con estatutos autonómicos aprobados antes de julio de 1936 - de los nuevos territorios que también aspiraban al autogobierno y lo venían manifestando desde el final de la dictadura franquista. Realidad ésta que llevará al Gobierno de Adolfo Suárez a conceder nada menos que diez preautonomías, encabezadas por la catalana y la vasca, mientras se gestaba y debatía el texto constitucional. En cualquier caso, una vez aprobada la Constitución, se enterraba el férreo centralismo impuesto por la dictadura franquista y se conforma el nuevo modelo de Estado Autonómico.


  


  La primera etapa de su desarrollo tendrá lugar entre 1979 y 1983, cerrándose en esta última fecha el proceso descentralizador y dando lugar al nuevo mapa, en el que las cincuenta provincias se integraban en 17 Comunidades Autónomas a las que después se sumarían las ciudades de Ceuta y Melilla, también con estatutos propios. Problemas no escasearon a la hora de delimitar contenidos, adscripción de territorios en algunas de ellas y discusión de los estatutos respectivos, sobre todo tras el llamado "café para todos" - aunque distinto café para las de primer rango-, política que UCD y el PSOE decidieron aplicar en 1981, tras el golpe del 23-F, cuando sólo estaban cinco estatutos aprobados. Los doce restantes se aprobarán en el bienio 1982-1983, beneficiándose de la sentencia del Tribunal Constitucional al rechazar parcialmente la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico, la LOAPA, aprobada bajo el Gobierno de Calvo Sotelo. Tensiones que reaparecerían tras el ingreso de España en la Comunidad Europea en 1986, y sobre todo en 1992, con la ampliación de competencias transferidas en las que las Comunidades Autónomas de la "vía lenta", las del artículo 143, tendieron a igualarse con las nacionalidades históricas, las del artículo 151 de la Constitución. Problemas que correrían parejos a la crítica del modelo autonómico a consecuencia del, para muchos, desmesurado gasto originado por lo que se entendió como hipertrofia de personal de las nuevas administraciones autonómicas, en contraste con la lenta disminución del mismo en la administración central.


  No obstante, además de la gratificación sentimental y política que suponía para la población "autonomista" - para la izquierda principalmente-, también la descentralización que preconizaba la derecha acabará revelándose muy pronto administrativamente ventajosa para el conjunto de la ciudadanía. Ello se debió a que el modelo autonómico, pese a privilegiar las nacionalidades históricas, permitió sin demora excesiva avanzar hacia un modelo de moderno "Estado unitario-federal", aportando pluralismo y más democracia al conjunto. Contribución que se percibirá aún sin que se disiparan a lo largo de las dos últimas décadas del siglo los recelos y las manifestaciones de reales o supuestos agravios comparativos entre las distintas comunidades autónomas. Y de la que, coyunturalmente al menos, se beneficiarán gobiernos del Partido Socialista y del Partido Popular en las legislaturas que no contaron con suficiente respaldo para gobernar con mayoría absoluta. Ahí, en esas críticas circunstancias de los partidos estatales, aparecerán como salvadores los catalanistas de CIU y los vascos del PNV para ayudar, con el estímulo y refrendo de sus respectivas burguesías, a la "gobernabilidad de España'. Casi siempre a cambio, obviamente, de alguna ventaja competencial autonómica.


  


  Entre ellas, la de coincidir con los españolistas en la hibernación del Senado, en contra de lo estipulado en el artículo 69.1 de la Constitución, como Cámara de representación territorial y de debate en ella para avanzar en la igualdad de la totalidad de las Comunidades Autónomas. No renunciando en cambio a utilizar la pomposamente nombrada "cámara alta" como última trinchera del conservadurismo para obstruir la legislación más progresiva votada por el Congreso de los Diputados. Incumplimiento notorio que, sin embargo, no ha impedido que el Estado de las Autonomías, sumado a las aportaciones de la Unión Europea a partir de 1986, haya contribuido de manera sustancial a la corrección de los ancestrales desequilibrios y desigualdades regionales. Y que tras cumplirse, al finalizar el siglo XX, las dos primeras décadas de un funcionamiento gobalmente razonable del Estado Autonómico, a éste sólo le resta mejorar su articulación para superar su pionero carácter híbrido y responder plenamente al nombre de Estado federal, al haberse convertido el modelo español en uno de los más descentralizados de Europa y en el mejor sistema de gobierno de la historia española, según estudiosos especializados en el problema (Aja, 1999). De ahí que al comenzar el siglo XXI apenas se añorara el Estado centralizado.


  1.1.3. El segundo y último gobierno de Adolfo Suárez (1979-1981)


  A diferencia de los objetivos alcanzados en el trienio de 1976-1979, que sentaron las bases del nuevo sistema democrático, el bienio siguiente adquirirá un perfil más problemático. Dos factores contribuyen a explicar el cambio: el final del consenso entre los principales partidos que había alumbrado la Constitución y la persistencia del "desencanto" en determinados sectores de la la población.


  Tal como se acaba de indicar el "desencanto" reflejó la aparición de variadas actitudes colectivas relacionadas con la frustración de expectativas de la que se culpará a la democracia en tanto que como alternativa a la dictadura no había sido capaz de acabar con el problema del terrorismo, el de ETA principalmente. Y a sectores más precisos como los parados por motivaciones idénticas, principalmente a los jóvenes en busca del primer empleo, defraudados por esta limitación de una democracia tan trabajosamente conseguida. Junto al terrorismo y el desempleo, el escepticismo del momento afectaría además a quienes habían idealizado el papel a jugar por los partidos - a los votantes de los de la izquierda en especial - a causa de su funcionamiento cupular, exageradamente puesto de manifiesto en la gestación del texto constitucional.


  


  Simultáneamente, sin apenas relación con el "desencanto", el citado período presenciará las crisis de las dos organizaciones políticas mayoritarias. De naturaleza estructural la del partido gobernante, de UCD, que lo llevará casi a la desaparición, y de carácter ideológica la provocada en el PSOE que, contariamente a la UCD, le permitirá asentarse sobre nuevas bases desde las que crecer primero y alcanzar después el triunfo electoral en octubre de 1982.


  A) Las segundas elecciones generales y las primeras municipales (1979)


  Convocadas las generales a finales de diciembre tras la aprobación de la Constitución, su celebración tendría lugar el 1 de marzo de 1979 después de una campaña en la que, según los analistas, la situación sociopolítica presenciará mayores cambios que los resultados arrojados por las urnas.


  Adecuadamente asesorados por los expertos en comunicación, la principal novedad en la campaña la aportará el descubrimiento del medio televisivo para difundir sus mensajes, en un momento en que más del 90% de los hogares ya disponía de receptor, descendiendo drásticamente la programación por los partidos de mítines convencionales respecto a las elecciones anteriores.


  En cuanto a las candidaturas a la presidencia del gobierno, repitieron las de los dirigentes de los principales partidos estatales (A.Suárez, F.González, S.Carrillo y M.Fraga), siendo Alianza Popular el único que, en aras de mejorar resultados, se transformó en Coalición Democrática (CD), previa eliminación de los rostros franquistas más conocidos - los "siete magníficos" de la anterior convocatoria - quedando sólo Manuel Fraga como cabeza de cartel. Y en relación a la confrontación electoral, la campaña reflejaría, tal como se ha apuntado, el fin del consenso constitucional, siendo especialmente duro el enfrentamiento entre los candidatos socialista y centrista, Felipe González y Adolfo Suárez, respectivamente.


  Los resultados mostraron una participación porcentual notoriamente inferior a la de las elecciones anteriores, ya que del 78,7% se bajó al 68,1%. El hecho de que creciera la abstención hasta más del 30% pese a la rebaja de la edad del voto de 21 a 18 años prevista en la Constitución, ¿se debió a la fatiga electoral provocada por las cuatro llamadas a las urnas en menos de tres años, como algunos cronistas argumentaron, tras el ayuno de casi cuarenta? Probablemente el "pasotismo" electoral tendría más que ver con las causas anteriormente señaladas que dieron lugar al "desencanto".


  En cuanto al respaldo recibido por las principales candidaturas al gobierno, los resultados se mantuvieron en la línea de los obtenidos en la anterior convocatoria, si bien a grandes rasgos podría decirse que la izquierda apenas avanzó, la derecha retrocedió y el centro tampoco en esta segunda ocasión alcanzó la mayoría absoluta, aunque UCD volvió a ser el partido más votado, incrementando tanto su porcentaje (34,3%) como el número de escaños (168). El PSOE mejoró los resultados (30%) pero menos de lo esperado, ya que en esta convocatoria contaba con el aporte del Partido Socialista Popular (PSP) al que acababa de absorber tras hacerse cargo de su deuda. El PCEPSUC, al incrementar su respaldo electoral en poco más de un punto (10,6 %), tampoco estaba en condiciones de tañir campanas de alegría, ya que en esta segunda ocasión, a diferencia de la primera, no podía argumentar la tardanza de su legalización y otras adversas circunstancias que lo rodearon en la convocatoria de 1977. Finalmente, la nueva CD de Fraga sufriría un descalabro al descender de los modestos resultados anteriores al 5,6% a consecuencia, al parecer, de la doble fuga experimentada por sus anteriores votantes hacia el centro, por un lado, y por otro hacia la extrema derecha, a la Unión Nacional, candidatura netamente franquista encabezada por el notario madrileño Blas Piñar, que lograría por primera y última vez un escaño de diputado por la circunscripción de Madrid.


  


  Sin embargo, las mayores novedades en el Congreso procederían de las organizaciones nacionalistas catalanas y vascas con la presencia, además de la prevista de los partidos moderados catalán y vasco, de nuevos diputados representando a Esquerra de Catalunya, Herri Batasuna y Euskadiko Ezquerra del País Vasco. Y con la presencia, finalmente, de organizaciones regionalistas como el Partido Socialista Andaluz, la Unión del Pueblo Navarro, el Partido Aragonés Regionalista y la Unión del Pueblo Canario.


  Las elecciones municipales celebradas un mes después de las generales de 1979, pese a la fatiga política causada por las sucesivas llamadas a las urnas, incentivaron a sectores muy determinados del electorado. Eran las primeras a celebrar de la nueva democracia en los más de ocho mil ayuntamientos del país (8.043), no faltando especulaciones históricas sobre su retraso con respecto a las generales en la cautela del Gobierno de Adolfo Suárez para evitar sorpresas desagradables, como la provocada en abril de 1931 cuando comicios de este nivel abrieron paso a la proclamación de la Segunda República y provocaron el hundimiento de la monarquía de Alfonso XIII. No obstante, sorprendería negativamente la baja tasa de participación en las mismas, ya que sólo votaría el 60% del censo. Dato que reflejaba, además de los factores anteriormente tenidos en cuenta para las generales, la diferencia de significado - menor que aquéllas - que en esta primera experiencia las atribuía a un importante porcentaje del censo, el más conservador principalmente.


  De ahí que sobre todo el voto urbano se orientara mayormente hacia la izquierda, permitiendo a ésta gobernar en el 77% de las grandes ciudades a consecuencia del pacto municipal establecido entre el PSOE y el PCE, tacha do desde sectores derechistas de nuevo Frente Popular marxista; no obstante, el número de concejales obtenido por UCD (29.000) casi duplicaba a la suma de los obtenidos por el PSOE (12.000) y el PCE (3.600).


  


  Pero la consecución de la alcaldía de Madrid por Enrique Tierno Galván - el "viejo profesor", promotor del ya ex PSP, encabezando la candidatura del PSOE-, la de Barcelona obtenida por el economista Narcís Serra al frente de los socialistas catalanes (PSC) y la de Córdoba lograda por Julio Anguita, un maestro de enseñanza primaria al frente del PCE, además de la de Valencia, Zaragoza y Málaga, simbolizarían la nueva hegemonía ideológica de la izquierda social-comunista, a escala municipal, en todo el país.


  La irrupción de la democracia y de la izquierda simultáneamente en los ayuntamientos franquistas regidos por alcaldes y concejales digitalmente designados durante décadas no dejaría de causar cierta conmoción en los consistorios, pese a encontrarlos escasísimos de presupuesto, no disponer de capacidad recaudatoria ni de apenas transferencias estales. No obstante, pese a estas carencias, la vida municipal cobraría enorme vigor desde los comienzos de la década de los ochenta, permitiendo el saneamiento y adecentamiento de los espacios urbanos, racionalizando la circulación en ellos y propiciando la recuperación de tradiciones y fiestas populares. Permitirá, además, la puesta en marcha de planes urbanísticos controlados por las nuevas mayorías de la izquierda dispuestas a erradicar la especulación del suelo, auténtica lacra franquista, y la dignificación profesional de los funcionarios y del personal laboral de los diferentes servicios municipales.


  B) La renuncia al marxismo del Partido Socialista


  La celebración por el PSOE de su XXVIII congreso, un mes después de las elecciones municipales, supondrá la apertura de una breve e intensa crisis provocada por la renuncia al marxismo de la veterana organización. Coincidió precisamente con el año en que se cumplía el centenario de la fundación del partido por un pequeño grupo de trabajadores y profesionales identificados con el pensamiento de Marx y Engels, encabezado por Pablo Iglesias en los comienzos de la restauración monárquica controlada por Cánovas del Castillo.


  El proyecto no dejaría de causar sorpresa, ya que la citada seña de identidad la había mantenido a lo largo del prolongado exilio en el contexto de la Guerra Fría, sustrayéndose a influencias tan aleccionadoras para el tiempo en que se vivía en Centroeuropa, como la renuncia del SPD alemán en 1959, del que mayor apoyo venía recibiendo al menos desde el congreso de Suresnes celebrado en 1974. Reunión ésta en la que, además de republicano y federalista, continuó definiéndose como partido "de clase, de masas, marxista y democrático", principios fundacionales que en absoluto se cuestionarán en los cinco años posteriores; antes al contrario, se reafirmarán en todos los niveles del partido, incluidas las declaraciones de su secretario general. Es más, la identificación marxista era obligada referencia en el discurso del PSOE desde el comienzo de la transición, principalmente en los episodios electorales en los que precisaba competir con el PCE, como anteriormente se indicó.


  


  Cinco años después de Suresnes, sin embargo, con un partido que había multiplicado casi treinta veces sus efectivos desde 1974 - 3.500 en 1974 y en torno a 100.000 en 1979 - tras dos experiencias electorales en las que los resultados en absoluto podían entenderse como un fracaso (en especial si se los comparaba con los obtenidos por el PCE), la renuncia del PSOE al marxismo se presentaría como un objetivo irrenunciable; en particular para el sector minoritario de los dirigentes de la organización que lo entendieron como requisito ineludible para garantizar el acceso del partido al gobierno, desplazando a UCD del monopolio ejercido por este partido en el centro electoral del espectro social.


  El trámite congresual de la renuncia se escenificó en dos secuencias, antes y después del verano de 1979, respectivamente. En la primera, el XXXVIII Congreso celebrado en mayo reafirmará sin problemas la línea marxista, defendida por el profesor Francisco Bustelo, al ser refrendada esta posición frente a la de Felipe González por dos tercios de los delegados. La amenza de renuncia de este último a la secretaría general del PSOE y la no presentación de una candidatura alternativa - supuestamente encabezada por Luis Gómez Llorente, Pablo Castellano o el mismo Bustelo - darían fe de la parálisis originada, remitiendo a la posterior celebración de un congreso extraordinario. Aplazamiento éste que permitirá a los más cercanos seguidores de Felipe González introducir cambios en los estatutos del partido - tarea en la que se aplicará el vicepresidente Alfonso Guerra - en el sentido de rebajar la representación de las agrupaciones locales en beneficio de las delegaciones provinciales con el objeto de facilitar el mejor control del aparato de la organización. Finalmente, tal como se esperaba, en el congreso extraordinario celebrado en septiembre, el dimitido secretario general retornará a la dirección del nuevo partido, una vez expurgado de marxismo, siendo entonces sorprendentemente elegido casi por aclamación por los delegados.


  Fue así como Felipe González, el otrora casi desconocido abogado laboralista sevillano procedente de la clase media que accedió con sencilla timidez a la secretaría general del PSOE en Suresnes en 1974, se imponía con rotundidad cinco años después en la centenaria organización obrera relegando a una presencia meramente testimonial a las escasas corrientes críticas susceptibles de aparecer. Y también, como con el abandono del marxis mo, se daba por definitivamente concluido el calculado proyecto de refundación del PSOE inciado en el histórico pero extremadamente discreto congreso de Suresnes de 1974, celebrado bajo el escudo protector de la socialdemocracia europea representada por el dirigente del SPD alemán Willy Brandt, el del Partido Socialista francés Francois Miterrand y el del italiano Bettino Craxi. Cinco años después, el vacío dejado en el viejo partido por el ideario marxista sería, en opinión de los estudiosos del fenómeno, "un lugar de encuentro de diferentes sensibilidades y síntesis de variadas ideologías", en disposición de alcanzar el poder sin que tal proyecto implicara posibilidad de cambio de sociedad (Juliá, 1995).


  


  Finalizado el congreso extraordinario y reanudada la vida política, tal como si tratara de desconcertar a los desalentados por el cambio ideológico, la restaurada dirección del PSOE endureció su oposición, dentro y fuera del parlamento, al gobierno de UCD y en especial a su presidente. El encono puesto en combatirlo llevaría a algunos dirigentes del PSOE, según opiniones ampliamente compartidas, a recurrir al "todo vale" parlamentario para desestabilizarlo. Fueron los tiempos en que Felipe González llegaría al punto de lisonjear políticamente al ex ministro franquista Manuel Fraga, declarando que le prefería como jefe de Gobierno porque al dirigente de Alianza Popular, a diferencia de Adolfo Suárez, "le cabía el Estado en la cabeza'.


  Sin embargo, UCD no necesitaba ya entonces de semejantes ataques para que partido, gobierno y presidente tendieran a precipitarse al vacío. Le bastaba el último de los errores cometidos en la celebración del referéndum autonómico de Andalucía, el 28 de febrero de 1980, para que el PSOE ascendiera el último peldaño que le conduciría al Gobierno en octubre de 1982.


  La flagrante contradicción en que cayó Adolfo Suárez y su gobierno al hacer campaña por la abstención en un referéndum por él convocado en cumplimiento de la Constitución, brindará a un Partido Socialista repentinamente convertido del federalismo al autonomismo, en el congreso que celebró en diciembre de 1976 anteriormente aludido, la osadía de erigirse en adalid radical del hasta entonces relegado andalucismo moderado postulado por Blas Infante. Y la oportunidad de convertirlo en arma casi letal, compitiendo con el emergente Partido Socialista Andaluz, contra la abstención preconizada por UCD, contribuyendo en modo determinante a la consecución de la victoria de la "vía rápida" para la comunidad anadaluza, la del artículo 151 de la Constitución que ya disfrutaban las nacionalidades históricas, y a implantarse en la región como primera fuerza política.


  Otro episodio que también ayudaría al PSOE a avanzar en la conquista del gobierno del Estado sería la celebración de las primeras elecciones autonómicas vascas y catalanas. Comicios en los que, si bien triunfarán los nacionalismos moderados representados por Carlos Garaicoetxea del PNV y Jordi Pujol del CDC, los votos obtenidos por los socialistas de Euskadi y Cataluña les otorgaron una presencia muy notable en aquellos escenarios.


  


  Finalmente, la mayor rentabilidad política obtenida por el nuevo PSOE, antimarxista y autonomista, procederá de la moción de censura planteada en el Congreso de los Diputados, en la que contó con la ayuda imprevista de que fuera retransmitida por la TVE el 30 de mayo del mismo año 1980. De esta manera, la opinión pública interesada pudo contemplar en directo el calamitoso estado político en que se encontraba el presidente Suárez, mientras Felipe González alcanzaba momentos estelares en sus intervenciones. De ahí que a nadie sorprendiera que las encuestas de opinión dadas a conocer inmediatamente después reflejaran por vez primera que Adolfo Suárez era desplazado por Felipe González en la valoración de los líderes de los principales partidos. El PSOE se confirmaba desde entonces, efectivamente, como indiscutible alternativa de gobierno a corto plazo.


  C) Crisis de UCD y dimisión del presidente Adolfo Suárez


  La falta de reflejos y el abatimiento que Adolfo Suárez había mostrado en la moción de censura que acabamos de indicar en absoluto respondía a motivaciones estrictamente personales. Las horas más bajas de aquel presidente tenían menos que ver con la estrepitosa derrota de UCD en el referéndum andaluz y otros reveses electorales - aunque menos escandalosos en el País Vasco, Cataluña y Galicia - que con las arremetidas del ala derecha de su propio partido al forzarle a eliminar del gabinete a liberales y socialdemócratas, sus principales soportes. Así lo pondrá de relieve el hecho de que la superación de la moción de censura, en la que obtuvo el respaldo de los catalanistas, en absoluto significaría que se detuviera el progresivo deterioro de la presidencia de Suárez.


  A la crisis de UCD, alimentada por los cristianodemócratas, también coadyuvará el contexto general del país. Era cierto que la inflación había descendido al 15,2% desde el 26,4% existente en el tiempo de los Pactos de la Moncloa, a finales de 1977, pero el desempleo rebasó por vez primera la cifra del millón justamente en el año en el se aprobaba el Estatuto de los Trabajadores, en 1980. La repercusión de la segunda crisis del petróleo, iniciada en 1979, cuando se estaba a punto de superar la de cinco años antes, significó tal contracción de los sectores productivos que, aun apremiando la necesidad de implantar medidas drásticas para superarla, éstas se aplazaron ante otras urgencias más perentorias.


  Entre ellas la del terrorismo, fenómeno que como el desempleo alcanza en 1980 la mayor intensidad hasta entonces registrada, al coincidir los de todas las procedencias: la extrema derecha (Guerrilleros de Cristo Rey y Alianza Anticomunista), los independentistas vascos (ETA) y la extrema izquierda (GRAPO). Adicionalmente, hará acto de presencia el emergente contraterrorismo anti-ETA desde las estructuras policiales heredadas de la dictadura, a través primero del Batallón Vasco Español y después, desde 1983, del más duradero Grupo Armado de Liberación, el GAL. En cualquier caso, ETA compartiría ocasionalmente con el GRAPO su sangriento protagonismo durante el trienio 1978-1980, el más sanguinario de su historia, ya que las 65 víctimas mortales del primer año de los citados crecieron hasta 78 en el siguiente, llegando casi al centenar (96) en 1980, el año más macabro de la serie desde 1968 hasta fin del siglo, acciones terroristas de la sedicente extrema izquierda que se cebaron en el sector castrense, ya que nada menos que 258 militares y policías - seis de ellos generales y otros tantos coroneles - serían asesinados desde la muerte de Franco, en noviembre de 1975, hasta febrero de 1981.


  


  Al recrudecimiento de la crisis económica y del terrorismo se sumarían problemas propios de la cotidiana gobernación democrática, aunque en aquellos años algunos asuntos aún desataban resistencias insólitas en el seno de un partido que se proclamaba centrista. El tema del divorcio, por ejemplo, en el que la voz de la Iglesia tronará, a través de los cristianodemócratas, contra los sectores suarista y socialdemócrata, favorables a la aprobación de la ley.


  En cualquier caso, ninguna de las instancias de poder fáctico del momento, militar, eclesiástica y financiera, permanecería indiferente al rumbo de UCD - aparte del terrorismo y la crisis económica - bajo cuyo segundo mandato había supuestamente resurgido de sus cenizas el "frente popular marxista" que se había alzado con el gobierno de las grandes ciudades tras la alianza de socialistas y comunistas en las elecciones municipales de 1979, como anteriormente se indicó.


  La adversidad de la coyuntura económica y terrorista no sólo no llevará al cierre de filas en UCD en torno a su presidente para afrontarla, sino que, al contrario, los cristianodemócratas de UCD se beneficiarán objetivamente de la misma arreciando su conspiración contra Adolfo Suárez tras el verano de 1980. Fue entonces cuando aparecerán en primera línea algunos "barones" del partido, previamente desplazados del gabinete ministerial en beneficio del reducido grupo de incondicionales al presidente. La citada "oligarquía' repentinamente aparecida en un partido sin apenas afiliados responsabilizará al presidente de las graves deficiencias advertidas en el funcionamiento de la organización y del desinterés de aquél - acusación que era suscrita por votantes y no votantes de UCD - en la actividad parlamentaria, contrastando con su tendencia a recluirse en el Palacio de la Moncloa. Pero el asedio al presidente obedeció también a cuestiones ideológicas plasmadas en decisiones - que entonces se entendieron arriesgadas - tanto de orden internacional como doméstico.


  


  Respecto a la política exterior, eran ampliamente compartidos por las facciones tanto el proyecto de ingresar en la Comunidad Económica Europea, para el que se habían abierto negociaciones a primeros de 1979, como la revisión con el Vaticano del Concordato de 1953, actualización ésta exigida tras la aprobación de la Constitución de 1978 por las nuevas relaciones económicas y fiscales, y de la participación de la Iglesia en la enseñanza en el nuevo Estado aconfesional. Hubo mayor discrepancia en otros temas, como el del ingreso en la OTAN, respecto al que Adolfo Suárez mostró menor entusiasmo que los cristianodemócratas de su partido, situándose en sintonía con la opinión que percibía mayoritariamente hostil a la influencia norteamericana en España.


  Nada extraño, pues, que a aquéllos les repugnara la visita de Adolfo Suárez a la Cuba de Fidel Castro en 1978 - fue el primer presidente de Gobierno que tomó esta iniciativa antes de esa fecha-, así como la amistosa recepción del año siguiente al presidente de la primera autoridad nacional palestina, Yaser Arafat, cuando multitud de gobiernos consideraban aún a la OLP, lisa y llanamente, como una organización terrorista. Siguiendo la misma lógica, los discrepantes censurarían la simpatía del presidente por el neutralismo de España ante los dos bloques de poder mundial aún vigentes, EEUU-URSS, que había escenificado mediante la participación de España como observadora en la sexta cumbre de Países No Alineados, celebrada también en 1979.


  En el plano interno, tal como era previsible, la corriente cristianodemócrata encontraría nuevas ocasiones de manifestar su hostilidad al presidente. La de mayor enjundia tuvo lugar en la tramitación de la aludida Ley del divorcio, promovida por el sector social-liberal encabezado por el ministro Francisco Fernández Ordóñez, y otras iniciativas entendidas de "corte progresista". Desencuentros, en fin, que acabarían llevando al "sector crítico" de UCD a cuestionar abiertamente el liderazgo del partido, logrando derrotar al candidato de Suárez a la presidencia del grupo parlamentario (el diputado Santiago Rodríguez Miranda) en beneficio del candidato cristianodemócrata Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón. Diputado éste que junto a Oscar Alzaga, otro colega de la misma corriente, encabezarían el grupo dispuesto ya entonces a abandonar el centrismo de UCD y establecer contactos con la derecha encabezada por Fraga, incentivados por la perspectiva a corto plazo de constituir un gobierno de coalición, sin previa consulta electoral, alternativo al de Adolfo Suárez (Herrero, 1987).


  Pero la mayor sorpresa respecto a la inmediatez de formar este tipo de gobierno se debió a que también el proyecto era compartido por un sector de la dirección del PSOE, en la medida en que hacía una lectura de la situación en clave de crisis de Estado debida a que el presidente Suárez, volcado en los problemas del partido, no se mostraba resolutivo con los de carácter general: el rey fue abucheado en su visita al País Vasco en la Casa de juntas de Guernica por parlamentarios de Herri Batasuna y el terrorismo no cesaba.


  


  Fue en este enrarecido clima político interno cuando tuvo lugar, a finales de 1980, la entrevista con el general Alfonso Armada - gobernador militar de Lérida y vinculado personalmente al rey Juan Carlos como ayudante antes de la proclamación de noviembre de 1976 y alto cargo en la Casa Real después- de dos miembros de la dirección del PSOE (Enrique Mújica y Joan Reventós), en la que, al parecer, le plantearon la conveniencia de un gobierno de coalición de partidos por él presidido. Entrevista que tuvo lugar cuando el citado general ya estaba en contacto con el general Milans del Bosch para adoptar otro tipo de iniciativas que culminarían el 23 de febrero del año siguiente.


  A pesar del empeoramiento de la situación económica y de la inseguridad ciudadana provocada por la espiral terrorista a la que se llegaba a finales de 1980 - aunque las encuestas señalaban que sólo un 29% de la población pensaba que las cosas habían ido peor de lo esperado, mientras que el 18% opinaba lo contrario (López Pintor, 1982)-, la inmensa mayoría de la opinión pública recibiría con sorpresa la dimisión del presidente Adolfo Suárez el 29 de enero de 1981, el mismo día en que estaba programado el II congreso de UCD en Mallorca. Una reunión ésta que debió aplazarse a causa de una huelga de controladores aéreos, pero en la que, de haberse celebrado, sus adversarios esperaban finalmente proceder a la destitución de Adolfo Suárez como presidente del partido, conforme al plan que los "barones" habían planeado en julio de 1980 en la reunión mantenida en la llamada "Casa de la Pradera", situada en las cercanías de Madrid.


  Segunda dimisión, pues, tras la de Arias Navarro, de un presidente del Gobierno durante la Transición -y la única en el período democrático del último cuarto del siglo xx- de la que quedaría para el recuerdo el discurso de despedida televisado y en particular la frase más enigmática del mismo pronunciada por Adolfo Suárez: "No quiero que el sistema democrático de convivencia sea, una vez más, un paréntesis en la vida de España'.


  Muchos entendieron el mensaje final del primer presidente de la democracia como resultante de presiones ejercidas desde múltiples procedencias, no sólo del propio partido. En cualquier caso, los ultras del franquismo apenas pudieron contener su satisfacción por estar convencidos de que la dimisión de Suárez se debía a las presiones de los altos mandos del ejército y del rey; la inmensa mayoría, no obstante, prefirió pensar que obedecía en exclusiva a la presión del ejército.


  Tres semanas después, tal como se ha apuntado, tenía lugar el asalto al Congreso de los Diputados por 300 guardias civiles armados al mando del teniente coronel Tejero. La irrupción tenía lugar precisamente cuan do los diputados se encontraban votando la sesión de investidura del sucesor, Leopoldo Calvo Sotelo. La entereza del comportamiento de Adolfo Suárez ante los asaltantes, actitud compartida por el vicepresidente Manuel Gutiérrez Mellado, y la del secretario general del PCE, Santiago Carrillo, enfrentándose físicamente a los invasores del parlamento permanenciendo en pie mientras el resto de los diputados obedecía la orden de los golpistas y se escondía bajo los escaños, compensará moralmente al presidente Adolfo Suárez ante la opinión pública de los errores cometidos y sinsabores recibidos en su segundo gobierno.


  


  Y veinte años después de su dimisión, en declaraciones a algunos medios de comunicación, Adolfo Suárez volvía a reiterar que fueron la crisis de su propio partido, el acoso del PSOE y la defensa de la monarquía de Juan Carlos 1 los que le habían llevado a presentar la dimisión, descartando la influencia de los aún entonces poderes fácticos, como el ejército, la banca y los empresarios de la CEOE. Explicación menos verosímil, quizá, que la del "estado de ánimo" aducida como principal causa por su sucesor, fruto del cansancio, desencanto, amargura y deslealtades (Calvo Sotelo, 1990), quien, a diferencia del ministro de Asunto Exteriores, Alberto Oliart, evita enumerar factores coadyuvantes como la presión de los norteamericanos, los cuales no perdonarían a Adolfo Suárez sus abrazos a Fidel Castro y al líder palestino Yaser Arafat. En cualquier caso, significativa decisión que veinte años después de haberse producido, por las circunstancias que la rodearon, ha venido propiciando múltiples especulaciones, incluida la participación en ella de su inmediato sucesor en la presidencia del Gobierno, a juzgar por algún testimonio indirecto (Cebrián, 1996).


  D) La conspiración militar contra la democracia


  Independientemente de la supuesta relación existente entre la dimisión de Adolfo Suárez y el golpe militar del 23-F, separados por sólo veinticinco días en los comienzos de 1981, muy pronto la fallida intentona castrense relegaría a segundo plano el mensaje dimisionario del presidente. El 23-F de 1981 figurará desde entonces como acontecimiento capital de la Transición no sólo por su indiscutible significación política, sino por la clamorosa difusión de masas que le proporcionó la negligencia técnica de sus actores al no percatarse de apagar las cámaras de televisión que estaban retransmitiendo el acto de investidura de Leopoldo Calvo Sotelo. Olvido que permitió a millones de personas contemplar, en directo, imágenes y sonidos del episodio inicial del golpe en el hemiciclo del Congreso de los Diputados, en el que el teniente coronel Tejero ordenaba la suspensión del acto parlamentario e inmovilizar a los diputados.


  


  Insólita acción que se acreditará también para la posteridad al haberse logrado salvar la grabación de las imágenes que, como documento histórico de mayor rango, serán objeto de múltiples repeticiones por los distintos canales, manteniendo vivo hasta el comienzo del siglo XXI al menos el complejo entramado de aquel nuevo y esperpéntico episodio nacional en el que, además de las pistolas, irrumpieron tricornios y bigotes, que a muchos les recordaron los exóticos estereotipos de la España decimonónica. Un episodio anacrónico cuya génesis fomentará el entonces aún incipiente periodismo de investigación en España, dando lugar a todo un nuevo género repleto de crónicas, indagaciones, testimonios y reflexiones sin que al cumplirse el vigésimo aniversario del evento, en febrero de 2001 - de la misma manera que la dimisión de Adolfo Suárez - hayan sido completamente despejados todos los interrogantes suscitados por la trama golpista.


  La evidente implicación del ejército no agotaría, obviamente, las preguntas sobre si aquel atentado contra la reciente democracia obedeció o no al descontento de los integrantes de la milicia; si se debió al maltrato profesional recibido tras la muerte de Franco por oficiales, jefes y generales, las tres escalas en él implicadas, o más bien se relacionó con el agravio sentido por parte de los mandos de las Fuerzas Armadas a causa de su marginación respecto a los centros de decisiones del poder tras la llegada de la democracia; percepción que según todos los datos recogidos al respecto se reveló como una nueva realidad insoportable para un importante sector del mismo. Entre otros motivos porque conviene subrayar a este respecto que, a diferencia de los ejércitos portugués y griego que se dividieron en sus respectivas transiciones democráticas, el español permaneció unido desde el triunfo en la Guerra Civil hasta la dimisión del gobierno de Arias Navarro.


  Y recordar que desde la integración en el Ministerio de Defensa de las fuerzas de tierra, mar y aire tras la celebración de las primeras elecciones democráticas en junio de 1977, el trato profesional dado a los mandos militares en su conjunto mejoraría sustancialmente respecto al recibido en el régimen de Franco, retribuciones económicas incluidas. Únicamente se vería afectada en sus privilegios la minoría de generales a la que el Caudillo acostumbraba a compensar su probada fidelidad personal con puestos en los consejos de administración de las empresas del Estado, prebendas que les garantizaban al concluir su carrera elevados ingresos económicos. Porque, en otro orden, ni Adolfo Suárez ni sus ministros contemplaban la conveniencia de introducir en las instituciones castrenses cambios que, ni de lejos, recordaran la reforma militar de Manuel Azaña durante el primer bienio de la República en los años treinta. Cambios que, aun sintiéndo la imperiosa necesidad de realizarlos, se limitarían a la leve y preceptiva adaptación de las viejas Reales Ordenanzas al texto constitucional de 1978. Porque a pesar de ser el esta mento franquista más sensible a los símbolos, tampoco se estimaba que a los altos mandos pudiera causarles trauma alguno la sustitución del desfile militar del 1 de abril en recuerdo de la victoria franquista en la Guerra Civil por el del Día de las Fuerzas Armadas a celebrar el último domingo de mayo de cada año. Menos aún que el presidente Adolfo Suárez mantuviera la regla franquista de contar con generales y almirantes como ministros procedentes de los tres ejércitos en el primer gobierno y al general Manuel Gutiérrez Mellado, combatiente en el ejército franquista durante la Guerra Civil, al frente del Ministerio de Defensa en el segundo.


  


  Y sin embargo, la hostilidad de un sector del ejército contra el nuevo orden democrático se evidenciaría antes, durante y después de aprobarse la Constitución. En tanto que legatarios ideológicos de quienes iniciaron la destrucción de la República, la inmensa mayoría de oficiales, jefes y generales entenderá la implantación de la nueva democracia como un sacrificio únicamente realizable en aras de la obediencia a la monarquía designada por el dictador, a la persona del rey Juan Carlos 1 en quien confiaban - pese a la temprana opción de la inmensa mayoría de la población por la democracia- para restaurar el inmediato pasado autoritario.


  Fue así como para una minoría de mandos militares, la destrucción del nuevo orden se convirtió en objetivo principal a lograr desde septiembre de 1977 - apenas tres meses después de la celebración de las primeras elecciones-, cuando en Játiva (Valencia) conspiró contra la democracia un grupo de cinco generales entre los que se encontraban los dimisionarios del primer gobierno de Adolfo Suárez, el general De Santiago y el almirante Pita da Veiga, a causa de la legalización del Partido Comunista y de los sindicatos de clase. Reunión clandestina de altos mandos en la que acuerdan proponer al rey la formación de un "gobierno de salvación nacional" presidido por el primero de los generales citados para preservar la obra de Franco. Acuerdo que tendrá una secuencia civil cuando, en octubre del mismo año 1977, un grupo de políticos franquistas, entre los que se encontraba el ex presidente Arias Navarro, decidió sumarse al previsible golpe militar que finalmente no prosperaría.


  No obstante, el "ruido de sables" que según algunas fuentes proseguía sin cesar en los cuarteles y otros ambientes ideológicamente afines (los ex ministros de Franco Girón de Velasco y Utrera Molina, el ex verticalista García Carrés y el ultrafranquista Blas Piñar integraban presuntamente la trama civil de apoyo visible a los golpistas) durante los dos gobiernos democráticos de Adolfo Suárez, aflorará un año después, en noviembre de 1978, en dos escenarios diferentes: Madrid y Cartagena. En el primero, cuando un reducido grupo de mandos militares, entre los que se encontraban el teniente coronel Antonio Tejero y el capitán Ricardo Sáez de Ynestrillas, diseñaría un asalto al Palacio de la Moncloa durante la celebración de un consejo de ministros - encontrándose el rey de visita oficial en México-, con el propósito de imponer otro gobierno de "salvación nacional". Una vez descubierta la intriga de la "Operación Galaxia', nombre de la cafetería madrileña en la que se reunían los conspiradores, sorprendería que sólo fueran detenidos los dos mandos militares aludidos y que fueran condenados a penas tan leves como arrestos de siete y seis meses, respectivamente, por entender que los citados conspiradores no pasaron de la mera declaración de intenciones.


  


  Por las mismas fechas, en la ciudad de Cartagena, el ministro Gutiérrez Mellado era públicamente insultado por un general de la Guardia Civil (Juan Atarés) cuando informaba a más de 200 mandos sobre el significado de la Constitución y las altas misiones encomendadas al ejército en la misma, entre ellas no sólo la preservación de la unidad de España, sino la defensa del nuevo sistema democrático. No obstante, pese a la gravedad del delito cometido, el citado general se vería aún más favorecido que los anteriores por la justicia militar, ya que sería absuelto por el Consejo de Guerra presidido por el general Milans del Bosch, capitán general, ya entonces, de la región militar valenciana tras su relevo del mando de la primera División Acorazada - la Brunete, emplazada en las cercanías de Madrid - y futuro golpista del 23-E


  Finalmente, a finales de enero de 1980, el periódico madrileño Diario 16 informaba del plan del general Luis Torres Rojas de tomar el Palacio de la Moncloa al mando de la citada unidad de élite, de la División Acorazada, con los consabidas intenciones de salvación nacional por parte de este general, también implicado después en el 23-E Una información aquélla que, en el contexto del acoso político socialista al presidente Suárez, llegaría a cuestionarse su veracidad hasta el punto de abrirle Consejo de Guerra al director del citado diario (Miguel Ángel Aguilar), información que Felipe González presentó como mera cortina de humo para justificar el retraso del referéndum andaluz en el que el partido del gobierno temía, como así ocurrió al celebrarse, la derrota electoral.


  Sucesión, en fin, de una serie de conspiraciones fallidas o descubiertas antes de articularse sin que en ningún caso fueran sus protagonistas objeto de sanción ejemplar, a las que seguirá la más planificada del futuro golpe del 23-F en el que, según algunos cronistas del suceso, la dificultad para conocer con precisión la trama conspiratoria obedece a la existencia, al parecer, de tres iniciativas diferentes.


  En primer término, la encabezada por el general Alfonso Armada, cuyo objetivo último sería lograr que bajo la presión militar las Cortes delegaran la soberanía en un gobierno de concentración por él presidido. En segundo lugar, la encabezada por el también general monárquico Milans del Bosch, agraviado en materia de ascensos y destinos, con objetivos compartidos, entre otros, por el teniente coronel Tejero, que contemplaba el traspaso del poder civil a una junta militar supuestamente presidida por aquél. Y, finalmente, una tercera opción protagonizada por un grupo de coroneles que, al parecer, se debatía entre el objetivo de respaldar una dictadura militar o una civil bajo control del ejército, iniciativa golpista que no comparecerá en la cita del 23-E


  


  La resultante del proceso insurreccional militar, la que afloró el 23-F sorprendiendo a todo el país, sería más bien una confusa mezcla de los proyectos encabezados por los generales Armada y Milans. La sorpresa producida -y este dato se revelará como el de mayor gravedad - incluiría al propio Gobierno pese a la existencia del Centro Superior de Información de la Defensa, CESID, organismo estatal obligado a suministrar la pertinente información al presidente en cumplimiento de su misión de proteger al Estado de amenazas externas e internas, incluido el golpismo, no sólo el terrorismo. De ahí que, en opinión de algún autor, el Gobierno no tuviera información de la participación del CESID - creado por Adolfo Suárez a finales de 1977, pero sin prescindir del personal del anterior Servicio de Información de la Presidencia del Gobierno franquista - en la preparación y coordinación de las actividades que culminarían en el golpe del 23-F U. Palacios, 2001). Finalmente, la imprevisión del golpe también se podría explicar por la subestimación del Gobierno y la pasividad policial, principalmente en relación con las fuentes de la información del diario Alcázar, desde donde la extrema derecha impulsaba de forma continuada la involución política desde un año antes, a través de artículos firmados por el "Colectivo Almendros", seudónimo encubridor de centenares de oficiales del ejército y de algunas decenas, al menos, de periodistas y otros civiles vinculados al franquismo.


  F) La realización del golpe del 23-F


  La dimisión del presidente Adolfo Suárez a finales de enero de 1981, acontecimiento que obligará al cumplimiento de los trámites parlamentarios para la designación del sucesor, será el momento elegido por los golpistas para iniciar su movimiento. Tal como se ha apuntado anteriormente, cuando se encontraban los diputados votando la investidura como presidente de Leopoldo Calvo Sotelo, el teniente coronel Antonio Tejero irrumpió en el hemiciclo al frente de su tropa de oficiales y de guardias civiles en su mayoría desconocedores de la finalidad de la acción, anunció que actuaba en nombre del rey y de Milans del Bosch, ordenó a los diputados que se tirasen al suelo amedrentándolos con una ráfaga de disparos de metralleta al techo y procedió al aislamiento de los jefes de los grupos parlamen tarios. Simultáneamente, en Valencia, el general Milans del Bosch declaraba el estado de excepción, asumía todos los poderes en la ciudad al grito de "¡Viva el Rey y viva siempre España!", sacó los tanques a la calle, difundió cada cuarto de hora el toque de queda e invitó a secundar la "Operación Dominó" al resto de las capitanías generales del Estado disponiéndose después a esperar las instrucciones del rey.


  


  Mientras en algunas sedes de los partidos de la oposición se decidía la destrucción de registros de afiliación, la dirección de Comisiones Obreras barajaba la declaración de huelga general y se intensificaba el tráfico automovilístico por la frontera francesa en el País Vasco en dirección a Francia, la primera reacción oficial ante el secuestro del Gobierno en el hemiciclo será la constitución de una especie de autoridad de emergencia integrada por subsecretarios de los diferentes ministerios y presidida por el secretario de Estado para la Seguridad y Orden Público.


  Pero la negativa a sumarse a los sublevados del capitán general de Madrid Quintana Lacazzi y del general Gabeiras, jefe del Estado Mayor del Ejército, supondría el primer revés para los golpistas ya que no podrían contar, como deseaba el general Torres Rojas, con la colaboración de la imponente División Acorazada Brunete, integrada nada menos que por 13.000 hombres y 200 carros de combate, para proceder a la ocupación de los centros neurálgicos de la capital y dar el relevo a las fuerzas del teniente coronel Tejero, ocupante del Congreso de los Diputados.


  Sería en esta última secuencia cuando hizo acto de presencia el general Armada tratando de reconducir toda la operación inicial bajo la estrategia de transformar el "golpe duro en golpe blando", planteamiento que también resultará fallido por la negativa del rey al requerimiento del general para, en su nombre, presentarse en el Congreso de los Diputados y, ante el vacío de poder existente - el presidente anterior, Adolfo Suárez, había dimitido y el sucesor, Leopoldo Calvo Sotelo, aún no había sido elegido-, instar a los diputados a que le designaran jefe de Gobierno; y finalmente, porque a la negativa real se sumaría la del airado rechazo de Tejero, en el interior del Congreso de los Diputados, a los planes del general Armada.


  Desde ese momento, las dos supuestas estrategias golpistas habían fracasado no tanto por revelarse incompatibles entre sí, como porque ninguna de las dos contaba con los repaldos del rey ni del resto de las Fuerzas Armadas, ni, por supuesto, reflejaban la voluntad de la inmensa mayoría de la población. La confirmación oficial del fracaso tendría lugar con la condena televisada del rey, tras comprobar el rechazo al mismo de la inmensa mayoría de los altos mandos militares; actitud a la que se sumará la totalidad de los partidos políticos, los sindicatos y millones de ciudadanos. Información que será retransmitida a través de las cadenas radiofónicas que suspendieron sus programaciones habituales para informar del golpe en la jornada que se revelará como "la gran noche de la radio" en la España del siglo XX.


  


  Las diecisiete horas y media que duró aquel episodio no requirieron, dado el aislamiento en que se encontraron los golpistas, la declaración de huelga general que contempló inicialmente Comisiones Obreras. Sin embargo, sería muy satisfactoriamente recibida la edición especial de El País, el primer diario que salió a la calle en defensa de la Constitución a las pocas horas del asalto al Congreso de los Diputados. El epílogo de la intentona lo protagonizaría, durante la madrugada del día 24, la humillante salida de los invasores del Congreso de los Diputados y el retorno a los cuarteles de los tanques de Valencia, concluyendo aquel vergonzoso y ya anacrónico episodio con la entrega a las autoridades de los últimos golpistas, Tejero y Zancada, al mediodía del 22 de febrero. Unos días más tarde serían recorridas las calles de las ciudades por multitud de masivas manifestaciones convocadas por todos los partidos del arco parlamentario en defensa de la Constitución. El "desencanto" político que había hecho acto de presencia tras el consenso constitucional, sentimiento desilusionante de la democracia incipiente que había impregnado a un amplio sector de la población, pareció disiparse repentinamente.


  1.1.4. El Gobierno de Leopoldo Calvo Sotelo (1981-1982)


  El nuevo presidente, el diputado de UCD que protagonizó la interrumpida investidura por la intentona del golpe, lo será con los votos de la minoría catalana de Convergencia y los del Partido Socialista Andaluz. El personaje elegido, un ingeniero de caminos de 55 años, se había identificado en el pasado con el régimen franquista más por sus creencias católicas y fidelidades monárquicas que por sus convicciones falangistas. De su breve experiencia democrática únicamente aportaba la de haber figurado en la cúpula de UCD, aunque distanciado de sus dos principales corrientes cuando éstas cristalizaron, no encontrando por ello oposión interna cuando Adolfo Suárez le propuso como candidato a la sucesión presidencial. Leopoldo Calvo Sotelo llegaba al poder, además, con la triple experiencia de haber sido procurador en Cortes bajo la dictadura, ministro de Comercio con el Gobierno de Arias Navarro y responsable de otras tres carteras (Obras Públicas, Relaciones con la Comunidad Económica Europea y vicepresidente segundo de Asuntos Económicos) en los Gobiernos de Adolfo Suárez. Adicionalmente, también circularía el rumor de que su presencia al frente del Gobierno de la nación era mejor vista por los poderosos de las finanzas que la de su antecesor en la presidencia.


  


  A) La política militar


  El nuevo presidente Lopoldo Calvo Sotelo incorporará a su gobierno a representantes de todas las corrientes del partido que lo sustentaba y se sentirá especialmente orgulloso de pasar a la historia como el primer estadista desde el final de la Guerra Civil que prescindió de los militares en su gabinete ministerial. También figurará como pionero en recurrir al Tribunal Supremo la sentencia de un tribunal militar a causa de las escandalosamente leves condenas impuestas a los 33 encausados por su implicación en el golpe del 23-F, ya que aquél absolvió de toda culpa a once y condenó al resto a penas tan bajas que incluso hubieran permitido a los principales encausados no ser expulsados de las Fuerzas Armadas. El recurso del presidente Calvo Sotelo al Supremo modificaría sustancialmente las penas: Tejero, Armada y Milans del Bosch serían condenados a la pena máxima, treinta años de cárcel, otros once serían absueltos y el resto condenado a penas inferiores.


  No obstante, conviene tener en cuenta que la sentencia en absoluto se ajustaría a las expectativas de la ciudadanía interesada en que se investigara la trama civil con la finalidad de que el proceso instruido fortaleciera la joven democracia. El argumento no era endeble ya que sólo fueron juzgados treinta oficiales de los más de cuatro mil efectivos armados implicados en el golpe. En cambio, la condena de los principales golpistas brindaría por vez primera a los demócratas españoles, desde los tiempos del general Sanjurjo en 1932, la posibilidad de presenciar la subordinación del poder militar al civil, cumpliéndose de ese modo con el precepto constitucional.


  Aun así, el Gobierno de Calvo Sotelo no se vería libre de suspicacias por parte de quienes creían que al período precedente de democracia controlada por la institución castrense que culminó en el 23-F, le sucedería a partir de esa fecha otro que se entendió de "democracia vigilada'. Hipótesis que sus adversarios políticos sustentarán a partir de la precipitación, de la prioridad que el nuevo presidente del Gobierno otorgó al ingreso de España en la OTAN, y al "parón" aplicado al proceso autonómico. Percepciones ambas basadas en la imprevista precipitación, en el primer caso, por parte de la izquierda socialista y comunista, y de intencionalidad premeditada, en el segundo, por parte de nacionalistas y autonomistas. Supuestos de precipitación e intencionalidad que el presidente negaría después rotundamente en sus memorias (Calvo Sotelo, 1990).


  En cualquier caso, la política militar de Leopoldo Calvo Sotelo arrojará un balance contradictorio. Resolverá favorablemente la desafiante sentencia a los golpistas por parte del tribunal militar, como anteriormente se indicó; pero la incorporación al Gobierno de Alberto Oliart como ministro de Defensa, a primeros de diciembre de 1981, se verá en cambio acompañada de concesiones y tolerancias inaceptables a simpatizantes del gol pismo, como el ascenso a la capitanía general de Valencia de un íntimo amigo del general Milans del Bosch y la aplicación del irrisorio castigo de sólo un mes de arresto a un hijo de éste, oficial del ejército, acusado de insultar públicamente al rey llamándole "cerdo". El presidente, sin embargo, no destituiría a Oliart ni endurecería la pena del capitán Milans del Bosch.


  


  B) El resto de la obra del breve Gobierno de Calvo Sotelo


  Más diligente se mostrará Calvo Sotelo en afrontar la crisis económica favoreciendo la negociación con la patronal CEOE y los principales sindicatos en el Acuerdo Nacional de Empleo (ANE) firmado en julio de 1981, en el que, a diferencia del anterior, participaría también Comisiones Obreras. Reincorporación de esta central - afín como es sabido al Partido Comunista - a la política de concertación parcialmente motivada por factores anti-involucionistas. En cualquier caso, se consideró acertada la iniciativa del nuevo presidente de impulsar el acuerdo, ya que en octubre de 1981 la principal preocupación de los ciudadanos era el desempleo y no el terrorismo, con una diferencia del 60% al 12%, según las encuestas publicadas en esa fecha. Circunstancia que llevaría a pensar que el ANE fuera otro acuerdo en el que el sacrificio económico de los trabajadores proseguía tras los Pactos de la Moncloa.


  Pero tampoco el nuevo Gobierno se desentenderá de actuar sobre otras esferas de la administración asociadas al supuesto desasosiego del estamento militar, como era la nueva organización del Estado. Tal como se indicó anteriormente, con la oposición de comunistas y nacionalistas UCD encontrará el respaldo del PSOE para retomar el título VIII de la Constitución aplicándole correctivos en su desarrollo. Revisión revitalizadora del Estado como pieza esencial del nuevo sistema que se plasmará en la ya citada Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico (LOAPA), parte de la cual sería declarada inconstitucional por el Tribunal correspondiente dos años después, en 1983, sentenciando que ninguna norma legal podría interponerse entre la Constitución y los Estatutos, lo que obligaría en el futuro a respetar las diferencias originarias entre las cuatro Comunidades Autónomas de la vía rápida (las tres históricas y Andalucía) y las trece restantes.


  Recurso que el Gobierno de Calvo Sotelo no interpondrá, en cambio, tras la tramitación del divorcio, asistiéndose en junio de 1981 a la más atípica aprobación de una ley por el Congreso de Diputados hasta entonces conocida. El texto pactado por los cristianodemócratas y la jerarquía episcopal sería parlamentariamente derrotado logrando, en cambio, salir adelante el presentado por el ministro socialdemócrata Fernández Ordóñez, gracias al respaldo que la oposición dio a este último. Era también el primer acto de indisciplina registrado en un grupo parlamentario, en el que los planes de abandono de UCD y transfuguismo hacia AP y PSOE maduraban aceleradamente.


  


  Menores problemas encontrará Calvo Sotelo con los cristianos y los socialdemócratas de su partido al acordar la entrada de España en la OTAN, rompiendo bruscamente con las dudas e incertidumbres a las que había llegado Adolfo Suárez en el período inmediato con su política exterior continuista del franquismo - primando las relaciones con los países árabes e Hispanoamérica-, combinada con la emisión de algunos gestos neutralistas ante la política de los bloques. Calvo Sotelo, sin embargo, romperá sin remilgos con esa opción, volcándose resueltamente al atlantismo político-militar y al europeísmo económico contemplado por la UCD desde su fundación. Cinco semanas después de finalizar el golpe, el presidente había logrado superar el trámite de la inserción en la OTAN con el respaldo parlamentario de la derecha estatal y de los nacionalistas catalanes y vascos - con 186 votos a favor y 140 en contra-, concluyendo la importante operación a finales de mayo de 1982; y el 9 de junio el Consejo Atlántico reunido en Bonn recibía a España como decimosexto país de la Alianza Atlántica, la OTAN.


  El PSOE y el PCE-PSUC votaron en contra del ingreso de España en la OTAN pero, sorprendentemente, el grupo socialista del Congreso de los Diputados no exigiría debate parlamentario en tan importante tesitura. En su lugar, Felipe González se limitará, inicialmente, a denunciar que UCD había infligido una humillación al pueblo español por la "venta barata' de la independencia nacional, ya que la decisión condicionaría la política exterior al no proteger la integridad del territorio por la exclusión de Ceuta y Melilla y no solucionaría el problema de la devolución de Gibraltar; y a amenazar después con la convocatoria de un referéndum consultivo tan pronto como el PSOE ganase las elecciones.


  Sin embargo, mientras llegaba esa ocasión, comunistas y socialistas organizarán una campaña extraparlamentaria contra la decisión del Gobierno de UCD. Los primeros, con la genérica consigna de "Por la paz y el desarme"; el PSOE, manifestando que "el clamor del pueblo no quiere la dinámica de la guerra, sino vivir en paz y libertad", tal como denunciará Felipe González a mediados de noviembre del mismo año 1981 ante una concentración multitudinaria en la Ciudad Universitaria madrileña, e irrumpiendo después con el equívoco lema "OTAN, de entrada no. Exige un referéndum"; Ambiguo mensaje éste cuyo sentido último y claudicante sólo sería captado como tal por las minorías más avisadas, pero que, en espera del desenlace, permitiría al PSOE recuperar, frente al PCE-PSUC, la iniciativa también en la calle - de la parlamentaria ya disfrutaba - mediante la recogida de firmas y el reparto de propaganda por la militancia.


  


  La importante baza del ingreso en la OTAN no garantizaría sin embargo al presidente Calvo Sotelo la ilusión sobre la reconstrucción de la maltrecha unidad del partido. Había logrado recuperar la disciplina del voto del grupo parlamentario con ese fin, pero el proceso de autodestrucción de UCD proseguirá discurriendo, eso sí, bajo el telón de fondo de los estragos producidos por un escándalo de otra índole para el partido gobernante y sus ensoberbecidos barones.


  Se trataba de la aparición de un síndrome tóxico provocado por la venta de aceite de colza de uso industrial adulterado para consumo humano, cuyas primeras víctimas mortales - de entre los más de 20.000 afectados - se registrarán en la primavera de 1981, siendo la inmensa mayoría de ellos de clase social popular. Fraudulento comercio ante el que el Gobierno reaccionaría tarde y mal, provocando la dimisión del ministro de Sanidad.


  Una crisis del Gobierno que precipitará la del partido, ayudada a su vez por los pobres resultados obtenidos por UCD en las elecciones autonómicas de Galicia, Cataluña y País Vasco, siendo especialmente humillante la derrota sufrida en Galicia a manos del partido de Manuel Fraga. Derrota que acelerará la consumación de ruptura tras la fuga de las corrientes cristianas y socialdemócrata, la primera hacia Alianza Popular, conducida por los diputados Miguel Herrero y Oscar Alzaga, y la segunda hacia el Partido Socialista, liderada por Francisco Fernández Ordoñez.


  La nueva derrota electoral en las autonómicas de Andalucía en mayo de 1982, la dimisión de la presidencia de UCD de Agustín Rodríguez Sahagún, empresario vizcaíno e incondicional suarista, y el abandono de UCD por Adolfo Suárez a finales de julio de 1982 - poco tiempo antes de promover la fundación de un nuevo partido, el Centro Democrático y Social (CDS) - llevarán finalmente a Calvo Sotelo a la disolución de las Cortes, en agosto de 1982, y a la convocatoria de elecciones para octubre del mismo año. El democristiano Landelino Lavilla y un grupo de centristas reacios a incorporarse al partido de Fraga, entre los que se encontraba el presidente Calvo Sotelo, permanecerán al frente de los restos de UCD en disposición de competir en los nuevos comicios anunciados para el otoño.


  1.2. La democracia consolidada (1982-2000)


  Constituye, con creces, el más prolongado período registrado en la historia española de esta forma de gobierno, superando en casi cuatro veces al quinquenio de la Segunda República. El hecho de que se entendiera como "consolidada' no será, en absoluto, una socorrida muletilla retórica empleada por estudiosos y analistas; funcionaría socialmente como un requisito impe rativo a causa de la voluntad amplísimamente compartida por la inmensa mayoría de la ciudadanía de liberarse para siempre del engorro de amenazas y sobresaltos militares como el ocurrido el 23-F del año anterior.


  


  El tránsito a la nueva fase probará, no obstante, que los recelos no eran infundados y que sería preciso subordinar sin dilaciones el estamento castrense al poder civil, a la vez que proceder a una profunda modernización del ejército - que llevaría incluso hasta la total desaparición del servicio militar obligatorio al finalizar el siglo xx- para que el secular problema militar desaparezca. Y a que el funcionamiento del sistema democrático se garantizara durante los cinco Gobiernos - cuatro del PSOE y uno del Partido Popular - a lo largo de los casi 18 años comprendidos entre octubre de 1982 y marzo de 2000.


  1.2.1. El primer Gobierno del Partido Socialista (1982-1986)


  A) Los resultados electorales del 28 de octubre de 1982 y el nuevo ejecutivo


  Las elecciones generales del 28 de octubre de 1982 y en especial el triunfo obtenido en ellas por el Partido Socialista otorgarán a esta convocatoria, más allá del hito histórico de que por vez primera en España un partido en democracia lograra la mayoría absoluta -y de que la consiguiera esta organización centenaria - un significado comparable en el último cuarto del siglo xx al de las primeras democráticas del 15 de junio de 1977.


  No menor novedad en la historia parlamentaria española, e incluso europea, será lograr la proeza de mantenerse en el poder durante cuatro legislaturas, tres de ellas con mayoría absoluta en las Cortes, a lo largo de casi catorce años.


  Y si las elecciones de junio de 1977 fueron las más esperadas por ser las primeras, las de octubre de 1982 serían las más espectaculares del último cuarto de siglo, tanto por por la novedad del tono que caracterizó a la campaña como por la ruptura con el pasado franco-reformista que entrañó los resultados. En primer lugar, porque la participación registrada alcanzó casi el 80% (79,8%), la más elevada de la breve historia electoral española y la más alta de las registradas en Europa desde 1968. En segundo término, porque nunca partido alguno recibió un respaldo tan masivo como el PSOE al concentrar más de diez millones de sufragios - casi el doble que en las anteriores elecciones - de los 20,9 millones de votos válidos, lo que supuso el 48,4% del total; cifra que se traducirá en 202 escaños, la más holgada mayoría parlamentaria conocida. Y, en tercer lugar, porque, como contrapunto, se asistiría al hundimiento electoral del partido gobernante, UCD, ya que del 34,8% de los votos obtenidos en las anteriores descendería al 6,7%. Bancarrota casi equiparable la que también cosechó el PCEPSUC al bajar del 10,5% al 4,1%, diferencia que le supuso a éste la pérdida de más de un millón de votos que se desplazaría al PSOE. ¿Obedecieron todos ellos a la llamada del voto útil?


  


  La crisis que arrastraba el PCE desde abril de 1978 en el histórico IX congreso, en el que se abrieron los enfrentamientos con motivo del abandono del leninismo que Santiago Carrillo no sólo fue incapaz de frenar, sino que incentivó a causa de su cuestionable actuación dentro de la organización, colaboraría decisivamente en la infrecuente infidelidad del voto comunista. Resultarían menos llamativos, en cambio, el ascenso de AP coaligada con los cristianos procedentes de UCD a través del nuevo Partido Democrático Popular (PDP), promovido por Oscar Alzaga, pasando del 6 al 26%, así como el ligero aumento de catalanistas y nacionalistas vascos, dato éste que venía a confirmar la estabilidad de sus respectivos electorados, en torno al 2,5 y 2% del total estatal, respectivamente. Desaparecerían del parlamento el único candidato franquista de Fuerza Nueva (Blas Piñar) que lo había logrado en las anteriores y Solidaridad Española, la candidatura impulsada desde la cárcel por el conspicuo golpista Antonio Tejero, que no llegaría a obtener 30.000 votos.


  Toda una serie de factores se ha aducido como explicación de aquel terremoto electoral, como el hecho de que más de tres millones de españoles pasaran de no votar en 1979 a votar entonces, la aleccionadora experiencia del 23-F confesada por la tercera parte de los votantes, según un sondeo poselectoral, la juventud predominante en la cabecera de las candidaturas y el moderado programa del PSOE, liberado al fin de la retórica radical de su discurso centenario resumido en los celebrados lemas electorales "Por el cambio" y "Para que España funcione". No obstante, el PSOE recibiría el 70% de los votos de la clase obrera, sólo el 25% de las clases media y media baja, pero también un significativo 5% de las clases alta y media alta.


  Al éxito del PSOE también ayudaría la crisis terminal padecida por UCD y la germinal del PCE, circunstancias que provocaron masivos desplazamientos del voto hacia el PSOE, por un lado, y hacia la coalición AP-PDP, por otro, convertida desde entonces en la nueva alternativa conservadora que, sin embargo, no lograría hacer realidad su sueño hasta 1996.


  Las elecciones municipales y autonómicas celebradas al año siguiente seguirían la estela triunfadora de las generales. En las municipales, el PSOE alcanzó el 43% de los sufragios; y en las autonómicas, los socialistas ampliaron la representación en las 13 Comunidades en que se celebraron, en las de la "vía lenta" -ya gobernaba el PSOE en la andaluza y tenía importante representación en las "históricas"-, consiguiendo la mayoría absoluta en siete de ellas y la relativa en cuatro.


  


  En otro orden, el modelo de "bipartidismo imperfecto" pronosticado por los politólogos para el largo plazo en el pasado reformista quedaba cuestionado; el basado en el partido predominante tendría, desde entonces, mucho mayor porvenir. Únicamente restaba, para completar la implantación de la hegemonía de la familia socialista en la España de los ochenta, que la UGT triunfara sobre CCOO en las elecciones sindicales; y así ocurrió en las celebradas ese mismo año 1982.


  En cuanto a la composición del primer Gobierno presidido por el abogado laboralista sevillano Felipe González Márquez, de 40 años, la variada estratificación de categorías sociales que ya caracterizaba al partido, aunque con notable peso de las clases populares, no se reflejaría precisamente en él con fidelidad. El gabinete ministerial lo integrarían principalmente técnicos y altos funcionarios con un promedio de edad cercano al del presidente, sin presencia de trabajadores asalariados ni mujeres. No obstante, para la inmensa mayoría de los votantes de esa condición y clase social, era el Gobierno adecuado si así lo había querido el nuevo presidente Felipe González. Lejos del obrerismo del pasado, se asistía al comienzo de un nuevo culto de partido a la figura del presidente que ya sobrepasaba sin traumas a la del secretario general de la organización.


  Sin antecedentes familiares republicanos reseñables, algunos de los ministros del nuevo Gobierno sí tenían lazos, en cambio, con ex combatientes del bando franquista en la Guerra Civil. Aunque pertenecientes en su inmensa mayoría a la "generación del 68" y con implicaciones moderadas en la oposición a la dictadura en su etapa universitaria, no ingresarían en el centenario partido obrero hasta después del congreso de Suresnes de 1974, en el que, como es sabido, el nuevo presidente fue elegido secretario general de la organización por vez primera.


  En cualquier caso, ninguno de los integrantes del nuevo ejecutivo gubernamental se había identificado en absoluto con el discurso más radical del partido, el largo-caballerista de los años treinta. Preferían al Indalecio Prieto del "socialista a fuer de liberal" de los años veinte y arrepentido en el exilio de haberse responsabilizado de la preparación de la insurrección de octubre de 1934. El centrismo moderado de Prieto impregnaría la línea ideológica del nuevo Gobierno que, a modo de consigna, se transmitiría al conjunto de los cuadros, principalmente cuando en 1984 se cumplían los cincuenta años de la citada insurrección obrera.


  Los tiempos habían cambiado, obviamente, no sólo desde 1934, sino desde Suresnes, y los nuevos ministros ya pertenecían a un partido refundado que había crecido desde los apenas cinco mil afiliados con que contaba a finales de la dictadura, a los 125.000 de su triunfo electoral. En esta fecha, el PSOE ya había logrado integrar en sus filas a gran parte de la mili tancia procedente de diversas organizaciones que pertenecían al socialismo democrático: desde el PSOE (histórico), renuente en 1974 pero sin efectivos suficientes después para impedir su desplazamiento por el "grupo sevillano", hasta la absorción del PSP de Tierno Galván ya citada, pasando por organizaciones regionales, la valenciana en particular, integradas en Federaciones de Partidos Socialistas, FSP, y el Partido Socialista de Cataluña (PSC-PSOE).


  


  Así pues, el centenario partido obrero, refundado en 1979 y sin corrientes ni fisuras internas reseñables, se disponía a gobernar el Estado dispuesto a lograr la ambiciosa meta de europeizar España afrontando los problemas seculares que si bien alguno de los Gobiernos anteriores de la Transición habían intentado, por imponderables varios debieron aplazarlos.


  B) Modernización económica y problemas con los sindicatos


  Uno de ellos fue la ineludible reconversión industrial, abordándola, al decir de perjudicados y expertos, con medidas cercanas a los tratamientos de choque del capitalismo más ortodoxo; medida que rehuyeron los Gobiernos de UCD por el coste electoral que podía suponer. Cierto fue también que el entorno económico era preocupante en ese momento: la tasa de crecimiento era del 1,2%, la inflación del 14%, el desempleo había llegado al 17% y el déficit público al 5,5%.


  En cualquier caso, el primer Gobierno de Felipe González, respaldado por la mayoría absoluta, procedería sin complejos a llevar a cabo un "plan de ajuste" económico apenas difundido en la campaña electoral. La publicación en mayo de 1983 del Libro Blanco de la Reindustrialización promovido por el ministro Solchaga - documento que preveía la reordenación de sectores en crisis y el saneamiento financiero de las empresas - y la aparición del primer e intenso conflicto obrero en Sagunto ante el anuncio del desmantelamiento de los Altos Hornos de la localidad alicantina rendirán cuenta de la nueva situación del sector siderúrgico, uno de los más necesitados de reconversión tecnológica.


  No obstante, el plan modernizador del Gobierno también contemplaba la devaluación de la peseta, el incremento de los tipos de interés y la moderación de las retribuciones salariales por debajo de la productividad - "antes de repartir, crecer", sentenciará reiteradamente Felipe González, provocando los primeros y discretos entusiasmos entre financieros y empresarios - a la hora de proceder a la reconversión de las sobredimensionadas empresas públicas siderometalúrgicas y navales heredadas del franquismo, a cambio de promesas reindustrializadoras que sólo se verán parcialmente cumplidas.


  


  La resistencia de los trabajadores siderúrgicos y de los astilleros ante la perspectiva del desempleo no se haría esperar. Proliferarán los enfrentamientos con la policía y la Guardia Civil, alcanzando enorme dureza los planteados contra la reducción de plantillas, primero en Sagunto, como se acaba de indicar, para extenderse después por Vizcaya, Asturias, Ferrol en Galicia y Reinos, en Cantabria, principalmente. Siguiendo la misma lógica modernizadora, este Gobierno socialista continuaría con la privatización de SEAT, la principal empresa automovilística española, que fue vendida a la firma alemana Volkswagen, creando las condiciones para el desmantelamiento integral del INI franquista, que una década después reanudaría con renovado impulso privatizador el primer Gobierno del Partido Popular.


  Paralelamente, un proyecto de reforma fiscal incrementaba la subida de impuestos directos del 18,4% al 28,4%, creando un sistema más progresivo y más vigilante, dada la aparición de las inevitables bolsas de fraude y logrando incrementar en casi dos millones el número de nuevos contribuyentes al IRPF.


  A pesar del tratamiento de choque aplicado, los resultados no respondieron a las expectativas contempladas por los ministerios económicos del gabinete: sí se contuvo el incremento de los salarios y descendió la inflación hasta el 8% en 1985, pero el desempleo, pese a la introducción de las primeras medidas flexibilizadoras en la contratación laboral, no sólo no descendió, sino que se duplicaría a lo largo de la legislatura al no contar los modernizadores económicos con la irrupción de dos variables: la incorporación masiva al mercado de trabajo de mujeres hasta entonces inactivas y la llegada a la edad laboral de los numerosos españoles nacidos en la década del sesenta, la generación del baby boom. Fenómenos de masas ambos que, a efectos políticos, perdurarán en la memoria colectiva denunciando que no sólo no se crearon los 800.000 puestos de trabajo prometidos hasta la saciedad en la campaña electoral del 28-0, sino que a esa cifra se sumarán otros 825.000 parados, lo que supuso pasar del 16,2 al 21,3% en la tasa de desempleo de la población activa del momento.


  Sólo el fin de la recesión iniciada en 1979, superada a partir de 1986, permitirá paliar la grave situación económica atravesada durante el primer Gobierno del PSOE. Inversión de la coyuntura que favorecería la introducción de capitales foráneos tras el ingreso de España en la Comunidad Económica Europea a partir del 1 de enero del año antes citado. Distinta cuestión fue, por las manifestaciones extraeconómicas que ayudó a crear, que una parte de este capital inyectado tuviera finalidades únicamente especulativas.


  Pero en tanto se producía el cambio de tendencia, los trabajadores y los sindicatos se verían lógicamente sorprendidos por la deriva liberal-conservadora de la política económica, laboral y social del nuevo Gobierno, que continuaba pro clamándose socialista y que no había prescindido en las siglas del partido de la "O" de obrero. Razón suficiente para que las organizaciones sindicales se sintiesen postergadas en asuntos no estrictamente relacionados con reivindicaciones económicas, sino como agentes sociales que recordaban haber contribuido de modo decisivo a que la Transición se realizara por cauces pacíficos.


  


  Prueba de la prepotencia del Gobierno ante estos agentes sociales sería el desinterés por la devolución del patrimonio sindical a UGT, CNT, USO y CCOO -a todos ellos por el acumulado por la dictadura franquista hasta 1975, y a los dos primeros y ELA-STV a cuenta del histórico incautado en la Guerra Civil-, desde el momento en que la Ley Orgánica de Libertad Sindical de 1985 reconocía la mayoritaria representatividad ante los trabajadores de UGT y CCOO a escala estatal. Claro está que no sería ajeno a esta actitud cicatera con las organizaciones sindicales el hecho de que, aun aceptando la necesidad de reconversión de las empresas públicas y la reforma del mercado de trabajo, los sindicatos discreparan abiertamente, en particular CCOO, del planteamiento que de ambas políticas hizo el Gobierno socialista.


  Diferencias entre Gobierno y sindicatos que se ahondaron con la posterior reforma de las pensiones aprobada en el parlamento en 1985, lo que daría lugar - tras casi un siglo de "relaciones fraternales" - al primer enfrentamiento público entre UGT y el Gobierno del PSOE, que simbolizaría el abandono del escaño de diputado del secretario general de la central socialista Nicolás Redondo. Y a que el secretario general del PSOE, Felipe González, dejara de asistir desde aquella fecha a las manifestaciones del 1 de mayo, celebrado conjuntamente por los dos principales sindicatos.


  C) Reforma militar y problemas con la seguridad del Estado


  Relaciones menos problemáticas y objetivos más satisfactorios fueron los conseguidos por el primer Gobierno del PSOE en la estructura del ejército, ante la que afrontaría y llevaría a cabo una gestión acorde con el problemático tránsito que vivía la institución tras las condenas aplicadas a los militares golpistas de 1981.


  La reforma se inició con la aprobación en 1984 de la Ley Orgánica de la Defensa Nacional y Organización Militar, norma que sería aplicada con habilidad y prudencia por el ministro Narcís Serra, primer ex alcalde socialista de Barcelona, consciente de que la institución continuaba identificándose menos con el Gobierno constitucional que con el jefe del Estado, como lo había probado el 23-E Y sus resultados, razonablemente satisfactorios, consistirían en la unificación de los asuntos castrenses en una Sala Especial del Tribunal Supremo, en la redución de nueve a seis de las regiones militares históricas y, en el plano operativo, la aprobación del Plan Estratégico Conjunto por el que el mayor potencial defensivo se modificaba desplázandose del centro hacia el sur y el levante peninsulares. En cuanto al problemático capitulo de personal, la reforma militar contemplaba reducir en una cuarta parte la plantilla de oficiales, jefes y generales, y la integración efectiva de los ejércitos de tierra, mar y aire en el Ministerio de la Defensa, que vería notablemente incrementado su presupuesto.


  


  La nueva financiación de la Defensa se beneficiará sustancialmente de la reducción de efectivos, que con el paso del tiempo descenderían de los 400.000 soldados y 66.000 mandos existentes en 1982, a 227.000 y 57.600 en 1991, y a 180.000 y 50.000 en el año 2000, dos años después de que - en la perspectiva de la profesionalización de las Fuerzas Armadas - se admitiera por primera vez la presencia de mujeres en todos los cuerpos y escalas del ejército. Así mismo, se reducirá el tiempo en filas del servicio militar obligatorio, reduciéndolo de 15 a 12 meses en 1984 y de 12 a 9 en 1991, con la particularidad de que más de la mitad de los reclutas, primero, y el 75%, después, podría cumplirlo en su región de origen.


  Surgirán problemas nuevos a consecuencia del profundo cambio experimentado en la sociedad ante las Fuerzas Armadas, figurando la objeción de conciencia entre los de mayor entidad. Este derecho, reconocido constitucionalmente como causa de exención del servicio militar obligatorio, dará lugar a la aparición de una imprevista afluencia de jóvenes objetores dispuestos desde 1988, fecha de entrada en vigor de la Ley, a realizar la prestación social sustitutoria en número muy superior a las plazas existentes para ello. Finalmente aparecería también la insumisión frente al servicio en filas y a la prestación social sustitutoria, radical actitud que implicará condenas judiciales que se mantendrían hasta el final del siglo con el ejército ya semiprofesionalizado.


  Junto a la irrupción masiva de jóvenes objetores y la minoritaria de insumisos, la obligada adaptación del ejército español de los ochenta a la nueva democracia continuaría siendo un auténtico drama para algunos sectores de las Fuerzas Armadas, incapaces de asimilar el fracaso del 23-F. Tan humillante debió de ser para ellos la derrota que planificarían un nuevo intento de golpe para el 27 de octubre de 1982, la víspera de las elecciones que dieron el triunfo al PSOE, cuando gran parte de la opinión, inmersa en la excitante campaña electoral, recordaba el anterior como un episodio anacrónico de imposible repetición. Nuevo plan golpista que fue desmantelado al ser detenidos cuatro mandos el 30 de septiembre del mismo año, sin que se diera entonces información pública del mismo al impedir el Gobierno que transcendiera a los medios de comunicación que, en la citada fecha, un elevado número de comandos mixtos de civiles y militares proyectó apoderarse de diversos puntos neurálgicos de Madrid en una operación destinada a con cluir con la declaración del "estado de guerra" en la región militar. Tal como se acaba de indicar, la nueva intentona fue neutralizada por los servicios de información antes de su puesta en marcha, pero continuaría resultando llamativo que sólo tres jefes del ejército (dos coroneles y un teniente coronel) fueran juzgados en abril de 1984, aunque los tres fueran condenados a una pena de doce años de prisión y expulsión del ejército.


  


  Quizá la exigüedad de responsables -y también de las penas - contribuyó a incentivar la nueva fase de conspiración contra la democracia plenamente consolidada ya para la inmensa mayoría de la ciudadanía. Pero un sector irreductible del ejército franquista, "inasequible al desaliento" como rezaba una de las máximas del partido único, un año después de la condena anterior, en 1985, ensayaba un nuevo golpe militar. Afortunadamente, fue abortado al tener conocimiento de él los servicios de información; pero el Gobierno del PSOE reaccionaría ante la nueva intentona militar fallida con la misma política que la UCD en la anterior: evitando su difusión a la población, motivo por el que el intento de La Coruña de 1985 permanecería ignorado hasta finales de la década de los noventa, cuando se reveló que los medios a emplear se distanciaban sustancialmente de los del 23-F. Nada de pronunciamientos de salvación patriótica a cara descubierta como finalizó el de 1981, ya que el plan consistía en activar una carga de 100 kilos de explosivos colocada bajo la tribuna de autoridades que presidirían el desfile de las Fuerzas Armadas el primer domingo de junio del citado año en la ciudad gallega. Carga explosiva que, de haberse activado, hubiera probablemente acabado con las vidas de quienes se encontraban en la tribuna presidencial del desfile, a saber: el rey, el presidente del Gobierno, el ministro de Defensa y los miembros de la cúpula militar. La trama de militares y algún civil ultraderechistas implicados, juzgada y condenada a raíz de la intentona fallida, pretendía, según la información que se facilitó después, reproducir el modelo que acabó con la vida del almirante Carrero en el Madrid de 1973, con la finalidad de que la autoría del atentado fuera achacada a ETA (El País, 17-07-1991 y 10-12-1997). En cualquier caso, ya cabe concluir que desde aquellos lamentables acontecimientos las nuevas Fuerzas Armadas, transformadas en un ejército menos ideologizado, más reducido, pero más operativo, europeizado y consciente de su subordinación al poder civil, se alejarían de nuevas tentaciones intervencionistas.


  En relación con la seguridad del Estado, las reformas introducidas por el Gobierno del PSOE, desafortunadamente para la democracia, no tendrán el alcance de la militar. Aunque respecto a la política antiterrorista, sí se conseguiría, al fin, la ansiada colaboración francesa en la persecución de los refugiados de ETA en el "santuario" del País Vasco francés e incluso la extradi ción a España por el Gobierno galo de algunos detenidos. También arrojaría un balance positivo la política de reinserción social de antiguos terroristas encarcelados iniciada por el ministro de UCD Antonio Rosón, ya que ninguno de los dos centenares a los que se aplicó la medida volverá a delinquir en la lucha armada.




  


  El sucesor de Rosón, el nuevo ministro del Interior del Gobierno socialista José Barrionuevo, sería el impulsor de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad aprobada en marzo de 1986. En ella se contemplaba la creación de la Policía Nacional, en la que se integraban los cuerpos militar y civil preexistentes, y, como anteriormente se apuntó, se continuaba asignando a la Guardia Civil la condición de instituto armado dependiente de los Ministerios del Interior y Defensa. Permanencia de la tradicional función en la nueva democracia que la oposición de izquierda interpretó como una imposición del alto mando militar al Gobierno del PSOE, del mismo modo que la continuidad del aparato policial heredado del franquismo y mantenido por los Gobiernos de UCD, que este partido justificaría por su experiencia en la lucha contra ETA.


  Confiado también el Gobierno socialista en la alta rentabilidad política que podría obtenerse de la permanencia de las estructuras policiales, el ministro José Barrionuevo deberá afrontar en el futuro graves responsabilidades a consecuencia del enquistamiento en la estructura de la seguridad del Estado de un autonombrado Grupo Armado de Liberación (GAL) aparecido en 1981. Grupo integrado inicialmente por miembros de los cuerpos de seguridad del Estado y engrosado después por algunos mercenarios españoles y extranjeros vinculados a la anterior Brigada Político-Social del franquismo, quienes, haciendo uso de los fondos reservados del Ministerio del Interior, decidieron tomarse la justicia por su mano y responder con las armas al terrorismo de ETA, confiando en provocar la colaboración política del Gobierno francés en la lucha antiterrorista.


  El GAL, que había iniciado su actividad en el último Gobierno de UCD dando muerte en 1981 a dos pacíficos ciudadanos franceses mientras jugaban a las cartas en el bar de un hotel de Hendaya, secuestraría dos años después, en el otoño de 1983, con el PSOE en el gobierno, al pacífico ciudadano español Segundo Marey, residente en Hendaya, a quien encerraron en un escondite de Cantabria hasta que fue liberado nueve días después tras comprobarse que le habían confundido con un colaborador de ETA. Error que no impediría al GAL proseguir con sus objetivos, llegando a contabilizar nada menos que 28 víctimas mortales, en su inmensa mayoría en el "santuario" francés de ETA, hasta 1987.


  Sin embargo, en aquella primera legislatura, el terrorismo de Estado no será un problema crucial para el Gobierno de Felipe González por descono cerse aún o mantenerse secreto su nuevo entramado. En las legislaturas siguientes, en cambio, la "guerra sucia' contra ETA cobraría enorme protagonismo mediático, político y judicial a raíz de la revelación de los crímenes cometidos y del uso faudulento de los fondos reservados del Ministerio del Interior para llevarlos a término.


  


  Sin embargo, hasta marzo de 1991 no se conocería la sentencia judicial del caso Segundo Marey, en la que el Tribunal Constitucional condenaba a once personas a más de setenta años de cárcel en total. Entre ellas figurarán los integrantes de la cúpula del Ministerio del Interior, encabezada por el ministro José Barrionuevo, mandos superiores del mismo y policías, así como el ex secretario del PSOE en Vizcaya.


  D) Reformas en la enseñanza y cambios en la administración de la cultura


  En relación con la primera, las principales medidas adoptadas por el primer Gobierno del Partido Socialista serán la aprobación y promulgación de dos leyes, la de Reforma Universitaria (LRU, 1983) y la Ley Orgánica Reguladora del Derecho a la Educación (LODE, 1985); ambas serían promovidas por el ministro José María Maravall, profesor universitario de Sociología política, admirador de los modelos educativos institucionista español anterior a 1936 y del anglosajón de la Segunda Guerra Mundial.


  La primera abordará la democratización de la estructura de las universidades, dotará a la secular institución de un autogobierno hasta entonces nunca transferido al estamento docente para la elaboración de planes de estudio y gestión económica, acompañado de un obligado incremento de los presupuestos destinados a la investigación y a la docencia.


  El grave problema que planteaba la inestabilidad de la mayoría del profesorado, heredado de la masificación registrada desde mediados de los años sesenta, se solventaría sin mayores problemas cuando la inmensa mayoría de los hasta entonces conflictivos PNN - profesores no numerarios, sobre los que recaía la mayor carga docente desde los primeros años setenta a cambio de reducidos sueldos y sin derechos reconocidos, sedicentes marxistas en un porcentaje no desdeñable - abandonó sin apenas resistencia el objetivo de la contratación laboral reivindicado por la izquierda en el inmediato pasado, a cambio del acceso al estatus de funcionarios del Estado mediante la mera presentación a un excepcional y controvertido concurso estatal de "idoneidades" contemplado por la LRU.


  Mayores resistencias provocará la nueva legislación aplicada a la enseñanza no universitaria, en la que los socialistas apostaron por "la escuela para todos", prescribiendo la obligatoriedad y gratuidad de la enseñanza básica, no sólo la pública, al establecer la posibilidad para la privada de inte grarse en una nueva red de centros concertados, subvencionados con fondos públicos, a los que se les respetaría el ideario siempre que aceptaran la existencia de órganos colegiados de gobierno - los consejos escolares - integrados por la dirección del centro y con representación de padres de alumnos, profesores y personal no docente para garantizar, además de la libertad de cátedra y de conciencia reconocida constitucionalmente, el control de la citada financiación pública.


  


  Aunque esta fórmula de enseñanza concertada se entendió mayoritariamente de modo razonable por facilitar a los padres la libre elección de centro para la educación de los hijos, la Ley sería recurrida al Tribunal Constitucional por toda una coalición conservadora encabezada por Alianza Popular, con el respaldo de la Confederación Católica de Padres, la Federación de Religiosos del ramo y casi el resto de la patronal de la enseñanza privada. La discrepancia central, pese a las evidentes concesiones que tendían a impedir la reaparición de la, por casi todos temida, "guerra escolar", radicó en la composición de los consejos de la comunidad educativa anteriormente citados. El recurso no tendría éxito, por lo que la nueva ley entraría en vigor en 1987.


  La política del ministro de Cultura Javier Solana - el más cualificado antifranquista del gabinete de Felipe González, incluido el presidente, por su notable activismo en los años sesenta en la universidad madrileña - aportará gratuidad de la ciudadanía española en las visitas a los museos de titularidad pública e impulsará la aprobación de la Ley del Patrimonio Histórico. Bajo su mandato también se autorizará la televisión privada, se gestionará la privatización de los medios de comunicación del Estado, la antigua cadena de prensa del movimiento implantada por la dictadura, y se ayudará con subvenciones a la muy modesta producción cinematográfica española que cumpliera requisitos de calidad.


  Respecto al poderoso estamento vinculado a la administración de la justicia - un estamento casi tan ideologizado como el ejército y la policía durante la dictadura y que, como ellos, también llegará intacto a la democracia - el Gobierno socialista actuará en favor de la renovación generacional de los funcionarios, mejorará las condiciones de trabajo en los juzgados y aprobará la controvertida ley sobre la elección por el parlamento de la totalidad de los miembros del Consejo General del Poder Judicial -y no de una parte, como regía desde 1980 - con la finalidad de neutralizar la ideología conservadora, si no reaccionaria, de una notable proporción de jueces y magistrados.


  Finalmente, dentro de la obra legislativa del primer Gobierno del PSOE, la mayor confrontación ideológica en la sociedad procederá de la despenalización del aborto, aprobada en la primavera de 1985. Ley en la que se con templaban tres supuestos (eugenésico, ético y terapéutico), de malformación física del feto, violación y riesgo de salud para la madre. La controvertida ley saldrá adelante en el parlamento con los votos del PSOE y del PCE-PSUC y con la abstención de los nacionalistas vascos y parte del grupo catalán. La oposición de la derecha y los centristas contaría con importantes respaldos fuera del parlamento, de la Iglesia Católica en particular, a lo largo de una intensa campaña de movilización "por el derecho a la vida". Recurrida por los conservadores ante el Tribunal Constitucional, la ley sería admitida a trámite, efectivamente, pero en 1985 el citado tribunal sentenciará a favor de la mayoría parlamentaria.


  


  E) El ingreso en la Comunidad Económica Europea y la permanencia en la OTAN


  La política exterior del primer Gobierno del PSOE concentró su energía en la consecución de las metas que se acaban de mencionar. Atención que en el primer caso sería compartida por la inmensa mayoría de la ciudadanía, constituyendo la permanencia en la Alianza Atlántica la batalla democrática que desencadenó la mayor confrontación política de la década de los ochenta.


  En cuanto al ingreso en el hasta entonces vedado "Mercado Común" europeo, fundado en pleno franquismo por seis países democráticos de Europa Occidental en el Tratado de Roma de 1957, el Gobierno del PSOE logrará el objetivo acariciado desde la llegada al gobierno de los tecnócratas en la década de los sesenta. Éstos, efectivamente, habían firmado un Acuerdo Preferencial en 1970, pero la petición de adhesión formal no se realizaría hasta julio de 1977, una vez constituido el primer Gobierno democrático, solicitud que no se resolvería de modo favorable hasta 1985.


  Transcurrieron, pues, años de prolongadas y laboriosas negociaciones en las que, a partir de 1982, la demanda española, gestionada por el ministro de Asuntos Exteriores Fernando Morán y el secretario de Estado para la Comunidad Manuel Marín, contaría con la ayuda de la Alemania presidida por el democristiano Helmut Kohl y la importante mediación final de la presidencia italiana para vencer las resistencias de una Francia temerosa de la competencia en el nuevo escenario de la agricultura española y, en menor medida, de la rivalidad pesquera. Al fin, a mediados de 1985, se formalizaría el Tratado de Adhesión de España y Portugal, acordándose su puesta en vigor el 1 de enero del año siguiente.


  Fue aquél un acontecimiento de alto significado en cuanto que concluía el secular aislamiento de España, brindando la oportunidad a algunos ensa yistas de celebrar la superación del "problema de España', recordándose el diagnóstico de Ortega y Gasset emitido a comienzos de siglo sobre las reiteradas especulaciones esencialistas surgidas a raíz de 1998 en el sentido de que si España era un problema, "Europa era la solución". La celebración proseguiría porque, pocos años después, el país superaría las condiciones, en calidad de miembro de la Comunidad Económica Europea, para acceder al mercado único en 1993, e incluso las posteriores para la puesta en circulación de la moneda única, el euro, programada para el 1 de enero de 2002.


  


  Menor satisfacción obtendrá el Gobierno de Felipe González del tortuso proceso que culminó con la permanencia en la OTAN, tras el ingreso decidido en 1981 por el Gobierno de Calvo Sotelo. Como en aquella ocasión el PSOE también se opuso, junto al PCE, a la decisión de la UCD, Felipe González debería asumir ahora la penosa labor de explicar su cambio de opinión convenciendo del mismo primero a su propio partido y después a la mayoría de los votantes del referéndum.


  Había acuñado la dirección del PSOE, como anteriormente se indicó, el calculado eslogan "OTAN, de entrada no" que los más avisados entendieron en clave de que para Felipe González, como para el Franco de las postrimerías del régimen, "todo estaba atado y bien atado". Sin embargo, todavía el 5 de mayo de 1983, medio año después del resonante triunfo socialista, el vicepresidente del Gobierno y del partido Alfonso Guerra proclamaba en Valladolid a los cuatro vientos que "sólo un terremoto, un seísmo, cambiará la actitud de los españoles contraria a la OTAN".


  De ahí la enorme dificultad que entrañaba para el presidente su supuesto cambio de opinión, porque le forzaba a rectificar públicamente con el desgaste correspondiente el inicial rechazo a la integración que había escenificado en el parlamento tras el golpe del 23-F. Estrategia que le permitió convertirse, en enconada competencia con el Partido Comunista, en adalid de la permanencia, con el objetivo de alcanzar el poder y debilitar por la izquierda la representación del PCE-PSUC, mientras la crisis de UCD le facilitaba las cosas por la derecha.


  Sin embargo, con respecto al parlamento y a la opinión pública, el presidente despejaría la incógnita en el debate sobre el Estado de la Nación celebrado en octubre de 1984, cuando propuso un decálogo sobre la seguridad del Estado en el que, sorprendiendo a millones de antiguos votantes al PSOE, se decantaba públicamente por la permanencia de España en la OTAN. Cambio de opinión que dos meses después impondría en el partido, tras un intenso debate con ocasión del XXX congreso de la organización, al conseguir derrotar la opción contraria mantenida por la mayoría de los delegados.


  


  Una decisión que a los futuros socios de la Alianza Atlántica, Estados Unidos en especial, les resultaba un tanto extraña al considerar innecesaria la celebración del referéndum para permanecer en ella por el riesgo sobrevenido que implicaba perderlo. Así y todo, Felipe González validará parlamentariamente esa celebración en las cámaras a principios de 1986, circunstancia que en cierto modo reconfortaría al Partido Comunista por brindarle la oportunidad de resurgir de sus cenizas de la profunda crisis en que se hallaba tras el descalabro electoral de octubre de 1982. Le permitiría monopolizar desde entonces el "antiotanismo", impulsando la movilización de sus escasos efectivos pero atrayendo a pacifistas y ecologistas al naciente proyecto de Izquierda Unida que promovería Gerardo Iglesias, el sucesor de Santiago Carrillo en la secretaría general del partido desde 1982.


  A Alianza Popular, en cambio, el anuncio de la citada celebración le plantearía el problema de desvelar ante la opinión pública la flagrante carencia de reflejos de la que hizo gala su dirección, Fraga en particular, al preconizar la "abstención activa'. Decisión que supondrá la aportación de una nueva prueba de la incapacidad para resolver la contradicción, en tanto que organización defensora sin fisuras de la OTAN y, a la vez, oposición alternativa al PSOE. Penosa estrategia aquélla que desacreditará la capacidad política del partido conservador y arruinará definitivamente la carrera política de su fundador, Manuel Fraga, en tanto que aspirante al gobierno del Estado.


  El imprevisto viraje anunciado por Felipe González respecto a la OTAN también provocará algún problema en el seno del propio Gobierno. El ministro de Asuntos Exteriores Fernando Morán presentará su dimisión semanas después del ingreso en la Comunidad Económica Europea por discrepancias con el cambio. Y le deparará al presidente otros desencuentros de la familia socialista, con las juventudes del partido principalmente, organización hostil a la permanencia que sería instada a acatar la disciplina del partido, del mismo modo que la corriente Izquierda Socialista, amenazada de expulsión si sus componentes se sumaban a la oposición. Finalmente, la solución arbitrada en el seno del PSOE consistió en que ninguna de las dos organizaciones aludidas haría campaña contra el ingreso a cambio de no respaldar activamente el sí.


  El problemático referéndum se realizó el 12 de marzo de 1986, siendo entendido por el Gobierno como consultivo por lo que si vencía el no, el presidente dimitiría por no estar dispuesto a gestionar la derrota de su opción. Y fue planteado a través de una pregunta a los votantes en la que se garantizaba el cumplimiento de tres condiciones atenuantes para el ingreso: la no integración en la estructura militar, la no instalación de armas nucleares y la reducción de la presencia militar norteamericana.


  


  Los resultados de la consulta a escala estatal dieron una mayoría al sí, pero en absoluto fue aplastante. El número de votantes ascendió a 17,2 millones - sobre un censo de 29, la abstención alcanzó el 40,2% - que se repartieron entre los 11,7 millones que votaron sí (52%), poco más de nueve millones que votaron no (39,8%) y seis millones y medio que lo hicieron en blanco. El no triunfaría en cuatro comunidades autónomas: Cataluña, País Vasco, Navarra y Canarias.


  Pese a los favorables resultados, el centro derecha tambien tacharía de arriesgado e inútil el referéndum en el que se asistió, en opinión del presidente que decidió el ingreso en la Alianza Atlántica, a un "irresponsable rigodón de travestidos con el primer partido de la izquierda pidiendo el sí a la OTAN y el primero de la derecha pidiendo la abstención" (Calvo Sotelo, 1990: 136). En la izquierda, en cambio, la decepción originada por el viraje político que culminó en el referéndum tardaría lustros en desvanecerse en un amplio sector de la misma, tal como testimoniará quince años después de celebrado un ex dirigente del PSOE: "Se hizo un referéndum surrealista en el que los convocantes que fueron antes partidarios de salir pedían ahora el sí para permanecer en ella. Se mintió en el programa, en la campaña electoral, se trampeó en el congreso del partido y se engañó a los ciudadanos" (Castellanos, 2001: 228).


  Pero el triunfo de la opción gubernamental permitirá al presidente González superar la más dura prueba de su prolongado mandato - según declarará tras concluir el cuarto, y confesando cinco años después que la celebración del mismo fue una decisión exclusivamente personal (González y Cebrián, 2001: 137) - justamente cuando la primera legislatura concluía y se conocía una excelente noticia para el mundo industrializado en el que se insertaba España: la confirmación de la tendencia al alza de la hasta entonces adversa coyuntura económica. Y una segunda en la esfera diplomática que afectaría a las tradicionales relaciones de amistad con el mundo árabe: el reconocimiento por España del Estado de Israel.


  No obstante, a un amplio sector de quienes se opusieron al ingreso en la OTAN no le abandonaría durante años la duda sobre si la conversión al atlantismo armado del presidente Felipe González habría sido tan repentina como se dio a conocer en 1986. Circularía la sospecha de que la opción de permanecer en la OTAN no era sino el segundo de los compromisos, junto a la renuncia a la República y el apoyo a la Monarquía, contraídos en el reiteradamente citado congreso de Suresnes (1974), a instancia de los intereses de la "coalición de países de la Guerra Fría" intermediados por la República Federal Alemana. Compromiso que implicaba priorizar el fortalecimiento del PSOE frente al potencial peligro del Partido Comunista, antes y después de la renuncia de éste al leninismo, al menos duran te el período más crítico de la Transición, permitiéndole seguir disfrutando del radicalismo verbal con anterioridad al moderado reformismo que caracterizará su primer gobierno. Estrategia ésta que, al parecer, no supo captar el último presidente de la UCD, Leopoldo Calvo Sotelo, en 1981, pese a ser ya entonces conocida y compartida la intención de permanecer en la OTAN por parte de los principales mandatarios europeos (Garcés, 1996).


  


  1.2.2. El segundo Gobierno del PSOE, el de la confrontación con los sindicatos (1986-1989)


  La integración en la Comunidad Económica Europea y en la OTAN significó el final del secular aislamiento diplomático español del continente que, más allá del Vaticano, siempre, y de Portugal durante el franquismo, se remontaba de hecho al Congreso de Viena de 1815 que restituyó la Europa del Antiguo Régimen.


  La integración europea tampoco surtiría efectos fulminantes desde el ángulo de la economía, propiciando que los resultados de la obra socialista de la primera legislatura, por ejemplo, arrojaran un balance más satisfactorio en el plano doméstico. Las resistencias laborales derivadas de la política económica adoptada en aquella coyuntura adversa lo hicieron imposible. El incumplimiento de la creación de los 800.000 puestos de trabajo prometidos por el Gobierno en 1982 no sería borrado de la memoria de gran parte de la opinión pública, ni compensado por la reducción de la semana laboral a cinco días de jornada, prácticamente la única decisión tomada del no menos anunciado cambio de la Administración del Estado que resultó la segunda de las reformas frustradas. El abandono de la Alianza Atlántica, también incumplido, sería la tercera y, como se acaba de ver, la más sonada.


  A) Continuidad en la representación electoral


  No obstante las citadas promesas incumplidas, una encuesta preelectoral indicaba que el 53% de los ciudadanos sí aprobaba la gestión del primer Gobierno. Y los resultados electorales de junio de 1986 lo confirmaron: los votantes renovarpn la confianza al Partido Socialista y éste mantuvo la mayoría absoluta - 44,3% de los votos - pese a perder más de un millón de quienes lo respaldaron en la anterior convocatoria. El ingreso en la Comunidad Económica Europea, el triunfo en el referéndum de la OTAN y el comienzo del crecimiento económico que le garantizó el apoyo de los pensionistas contribuyeron, según los estudiosos de los escrutinios, a esta segunda victoria electoral.


  


  Del descenso socialista no se beneficiaría la derecha, presentada entonces bajo el nombre de Coalición Popular (CP) con el mismo cabeza de lista, Manuel Fraga, ya que repetirá los resultados de la anterior convocatoria. Así pues, estancamiento del voto conservador pese a la incorporación a la CP de los cristianodemócratas del Partido Democrático Popular y después del Partido Liberal, dirigido por José Antonio Segurado. No calará en el electorado la estrategia de presentar la nueva Coalición como "centrada" e "interclasista", tal como propagaron sus dirigentes en el congreso celebrado en 1984. Pero ni el incremento en más de dos millones del censo electoral ni la desaparición de UCD beneficiarían a la nueva coalición conservadora. variables ambas que confirmaron con pertinaz rotundidad el "techo" electoral de Manuel Fraga, cuestionándose al fin la dirección de la organización. Crisis de liderazgo en toda regla cuyo desarrollo a bandazos y trompicones no dejará de asombrar a la opinión política ya que, tras el "error Antonio Hernández Mancha" - un abogado andaluz tan extrovertido como políticamente endeble, designado sucesor por Fraga en el debate del Estado de la Nación del año siguiente-, la crisis desembocaría en una segunda y última cesión de la presidencia, en este caso con mayor acierto, a José María Aznar en septiembre de 1989, en tanto Fraga se retiraba al escenario autonómico gallego.


  Aunque tampoco capitalizará masivamente los votos de la extinta UCD, el Centro Democrático y Social (CDS), liderado por Adolfo Suárez, fue el partido que más creció con respecto a 1982, aunque sin rebasar la modesta cifra del 10% de los votos. Con todo, el mayor infortunio electoral recaería sobre el nuevo Partido Reformista Democrático (PRD) encabezado por el catalanista Miquel Roca al irrumpir en el conjunto del Estado con la pretensión de ocupar el centro derecha español ante la manifiesta impotencia del fraguismo y de los cristianodemócratas de desplazar al Gobierno socialista. Conocida aquella aventura política como la "operación Roca', lanzada a la palestra con el respaldo de poderosos medios financieros desde el catalanismo pujolista, el PRD cosechará uno de los más sonoros fracasos de la democracia al no rebasar los 200.000 votos en toda España, el equivalente al 0,96% del censo electoral.


  En el otro lado del espectro partidario, la heterogénea coalición de Izquierda Unida (integrada por comunistas, minoría de socialistas escindidos, republicanos, humanistas y carlistas), patrocinada por el PCE en abril de 1986 tras el hundimiento de 1982, tampoco rentabilizará electoralmente - apenas llegará al 5% de los sufragios - la intensa campaña realizada contra el ingreso en la OTAN en compañía de pacifistas y ecologistas. Fracaso que en abso luto sería achacable a la competencia de la Mesa de Unidad Comunista, nuevo partido promovido y encabezado por Santiago Carrillo tras su abandono del PCE, ya que sólo obtuvo 225.000 votos en toda España, el 1,1% del censo. Carrillo, el histórico dirigente del PCE desde la Guerra Civil, desaparecería desde entonces del hemiciclo del Congreso de los Diputados y una parte de sus seguidores acabaría integrándose en el PSOE.


  


  La campaña antiOTAN provocaría mayores repercusiones en Euskadi, favoreciendo - junto a los problemas internos que entonces afectaban al PNV- a la izquierda nacionalista, siendo Herri Batasuna (HB) la principal beneficiada al conseguir cinco escaños en el Congreso de los Diputados.


  La celebración por las mismas fechas de las elecciones autonómicas andaluzas confirmaría la tendencia a consolidarse del PSOE al obtener el 46% de los votos de la comunidad, a estancarse de nuevo en ella Coalición Popular (21 %) y a subrayar la excepción protagonizada por la candidatura de la coalición Izquierda Unida encabezada por el alcalde de Córdoba Julio Anguita, ya que obtuvo el 17% de los votos. Éxito relativo pero suficiente, junto a los obtenidos anteriormente en la alcaldía cordobesa, para que le aupara poco tiempo después a la secretaría general del PCE y al rango de Coordinador general de Izquierda Unida en sustitución de Gerardo Iglesias; responsabilidades ambas que desempeñaría hasta finalizar el siglo.


  Las posteriores elecciones municipales, finalmente, tal como ocurrió en la primera legislatura, darían el triunfo al PSOE, preservando la mayoría de los gobiernos locales a pesar del crecimiento de la abstención. Y respecto al resto de las Comunidades Autónomas, el PSOE conservaría de nuevo la mayoría, ya que sólo perderá el gobierno de la comunidad de Castilla-León, que pasaría al Partido Popular, y el de Aragón a manos de una coalición formada por el Partido Regionalista Aragonés (PAR), aunque en esta última comunidad el PSOE siguió siendo el partido más votado.


  B) Nuevas mejoras sociales y huelga del 14 de diciembre de 1988


  La continuidad será también el signo dominante de la política interior socialista en su segundo Gobierno que, sin embargo, contará con una doble ventaja respecto a la anterior legislatura. Por un lado, la de discurrir toda ella, como anteriormente se indicó, dentro del ciclo económico alcista iniciado en 1985 que se prolongará hasta 1992. Por otro, la de beneficiarse del descenso de la amenaza terrorista, circunstancia que no impedirá que, tras el fracaso de las negociaciones del Gobierno con ETA en Argel durante 1986, todos los partidos con representación parlamentaria a excepción de los vascos EA y HB, acordaran suscribir los primeros pac tos antiterroristas en Madrid y Vitoria en noviembre de 1987 y enero de 1988, respectivamente.


  


  El crecimiento económico nacional superó, efectivamente, en más de un punto a la media europea, traduciéndose en el incremento de la recaudación fiscal - la del IVA, principalmente, impuesto ligado al ingreso en la Comunidad Europea que empezaría a regir desde 1986 - y en el aumento de los beneficios empresariales y de los ingresos de los pequeños ahorradores.


  El consumo privado, notablemente incrementado, colaboraría también en este empeño, como lo probaría uno de los indicadores más apreciados por los analistas y políticos de la nueva era: el "despegue" registrado en el parque automovilístico nacional fue impresionante, lo nunca visto hasta entonces: el citado parque pasaría nada menos que de 9 a casi 14 millones de unidades entre 1985 y 1992. Tampoco quedarían rezagadas las inversiones en autovías y autopistas, mayoritariamente públicas, permitiendo, entre las mismas fechas, que ambas redes casi triplicaran su longitud al pasar de 1.970 a 5.438 kilómetros. No obstante, las altas cifras de damnificados por accidentes de tráfico no acusarían, ni de lejos, las mejoras de trazado y pavimentos de la nueva red viaria.


  En otro orden, el elevadísimo coste financiero de la nueva Ley General de Sanidad aprobada en 1986 - uno de los pilares básicos de los Estados del Bienestar impulsados en los países industrializados occidentales antes de que el neoliberalismo acabara con esa política para, desde la entronización del mercado, afrontar la crisis de los setenta - se beneficiaría también en España de la coyuntura alcista del período, permitiendo que las cifras del gasto público realizadas entre 1985 y 1990 duplicaran las del anterior quinquenio.


  También, aunque en menor medida, se incrementarían los presupuestos destinados a la enseñanza no universitaria tras la agitación estudiantil del curso 1986-1987; en primer lugar, el destinado a los estudiantes de bachillerato y, después, a los de este nivel y el universitario. No cesaría, sin embargo, la agitación estudiantil, renovándose durante el curso siguiente y siendo secundada por gran parte del profesorado de la enseñanza pública, lo que acabaría provocando la dimisión del ministro José María Maraval1. Todo ello mientras se perfilaba la Ley Orgánica General del Sistema Educativo (LOGSE) por la que se extendía la enseñanza obligatoria hasta los dieciséis años - legislación educativa parcialmente deudora, como la anterior, del utopismo de la Institución Libre de Enseñanza y de las supuestamente más innovadoras pedagogías del momento - y cuya aplicación paternalista sería la causante de la aparición de un persistente descenso de nivel que se transmitirá a los estudios superiores. Mayor pragmatismo, en cambio, presidiría el impulso de la formación profesional que demandaba el mercado laboral, en detrimento del bachillerato orientado en exclusiva a la realización de estudios universitarios, opción que desde las clases acomodadas del pasado había logrado arraigar en un creciente sector de los asalariados, antes incluso de concluir el franquismo.


  


  No obstante, de aquellos años de bonanza económica no se extrajeron todos los recursos que requería la modernización del sistema productivo tras la reconversión industrial. Las oportunidades de que gozaron entonces las inversiones de carácter especulativo, que también la coyuntura alcista favorecía, alcanzarían en aquella España gobernada por el PSOE una magnitud hasta entonces desconocida.


  Fueron los años en que, al hilo de la política neoliberal del Gobierno, se cuestionaron como anacrónicos el ahorro y el rechazo a la ostentación que - con excepción del exhibicionismo impune de los estraperlistas en la década del hambre franquista - habían arraigado un siglo antes en la inmensa mayoría de la población trabajadora: campesinos, comerciantes, artesanos, obreros, patronos, funcionarios y profesiones liberales. La especulación de los ochenta sería tempranamente atribuida a la nueva cultura del enriquecimiento fácil, indirectamente propiciada desde instancias gubernamentales, como anteriormente se apuntó, pero que tendrá como referente personalizado el meteórico éxito económico y social alcanzado por determinados individuos vinculados a la esfera de las finanzas - tales fueron los casos de Mario Conde, "los Albertos", Alcocer y Cortina, Javier de la Rosa y algún otro-, presentados ya entonces en algunos medios de comunicación conservadores como modelos a imitar para los jóvenes estudiantes de las masificadas facultades universitarias de Economía, Empresariales y Derecho, principalmente.


  Favorables efectos de la coyuntura alcista sobre grupos de especuladores en detrimento de empresarios "schumpeterianos" de manera que, tal como aconteció en otros ciclos, apenas saldría beneficiada la masa de los asalariados y funcionarios. Entre otros motivos porque permanecería inmutable el "descubrimiento" doctrinal del "crecer primero para repartir después", por parte del presidente González, aplicado con disciplina por los ministros económicos Miguel Boyer, primero, y por Carlos Solchaga, despues, durante los dos primeros Gobiernos.


  Política económica que requería para lograr sus objetivos el respaldo de los sindicatos, al menos de uno de ellos, como ocurrió en la reconversión, sin que éstos participaran en su definición, a la que se negará CCOO y que UGT aceptaría a regañadientes durante toda la legislatura anterior y el comienzo de la siguiente, hasta que en 1987 las relaciones del sindicato socialista con el Gobierno del PSOE entren en crisis: las consecuencias no serían otras que la gestación del paro general convocado conjuntamente por UGT y CCOO para mediados de diciembre de 1988.


  


  La huelga general del 14-D, como sería coloquialmente conocido desde entonces aquel episodio, significó la abstención laboral de mayor volumen contra una decisión del Gobierno registrada en la historia española, planteada, además, sin la motivación política, sin las exigencias de cambios de gobierno y/o de forma del Estado que acompañó a las dos más resonantes huelgas generales del siglo, las registradas en agosto de 1917 y en octubre de 1934.


  Pero la percepción dominante de la convocatoria del 14-D en absoluto traumatizaría a la población como ocurrió en las dos anteriores, ya que en 1988 los sindicatos simplemente trataban de neutralizar los más negativos efectos sociales de la política del segundo Gobierno del PSOE, aunque sería difícil explicar el éxito alcanzado de no haber aprovechado la ocasión gran parte de la ciudadanía para castigar al Gobierno del PSOE a causa de la prepotencia que transmitía en el ejercicio del poder. Modalidad frecuente aunque no inevitable en las mayorías absolutas, según los politólogos, que en el caso del Gobierno de Felipe González se acentuaría tras la revalidación de los resultados electorales de 1982 en las elecciones de 1986. Un sondeo de opinión realizado después del 14-D de 1988 revelaría, efectivamente, que el 19% de los encuestados secundó la huelga en disconformidad con la forma de gobierno.


  Pero independientemente de la diversidad de motivaciones, el éxito de la huelga y su carácter pacífico acreditarían la capacidad de los sindicatos convocantes CCOO y UGT - a los que se sumarían los estatales no mayoritarios y los nacionalistas vascos y gallegos (USO, ELA, CGT, CNT, IMTG), así como multitud de organizaciones cívico-sociales desde agrarias a deportivas y artísticas, pasando por las estudiantiles-, una vez que la central socialista decidiera romper la conocida relación fraternal con el partido del Gobierno presidido por Felipe González.


  Sin embargo la ruptura no fue brusca. El inicio de la última crisis de la "familia socialista' que culminará en el choque frontal del 14 de diciembre de 1988, se remontaba a los comienzos de la primera legislatura con motivo de discrepancias de fondo y de forma surgidas entre la cúpula de la UGT y el reciente presidente del gobierno sobre el papel a desempeñar por el sindicato en la nueva y excepcional situación abierta por las elecciones de octubre de 1982; principalmente una vez que Felipe González desistió, en función de la coyuntura y el estado en que encontró al sistema productivo -y con el beneplácito de la patronal-, de aplicar determinados puntos del programa electoral al que el sindicato había contribuido. Y una importante discrepancia formal como la surgida al decidir el presidente comunicar antes al parlamento de determinados proyectos de interés, sin acuerdo previo con el sindicato.


  No obstante, la UGT no habría interferido la "política de ajuste" que implicaba la reconversión industrial ni la moderación salarial de los primeros tiempos, mostrándose resuelta a firmar en 1984 un nuevo acuerdo con la CEOE en el que no participó CCOO. Posteriormente, en cambio, bajo el telón de fondo de la presión de esta última organización a la hora de la celebración de elecciones sindicales y la del resto de los sindicatos de las Comunidades Autónomas no gobernadas por los socialistas, la dirección de la UGT mostrará su primer desacuerdo con la decisión gubernamental de aplazar la implantación de la semana laboral de 40 horas y 30 días de vacaciones. Discrepancia que se acentuaría a partir de la aprobación, con el voto en contra del entonces diputado Nicolás Redondo, secretario general de la UGT, de la Ley de Pensiones de 1985, en la que, bajo la excusa de la incertidumbre sobre la viabilidad de la Seguridad Social, se incrementaban los años de cotización a la misma para tener derecho a pensión (de 10 a 15 años), dependiendo la cuantía de ésta de la aportación realizada en los últimos ocho años y no en las dos anualidades, como regía hasta entonces.


  


  Adicionalmente, la tensión entre el Gobierno del PSOE y la UGT que llevaría a la ruptura se alimentaría sobre todo de otras dos decisiones políticas: la negativa del nuevo ministro de Economía Carlos Solchaga a una subida salarial de dos puntos, para compensar el sacrificio de los trabajadores durante el inmediato pasado, y la actitud del sindicato socialista ante el referéndum de la OTAN, en el que la mayoría de la ejecutiva de la UGT encabezada por Nicolás Redondo acordaría no participar en la campaña ni permitir en la organización la recogida de firmas a favor del sí.


  Planteamiento, pues, de un contencioso de alto voltaje que llevaría a la ruptura entre UGT y PSOE y que para mayor difusión se escenificaría ante millones de espectadores el 19 de febrero de 1987 en un debate televisado en directo por TVE, que había concitado gran audiencia, sobre el fracaso de la negociación colectiva. Durante el transcurso del mismo, Nicolás Redondo sentenciaría la política económica de los Gobiernos socialistas presididos por Felipe González con una frase lapidaria dirigida a su interlocutor, el ministro de Economía Carlos Solchaga: "Tu problema, Carlos, son los trabajadores; te has equivocado de trinchera". "Prefiero venir aquí a dar la cara a que me la vayan rompiendo, como a ti, por el camino", le contestaría el ministro. Unos meses después, en octubre del mismo año, Nicolás Redondo y otro dirigente sindical de la UGT, Antón Saracíbar, dimitían de sus respectivos escaños de diputado, argumentando que se sentían abandonados ya no sólo por el Gobierno del PSOE, sino también por el Partido Socialista al que pertenecían desde hacía décadas.


  Si la reforma de las pensiones actuó como el detonante de la ruptura del sindicato con el Gobierno, las de la huelga del 14-D se cifrarán en cinco moderadas reclamaciones económico-sociales deliberadamente desatendidas por el Gobierno, a saber: el mantenimiento del poder adquisitivo de pensionistas y funcionarios, deteriorado por los desfases retributivos acumulados durante el anterior período de crisis, la ampliación de la cobertura del subsidio de paro, el establecimiento de modestas pensiones no contributivas y, sobre todo, el rechazo de los sindicatos al Plan de Empleo Juvenil. Éste introducía en el mercado laboral una modalidad cercana a lo que en el futuro se conocerá como "contratos basura", fruto de un acuerdo del Gobierno con la CEOE a cambio de la desgravación a la patronal en las cuotas de la Seguridad Social.


  


  Así pues, el rechazo por parte del segundo Gobierno de Felipe González de las citadas reclamaciones llevaría a CCOO y UGT a desencadenar la huelga prevista. Y, en la fecha acordada, el comienzo de la jornada abstencionista sería anunciado al conjunto de la ciudadanía con un sorprendente apagón televisivo a las doce en punto de la noche del día 13 de diciembre de 1988 llevado a cabo por los trabajadores de la radio-televisión estatal.


  La convocatoria de la huelga bajo el lema "Por el giro social' paralizó los transportes, la actividad industrial, la comercial - incluida en ésta la novedosamente problemática de las grandes superficies-, la recreativa y la de ocio. En cuanto al número, el paro fue estimado en casi ocho millones de asalariados en activo a los que se sumaron la práctica totalidad de los estudiantes universitarios, trabajadores autónomos, empleados de multitud de sectores, la Unión de Actores e incluso la Asociación de Futbolistas Españoles, entre muchos otros grupos organizados; en total la movilización se estimó en casi el 90% de la población activa, difundiéndose por los más entusiastas del evento que en todo el país "pararon hasta los relojes", y en Madrid "sólo abrió el Parque del Retiro" como difundiría después desde el diario El País la columnista Maruja Torres.


  La jornada por reclamaciones laborales, que secundaría casi toda la ciudadanía se vería alterada por muy pocos incidentes evidenciándose la actitud innecesariamente alarmista del Gobierno, que había montado un enorme dispositivo preventivo, alertando y movilizando a la totalidad de los efectivos policiales (54.824). Una jornada en la que también el independiente y semiclandestino Sindicato Unificado de Policía se había adherido a la convocatoria, logrando entonces arrancar del Ministerio del Interior demandas reivindicadas desde años atrás por el citado colectivo, el más democrático del conjunto de las Fuerzas Armadas y de la Seguridad del Estado.


  Previamente a la huelga, el ministro de Economía Carlos Solchaga había apelado a otras ayudas en favor de la posición del Gobierno en aquel trance, incluida la cooperación de los empresarios, en correspondencia con las ventajas recibidas por las medidas de liberalización del mercado de trabajo, moderación salarial y saneamiento financiero. Empresarios que, solícitos a la demanda del citado ministro, colaborarían contra la convocatoria tildando la huelga en esta ocasión no de política, pero sí de "antisocial, ilegítima e inoportuna', precisamente en las semanas finales del ejercicio económico anual que cerra ban cuatriplicando los beneficios respecto del anterior, según el informe del Banco de España de 1988.


  


  Por su parte, el presidente Felipe González se sentiría también arropado por la práctica totalidad de la prensa, incluido el diario El País que tacharía de "política" la convocatoria de huelga en el editorial del día 14, aunque no por ello el periódico salió a la calle. En cambio, el "esquirolismo" en el 14-D de los medios de comunicación haría acto de presencia en Euskadi, donde curiosamente coincidieron en la calle Egin, portavoz de la izquierda nacionalista, y El Diario Vasco, vinculado a la patronal del territorio.


  Y en cuanto a la actitud, en aquel intenso proceso, del presidente del Gobierno, explícitamente respaldado por la dirección del PSOE, se encaminaría a neutralizar el éxito de la huelga confiando en repetir el favorable desenlace del referéndum de la OTAN. A tal fin respondería la convocatoria desvelando públicamente su hostilidad al sindicalismo de clase, tachando a CCOO y UGT de anacrónicos e irresponsables por "deslizarse peligrosamente - subrayaría - hacia el rojo". Su fracasada tentativa le llevaría finalmente a plantearse la dimisión de la presidencia del Gobierno, mientras que los dos sindicatos convocantes, originalmente reponsables de aquella impresionante jornada conseguida con tan exigua afiliación, anunciaban manifestaciones para dos días después del 14-D en las capitales de provincia para celebrar, al fin, el éxito de la unidad de acción: la más satisfactoria alternativa a la fusión orgánica soñada por la primera dirección de Comisiones Obreras al comienzo de la transición.


  Sin embargo, tras la celebración, la vida sindical discurriría por derroteros más pegados al terreno ya que las consecuencias prácticas de la huelga distaron de satisfacer las aspiraciones de amplios sectores de participantes. Sí se consiguió que el Gobierno retirara el polémico Plan de Empleo Juvenil, que, gracias al crecimiento de la economía - el año 1988 concluía con el 5%, la tasa más alta de los países europeos-, las pensiones se revalorizaran después en el mismo porcentaje, la cobertura del desempleo creciera y se ampliara la protección a los parados de larga duración. Pero la política económica del Gobierno en absolto sufriría modificación; de ahí que prosiguiera el distanciamiento de las relaciones Gobierno-sindicatos, prolongándose hasta que a comienzos del año 1990 el tercer Gobierno del PSOE les requiera no precisamente para continuar con planes de mejora sociales, sino para negociar la moderación salarial.


  Así pues, problemáticas relaciones del Gobierno con los sindicatos tras el 14-D - la desconfianza llegaría al punto de exigir aquél que se grabasen magnetofónicamente las conversaciones en las reuniones de los representantes de las partes-, coincidentes en el tiempo con el desempeño de la primera presidencia semestral española de la Comunidad Europea que se ¡ni ciaba en enero del año siguiente, responsabilidad en la que Felipe González se sentiría más cómodo.


  


  Presidencia comunitaria que no dejaría de tener interés ya que en ella se sentarían las bases para la unión monetaria y posterior liberalización del movimiento de capitales; semestre presidencial en el que se incrementaría el papel de España en el espacio europeo y, subsidiariamente, el prestigio del Gobierno anfitrión, el del Partido Socialista, por haber actuado con acierto en su primera experiencia. Y una vez concluido este compromiso de forma satisfactoria en julio de 1989, el presidente González decidía convocar elecciones para después del verano de ese mismo año.


  1.2.3. El tercer Gobierno socialista: gasto social, corrupción y fastos de ese período (1989-1993)


  Precedidas por una campaña en la que de nuevo la televisión concentraría el interés de los partidos por transmitir sus mensajes programáticos, las elecciones generales celebradas el 29 de octubre de 1989 otra vez dieron la mayoría absoluta al Partido Socialista con el 39,6% de los votos. Sin embargo, en esta ocasión, el resultado fue tan ajustado que la citada mayoría dependía de un único diputado, al obtener exactamente 176 escaños en el Congreso de los Diputados.


  Descenso de representación institucional que reflejó la pérdida de ochocientos mil votos, en gran parte de procedencia urbana - joven e ilustrada, según las encuestas del momento-, lo que daría pie a variadas interpretaciones, entre ellas la de que el Partido Socialista tendía a representar a la población menos preparada profesionalmente de las ciudades y a la de menor nivel cultural en el campo.


  En cualquier caso, tercera y última mayoría absoluta del PSOE ayudada como en anteriores convocatorias por la ausencia de alternativas pese a los cambios organizativos, de estrategia y de imagen, registrados en el resto de los partidos de la derecha y de la izquierda.


  La derecha, presentada ya bajo la nueva denominación de Partido Popular, llegaba a los comicios de 1989 tras la superación de la crisis iniciada a raíz de los resultados de la convocatoria anterior. Un final feliz tras un complejo e inacabable periplo cuyos principales episodios, resumidos, fueron los siguientes: 1) Abandono de la coalición fraguista por parte de los cristianos del PDP que pasarían al Grupo Mixto del Congreso. Cese, a continuación, del joven secretario general Jorge Verstrynge por sugerir la posibilidad de que el presidente Manuel Fraga, incapaz de superar los resultados anteriores, se presentara a la alcaldía de Madrid en las municipales de 1987. 2) Plantea miento de la primera sucesión de Fraga que enfrentará al candidato de éste, Antonio Hernández Mancha, y al cristianodemócrata Miguel Herrero, resolviéndose a favor del primero en el VIII congreso de la organización celebrado en 1987; y anuncio de la retirada de Fraga a Galicia para competir en esta comunidad a la presidencia de la Xunta. 3) Convocatoria de un congreso extraordinario, en enero de 1989, en el que de nuevo Fraga recuperaría la presidencia del partido ante el catastrófico balance de la gestión de Hernández Mancha en las elecciones autonómicas y en el parlamento, y cambio de nombre de la organización: el nuevo sería Partido Popular, "un partido de ancha base donde quepan y convivan cómodamente las ideas liberales, conservadoras y democristianas", según la nueva definición, y resuelto a homologarse internacionalmente con el centro derecha europeo. 4) Retroceso, sin embargo, del partido de la "ancha base" en las elecciones de junio del mismo año 1989 al Parlamento Europeo, con respecto a las anteriores, las primeras de ese nivel celebradas dos años antes. 5) Finalmente, designación en septiembre de 1989 del presidente de Castilla-León, José María Aznar, como candidato del PP a la presidencia del Gobierno, siendo elegido presidente del PP en el X congreso celebrado a finales de marzo de 1990.


  


  Unos meses después, el fundador de la coalición derechista, el antaño propagandista del lema "España es lo importante" que tanto sarcasmo provocó en sus adversarios desde las primeras elecciones democráticas, conseguiría al fin triunfar en una contienda electoral democrática y alcanzar la presidencia de la Xunta de Galicia en diciembre de 1989 al obtener más del 43% de los votos el "nuevo" Partido Popular.


  Sin embargo, la derecha renovada, con José María Aznar de candidato, apenas conseguiría en la convocatoria de 1989 igualar el techo electoral de su antecesor al obtener sólo el 25,6% de los votos y 107 escaños; muy lejos de cuestionar, por tanto, la nueva mayoría absoluta socialista.


  Por su parte, Izquierda Unida, cuya crisis interna había concluido cuando empezaba la de los conservadores, incrementaba modestamente su apoyo electoral (9,1% de votos y 17 escaños), recuperando por primera vez una parte de los anteriores sufragios prestados al PSOE desde 1982; devolución de votos motivada supuestamente por la condena socialista a la huelga del 14-D de 1988. En cualquier caso, recuperaba el rango perdido en 1982 de tercera fuerza parlamentaria desplazando al CDS, el partido de Adolfo Suárez, al no superar éste el 8% de los votos.


  Los resultados obtenidos por el PSOE en las posteriores elecciones municipales y autonómicas celebradas en mayo de 1991, cuando ya había saltado a la opinión pública el primer escándalo de corrupción, el "caso Juan Guerra", también reflejarían globalmente la análoga correlación de fuerzas. El Partido Socialista perdería respaldo urbano y, con ello, casi la mitad de las alcaldías de las ciudades más importantes que había logrado en 1983 - entre ellas las de Madrid, Valencia y Sevilla-, pero al mismo tiempo aumentaba el número de votos en términos absolutos a costa del PP y del CDS. La pérdida de apoyo de este último partido en aquellas elecciones municipales en las que descendió al 4% (el PSOE obtuvo el 38%, el PP el 25% e IU el 8%) resultaría determinante para el definitivo abandono de la actividad política de Adolfo Suárez.


  


  Y en cuanto a las autonómicas, el PSOE lograría matenerse en los gobiernos de diez comunidades, mientras que el PP aumentaba su influencia a cinco al incluir Navarra, comunidad foral de la que desplazó al PSOE mediante su alianza con la organización regionalista Unión del Pueblo Navarro, UPN.


  A) Continuidad en la política interior


  Continuidad que se verá beneficiada por la de la coyuntura económica favorable que, no cambiará de signo hasta 1992. Así pues, el tercer Gobierno del PSOE proseguirá las mejoras sociales anteriormente iniciadas, extendiéndose en las relacionadas con la sanidad, la educación y las pensiones.


  En cuanto a la primera, el anterior objetivo de la "sanidad para todos" se lograba prácticamente antes de concluir 1992, un año después de que saltaran las primeras alarmas sobre la inquietante proporción que para el gasto sanitario suponía el descontrolado crecimiento de la factura farmacéutica.


  Respecto a las inversiones en educación en los niveles no universitarios, la promulgación en octubre de 1990 de la Ley Orgánica de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE) consolidará el objetivo de la enseñanza obligatoria y gratuita contemplado en la anterior, en la LODE de cinco años antes, ampliándose la obligatoriedad y gratuidad hasta los dieciséis años y también, en menor escala, hacia los menores de seis. En 1992, la educación infantil comprendida entre los tres y cinco años alcanzaría una tasa de escolarización del 84% y llegaría al 100% la de los comprendidos entre seis y trece años, correspondiente a la EGB. En cuanto a la universidad, la increíble proliferación de centros públicos de este nivel, extendiéndose prácticamente por toda la geografía nacional hasta superar el medio centenar, se traducirá en la llegada al millón de estudiantes y a cincuenta mil profesores a comienzos de la legislatura. Se registrará también un notable incremento en el número de becas, multiplicándose casi por cinco a lo largo de la década de 1982-1992. En conjunto, los gastos en educación pasarían de 930.000 millones de pesetas en 1984 a 2,6 billones en 1992, lo que significaba el 4,5% del PIB. No obstante, aunque recortada, conti nuaría aún la diferencia con los países de la OCDE, cuya media era del 5,4% en el último de los años citados.


  


  En la lucha contra el desempleo, en cambio, el tercer Gobierno del PSOE cosecharía un nuevo fracaso, ya que durante el mismo se alcanzará la tasa más elevada hasta entonces registrada, llegándose a sobrepasar el 23%. Cifra cuyos efectos paliaría el Gobierno con el incremento de la cobertura hasta el 53% en 1992, con la aplicación de la ley de pensiones no contributivas, que benefició a 123.000 personas el mismo año, y con otras ayudas. En total, el gasto de la Seguridad Social superaría en 1992 la ya importante cifra de los ocho billones de pesetas (8,2), habiendo partido de tres billones diez años antes.


  Pero el desempleo continuaba siendo irreducible. Y ello a pesar de las cuantiosas inversiones destinadas a la mejora de las infraestructuras viarias, sector en el que prosiguieron los anteriores planes de autovías y autopistas, a los que se incorporaron nuevos trazados ferroviarios - entre ellos el del tren de alta velocidad Madrid-Sevilla, el AVE-, introduciéndose también mejoras en puertos y aeropuertos. Inversiones casi todas incentivadas por las grandes celebraciones del V centenario del descubrimiento de América en 1992: los Juegos Olímpicos en Barcelona y la Exposición Universal en Sevilla. Además de Barcelona y Sevilla, la efemérides del descubrimiento también permitirá renovar la imagen de otras ciudades, sobre todo de Madrid, al inaugurarse dos nuevos museos, el Centro Reina Sofía y el Thyssen-Bornemisza, que se añadieron al del Prado coincidiendo con la designación de la ciudad como capital cultural europea en 1992. La feliz coincidencia de la coyuntura alcista y los preparativos de los citados fastos permitió que, durante el cuatrienio de 1989-1993, las inversiones en obras públicas en el conjunto del país casi llegaran a alcanzar la cifra de dos billones de pesetas.


  El tercer Gobierno del PSOE sería también más afortunado que los anteriores en la lucha antiterrorista, ya que en el mismo año 1992 eran capturados, en la localidad fronteriza de Bidart, tres miembros de la dirección de ETA en una operación policial en la que, por primera vez, sería decisiva la colaboración del Gobierno francés. Éxito político que se ensombrecería con las secuelas producidas por la detención en julio de 1988 de dos miembros de la policía, José Amedo y Michel Domínguez, a quienes se acusaría de cometer en los años anteriores atentados reivindicados por el GAL -el secuestro de Segundo Marey, anteriormente citado, entre ellos - con el agravante de disponer de fondos reservados del Ministerio del Interior para la realización de sus fechorías. La negativa de los altos mandos del Ministerio encabezado por José Barrionuevo a informar sobre el uso de los citados fondos no impidió que ambos policías fuesen condenados a más de cien años de cárcel, ni tampoco a que se disipara la sospecha de la implicación en la guerra sucia contra ETA de altos cargos del citado Minis terio del Interior desde 1983; altos cargos que, supuestamente, contarían con algún tipo de respaldo por parte del presidente del Gobierno.


  


  En cualquier caso, el asunto de los fondos reservados provocaría la salida de José Barrionuevo del Ministerio, correspondiendo a su sucesor, José Luis Corcuera, la tramitación parlamentaria de la Ley de Seguridad Ciudadana, destinada principalmente a perseguir el creciente tráfico de drogas - el "narcotráfico", como desde entonces sería también nombrado en España este comercio - que permitía la entrada de la policía en los domicilios particulares sin la preceptiva autorización judicial en los casos que existiera, a juicio de los agentes, constancia de comisión de delito. Disposición legal que sería denunciada por un amplio sector de juristas y de la opinión pública, siendo finalmente recurrida y anulada por el Tribunal Constitucional una parte del texto. Desenlace judicial que provocaría la dimisión de José Luis Corcuera, el "ministro de la ley de la patada en la puerta', como sería después peyorativamente apodado el electricista vizcaíno, ex obrero socialista de los Altos Hornos de Baracaldo, que desempeñó brevemente la más alta responsabilidad en la seguridad del Estado durante aquella legislatura.


  B) La "revelación" de los primeros escándalos de corrupción


  Precedidos por las acciones del GAL, en cuya actividad delictiva figurarán secuestros, asesinatos y atentados indiscriminados registrados entre 1983 y 1987, la serie de escándalos políticos que desgastará la acción del tercer Gobierno del PSOE no se relacionará con los crímenes de Estado que acabamos de indicar. Será de tipo más convencional por tratarse de irregularidades e ilegalidades económicas cometidas por personas pertenecientes o cercanas al partido gobernante.


  Las acciones de esta naturaleza en cierto modo podrían entenderse como episodios integrantes de todo un "ciclo" fraudulento iniciado en 1990 con el "caso Juan Guerra', nombre de un hermano del vicepresidente del Gobierno y del PSOE acusado de utilizar en beneficio particular y del partido un despacho oficial, con el conocimiento de su hermano Alfonso, en la delegación del gobierno de Andalucía radicada en Sevilla.


  Probablemente fue este el escándalo que causó mayor conmoción de la serie si se exceptúa el posterior y más espectacular protagonizado por el director general de la Guardia Civil, el "caso Roldán". Sin embargo, el caso Juan Guerra cobraría particular resonancia parlamentaria y mediática - aparte de la novedad política que en sí implicaba - a causa de que la dirección del Partido Socialista, grupo que como es sabido detentaba la mayoría absoluta en el Congreso de los Diputados, se negó a constituir la democrática mente pertinente comisión de investigación parlamentaria, al margen de la instrucción judicial del caso.


  


  Pensada y planeada actitud obstruccionista en el Congreso de los Diputados que llevará al presidente del Gobierno Felipe González a esgrimir la sorprendente doctrina - en un marco democrático avanzado - de relegar la hipotética asunción de responsabilidades políticas hasta que no se produjera la sentencia judicial firme. Un argumento que inicialmente muchos entendieron como "una simple ocurrencia táctica' del presidente para dilatar la cuestión, por suponer que debía conocer y acatar que el parlamento, además de la función legislativa, detentaba también la del control del ejecutivo. Al mantener aquella decisión frente a viento y marea, el Gobierno del PSOE causará indeseables consecuencias al futuro de la nueva democracia española al favorecer la judicialización de la actividad política, en una primera fase, e incentivar el proceso inverso en la siguiente, la politización de la justicia.


  La intransigente negativa a constituir comisiones de investigación enrarecería, como era previsible, la relación del Gobierno del PSOE con los partidos de la oposición, Izquierda Unida y el Partido Popular, principalmente; suscitará, además, un enconamiento de la vida parlamentaria que parecerá a los actores y espectadores contemporáneos no tener fin. La pérdida del poder por los socialistas en 1996 aliviará, por cuatro años al menos, las tensiones acumuladas durante los seis anteriores.


  En torno a la corrupción florecerán actitudes defensivas y conspirativas entre las mayorías absolutas socialistas en los parlamentos madrileños y en los autonómicos, cundiendo el cultivo al "patriotismo de partido" justamente cuando alboreaba en Centroeuropa la idea del "patriotismo constitucional" como concepto alternativo a esgrimir frente a los nacionalismos más problemáticos, los que incrementaron el fundamentalismo desde el comienzo de la crisis económica. Un clima que lógicamente brindará a la oposición política nuevos motivos de confrontación e insospechadas oportunidades de denuncia a los medios de comunicación, en particular a los ideológicamente adversos al Gobierno del PSOE. Un contexto eficazmente aprovechado, sobre todo por el recién aparecido diario El Mundo, sin librarse de la crítica de otros periódicos más próximos, como El País, cristalizando entonces las encontradas posiciones de ambos que preludiarán las posteriores "guerras mediáticas" de la plena década de los noventa, la de los años inmediatos a la llegada en 1996 del Partido Popular al gobierno.


  En orden a los efectos extraparlamentarios del escándalo pionero de paternidad socialista, el caso Juan Guerra provocará la primera división interna del PSOE desde la renuncia del partido al marxismo en 1979. En esta ocasión, el problema llevará a la confrontación entre simpatizantes y adversarios del comportamiento del vicepresidente respecto de su hermano. Contencioso que se arrastrará en una primera fase hasta la tardía destitución por Felipe González de Alfonso Guerra como vicepresidente del Gobierno en enero de 1991, un año después de conocerse la irregularidad cometida en el despacho de Sevilla por su hermano Juan. Desenlace que no tardaría Alfonso Guerra en travestir ideológicamente, dando lugar al comienzo de una prolongada batalla en el partido librada entre "guerristas" - que se apropiarán en exclusiva de una supuesta radicalidad en la aplicación del programa del partido- y "renovadores", en cuanto corrientes informales que gravitaron sobre el conjunto de la organización encabezadas por Alfonso Guerra y Felipe González, respectivamente. Apenas quedaría espacio para las socorridas "terceras vías" en la dividida familia socialista española.


  


  Mientras tanto, la sentencia judicial por el delito de beneficiarse de "tráfico de influencias", delito que pasaría a figurar como novedad en el Código Penal y que sirvió de detonante del conflicto, condenaría en 1995 a Juan Guerra a dos años de cárcel, 50 millones de pesetas de multa y seis años y medio de inhabilitación para ocupar cargos públicos.


  El episodio siguiente de la serie de escándalos se conocería como el "caso Filesa", revelado por el diario El Mundo en mayo de 1991. Sus protagonistas, algunos de ellos destacados miembros del partido, serían acusados de constituir una trama de tres empresas legalizadas (Filesa, Malesa, Time Export) para recaudar fondos destinados a la financiación del PSOE al margen de la subvención oficial que, acorde con lo legalmente establecido desde 1987, recibía como los demás partidos según el número de votos y escaños obtenidos en las elecciones generales. Con la citada ley se contemplaba garantizar la actividad de todos ellos, dada la insuficiente contribución económica de los afiliados para afrontar los cuantiosos gastos de las organizaciones en el mantenimiento de sus estructuras de funcionamiento; sobre todo los de las campañas electorales. Pero si los importantes desembolsos eran comunes a todos los representados en el parlamento, el PSOE los había incrementado sobre manera a causa del referéndum de la OTAN, consulta que no pudo legalmente financiarse con ayuda pública por ser un compromiso asumido en exclusiva por el partido.


  Fue así como el caso Filesa reveló el fraude de una operación que consistió en la recepción por el PSOE, para elaborar informes que no realizó, por parte de algunos industriales y banqueros, de importantes cantidades de dinero entre 1989 y 1991. Sumas dinerarias por las que las falsas empresas citadas, además, no pagaron los correspondientes impuestos al fisco estatal, mientras que las demandantes de informes al partido se beneficiarían a su vez de la adjudicación de contratos públicos por importes que se estimaron en cifras cercanas al medio billón de pesetas.


  La sorprendente declaración del presidente Felipe González al estallar el escándalo desentendiéndose del asunto y afirmando que del mismo "se había enterado por la prensa" -y que además ignoraba los mecanismos de financiación del partido - no surtirá otro efecto que provocar mayor irritación aún entre sus adversarios en el parlamento y ante un creciente sector de la opinión pública, abundantemente informado por todos los medios de comunicación encabezados, como en el caso Juan Guerra, por el diario El Mundo. Finalmente, una larga, accidentada e inconclusa instrucción del caso llevada a cabo por el juez Marino Barbero - funcionario vilipendiado sin compasión durante ella por los socialistas - inculpaba como imputados en la trama nada menos que a 39 personas. Sin embargo, serían sólo ocho los finalmente condenados, entre diputados, senadores, contables, administradores e intermediarios, a penas comprendidas entre once años de cárcel y seis meses de arresto, según la sentencia del Tribunal Supremo del 28 de octubre de 1997 que ratificará el Tribunal Constitucional cuatro años después. Sentencia que, al no existir en el derecho penal vigente el delito de financiación ilegal o encubierto de los partidos políticos, castigaría solamente el delito fiscal, eximiendo de responsabilidad a la secretaría de finanzas del partido - desempeñada entonces por el dirigente socialista andaluz Guillermo Galeote - y previsiblemente, en función de los estatutos, al conjunto de la ejecutiva del PSOE.


  


  La tercera corrupción tuvo que ver con el mundo de las finanzas, siendo conocida como "caso Ibercorp". De nuevo el diario El Mundo destaparía en febrero de 1992 el escándalo registrado en el citado banco dirigido por un ex síndico de la Bolsa de Madrid, Manuel de la Concha, acusado de beneficiar al entonces presidente del Banco de España Mariano Rubio a través de una oscura operación bursátil - con engaño incluido a la Comisión Nacional del Mercado de Valores - por el procedimiento de sacar a la venta multitud de acciones antes de que se desplomara la cotización de una compañía participada por la citada sociedad Ibercorp. Escándalo financiero que ilustraría a la opinión sobre la acusada permeabilidad del Gobierno socialista a la influencia de determinadas minorías que exhibieron un repentino enriquecimiento, acomodo y maneras de beautiful people ("gente guapa'), anglicismo con el que sarcásticamente serían conocidos por los críticos del momento.


  Otra ilegalidad sonada pero de distinta naturaleza también concluía en 1991. Se conocerá como la de las "escuchas del CESID" (Centro Superior de Información de la Defensa, creado por el segundo Gobierno de Adolfo Suárez) porque desde diez años antes y violando el artículo 18.3 de la Constitución se venían grabando conversaciones telefónicas privadas de numerosas personalidades, incluido el rey. En marzo de 2001 el Tribunal Supremo confirmaba una sentencia anterior de la Audiencia Nacional por la que condenaba a siete personas del citado centro, entre las que se encontraban altos mandos militares, como el ex director general Emilo Alonso Manglano y el también alto responsable Juan Alberto Perote. Sin embargo, hasta julio de 2001 la dirección del CESID no sería desempeñada por un civil.


  


  Finalmente, la primera fase de la serie de irregularidades, ilegalidades y corrupción económica vinculada al Gobierno socialista concluirá con algunos escándalos menores, figurando entre los más sobresalientes los casos de Renfe y Ollero. El primero, destapado a finales de 1991, provocaría la dimisión del Ministro de Defensa del Gobierno de Felipe González (Julián García Vargas) a causa de actuaciones especulativas sobre terrenos de la empresa ferroviaria cuando, con anterioridad al Ministerio de Defensa, había desempeñado la presidencia de la compañía. El "caso Ollero" estuvo relacionado con un supuesto tráfico de influencias y cobro de comisiones ilegales en la adjudicación de obras públicas de la junta de Andalucía, siendo conocido en julio de 1992, es decir, en las fechas cenitales de afluencia de muchedumbres a la Exposición Universal celebrada en Sevilla.


  Como era previsible, tanto la revelación y difusión de los escándalos como la actitud defensiva del Gobierno en pleno disfrute de la libertad de información darían lugar a una casi generalizada decepción política de la ciudadanía. No sólo se incrementó de modo considerable la hostilidad de la oposición en el parlamento al grupo socialista, sino que se convertirá casi en clamor popular la recuperación de la ética pública. Convertida esta demanda en tema de obligada referencia en los medios de comunicación de masas, el Gobierno y el partido atravesaron meses, incluso años, en situación angustiosa. Se ironizará hasta la saciedad sobre los "Cien años de honradez" que el PSOE había enarbolado con orgullo, frente a conservadores y centristas de filiación franquista, en las anteriores campañas electorales; y se cuestionará por todos la promesa electoral de 1982, en la que el PSOE se mostraba dispuesto a erradicar la corrupción que la derecha había tolerado hasta entonces desde el triunfo de ésta en la Guerra Civil. Tan sistemática y continuada será la crítica a los socialistas que, al tenerse conocimiento en 1990 de presuntas corrupciones realizadas por afiliados al Partido Popular, el PSOE exhibiría carencia casi total de credibilidad para realizar la denuncia. Con tan adversa suerte, además, que uno de los primeros imputados del PP por corrupción, el valenciano Rosendo Naseiro, se vería libre de culpa al no aceptar el Tribunal Supremo como prueba las grabaciones magnéticas de conversaciones telefónicas.


  En fin, a partir de los comienzos de los años noventa, se extendió la sensación de haberse esfumado definitivamente la posibilidad de regeneración moral de la sociedad y del Estado que, como la de la modernización, parecía haberse arrogado en exclusiva el Partido Socialista desde 1982. Sensación de pesimismo colectivo que sumirá en la amargura a los más fieles seguidores del centenario partido obrero, fundado y dirigido por el austero Pablo Iglesias desde 1879 hasta su muerte en 1925. Todo ello, además, agravado por descubrirse la corrupción cuando aún restaba por cicatrizar la herida de la fractura producida en la "familia socialista" a causa del desgajamiento de la UGT en las vísperas del 14-D de 1988.


  


  El cambio de conductas registrado en el seno del socialismo hispano a finales del siglo XX resulta difícil de explicar sin recurrir a la exigua proporción de afiliados que permaneció identificada con el ideario fundacional del PSOE tras las renuncias a los principios republicano y marxista a finales de los setenta. Y sin reconocer la impotencia de la militancia tradicional ante la creciente influencia ejercida en la organización de los "parvenus", nuevos afiliados, en su mayoría procedente de las nuevas clases medias, entre los que no faltarán repentinos conversos al nuevo ideario socialdemócrata como tampoco tránsfugas de otras organizaciones declinantes o en trance de desaparición. Acelerado crecimiento afiliativo inducido por la sucesión de éxitos electorales del partido y la multiplicación de los cargos a desempeñar en las administraciones estatal, regional y local. Baste indicar a este respecto que, tras las elecciones municipales de 1979, figurarán en las filas del PSOE más cargos públicos que afiliados a la organización había tres años antes, y que los apenas cinco mil afiliados de 1975 crecieron hasta cerca de 300.000 en 1990, provocando la correspondiente catástrofe - medida en términos de aparición de clientelas y extensión del presidencialismo en su estructura, en la medida en que se reducía al mínimo el debate interno - en el "partido de los pobres y descamisados", expresión con la que el todavía vicepresidente Alfonso Guerra tuvo la osadía de distinguirlo en la campaña electoral de 1989.


  Irrupción en el PSOE, pues, de pautas de comportamiento imprevistas - de "burguesas", sin más, serían tachadas desde la izquierda - que darían lugar a la persistencia de problemas mal resueltos y a evidentes carencias que lo distanciarían paulatinamente de una sociedad cada vez más receptiva a la denuncia que desde algunos medios de comunicación (El Mundo, Diario 16y El País, principalmente) desempeñarán no sólo la lógica función de informar sobre el fraude, sino la más novedosa, sobre todo para los lectores de prensa formados en el franquismo, de investigarlo con tesón y rigor en la mayoría de los casos, aunque no en todos.


  Conviene no obstante recordar que a la aparición de los casos de corrupción política y económica señalados, junto con algún otro que se añadirá posteriormente, también contribuirá la coyuntura económica alcista de la segunda mitad de los años ochenta y el correspondiente crecimiento del gasto público. Factores ambos que, como se ha indicado, favorecerán la especulación financiera y otros fraudes inherentes al incipientemente modernizado capitalismo democrático español, gobernado por un partido socialdemócrata de nuevo cuño o social liberal, dispuesto en aquella circunstancia temporal a no desa provechar la gran oportunidad de rehacerse que le brindaba la conmemoración del V centenario del descubrimiento de América.


  


  C) Las dos grandes citas de 1992 y el incremento de la presencia española en la escena internacional


  El año 1992 será, sin discusión, el gran año de España en el mundo, con una presencia en los medios de comunicación internacionales casi comparable a los períodos más cruciales de la Guerra Civil. Principalmente porque el V centenario del descubrimiento de América, además de concitar la celebración de multitud de reuniones de estudiosos sobre la época, vería sobre todo reforzada su proyección mundial con la celebración de los juegos Olímpicos en Barcelona y la Exposición Universal en Sevilla. La coincidencia de ambos acontecimientos constituyó un hecho sin precedentes en la historia nacional.


  Hubo además otra circunstancia singular, los Juegos Olímpicos de 1992 fueron los primeros des con textual izados de la Guerra Fría desde el fin de la Segunda Guerra Mundial, permitiendo que no se registraran problemas políticos ni en la preparación ni en el desarrollo de los mismos. De ahí que se dieran cita, en una Barcelona en la que se habían invertido 800.000 millones de pesetas para la ocasión, nada menos que 171 países y más de 15.000 atletas, la cifra más elevada registrada hasta entonces en el olimpismo contemporáneo. También alcanzaría renombre porque tanto la organización como el nivel deportivo superaron las cotas alcanzadas en los juegos anteriores, incluyendo el incremento del "medallero" español, que pasaría de las cuatro distinciones obtenidas en las Olimpiadas de Seúl de cuatro años antes a las 32 (13 de oro, 7 de plata y 12 de bronce) logradas en la quincena olímpica barcelonesa. Tan sorprendente fue que España llegaría a convertirse entonces en la sexta potencia del deporte mundial. Para muchos, el éxito olímpico fue uno de los signos descollantes de la modernización del país.


  La introducción de la democracia en la gestión de los organismos deportivos, por un lado, y la sustitución del autodidactismo por nuevos métodos aplicados a la preparación de los atletas, por otro, explican el importante cambio en este dominio en la época en que el "amateurismo" llegaba a su fin y se imponía la profesionalización del deporte, incluido el olímpico.


  No menor significado alcanzaría la Exposición Universal celebrada en la Isla de la Cartuja de Sevilla, magno acontecimiento en el que, además de contar con la presencia de las 17 Comunidades Autónomas estatales, estuvieron representados con pabellón instalado 112 países y 23 organismos internacionales, alcanzándose la cifra de 18 millones de visitantes en los seis meses que duró el evento, entre la primavera y el otoño del año citado, en los que hubo 55.000 espectáculos con participación de 100.000 artistas de todo el mundo.


  


  Al éxito alcanzado contribuirá la anticipada designación de Sevilla como sede del acontecimiento, ciudad que reforzó entonces su atractivo secular con los efectos producidos por la asignación pública de elevadas inversiones - estimadas por el comisario de la Expo en torno al billón y medio de pesetas, casi el doble de las barcelonesas - destinadas principalmente a infraestructura urbanística y a la construcción de la nueva línea ferroviaria tendida entre Madrid y Sevilla para la circulación del primer tren peninsular de alta velocidad (el AVE), como anteriormente se indicó, antes del nuevo siglo XXI.


  Cuantiosas inversiones en la infraestructura de la ciudad y su entorno que, sin embargo, no serían suficientes para incentivar la ulterior creación de nuevas industrias, desmintiéndose fabuladoras predicciones al respecto que - optimistas ellas - pronosticaron que al hilo de la Exposición Universal de 1992 Andalucía se convertiría, en poco tiempo, "en la California de Europa". Desafortunadamente, las inversiones extraordinarias no sacaron a Andalucía del atraso secular aunque aliviaron la situación; sí sirvieron, en cambio, para incentivar la corrupción bajo la consabida fórmula del cobro de comisiones ilegales propiciadas por los impresionantes desembolsos. Algunas de ellas fueron pagadas por empresas extranjeras de alta tecnología relacionadas con el AVE y por otras empresas que se destinarán a la financiación del PSOE, participando del entramado del "caso Filesa" anteriormente señalado.


  En el orden internacional, además de la proyección a escala planetaria de España como sede de los Juegos Olímpicos facilitada por los comienzos de la "revolución informacional", la Exposición Universal de Sevilla brindará también al Gobierno del PSOE y al conjunto de las fuerzas parlamentarias la oportunidad de presentar a España en el V centenario del descubrimiento de América como un país moderno, definitivamente alejado del estereotipo romántico (de charanga, pandereta, bandoleros y toreros) y, sobre todo, como país puente entre la Unión Europea, a la que pertenecía desde 1986, y el conjunto de Latinoamérica, borrando casi de forma definitiva los restos del paternalismo de la Hispanoamérica del franquismo, por las más igualitarias relaciones establecidas tras la restauración de la democracia. Nuevo nivel de contactos que se había iniciado desde mediados de los años ochenta, mediante la concesión de ayuda económica especial reservada al desarrollo de los países iberoamericanos al crearse la Secretaría de Estado para la Cooperación Internacional; y modernización de las relaciones con las ex colo nias de ultramar que cristalizará en las anuales Cumbres Iberoamericanas de Jefes de Estado y de Gobierno: la primera sería celebrada en 1991 en la ciudad mexicana de Guadalajara, con la presencia de España en ella al margen de los socios comunitarios de la Unión Europea.


  


  Respecto a otros espacios supracomunitarios, un año antes del V centenario Madrid había sido designada sede de la Conferencia de Paz sobre Oriente Próximo, a la que acudieron George Bush y Mijail Gorbachov en representación de Estados Unidos y la Unión Soviética, respectivamente, además de los países implicados y de otros; y en 1992 sería elegida España miembro no permanente del Consejo de Seguridad de la ONU.


  Las relaciones bilaterales con los países norteafricanos se beneficiaron de la atención prestada a la defensa de intereses en la zona por parte de Fernando Morán desde el Ministerio de Asuntos Exteriores durante el primer Gobierno socialista entre los que figurarían, además de Ceuta y Melilla, la contratación del gas argelino y los acuerdos pesqueros con Marruecos. Con este país las relaciones se intensificarán después en el marco de la Unión Europea tras la entrada en vigor, en mayo de 1991, del Acuerdo de Schengen en el que se plasmó la política de Seguridad de la UE, asignándose a España el control fronterizo de la inmigración de procedencia africana. No obstante los problemas a que dio lugar su puesta en marcha, el mismo año y mes se firmaba con Marruecos un solemne Tratado de Buena Vecindad, Amistad y Cooperación en el que, además de abrirse nuevas posibilidades de intercambio económico, se apostaba por la resolución pacífica de los contenciosos que pudieran surgir. Así mismo, se reanudaría con más éxito del registrado hasta entonces la cooperación policial, acordada en 1987, para combatir el tráfico de drogas desde que España había pasado a ser, simultáneamente, zona de consumo y tránsito de los estupefacientes producidos y distribuidos por Marruecos.


  En cuanto a la política exterior desarrollada en cumplimiento de los compromisos derivados del ingreso en la OTAN y en la Comunidad Europea, tampoco España se vería libre de problemas. En primer lugar, por la funcionalidad de la contribución española a la Alianza, tanto en el sistema defensivo como en el económico, al que España aportaría el 3,5% del presupuesto de la organización. En segundo término, por la adaptación al nuevo escenario que creó el ingreso en la Alianza militar derivado de la ya tradicional y especial relación mantenida desde 1953 con Estados Unidos, tras la expiración del último convenio en la primavera de 1988 y la esperada negativa del Gobierno español a prorrogarlo.


  El resultado de la nueva acomodación pasaría, efectivamente, por la retirada norteamericana de las bases de Zaragoza y Torrejón de Ardoz, permaneciendo en las andaluzas de Rota y Morón de la Frontera, pero sin ins talar armas nucleares en ellas a cambio de renunciar el Gobierno español a la prohibición de su tránsito en buques norteamericanos.


  


  Consecuencia de la doble relación mantenida con la OTAN y Estados Unidos, el Gobierno del PSOE no tendrá problema alguno para respaldar la política de reunificación alemana propugnada por el Gobierno cristianodemócrata de la República Federal de Helmut Kohl tras la caída del Muro de Berlín a finales de 1989. Tampoco para alinearse con Estados Unidos en los combates de la Guerra del Golfo - España había reconocido a Israel en 1986 contrariando los deseos de gran parte del mundo árabe y sobre todo de la OLP palestina-, enviando tres unidades de la armada al embargo de Iraq tras la invasión de Kuwait decretada por la ONU, y autorizando a Estados Unidos la escala técnica en las bases andaluzas de los bombarderos en ruta hacia Arabia Saudí.


  Finalmente, la novedad que para España significaba intervenir en el exterior a partir de 1991 se confirmará desde el comienzo en la compleja y prolongada Guerra de Yugoslavia en tanto que miembro de la OTAN y de la Unión Europea. En la cumbre de ésta celebrada en Maastrich también en el cambiante año 1991, se acordarían las bases de política exterior y seguridad común, contribuyendo con el envío de 1.400 soldados a los Balcanes - de los que once encontrarán la muerte - en ayuda de las consecuencias acarreadas por la precipitada inciativa alemana de reconocer a Croacia, Eslovenia y Bosnia-Herzegovina.


  De lo que se acaba de reseñar resumidamente cabe concluir que, en contraste con el malestar dejado por los casos de corrupción, la política exterior del tercer Gobierno socialista sería bien valorada por las encuestas de opinión. Dato que no impediría sin embargo neutralizar la extendida preocupación por la crisis económica que ya afectaba a la Europa comunitaria desde 1991, justamente cuando el acuerdo de Maastrich, en el que se aprobarían los Fondos de Cohesión, la moneda única, el banco central, la política monetaria común e incluso el cambio de nombre de "Comunidad" a "Unión Europea", implicaba el cumplimiento de severos criterios para la convergencia europea por parte de la economía española.


  Pero en abril de 1992 el Gobierno acordaba recortar las prestaciones del paro y, en mayo, los sindicatos convocan una huelga general de medio día contra aquella medida a la que llamaron el "decretazo". Seis meses después, coincidiendo con el final de los fastos, el dato más desolador lo ofrecería nuevamente el desempleo, que llegó a superar la inquietante cifra de tres millones de parados.


  Así pues, adversidad del nuevo contexto que, naturalmente, tenderá a olvidar el éxito organizativo logrado en Barcelona y Sevilla y en el que la oposición del Partido Popular, infatigable en fustigar desde tiempo atrás la corrup ción del PSOE, acabará forzando al presidente del Gobierno a convocar elecciones generales, por tercera vez, para el 6 de junio de 1993.


  


  1.2.4. El último Gobierno del PSOE: la legislatura de la "crispación" (1993-1996)


  Las elecciones de junio de 1993 dieron también el triunfo al Partido Socialista, pero la novedad con respecto a las tres anteriores estribó en que en esta convocatoria ya no conseguiría la mayoría absoluta.


  Continuó siendo el PSOE el partido más votado con el 38% de los sufragios (algo más de nueve millones) y 159 escaños, frente al 34% y 141 del Partido Popular y el 9,6% y 18 escaños de Izquierda Unida. El CDS sólo conseguiría 400.000 votos, perdiendo la representación parlamentaria que ya no volvería a recuperar: se extinguirá con él el reformismo político trufado de social-democracia que Adolfo Suárez había liderado desde 1982.


  Las estimaciones de los sondeos previos a las elecciones, contemplando la subida del PP y de IU y la caída del PSOE, determinarán aún más en aquella campaña, respecto de las tres anteriores, la elevada confrontación previamente alimentada por los escándalos de corrupción. El obligado abandono de la contienda por parte de Julio Anguita, coordinador general de IU, a causa de un ataque cardíaco simbolizará en cierto modo la elevada tensión del contexto en el que se desarrolló la competición, que culminó en un tenso duelo electoral televisado entre Felipe González y José María Aznar.


  Pero si la moderación ideológica asumida formalmente por el PP le permitió a éste captar al electorado de centro asentando el liderazgo de Aznar, resultó más problemático para un sector de opinión explicar el escaso retroceso electoral experimentado por los socialistas tras los escándalos de corrupción de la anterior legislatura. La inclusión por el PSOE en sus candidaturas de tres jueces vinculados a la asociación profesional más prestigiosa (Justicia Democrática), como eran Ventura Mariño, Juan Alberto Belloch y Baltasar Garzón - siendo este último el más conocido de los tres por su actuación en la persecución del narcotráfico-, se presentará como la intención, por parte de Felipe González, de afrontar desde el Gobierno la lucha contra la corrupción. No obstante, para conocer la incidencia de esta lacra en los comicios, será preciso esperar a la siguiente convocatoria electoral, la de 1996, en la que el PSOE saldrá derrotado; principalmente por la repercusión que sobre la opinión pública tendría el más espectacular de los "casos" ocurridos después, el protagonizado por el director general de la Guardia Civil, Luis Roldán, revelado en 1994.


  


  En cambio, sí se registrará en 1993 la consolidación de la tendencia apuntada en la convocatoria anterior relacionada con el desplazamiento del voto socialista predominantemente urbano - de asalariados y profesionales de las "capas" medias, también de electores ilustrados y de jóvenes-, por el voto rural y más envejecido procedente del espectro de dos macrogrupos subvencionados con dinero público: el de los pensionistas y parados y, adicionalmente, el procedente del no menos numeroso grupo de las "amas de casa', principalmente. Importante cambio que no pasará desapercibido a algún estudioso del fenómeno al subrayar que el Partido Socialista continuaría recibiendo entonces casi los mismos votos que diez años atrás, en 1982, aunque los votantes ya no eran los mismos U.J.González, 1996).


  Justamente un año después, en junio de 1994, se celebrarían elecciones al Parlamento Europeo y la tendencia al alza del Partido Popular se confirmaría con creces: la derecha obtenía el 40% de los votos frente al 30% del PSOE y al 13% Izquierda Unida.


  A) Agotamiento de la gestión


  La conocida por los medios de comunicación como "legislatura de la crispación" se inaugurará con una novedad esperada. A la hora de establecer alianza entre comunistas o nacionalistas - opciones previsibles que el PSOE precisaba para gobernar al no obtener mayoría absoluta-, Felipe González se decantará resueltamente por los catalanistas de Convergencia i Unió, la coalición dirigida por Jordi Pujol dispuesta al respaldo parlamentario aunque sin participar en el Gobierno de los socialistas.


  Tan previsible como la consecución de la mayoría en las Cortes pero con consecuencias más problemáticas, el retorno de la crisis económica que siguió a la Guerra del Golfo se traducirá en una depresión de tal calado que, según las encuestas de opinión realizadas al comienzo de la misma, nada menos que el 75% de los españoles consultados estimará negativa la situación económica y el 60% la situación política, reduciéndose la cifra de los optimistas al 4% en el primer caso y al 10% en el segundo.


  A la sensación de pesimismo político no sería ajena la división creciente que se registraba en el partido gobernante entre radicales y renovadores, entre "guerristas" y "felipistas" más bien, enzarzados en una encarnizada disputa por el poder que se manifestará en el XXXIII congreso del partido celebrado a comienzos de 1994 - del que salieron triunfantes los últimos-, sin que la división cicatrizara a los largo de la legislatura.


  No obstante, durante aquellos años, aunque tampoco se erradicó el terrorismo y crecieron el desempleo y la corrupción, sí se registraron algunas con tribuciones positivas a la "gobernabilidad del país" - según la expresión preferida del catalanista Pujol-, como fue la promulgación del nuevo Código Penal aprobado en el Congreso de los Diputados en noviembre de 1995 y el interés por racionalizar instituciones que lo pedían a gritos, como era el caso del Senado en la perspectiva de convertirlo en Cámara de las Autonomías. También, con la colaboración de los principales agentes sociales, la legislatura contempló la firma de los llamados Pactos de Toledo, compromiso adquirido por los partidos parlamentarios y sindicatos mayoritarios para proteger y mantener el sistema público de pensiones - incluidas las contributivas y asistenciales - ante las incertidumbres planteadas por el envejecimiento de la población y otros factores preocupantes como el déficit que el sistema de protección social había acumulado.


  


  Menor consenso entre las partes implicadas suscitará, en cambio, la aprobación a finales de 1993 de las Medidas Urgentes para el Fomento del Empleo, con la finalidad de responder al crecimiento del paro que al año siguiente se elevaría hasta el 24,2% de la población activa, el máximo estadísticamente conocido en la historia nacional. Medidas que provocarán una cerrada oposición sindical porque, además de autorizar la legalización de agencias privadas de colocación, permitirán a los empresarios disponer de nuevas modalidades de contratación - a tiempo parcial y en prácticas, principalmente, que pronto se conocerían como "contratos basura"-, generando inseguridad laboral y salarios de hambre, a juicio de las ejecutivas de los sindicatos. Contra ellas CCOO y UGT convocarían un paro general el 27 de enero de 1994, logrando tal éxito en el seguimiento de la huelga que, pasado un tiempo la recordarían casi con nostalgia como referente de la última huelga general obrera del siglo, muy por encima de la interclasista, aunque también general, del 14-D de 1988.


  La tradicional atención socialista a la enseñanza llevará al Gobierno a la aprobación, a finales de 1995, de una nueva ley, la Orgánica de la Participación, Evaluación y Gobierno de los Centros Docentes (LOPEG). Norma que tenderá a completar en cierto modo las dos anteriormente aludidas (LODE, 1985; LOGSE, 1990) al contemplar la escolarización en centros públicos de alumnos con necesidades educativas especiales, el desarrollo profesional de los docentes de los niveles no universitarios y la introducción de controles para mejora de la calidad de enseñanza.


  En cuanto a la política exterior - continuista con los espacios americano y africano, aunque surgieron problemas con Marruecos y Canadá por cuestiones pesqueras-, resultaría más satisfactoria la actividad desarrollada por la presidencia española de la Unión Europea durante el segundo semestre de 1995, que concluyó con la designación del nombre de la futura moneda europea, el euro. Menor consenso generaría la implicación de España en la Guerra de Yugoslavia en la que dos aviones de combate (cazas F - 18), en calidad de integrantes del ejército de la OTAN, bombardearon determinadas posiciones serbias en Bosnia durante el citado conflicto contribuyendo, junto al resto de los integrantes de la Alianza Atlántica y bajo resolución de la ONU, a las destrucciones y víctimas mortales que se conocieron eufemísticamente como "efectos colaterales" del conflicto. Participación española en la Guerra de Yugoslavia que daría lugar a alguna recompensa a otro nivel como fue la designación, en diciembre de 1995, del dirigente y ex ministro socialista Javier Solana como Secretario General de la Alianza Atlántica; nombramiento que resultaría chocante al menos para la parte de la población que recordaba cómo el citado político no había rehuido en el pasado a manifestarse contra el ingreso de España en la OTAN, lo que le llevará a covertirse en uno de los más llamativos casos de transformismo político de la ejecutiva socialista. Cambio de opinión fácil de documentar a través de la prensa: desde el "no rotundo" contra la OTAN de 1981, al "no es lo mismo entrar que salir" de 1985, concluyendo con el "sería ilógico salir de la OTAN el mismo año en que se ingresa en la CEE" de 1986, según consta en las hemerotecas del citado quinquenio.


  


  B) Conocimiento de nuevos casos de corrupción


  La persistencia e incluso ampliación de la que ya se consideraba por los analistas más críticos enfermedad crónica de la nueva democracia constituyeron la principal fuente, si no la única, causante de las perturbaciones de la "legislatura de la crispación".


  No obstante, a efectos de calibrar su importancia como foco de tensión política, conviene recordar que el partido y el Gobierno del PSOE habían extraído lecciones de las infortunadas experiencias del inmediato pasado y, en consecuencia, habían flexibilizado su postura sobre el establecimiento de las temidas comisiones parlamentarias de investigación. Y que, en otro orden, además de la aprobación del nuevo Código Penal, el Gobierno socialista creará la Fiscalía Especial para la represión de delitos de corrupción y una nueva ley en 1995 sobre contratación de las empresas privadas con las administraciones públicas.


  Dicho lo anterior, para mejor conocimiento del período tampoco sobra distinguir entre la desigual incidencia de los casos de corrupción conocidos, en la anterior legislatura, aunque judicialmente irresueltos, y las irregularidades e ilegalidades reveladas en el último Gobierno presidido por Felipe González.


  Por lo demás, dado el número de episodios que desde los medios de comunicación y desde otras instancias saldrían a la luz pública y saltarían a la palestra parlamentaria, un estudioso del período (Powell, 2000) procedió a clasifi carlos distinguiendo entre ellos los de carácter financiero-económico, los vinculados a la administración pública, tanto del sujeto como del objeto económico del delito, y los protagonizados por servidores del Estado, del Ministerio del Interior en especial, al hacer uso indebido de su autoridad.


  


  Así, las conductas fraudulentas del banquero Mario Conde y del financiero Javier de la Rosa pertenecerían al primero de los grupos indicados. El protagonizado por Mario Conde, en cuanto presidente destituido de un banco (Banesto) a consecuencia de la intervención de la entidad por el Gobierno a finales de 1993, siendo procesado y encarcelado un año después. El recurso judicial interpuesto por el acusado daría lugar, a finales de 2001, a sancionar la decisión del Banco de España, con el respaldo del Ministerio de Economía, de intervenir Banesto y destituir al presidente Mario Conde y a un grupo de directivos; en el año 2000 el citado banquero sería, además, procesado por estafa con una petición del fiscal que se acercaba a los cincuenta años de cárcel. Atras quedaba el recuerdo vergonzoso del doctorado honoris causa con que le distinguió la Universidad Complutense de Madrid en junio de 1993 en un acto presidido por el rey, con asistencia de banqueros, empresarios de los medios de comunicación y directores de periódicos, en el que el embajador de Israel en España (el historiador Sholomo Ben Ami) actuaría de valedor. El caso de Javier de la Rosa, acusado también de estafa en una empresa catalana (Gran Tibidabo), lo será adicionalmente de malversación de fondos en calidad de representante de un poderoso grupo de inversores árabes en España (KIO) y de máximo responsable de otro español (Torras) que, al suspender pagos, arrojará al desempleo a miles de trabajadores. Además de estafa y malversación, De la Rosa será acusado de apropiación indebida, falsedad de documentos e irregularidades de gestión, por las que será también procesado y encarcelado en octubre de 1994. Unos meses después, en febrero de 1995, lograría salir de prisión bajo fianza de mil millones de pesetas.


  Al segundo grupo, además del "caso Ibercorp" anteriormente citado, se adscribirá el episodio más espectacular, el protagonizado por Luis Roldán, llamado a convertirse en el más difundido de la moderna historia española. De aquél, de Ibercorp, cabe únicamente añadir a lo conocido que tanto los presidentes del Banco de España como el ex síndico de la Bolsa, Mariano Rubio y Manuel de la Concha, respectivamente, ingresarían en prisión por valerse de su privilegiada posición para enriquecerse ilícitamente a través de las inversiones bursátiles. Pero, en cambio, los protagonizados por Roldán, Ollero y Urralburu, junto a la guerra sucia contra ETA, contribuirían más que ningún otro acontecimiento al citado deterioro de la situación.


  La singular conducta del ex director general de la Guardia Civil, Luis Roldán, acaparará durante semanas la atención de una opinión pública que evo lucionó de la sorpresa inicial a la perplejidad y de ésta a la decepción final sin solución de continuidad. Evolución de estados anímicos colectivos causados por el hecho de que un oscuro político socialista, sólo conocido por los aragoneses por haber desempeñado una concejalía en el ayuntamiento de Zaragoza, lograra ascender hasta la cúpula dirigente de la Guardia Civil en 1987 - nada menos que el primero de procedencia no militar, tras casi siglo y medio de historia del Instituto fundado para mantener el orden y proteger la propiedad - sin que lograra ser detenido por robo hasta noviembre de 1993. Máxime cuando el latrocinio cometido desde su puesto de director general lo realizó en tres frentes: en primer lugar, lucrándose de los fondos reservados del Ministerio del Interior, cantidades normalmente destinadas al pago de los confidentes policiales; en segundo término, apropiándose de importantes sumas entregadas por empresarios vascos - el "impuesto revolucionario" - amenazados por ETA; y, finalmente, beneficiándose de las comisiones exigidas a las empresas constructoras de obras para la Guardia Civil que dirigía.


  


  Posteriormente, la ciudadanía quedaría estupefacta cuando, en abril de 1994, el citado Luis Roldán se daba a la fuga y salía de España, iniciándose una prolongada búsqueda hasta su localización, en abril del año siguiente, nada menos que en Laos, en el Extremo Oriente asiático. Juzgado y condenado a ventiocho años de cárcel, también lo sería a una multa de 1.600 millones de pesetas; impresionante suma de dinero que, sin embargo, sólo significaba poco más de la tercera parte de la fortuna ilegalmente acumulada, a juzgar por las informaciones ofrecidas por los medios de comunicación, que la estimaron en cinco mil millones de pesetas depositados en cuentas bancarias fuera de España.


  Aunque el caso Roldán, a diferencia de otros que le precedieron, sí provocaría la dimisión del ex ministro del Interior Antonio Asunción, sucesor de José Barrionuevo, el sector de la opinión más conmocionada por los sucesos se interrogaría sobre la fiabilidad de un Gobierno y un partido cuya dirección no hacía proselitismo para evitar posibles rivales en el control del poder pero que, sin embargo funcionaba con tal relajación de controles internos que permitía la irresistible ascensión de un personaje que, según testimonios cercanos a la presidencia, figuró entre los candidatos a cargos de confianza de mayor nivel aun del que desempeñó - nada menos que a responsabilidades ministeriales - en los Gobiernos de Felipe González.


  El caso Ollero, en cambio, representaría más bien al tipo de delincuente "coyuntural" al beneficiarse, en su condición de director general de Obras Públicas de la junta de Andalucía, de comisiones pagadas por sociedades constructoras en la preparación de los fastos de 1992. Extraordinaria circunstancia aquélla que no contextualizará el caso de Gabriel Urralburu, un ex cura que se afilia al PSOE, alcanza para este partido la presidencia de la Comunidad de Navarra en elecciones democráticas, se destaca como purista dentro del PSOE has ta el punto de exigir que "rueden cabezas" al conocerse el caso Filesa y finaliza su periplo político al ser condenado por la Audiencia de Navarra a once años de cárcel por lucrarse, en compañía de familiares y amigos, de las consabidas comisiones obtenidas de constructoras, cometiendo, además, como casi todos los corruptos del período, el correspondiente delito fiscal.


  


  Finalmente, al tercer grupo de fraudes revelados en la última legislatura socialista pertenecen los derivados de la reapertura del caso GAL, protagonizados por altos cargos del Ministerio del Interior. Cúpula acusada de cometer abusos e irregularidades político-policiales que implicarían también el destino fraudulento de los fondos reservados del citado ministerio.


  El primer escándalo de esta nueva serie saltará a la opinión pública cuando los inspectores de policía José Amedo y Michel Dominguez, juzgados anteriormente y condenados a decenas de años de cárcel como únicos responsables del inicio de la guerra sucia contra ETA, decidieron después, como consecuencia de no ser indultados como se les había prometido, responsabilizar de la dirección de la misma a las máximas autoridades del Ministerio del Interior. La intervención en el caso del juez Baltasar Garzón, retornado a la Audiencia Nacional tras abandonar el gobierno del PSOE a causa de la decepción que le produjo el presidente González en la lucha contra la corrupción, aceleraría la reapertura del proceso contra el GAL, en el que se verían implicados el responsable del partido socialistas en Vizcaya y altos cargos del Ministerio del Interior: el ex director general de Seguridad Julián Sancristóbal, el ex secretario de Estado Rafael Vera y el ex ministro José Barrionuevo; este último bajo la espectacular acusación de dirigir una banda armada antiterrorista desde el propio Ministerio del Interior. La sospecha de una presunta implicación en la trama la extendería el juez Garzón hasta el misteriosos "señor X", situado en el vértice de la trama del GAL; incógnita a despejar que la opinión pública en seguida identificó como el presidente Felipe González.


  La petición por el Tribunal Supremo a las Cortes del pertinente suplicatorio para el procesamiento del ex ministro Barrionuevo, diputado del grupo socialista al que el juez acusaba de malversación de fondos, detención ilegal y asociación con banda armada, sólo sería rechazada en votación secreta por 122 diputados de los 350 integrantes del Congreso, pese a que el PSOE disponía en él de 159 escaños. No obstante, la falta de unanimidad entre los correligionarios de Barrionuevo no sería obstáculo para que la dirección del partido se solidarizara con él extramuros del Congreso de los Diputados. Solidaridad política con su anterior gestión en el Ministerio del Interior, que llegaría al punto de situarlo en un puesto de salida en la candidatura del PSOE por Madrid en las elecciones generales siguientes, las de 1996.


  Sin embargo, la posterior sentencia del caso GAL, relacionada con el uso ilegal de los fondos reservados por parte del Ministerio del Interior entre 1983 y 1993 - el dinero sustraído ascendió a 800 millones de pesetas-, sentencia que se conocería el 23 de enero de 2002, absolvería a los ministros del Interior José Barrionuevo y a su sucesor José Luis Corcuera, mientras que otros altos cargos del citado ministerio (Vera, Rodríguez Colorado y Sancristóbal) fueron condenados a penas entre siete y seis años de prisión.


  


  El segundo gran escándalo, también relacionado con la guerra sucia, se destapará en marzo de 1995, unos meses antes del inicio del procesamiento del ministro del Interior José Barrionuevo. Se conocería como el "caso Lasa y Zabalá', apellidos de dos presuntos etarras secuestrados en Francia en 1983 y posteriormente desaparecidos hasta que sus cadáveres fueron encontrados en 1985 en Bussot, Alicante, enterrados bajo cal viva, y efectivamente identificados como los de José Antonio Lasa y José Ignacio Zabala. La responsabilidad del secuestro y posterior asesinato recaerá sobre la Guardia Civil del cuartel guipuzcoano de Intxaurrondo (Guipúzcoa), a cuyo mando se encontraba entonces el coronel Enrique Rodríguez Galindo. Celebrado el juicio a finales de abril de 2000, la sentencia condenaría por secuestro y asesinato al citado coronel, ascendido después a general, a un teniente coronel, a dos guardias civiles y a el ex gobernador civil de Guipúzcoa Julen Elgorriaga a penas comprendidas entre 67 y 71 años de cárcel.


  No obstante la estela de la corrupción parecía alejarse tras el final del "escándalo del CESID" o "caso de las escuchas telefónicas", el cual, destapado por El Mundo en el verano de 1995 provocará, por un lado, una cascada de dimisiones: desde el alto mando militar director del centro desde 1982, Alonso Manglano, hasta el ex ministro de Defensa y después vicepresidente del Gobierno Narcís Serra, pasando por el ministro que le sucedió, Julián García Vargas; y por otro la detención del coronel Juan Alberto Perote, segundo alto cargo del CESID, acusado de sustraer y entregar al ex banquero Mario Conde material grabado, según destapará el diario El País, para, supuestamente, chantajear junto con Javier de la Rosa a las más altas autoridades a fin de neutralizar las previsibles decisiones judicales condenatorias que afectarían, si no ponían remedio, a los dos citados financieros.


  Tras la serie de escándalos acumulados, el desenlace final del caso del CESID elevaría a cotas insólitas la estrategia de acoso al Gobierno presidido por Felipe González; acoso apenas paliado por la aprobación, en noviembre de 1995, del nuevo Código Penal impulsado por el último ministro socialista de justicia, Juan Alberto Belloch. En cualquier caso, sometido a la doble presión parlamentaria desde la derecha y la izquierda por el PP e IU, respectivamente, al enrarecido clima político creado le sobraría ya intensidad para que los catalanistas de CIU encontraran ocasión para desmarcarse del Gobierno central y evitar los contagios electoralmente indeseables. La defección de los catalanistas se traduciría en que al presidente Felipe González no le quedaba prácticamente otra salida inmediata que el adelanto de las elecciones generales.


  


  Una decisión que, naturalmente, celebraría la oposición, el Partido Popular en especial, por confiar en que en esta nueva oportunidad no se truncarían las expectativas de triunfo que le venían augurando los resultados conseguidos en el ciclo electoral menor que precedió a las generales de 1996.


  Efectivamente, los populares habían vencido en las autonómicas de Galicia, donde obtuvieron en 1993 una clara mayoría absoluta (52% de los votos), mientras que el PSOE perdía casi un tercio (del 32% al 23% en 1993) y los galleguistas del Bloque ascendían al 18%. En las elecciones europeas anteriormente aludidas celebradas un año después, el PP había superado al PSOE nada menos que en diez puntos. Y, finalmente, en las municipales del año siguiente saldría también victorioso al conseguir el 35% de los votos del conjunto frente al 30% del PSOE y el 11% de Izquierda Unida, además de progresar en las autonómicas de Andalucía, Cataluña (donde llegaría a duplicar el voto al PP), Euskadi y, por supuesto, en las trece comunidades autónomas del régimen común en las que, en conjunto, superaría al Partido Socialista nada menos que en trece puntos (45% frente al 32%). Nada extraño que, después de estos antecedentes, los populares se manifestaran con euforia irreprimible y su líder Jose María Aznar se mostrara tan crecido en el parlamento como para permitirse el lujo de acuñar una machacona invectiva - "váyase, señor González" - celebrada con alborozo, como si de una genialidad se tratara, por muchos de sus correligionarios cada vez que tenía la ocasión de repetirla.


  En cualquier caso, todo daba entender que la corrupción - pese a la aprobación en 1995 de una rígida Ley de Incompatibilidades de altos cargos públicos - había pasado una factura demoledora al Partido Socialista en los comicios municipales y autonómicos celebrados en la legislatura. Restaba saber si la tendencia afectaría también a las generales convocadas para marzo de 1996; y, más aun, si en éstas se confirmaba no sólo el triunfo del Partido Popular, que se daba por hecho, sino si lo sería de la forma rotunda que pronosticaban las encuestas de los diarios más afines (ABC y El Mundo).


  No se confirmarían las previsiones que se acaban de indicar ya que la ansiada mayoría absoluta quedaría muy lejana para el Partido Popular en aquella convocatoria; deberá esperar a la siguiente. Pero se había hecho realidad para la derecha el sueño de desplazar al PSOE del poder después de intentarlo con denuedo durante más de una década. Singular final del empeño que propiciaría multitud de reflexiones sobre lo ocurrido mientras se hacían balances de la "era socialista", expresión ésta con la que tendió a nombrarse desde entonces, con una mezcla de exageración idealizada e ironía despectiva, la larga estancia en el poder del centenario partido obrero.


  


  Pero dejando aparte la confrontación ideológica entre defensores y detractores globales de los trece años de gobierno del PSOE, la mayoría de los analistas coincidirá en destacar dentro del haber de la gestión socialista, en primer lugar, la subordinación del poder militar al civil, haciendo enormemente improbable para el futuro - tras casi dos siglos de incertidumbre - nuevas interferencias castrenses en la convivencia democrática plasmada en la Constitución de 1978; y, en segundo lugar, la integración de España en la Unión Europea y los avances hacia la universalización del Estado social acelerados en muy determinados períodos - durante el tercer Gobierno principalmente - en los dominios de la sanidad pública, la educación no universitaria y favoreciendo la llegada a la universidades, al final de su último mandato, de millón y medio de estudiantes.


  En otras esferas de la administración, la "era socialista" presenciaría la espectacular reducción del número de campesinos hasta apenas sobrepasar el millón de activos, atendería el crecimiento de las jubilaciones de los millones de nuevos pensionistas que pasarían a esa situación, y llevaría la construcción de infraestructuras a un nivel comparable a la media de los países de la Unión Europea. Por las carreteras españolas, por ejemplo, circularían en 1996 más del triple de automóviles que lo habían hecho veinte años antes; y en los laboratorios universitarios investigarán más del doble de personas, jóvenes en su mayoría, de los que lo hacían en 1982. Todo ello significó naturalmente un esfuerzo en gasto social hasta entonces desconocido, acercándose, aunque sin equipararse, al realizado por los países europeos más avanzados en el cuarto de siglo comprendido entre los años sesenta y los noventa.


  En el "debe" de la gestión del PSOE destacaría la crítica de la izquierda a la política económica de los cuatro Gobiernos el considerarla impropia de un partido socialdemócrata por renunciar incluso a reformar y limitarse a "corregir" el capitalismo; este socialismo liberal lo aplicaría a la reconversión industrial y a la creación de las condiciones favorables a la privatización de las empresas públicas de la que se beneficiarían después - a la vez que la incremetarían - los Gobiernos del Partido Popular. Izquierda Unida y el conjunto de los sindicatos de clase casi monopolizarían la crítica que sumariamente se acaba de referir.


  En cambio, se ampliaría la censura de la mayoría los medios de comunicación y de otras organizaciones cuando se trataba de denunciar la conculcación por los Gobiernos del PSOE de principios básicos del Estado de Derecho. Entre ellos, la errónea política antiterrorista, la marea de la corrupción económica y la judicialización de la vida política: imperdonables errores - auténticos desmanes para muchos - por darse como agravante el hecho de que fueran tolerados y/o cometidos por los gobernantes a todos los niveles del partido obrero centenario.


  


  1.2.5. El primer Gobierno del Partido Popular (1996-2000)


  Tal y como se había pronosticado, tras la más enconada campaña electoral hasta entonces registrada y alta participación habida (78%), triunfó, efectivamente, la candidatura de la derecha aunque por un imprevisto estrechísimo margen. El PP obtuvo el 38,3% de los votos y 156 escaños, y el PSOE el 37,7% y 141 escaños; Izquierda Unida creció levemente al obtener el 10,6% de los votos aunque sólo aumentó tres escaños, llegando a 21.


  Pero sobre todo sorprendió el exiguo margen que obtuvo el PP, sólo 300.000 votos más que el PSOE, partido éste que aún retuvo 9,4 millones de votantes tras los relativos descalabros sufridos en las anteriores elecciones autonómicas y municipales. Un resultado que, al parecer de los analistas, encontraría su principal explicación en el "voto cautivo" socialista de la España subsidiada del Sur - Andalucía, Extremadura y Castilla-La Mancha-, explicación ya apuntada como hipótesis del triunfo en la convocatoria anterior y confirmada en la exigua derrota de 1996. En menor medida, en contra de las previsiones de un importante sector de la opinión, las causas de la derrota del PSOE no se debieron a la corrupción económica y al terrorismo de Estado. Significada anomalía, en cualquier caso, que la corrupción acumulada, unida al desgaste de los trece años de Gobierno, no diera lugar a un vuelco electoral en 1996, achacable por algunos estudiosos del fenómeno a la opción por la abstención en la medida en que se combinaba con el disentimiento de otras políticas del PSOE (M.Caínzos y F.Jiménez, 2000) o a la prevalencia del voto más disciplinado del PSOE que el del PP, entre una concurrencia de factores propios de una sociedad cambiante (V.Pérez Díaz, 1996).


  En cualquier caso, como consecuencia de los resultados, el PP se verá obligado a pactar, para lograr la investidura, con partidos situados en las antípodas ideológicas en cuanto a la concepción del Estado de las Autonomías, habida cuenta la ancestral adscripción de los populares al controvertido nacionalismo español. Le resultaría al PP particularmente problemático atraerse a los catalanistas tras la difusión alcanzada por el improperio - "Pujol, enano, habla castellano" - jaleado por jóvenes madrileños del Partido Popular frente a la sede central de esta organización en las primeras horas de la noche electoral, antes de conocerse los resultados definitivos, y que millones de per sonas tuvieron la ocasión de contemplar y oír por la retransmisión en directo de la televisión. En fin, unos resultados electorales que transformarán la euforia popular inicial en "amarga victoria', según diagnosticarían el triunfo de la derecha algunos medios que le venían siendo afines, como el diario El Mundo (P.J.Ramírez, 2000), dando lugar a una nueva situación comparable, aunque inversa, a la producida por los resultados registrados tres años antes y que, como acertadamente se ha señalado, "si en 1993 el PSOE ganó perdiendo, en 1996 el PP perdió ganando" (Powell, 2000: 554).


  


  A) Moderación política, éxito antiterrorista y paz laboral


  Tras la crispación de la anterior legislatura, transmitir moderación para recuperar la serenidad y hacer una gestión democrática irreprochable sintonizando con el programa electoral. Éste fue el mensaje mediático del nuevo presidente del Gobierno que acabaría calando en una sociedad en la que un sector de la población, la cercana al centro y la izquierda, si no llegó al punto de contener el aliento a causa del temor, tampoco la victoria electoral del PP le inspiraría confianza plena como gestor democrático de los convencionales intereses de la mayoría de la población.


  Desconfianza derivada de la primera ocasión en que la derecha parlamentaria llegaba al poder desde 1933, en tiempos de la República, bajo las siglas de la CEDA. Referencia ésta no precisamente tranquilizadora para la izquierda por más que también aquella amplia coalición de intereses e ideologías hubiera accedido al Gobierno en buena lid electoral. También por la impronta franquista que sobre el PP había dejado su anterior dirigente, Manuel Fraga, pese a los denodados esfuerzos que para retocar su imagen hizo el ex ministro de la dictadura - llegando hasta presentar elogiosamente al dirigente comunista Santiago Carrillo en una conferencia que éste pronunció en el club Siglo XXI de Madrid - para acomodarse a la democracia. Pasado problemático de la organización en relación con el acceso al poder que los nuevos dirigentes por vez primera experimentarán entonces, según reconocería el vicepresidente Mariano Rajoy a finales de la legislatura (El País, 4-10-99) en una entrevista en la que confesaba haberse inaugurado el gobierno de la derecha democrática en España. Lástima que para corroborar tan certera como rotunda afirmación, el Partido Popular se negara en el Congreso de los Diputados, unas semanas antes, a condenar la sublevación militar de julio de 1936 que dio origen a la Guerra Civil, desmarcándose de la resolución compartida en este sentido por el resto de los grupos parlamentarios.


  Pero a la altura de 1996, el PP era, efectivamente, la organización política que contaba con mayor número de afiliados del espectro parlamentario al alcanzar el medio millón - cifra aún menor, sin embargo, que la conseguida por la CEDA sesenta y tres años antes-, al tiempo que se encontraba ideológicamente cohesionado después del largo proceso recorrido para su consolidación desde los tiempos de la primera crisis de Alianza Popular. Y, tras los acuerdos parlamentarios con CIU, PNV y Coalición Canaria - con los nacionalistas vascos para la lucha antiterrorista-, el Gobierno de Aznar se aprestaría a ser, además de centrista y moderado, "un Gobierno para durar", según unas de las primeras declaraciones de intenciones.


  


  Así pues, asentado en ese marco de seguridad, el Partido Popular ofrecía una imagen de solvencia como el nuevo referente político de la nueva burguesía, no sólo centralista, que sólo parcialmente había perdido con el Partido Socialista, como probó la política seguida por los cuatro Gobiernos anteriores.


  Un partido de la derecha pretendidamente modernizada a cuya transformación en absoluto sería ajena la laboriosa dedicación del nuevo presidente del Gobierno, José María Aznar, un discreto funcionario del Estado en la Inspeccción del Ministerio de Hacienda de 43 años, formado en el seno de una familia franquista de clase media, con "pecados juveniles" que en el ambiente de fervor democrático de 1996 casi era de mal gusto recordar, ya que había militado en Falange y criticado, antes de su ingreso en Alianza Popular (1979), el consenso que llevó a la Constitución en los tiempos de Adolfo Suárez e incitado a la abstención en el referéndum constitucional (La Nueva Rioja, 23-2-1979). Episodios que una vez en el poder trataría de equilibrar confesándose moderadamente admirador de algunos políticos hasta entonces satanizados por la derecha, como el presidente republicano Manuel Azaña, a la vez que apasionado de economistas "fundacionales" del neoliberalismo (Hayek), propugnadores de más mercado y Estado mínimo. Y que casi lograría hacer olvidar su experiencia de gestor en la Comunidad Autónoma de Castilla-León, de la que salió razonablemente bien parado, en contraste con la del resto de los "barones" del refundado Partido Popular.


  De ahí que no le faltaran respaldos al primer Gobierno de Aznar, en el que la presencia, junto a democristianos e independientes, de un pequeño grupo de ministros y altos cargos institucionales vinculados al Opus Dei significaría el retorno de éste al poder político después de casi un cuarto de siglo, aunque ocupando ahora sólo el 20% del mismo, según un estudioso del citado instituto secular (Yafante, 1996: 412). Primer Gobierno del PP que se mostrará dispuesto a iniciar la "segunda transición" - era éste el título de un libro difusor del ideario del PP que había publicado en 1995para lograr mayorías parlamentarias, brindándosele en cierto modo la posibilidad de elegir entre CIU, Coalición Canaria (CC) e incluso el PNV a cambio de algunas contrapartidas en absoluto insoportables para los nuevos gobernantes del Estado. Canarios y catalanistas serán los preferidos, en especial los últimos, por razones políticas obvias al mostrarse también en esta ocasión dispuestos a "sacrificarse por la gobernabilidad de España", según la conocida expresión del magnánimo presidente de la Generalitat Jordi Pujol cuando se trataba de justificar los pactos de CIU con Madrid. La diferencia en esta ocasión, con respecto a Felipe González, estribó en que, en respuesta a la declaración de Pujol, el nuevo presidente Aznar confesaría - no sin cierto jolgorio por parte de columnistas y tertulianos de los medios de comunicación opositores - que "ocasionalmente hablaba catalán en la intimidad".


  


  Pero ironías aparte, beneficiado por la favorable coyuntura económica iniciada en 1995, tendencia que le acompañará toda la legislatura, el primer Gobierno de Aznar alcanzaría objetivos tan señalados como cumplir con los criterios de convergencia del Tratado de Maastricht, integrándose desde mayo de 1998 en el grupo de los once países de la Unión Europea que adoptaron la moneda única, el euro, programada para sustituir a la peseta y demás monedas a partir del 1 de enero de 2002. Por otro lado, la nueva bonanza económica también le permitirá rebajar los impuestos - aunque en una cuota muy moderada-, presumiendo con ello de sintonizar en la práctica con el modelo neoliberal-capitalista en boga en las democracias tras la caída del Muro de Berlín. Todo ello, además, sin clausurar las políticas sociales de los Gobiernos socialistas, lo que permitirá a los nuevos gobernantes - acreditándose ante la opinión pública como gestores más capacitados que sus antecesores - desmentir en este extremo las escépticas previsiones de la oposición, de los socialistas sobre todo, y, en esta esfera, distanciarse también de los pronósticos de IU.


  En otro orden de problemas - recordando que el nuevo presidente había sufrido en abril de 1995 un brutal atentado de ETA en Madrid del que salió ileso gracias al blindaje del automóvil en que se encontraba-, el nuevo Gobierno, tal como había manifestado con anterioridad, primará la lucha antiterrorista. Política que Aznar confiaría a Jaime Mayor Oreja, quien desde la máxima reponsabilidad como ministro del Interior alcanzaría algunos éxitos en su cometido mediante la incentivación de las acciones policiales y el estrechamiento de relaciones con Francia en detrimento de la negociación con ETA. Durante su mandato, se produciría también la liberación de Ortega Lara, un funcionario de prisiones que estuvo encerrado en un horrible agujero, "zulo", nada menos que 523 días, y el secuestro y posterior asesinato por ETA de Miguel Ángel Blanco, un joven concejal del PP en el Ayuntamiento de Ermua (Guipúzcoa), en julio de 1997, al cumplirse las 48 horas del secuestro sin que el Gobierno accediera a las demandas de la organización terrorista.


  Nuevo asesinato a sangre fría este último que conmocionó a todo el país como ningún otro lo había hecho hasta entonces, dando lugar a la mayor movilización contra ETA desde su primera acción violenta; movilización que daría lugar al llamado "Espíritu de Ermua", extendido como símbolo de que la inmensa mayoría de la sociedad vasca, al fin, perdía el miedo a expresarse públicamente contra las acciones terroristas de ETA desde los comienzos de la transición.


  


  Nueva movilización que cristalizaría poco tiempo después en organizaciones pacifistas, como "Basta ya", destinadas a defender la convivencia en democracia contra los violentos. El seguimiento de este tipo de iniciativas llevaría al punto de mostrar la debilidad del respaldo recibido por el nacionalismo izquierdista con motivo del ingreso en prisión, a finales de 1997, de 23 miembros de la Mesa Nacional de Herri Batasuna, según sentencia del Tribunal Supremo que después anularía el Constitucional. Serían liberados tras ésta, efectivamente; pero contra algunos pronósticos su detención apenas dio lugar a protestas en Euskadi, por lo que se tuvo la impresión de que ETA entraba en una fase cercana a la desaparición; sensación que parecía confirmarse cuando en septiembre de 1998, a consecuencia de la acción combinada de movilizaciones y presiones policiales, ETA anunciaba en aquella fecha la declaración una tregua que se prolongaría durante catorce meses.


  Más de un año de paréntesis que el ministro del Interior Mayor Oreja entendería en clave defensiva como "tregua trampa"; pero lo cierto fue que durante la misma el Gobierno de Aznar trasladaría a 135 presos de ETA a cárceles del País Vasco y pondría en libertad a otros 207 de los 535 miembros de la organización entonces encarcelados. En contrapartida, impulsaría después en las Cortes una Ley de Solidaridad con las Víctimas del terrorismo - cifradas en 791 desde 1968 - por la que el Estado aportaba cinco mil millones de pesetas con esa finalidad.


  A diferencia del consenso registrado contra el terrorismo, el Gobierno de Aznar sí encontrará, en cambio, predecibles resistencias a su programa económico, liberalizador de los mercados del gas, la electricidad y el petróleo, aunque las críticas a tales medidas fueron muy inferiores a las causadas por las aceleradas privatizaciones de las empresas públicas de elevada rentabilidad (Repsol, Gas Natural, Argentaria y Telefónica), con la finalidad de reducir el déficit público y cumplir con los criterios de convergencia de la Unión Europea.


  También en la política sanitaria los populares tendieron hacia una privatización progresiva del Sistema Nacional de Salud - adopción del sistema de fundaciones hospitalarias no integradas en éste - a causa del fuerte crecimiento de los gastos en la sanidad pública, explicables por registrase en un país cuya esperanza de vida ya superaba entonces la media europea y la cobertura sanitaria se acercaba al 99% de la población.


  


  La misma tendencia privatizadora se observará en la enseñanza universitaria, favoreciendo la creación de centros de este nivel por parte de la Iglesia - algunas de las iniciativas adquirieron un perfil oportunista insólito, como fueron las llamadas "universidades de los obispos" de Ávila y Murcia, dado que pretendieron implantar algunos estudios sin contar con los informes pertinentes del Consejo de Universidades-. Posteriormente, desde todos los niveles educativos se desataría a través de los media una oleada de críticas contra una pretendida reforma de las Humanidades en la enseñanza secundaria, proyectada torpemente en clave de retorno al modelo tradicional, tras la supuesta discriminación de que habían sido objeto, en las Comunidades Autónomas de mayor rango, las enseñanzas de la historia de España y de la lengua castellana. El conflicto acabaría provocando la dimisión de la ministra Esperanza Aguirre - posteriormente "recolocada" en la presidencia del Senado-, siendo sustituida por Manuel Rajoy como nuevo ministro de Educación. La legislatura en el sector de la enseñanza concluiría con la presentación a las Cortes de una iniciativa popular por parte de Comisiones Obreras, respaldada por 625.000 firmas, reclamando una Ley de Financiación del Sistema Educativo que la elevará del 4,9% al 6% del PIB.


  Ejecutorias mediocres en el primer Gobierno del Parido Popular serían las protagonizadas por las también ministras Margarita Mariscal de Gante e Isabel Tocino, en los Ministerios de Justicia y Medio Ambiente - este último de nueva creación-, respectivamente. La primera por manifestar tanto incapacidad para la reforma de la administración judicial - para afrontar los problemas fundamentales que la aquejaban como la lentitud y el acercamiento a la ciudadanía - como fidelidad total al presidente Aznar en dos controvertidos nombramientos: el de Fiscal General del Estado (Jesús Cardenal) y el de Fiscal Jefe de la Audiencia Nacional (Eduardo Fungairiño). La segunda, por mostrarse incapaz de dar satisfacción a las organizaciones ecologistas y reaccionar con meridiana torpeza en la catástrofe provocada en la Baja Andalucía por la rotura, en abril de 1998, de una balsa construida por una empresa minera sueco-canadiense (Aznacollar), que afectaría al superprotegido e internacionalmente valorado Parque natural de Doñana.


  En cambio, el nuevo Gobierno reservará para la izquierda la sorpresa de prestar mucha mayor atención de la prevista a la Seguridad Social y a las cuestiones socio-laborales. Respecto a la primera, el PP se reafirmaría en el compromiso de velar por la salud del sistema público de pensiones, firmado en Toledo en 1995 junto al resto de los partidos parlamentarios antes de llegar al gobierno. Más diligente y aun resuelto se mostraría con la reforma laboral, ya que apenas habían transcurrido dos semanas de la formación de Gobierno cuando, el 15 de mayo de 1996, el nuevo presidente de la derecha democrática tomaba la insólita decisión - histórica porque el Gobierno de la CEDA en los años treinta optaría más bien por lo contrario - de reunirse a dialogar con los dirigentes de CCOO y UGT. Un año después, la negociación de las cúpulas de estos sindicatos y la de la CEOE con los ministros de Trabajo (Javier Arenas) y Asuntos Sociales (Manuel Pimentel) concluirían con la firma de un Decreto Ley que respondía a los acuerdos establecidos entre los dos principales sindicatos y la patronal para impulsar la contratación estable de los trabajadores - el problema más candente del momento en un tiempo en el que el desempleo cedía - a cambio de rebajar las indemnizaciones por despido de los empresarios. El acuerdo sería celebrado por las partes como una mejora incuestionable con relación al anterior negociado por los sindicatos con el PSOE, dando lugar a que los pricipales sindicatos establecieran con el Gobierno del PP una relación más estrecha y fluida que la mantenida con los gobiernos socialistas desde antes del 14 - D de 1998.


  


  A esta nueva e inesperada fase modernizadora de las relaciones laborales por la vía de la concertación con un Gobierno conservador - desde posiciones de la izquierda del PCE surgirían, no obstante, voces de derechización de las cúpulas sindicales firmantes - contribuyeron los resultados del acuerdo que fueron globalmente positivos: descendieron los cierres patronales, también lo hizo la conflictividad, creció poco el empleo estable, pero el general, ayudado por la coyuntura económica alcista, lo hizo tan espectacularmente que superó holgadamente al de los países de la Unión Europea a lo largo de la legislatura, como lo probó el hecho de que la tasa de desempleo bajara del 23% al 15%. Así mismo, durante aquella primera legislatura del PP, se asistiría al incremento, en parte también inesperado, de las afiliaciones a la Seguridad Social, ya que pasaron de los 12,5 millones registrados en 1996 a los casi 15,6 millones en 2000, según los datos del Ministerio de Trabajo en la última de las fechas citadas. Conviene apuntar que, entre los nuevos afiliados, empezarían por vez primera a alcanzar cierta notoriedad los inmigrantes comunitarios y, sobre todo, los no comunitarios, de procedencia africana y sudamericana, principalmente.


  En cualquier caso, la nueva cifra de afiliaciones sería recibida con alivio generalizado ya que se duplicaba, con cierta holgura, el número de pensionistas a quienes, por otra parte, el Gobierno del PP obsequiará con una nueva Ley, aprobada en junio de 1997, que fijaba en 65 años la edad de jubilación obligatoria, en 15 los años de cotización mínima para tener derecho a la percepción correspondiente y en los 9 últimos trabajados el cálculo de la cuantía de la pensión. La revalorización anual automática de las pensiones, según la evolución del IPC, constituiría, finalmente, una de las medidas legales más tranquilizantes para este numerosísimo colectivo, que ya se acercaba a los siete millones de personas, y una de las medidas políticamente más rentables para el Gobierno, principalmente desde que la inflación descendió a las tasas más bajas hasta entonces registradas, situándose en sintonía con los índices de los países más prósperos de la Unión Europea.


  


  Finalmente respecto a la política militar, el primer Gobierno del Partido Popular coincidirá con la plena integración de España en la OTAN, la entrada en fase agónica del servicio obligatorio y la defintiva profesionalización del ejército. Sobre la centenaria "mili", mayoritariamente cuestionada sobre todo desde el referéndum de la OTAN, el parlamento acordó en mayo de 1998 su extinción a partir del año 2003 en un contexto en el que se registraba un repentino incremento de la "desobediencia civil", sin que por otra parte la alternativa consistente en la paulatina profesionalización del ejército, programada para 150.000 jóvenes, se ajustara tampoco a los planes previstos. Entre otras razones, dentro del antimilitarismo reinante, por la baja remuneración que la institución castrense ofrecía a los potenciales solicitantes, en acusado contraste con el razonable desarrollo alcanzado por el ejercicio de los derechos y libertades constitucionales en la inmensa mayoría de las instituciones estatales. En cualquier caso, el Movimiento de Objección de Conciencia (MOC) lograría que el Gobierno anticipara para diciembre de 2001 el fin del servicio militar obligatorio. Coincidiendo con este singular episodio, un coronel de un cuartel madrileño despediría con amarga ironía a los últimos soldados de reemplazo, resaltando la coincidencia cronológica del "fin de la mili, de la peseta y hasta de los Beattles"; circunstancia ésta relaccionada con que por aquellas fechas había fallecido uno de los integrantes (G.Harrison) del grupo musical surgido en los años sesenta en Gran Bretaña (El País, 6-12-2001). Unas semanas después, cuando el Gobierno despenalizaba la negativa al cumplimiento del servicio militar obligatorio y a la prestación social sustitutoria - el 1 de febrero de 2002-, quedaban sólo siete insumisos en las prisiones militares, pero casi cuatro mil causas abiertas, aunque en trance de sobreseimiento.


  B) Política exterior


  Fue más continuista que la interior y, si cabe, tan asociada o más que la del PSOE a las implicaciones militares en el exterior derivadas del ingreso en la OTAN registradas en la fase declinante del servicio obligatorio. Prueba fehaciente del continuismo sería el desempeño, bajo Aznar, del Ministerio de Defensa por Eduardo Serra, el mismo que había ejercido el cargo con el último Gobierno del PSOE.


  Pero como era previsible dadas sus manifestaciones desde la oposición, el Gobierno del PP extendería a la política exterior una identificación aún mayor con la política norteamericana que el PSOE, y de más arraigada tradición ya que, como es también conocido, la conversión al atlantismo de la derecha española se remontaba a los acuerdos de Franco con Estados Unidos en 1953. Contando además con la ventaja de que, a diferencia de la cúpula del PSOE, la dirección del PP no se había visto obligada a ocultar sus intenciones de alinearse en este bloque a lo largo de la transición. Cuestión diferente fue el error de la Alianza Popular de Manuel Fraga en el referéndum de la OTAN.


  


  De ahí que casi pasara desapercibido o que fuera visto como natural que, en enero de 1997, el Gobierno de Aznar decidiera integrarse plenamente en la estructura militar de la OTAN y que, a mediados del año siguiente, asumiera la organización de la cumbre de la Alianza Atlántica, en la que se admitía la incorporación a ella de Polonia, Hungría y la República Checa. Además de alinearse con Estados Unidos sin los complejos que pudieran aquejar al PSOE en la lucha contra Iraq, unidades militares españolas, bien pertrechadas y preparadas, participarían en los bombardeos bajo el mando de la OTAN en territorio yugoslavo en las últimas fases del conflicto yugoslavo durante la Guerra de Kosovo, sin haber contado con la previa autorización de las Cortes.


  En contraste con el estrechamiento de relaciones con la Alianza Atlántica y sus principales valedores como Gran Bretaña, la política exterior del PP tomaría alguna distancia con respecto a Latinoamérica; principalmente con la Cuba de Fidel Castro, cuyas discrepancias se solventarían en la Cumbre Iberoamericana de La Habana en 1999, a la que asistió el rey, y con el Chile de la democracia cristiana durante el mismo año, a causa del enrarecimiento de relaciones provocadas por la intervención del juez Baltasar Garzón en el procesamiento y detención en Londres del ex dictador Augusto Pinochet, y en la petición de su extradición a España para que respondiera en Madrid de los delitos de genocidio, tortura y desaparición de personas tras el derrocamiento violento del presidente Salvador Allende en septiembre de 1973. De cualquier forma, la derecha democrática española contribuía también a romper su particular tradición aislacionista - desde el "recogimiento" canovista hasta el, aparente más que real, neutralismo suarista - y se convertía al finalizar el siglo XX en adalid del intervencionismo en el exterior, sobre todo en el de carácter militar, hasta el punto de dar la sensación, por un momento, que era ésta su más genuina contribución a la presencia en el mundo de la nueva España democrática.


  C) Debilidad de la oposición


  Será explicada por una serie de factores: el temprano acuerdo del Gobierno con los sindicatos mayoritarios que le garantizó la paz social durante la legislatura; el distanciamiento por parte del presidente y su gabinete ministe rial de la prepotencia, del estilo en la forma de gobernar exhibida por Felipe González en el pasado; la ausencia de casos de corrupción propios, equiparables a los de las dos legislaturas precedentes; y, sobre todos ellos, el descrédito acumulado en los dos últimos Gobiernos que dejaron al veterano partido socialista "hecho unos zorros", según la jerga coloquial del momento, empleada incluso por los propios afiliados al partido obrero centenario. La situación sería de tal indefensión que la oposición socialista tendería, con el paso del tiempo, a desplazarse de las Cortes a los periódicos afines, al "parlamento del papel" que en esta fase, a diferencia del comienzo de la Transición, a escala nacional estaría protagonizada casi en exclusiva por los medios de comunicación pertenecientes al Grupo Prisa (El País, Canal Plus, la SER).


  


  En las antípodas se encontraban el gabinete aznarista y su cohesionado partido que, además de la coyuntura económica, se beneficiaría de que el PSOE, a juzgar por la percepción de los votantes de la izquierda, venía compartiendo con el PP si no el conjunto del ideario, sí algunas políticas. Circunstancia fatal que dificultaría enormente a los socialistas presentar alternativas al Gobierno, tal como denunciaría reiteradamente Izquierda Unida desde su modesto grupo parlamentario de 21 diputados.


  Complementariamente, el Gobierno del PP se beneficiaría casi durante toda la legislatura de los problemas de liderazgo del PSOE, partido que protagonizará entonces su segunda crisis de estas características, tras las sufridas por el resto las organizaciones parlamentarias de ámbito estatal desde la del PCE y UCD en la transición y las del CDS y AP-PP durante los primeros Gobiernos socialistas.


  Problema de liderazgo superficialmente encubierto de ideología que, como se ha apuntado, arrancaba de los comienzos de la década de los noventa cuando los "guerristas" lograron dominar el aparato del partido, situación que llegaría a su fin en el XXXIV congreso de junio de 1997, coincidiendo con el abandono por parte de Felipe González de la secretaría general de la organización. Pero su sucesor Joaquín Almunia, el nuevo secretario general de la organización socialista, ex ministro en dos ocasiones en Gobiernos de Felipe González, no sería capaz sin embargo de cicatrizar las heridas de la organización, siendo sorprendentemente cuestionado por las bases del partido en las elecciones primarias que, para vigorizar la democracia interna y legitimarse ante aquéllas, decidió convocar en abril de 1998. Eran las primeras de esta naturaleza que se convocaban por un partido parlamentario, siendo derrotado estrepitosamente Almunia como candidato a presidente del Gobierno, pese a contar con el respaldo de Felipe González y de la mayoría del aparato del PSOE, por el también ex ministro José Borrell, no adscrito a ninguna de las corrientes citadas.


  Se iniciaría entonces un período de confusa y tensa bicefalia AlmuniaBorrell, alimentada por renovadores y guerristas, que culminaría en 1999 con la renuncia del segundo a la candidatura a la presidencia a causa de los fraudes protagonizados por antiguos colaboradores por él designados, los inspectores Huguet y Aguiar, en su etapa anterior como ministro de Hacienda durante la segunda mitad de la década anterior.


  


  Penosa situación ante la que la dirección del PSOE, su Comité Federal, presionada por los "barones territoriales" y rehusando repetir nuevas elecciones primarias, acordó por amplísima mayoría de votos designar al secretario general Joaquín Almunia nuevo candidato para competir con Aznar en marzo de 2000 a la presidencia del Gobierno. Competición que, sabido es, se saldaría con la segunda derrota del PSOE y la inmediata dimisión de Almunia. Una comisión gestora de 15 miembros encabezada por el presidente de la comunidad andaluza Manuel Chaves preparía el obligado congreso extraordinario que se celebraría después de las siguientes elecciones, en julio de 2000, en el que sería elegido José Luis Rodríguez Zapatero nuevo secretario general del partido.


  Pero, junto a la división interna, en la última legislatura del siglo XX el PSOE se vería seriamente hipotecado como principal partido de la oposición por las secuelas judiciales de los casos de corrupción anteriores que se hicieron presentes en ella: las relacionadas con los casos Filesa, Gal y Roldán serían de todo punto imposibles de neutralizar.


  En octubre de 1997 se hacía pública la sentencia del caso Filesa, en la que se consideraba probada judicialmente la constitución, diez años atrás, de la trama de empresas destinadas a proveerse de fondos - recaudaron más de mil millones - para afrontar gastos electorales. Fueron condenados ocho de los acusados (dos de ellos empresarios) a penas comprendidas entre seis meses de arresto y once años de cárcel y al abono de casi 258 millones de pesetas por el delito de fraude fiscal. Las reacciones ante la sentencia por parte de la dirección del PSOE delataron la permanencia de divisiones internas en relación con esta grave cuestión. El nuevo secretario general Joaquín Almunia se disculparía ante la opinión pública; pero no así Felipe González y Alfonso Guerra, principales responsables del partido y del Gobierno en la época en que se cometió el delito, pese a la "doctrina" al respecto que el primero de los citados enunció en 1989 en el sentido de que aceptarían responsabilidades políticas una vez conocidas las condenas judiciales.


  Un año después, en 1998, se conocían las sentencias del caso Roldán, ya señalado anteriormente, y la del primer caso del GAL, el secuestro de Segundo Marey en 1983, en la que el Tribunal Supremo condenó a penas comprendidas entre siete y diez años de cárcel al ex ministro del Interior José Barrionuevo, al secretario para la Seguridad del Estado Rafael Vera, al ex gobernador civil de Vizcaya, a dos comisarios de policía de Bilbao, a seis policías (incluidos José Amedo y Michel Domínguez) y al ex secretario del PSOE en Vizcaya Ricardo García Damborenea.


  


  La reacción de la dirección del PSOE ante la citada sentencia sobre el GAL tampoco dejaría de sorprender. Lejos de observarse un disciplinado acatamiento a la decisión judicial, el ingreso de José Barrionuevo y Rafael Vera en la cárcel de Guadalajara daría lugar a la celebración de un acto de solidaridad del partido con los dos condenados, que tuvo lugar a las puertas de la prisión sin reparar el daño que ese tipo de concentraciones - de "esperpéntica verberna socialista" la calificaría el analista Javier Pradera en El País del 11 de septiembre del año antes citado - suponía para el Tribunal Supremo y otras instituciones democráticas.


  Secuelas demoledoras, pues, que el PSOE cosechaba de la guerra sucia antiterrorista y de la corrupción económica que, si incidió en la oposición al Gobierno del PP, tendrá como único aspecto positivo aleccionar a algunos correligionarios del exterior, como a los socialistas portugueses, donde a finales de 1997 dos altos dirigentes del Gobierno dimitirán ejemplarmente de sus cargos por supuestos delitos menores alertados por las negativas consecuencias políticas de la experiencia española (El País, 27-11-97).


  Así pues, incapacitados los socialistas para ejercer una oposición creíble por sus errores del pasado y algunas de sus políticas conservadoras - la expresión "y tú más" esgrimida como descalificación mutua entre el PP y el PSOE esterilizaba cualquier intento-, tampoco la de Izquierda Unida sería satisfactoria. La estrategia de las "dos orillas", frente a la "casa común" de la izquierda impulsada por el PCE desde el comienzo de la década del noventa - a la luz de la política neoliberal del PSOE, la coalición IU, bajo la coordinación de Julio Anguita, se reservaba en exclusiva el papel de "izquierda transformadora" - beneficiaría la oposición del PP durante el último Gobierno del PSOE que éste denunciaría como el de la "pinza" de los comunistas con la derecha.


  D) Privatizaciones y primeras corruptelas de los populares"


  Las privatizaciones, como anteriormente se indicó, tuvieron mayor entidad que las iniciadas por los Gobiernos socialistas, y sobre las corruptelas resta saber al iniciarse el siglo XXI la sentencia de la inmensa mayoría de los casos denunciados.


  No obstante, cuando el siglo XX concluía, la imagen que ofrecía el primer Gobierno del Partido Popular había desmerecido de la aceptación suscitada durante los tres primeros años de la legislatura. La publicación de los primeros balances de su gestión permitiría a la izquierda criticar la polí tica de los populares - todavía no prepotentes pero sí crecidos, en la medida en que avanzaba su primera legislatura - respecto a la disminución del gasto social en la atención sanitaria, educación, protección al desempleo y viviendas sociales, en relación tanto a anteriores Gobiernos socialistas como a la media de la Unión Europea.


  


  Indicadores que facilitarían a los medios de comunicación afines al PSOE y a Izquierda Unida, en calidad de ser ésta la única organización parlamentaria de ámbito estatal que se encontraba libre de implicarse en la dinámica del "y tú más", como el Gobierno respondía al PSOE, denunciar las ventajas obtenidas por el PP con su política privatizadora de empresas públicas que, bajo el primer Gobierno de Aznar, alcanzaron un espectacular crecimiento.


  Nada menos que 43 compañías pasarían del sector público al privado por un valor total de 4,3 billones de pesetas, estimándose en torno a 60.000 el número de empleos destruidos para hacer factibles las operaciones (El País, 24-1-2000 y 28-2-2000). Destacarían entre ellas Telefónica, Endesa, Argentaria, Repsol y Tabacalera, habiendo sido denunciado el nombramiento de sus respectivos presidentes (Juan Villalonga, Rodolfo Martín Villa, Francisco González, Alfonso Cortina y César Alierta) por su afinidad ideológica y cercanía personal al presidente del Gobierno; alguno de ellos, como el primero de los citados, llegaría a presumir incluso de haber sido "compañero de pupitre" de José María Aznar.


  El problema planteado consistía en que la suerte corrida por las privatizaciones, aparte de destinarse los fondos obtenidos por su venta para facilitar la convergencia con la Unión Europea y la reducción del déficit, permitiría al Gobierno del PP la oportunidad de contar con un nuevo grupo mediático afín, desde el momento que algunas de las empresas privatizadas decidieron invertir en ciertos medios de comunicación (Antena 3 TV, Onda Cero Radio y el diario El Mundo, principalmente) tendiendo a favorecer la imagen del Gobierno de Aznar.


  Dado que las privatizaciones se ajustaron a la legalidad del capitalismo español del fin de siglo administrado por el Gobierno del PP, a la oposición no le quedaría en la práctica otra opción que denunciar el procedimiento seguido como inapropiado en un sistema democrático, confiando en que la ciudadanía condenara en las urnas el amiguismo político de los populares. Pero la debilidad de la oposición se mostraría también incapaz de que el Gobierno del PP actuara con resolución y acierto ante las acusaciones de corrupción supuestamente cometidas por el partido gobernante: hasta más de un centenar de ellas fueron denunciadas por el resto de los partidos no nacionalistas, desde el pago con fondos municipales de gel para cuidar el cabello por un alcalde de León, hasta la financiación ilegal del partido procurada en la orga nización de Baleares (probada en sentencia judicial), pasando por casos denunciados en una serie de alcaldías del PP en algunas capitales de provincia, en localidades menores de Galicia y en el País Valenciano.


  


  En la comunidad autónoma regida por Manuel Fraga se registrarían desvíos de fondos procedentes de la Unión Europea y del INEM para financiar actividades de la Confederación de Empresarios durante el bienio de 1996-1998; y al año siguiente sería denunciado como fraudulento el amiguismo influyente en la asignación de plazas en un concurso convocado por la Diputación de Orense, episodio en el que Fraga argumentaría que "los hijos de familias prominentes salen mejor preparados" (El País, 24-12-2001). El uso indebido de otros fondos, también de procedencia comunitaria, será denunciado en otras dos comunidades autónomas gobernadas por el PP (País Valenciano y Madrid), así como en Cataluña, supuestamente practicado por la UDC, el socio político de Convergencia y, junto con ésta, partido colaborador en el parlamento del Gobierno de Aznar.


  Las citadas corruptelas denunciadas, en su mayoría no resueltas por los tribunales cuando se redactan estas páginas, palidecerían sin embargo ante el mayor escándalo que deberá afrontar el primer Gobierno del Partido Popular, el "caso del lino". Cultivo subvencionado por la Unión Europea desde mediados de los años noventa, cuyas superficies de cultivo pasarán de 186 hectáreas en la campaña de 1993-1994 a 91.400 en la de 1998-1999, incrementándose las subvenciones asignadas de 23 a 10.000 millones de pesetas. Tras el estallido del fraude, la campaña de 1999-2000 disminuiría hasta las 17.000 hectáreas y en la siguiente, apenas llegarían al millar.


  Los beneficiarios, familiares de altos cargos del Ministerio de Agricultura regido entonces por Loyola de Palacio - alguno de ellos dimitirá - y todo un plantel de propietarios "caza primas" entre los que se encontrarán la duquesa de Alba, Mora-Figueroa, Juan Abelló, Mario Conde y otros responsables del presunto delito de que, en sus fincas, se plantara lino que no se cosechaba (y si se cosechaba, no se vendía y se quemaba), interesándose en exclusiva por la percepción de 120.000 pesetas de subvención por hectárea sembrada.


  Él escándalo del lino, cuyas peripecias sobrepasarán en el tiempo el mes de marzo del año 2000 en el que concluía el primer Gobierno del PP, sobrevolará, no obstante, las elecciones legislativas. De la misma manera que durante los comienzos del segundo Gobierno, se revelará el "caso Piqué", ministro de Industria imputado por tres supuestos delitos (alzamiento de bienes, apropiación indebida y delito fiscal) en la venta en 1991 a la petrolera francesa Elf de una empresa filial, Ercros, en la que el citado Josep Piqué trabajaba.


  Pero a finales de enero de 2000 la atención de la opinión pública se polarizaría en torno al impacto producido por la explosión de xenofobia ocurrida en El Ejido, localidad cercana a la ciudad de Almería repleta de trabajadores inmigrantes y regida por un alcalde del Partido Popular que se reveló incapaz de prevenirla y atajarla. Suceso éste que contribuiría a desmentir un nuevo supuesto de la idiosincrasia nacional, cuestionando además consignas más coyunturales como "España va bien", reiteradamente esgrimidas por el presidente Aznar.


  


  Sin embargo, las elecciones celebradas apenas un mes después del citado conflicto racial, al cumplirse los cuatro años de la legislatura, otorgarían de nuevo la victoria al Partido Popular. Y en esta ocasión, a diferencia de 1996, por una rotunda mayoría absoluta, llegando a cosechar 10,3 millones de votos, medio millón más que en las anteriores y 1.200.000 votos más que los conseguidos por el PSOE e IU conjuntamente, pese a que la abstención de marzo de 2000 superó en siete puntos la de cuatro años antes. Previamente, en 1999, el PP había conseguido además la victoria en las elecciones municipales (la mayoría absoluta en 28 capitales de provincia), en las autonómicas (triunfó en nueve de las trece celebradas) y en las europeas, donde obtuvo el 39,7% frente al 35,3% del PSOE. Estos triunfos, más que la "amarga victoria" de 1996, sí parecían garantizar no sólo un gobierno, sino un partido "para durar", porque, por primera vez en la historia de la democracia española, un partido gobernante no sólo no sufría desgaste en el ejercicio del poder, sino que mejoraba sustancialmente los resultados anteriores.


  En el otro lado del espectro ideológico, al conocerse que el grueso de la abstención favorecedora del triunfo del PP procedía de los votantes progresistas, la figura de Felipe González, su partido y sus cuatro Gobiernos no escaparían a la denuncia por la responsabilidad de los socialistas en este nuevo descalabro. Quizá por ello un experimentado analista instaría de inmediato a Felipe González a "pedir perdón por destrozar la izquierda" y a recordar el 28 de octubre de 1982 como "el día en que ganó las elecciones y España brindaba, sacaba su champaña y sus viejas canciones y sus banderas y sus risas perdidas. Otro tiempo. Aquella etapa terminó el domingo" (E.Haro Tecglen, El País, 14-3-2000).


  Los analistas del primer Gobierno del Partido Popular reconocieron en las vísperas electorales de marzo de 2000 que éste había cosechado éxitos en su política económica, sociolaboral y antiterrorista.


  No así en la reorganización de Justicia, Medio Ambiente y Educación, cuyas reformas, como se ha indicado, quedaron empantanadas. En investigación tampoco se alcanzaría el nivel medio europeo de inversiones que el PP había prometido. En Hacienda, por ejemplo, el ministro neoliberal Rodrigo Rato incumpliría sus promesas de rebaja fiscal, ya que del anuncio de una reducción del 56 al 40% en su tramo más alto, se quedó en el 48%. Tampoco aprobaron el Plan Hidrológico previsto, ni la gratuidad de los gastos farmacéuticos a cargo de la Seguridad Social - al contrario, casi 800 fármacos quedarían sin financiación pública-, ni vieron reducido, sino aumentado, el número de altos cargos de la administracción del Estado. Incluso la galopante deuda del ente mediático estatal (RTVE), a la que prometieron poner fin tras el despilfarro anterior, se duplicaría en aquellos cuatro años, llegando a sobrepasar el medio billón de pesetas.


  


  Pero en absoluto era un balance catastrófico el de los populares, como ha tenido ocasión de comprobarse a lo largo del capítulo. Máxime siendo la ejecutoria del primer Gobierno de la derecha desde la muerte de Franco, acerca de la cual no todos confiaban en que llegara a desempeñarlo conforme a las pautas democráticas crecientemente aceptadas. En cualquier caso, como con anterioridad el PSOE, tendría nueva oportunidad de subsanar errores y omisiones en la segunda ocasión que los electores le brindaron en marzo de 2000.
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  Tras la profunda división ideológica provocada por la Guerra Civil y deliberadamente prolongada por la dictadura franquista durante casi cuarenta años, la reconciliación que posibilitó la transición política difícilmente hubiera abocado a la más prolongada experiencia democrática de la historia española de no haberse acompañado de profundas transformaciones sociales.


  Cambios que, efectivamente, amortiguaron las desigualdades pero no extinguieron, obviamente, la vieja división en clases que dio lugar al Estado liberal en los años treinta del siglo XIX. Aunque sí lograron que se registraran las alteraciones más significativas del período en multitud de variables que afectaron al conjunto de la población, discurriendo bajo el telón de fondo de una coyuntura económica casi siempre adversa. Cambios, en fin, que darán lugar a la transformación radical de actitudes y comportamientos experimentados en el pasado franquista, sintonizando con las sociedades que disfrutaban de casi dos décadas del Estado del bienestar cuando fueron sorprendidas por la llegada de la crisis de los setenta. Diferencia en el desarrollo con las sociedades europeas que los nuevos gobiernos de la democracia tratarían de reducir haciéndola compatible con el ejercicio de las libertades. Fue un mérito colectivo, indiscutiblemente, pero en el que, a diferencia de otros tiempos, los sectores laboriosos e imaginativos tendieron a imponerse a los retardatarios, beneficiándose casi por vez primera de las nuevas oportunidades que el sistema democrático les garantizaba. Y ello a pesar de que los Gobiernos socialistas se retraerían a la hora de llevar a cabo un programa de "reformismo fuerte", tal como esperaba un elevado porcentaje de sus votantes de 1982.


  


  2.1. Transformación demográfica


  A diferencia de lo ocurrido en el plano político, la población española sí experimentará una rotunda ruptura en las décadas finales del siglo. Pero conviene recordar que el inicio de la "transición" demográfica española se anticiparía en una década a la política, al detectarse a mediados de los sesenta, de forma simultánea, tanto el descenso de la mortalidad como del número de nacimientos, arrancando desde entonces el conocido proceso de "menos españoles y más viejos", que ininterrumpidamente progresará en la demografía española durante el último cuarto de siglo.


  El descenso en casi dos tercios de la tasa anual acumulativa de crecimiento entre 1970 y 1990 hizo que la población española no rebasara los más de cinco millones esperados - se pasaría de 34 a 38,8-, casi un millón menos que el registrado entre 1950 y 1970, las dos décadas anteriores, y que debiera esperarse a 1999 - también frente a fallidas previsiones de crecimiento anticipadas - para que, al fin, el país alcanzara los cuarenta millones de habitantes, la cifra soñada por el populacionismo franquista anunciada incluso por el propio dictador apenas concluida la Guerra Civil.


  La clave explicativa no ha sido otra que el sorprendente descenso de la tasa de natalidad al pasar de 2,8 hijos por mujer en 1975 - en 1900 era de 4,75 - a 1,2 en 1990 y a la aún más preocupante de 1,07 en 1999, cuando el promedio de reposición es de 2,1 hijos por mujer en edad fértil (de 15 a 49 años). Presencia, además de todo un repertorio de otros indicadores que antes de concluir el siglo XX llevarán a presentar España como el país de menor índice de natalidad a escala mundial.


  Tan singular comportamiento encuentra explicación en el otro rasgo rupturista que protagoniza la "revolución silenciosa de las mujeres" del reiterado último cuarto del siglo XX: su irrupción en el mercado laboral y su permanencia en él tras contraer matrimonio o vivir establemente en pareja, pese a la probada discriminación de que ha sido objeto respecto de los hombres en la inferior retribución percibida por desempeñar trabajos equivalentes. Los condicionamientos histórico-culturales comunes al caso italiano, el segundo país después de España en la baja natalidad, que rigen los planes de vida de la pareja mediterránea, de no plantearse tener descendencia antes de tener trabajo ambos, concluir los estudios y disponer de vivienda explican este e imprevisto fenómeno de masas presente al finalizar el siglo, en opinión de expertos de aquella procedencia (Livi Bacci, El País 10-2-2000)


  Pero si la tasa de natalidad descendió hasta llegar en 1981 a no tener garantizado el reemplazo, en absoluto contribuiría a la futura "falta de brazos" la mortalidad infantil, dado que en este apartado la tasa alcanzará los mínimos del siglo, el 7%o, situándose también entre las más bajas del mundo. Una afortunada circunstancia que inducirá al incremento de la esperanza de vida hasta el punto de duplicarse la edad de la misma a lo largo del siglo XX; y a que a finales de 1999, el 16% de la población, nada menos que 6,5 millones de españoles, superara los sesenta y cinco años de edad, y más de un millón de ellos rebasaría los ochenta (El País, 4-12-1999).


  


  Así pues, un país con menos niños y muchísimos más ancianos que en el pasado. Y con mayores desequilibrios aun respecto a la distribución espacial; el reparto ha devenido tan desigual que más del 40% de la población ha llegado a concentrarse en el 3% del territorio en el que se hallan emplazadas las ciudades con más de cien mil habitantes. Explosión de un acelerado proceso de urbanización cuyas raíces se hunden en la década central del siglo, con el masivo éxodo rural primero y emigración europea después, desembocando en los nuevos tipos de movimientos migratorios que se registraron a partir de los ochenta, a saber: a) los laborales de ámbito interregional determinados por el acceso a mayores niveles de renta o, contrariamente, provocados por el desempleo; b) los de carácter residencial derivados del incesante encarecimiento de la vivienda y/o mejora de la calidad de vida, y c) las incipientes migraciones de ocio, temporales o definitivas, motivadas por el alargamiento de la esperanza de vida, siendo los archipiélagos balear y canario, así como las costas alicantinas y malagueñas, los destinos más demandados por estas últimas corrientes (Puyol, 1997 y 2001).


  Resta por aludir al fenómeno inmigratorio que, en la última década del siglo, en sintonía con el comienzo del neoliberalismo y la posterior caída del Muro de Berlín, evidenciará el último episodio demográfico al pasar España de haber sido país emisor de mano de obra a la Europa industrializada, a ser comunidad receptora de trabajadores extranjeros a causa de la plena integración en la Unión Europea y a la posterior superación de la crisis económica.


  De ahí que será en la última década del siglo, y no con anterioridad, cuando prácticamente se triplique la cifra de residentes extranjeros legalizados, llegando en 1999 a superar los ochocientos mil (El País, 14-8-2000). Aun sin alcanzarse las cifras de los países comunitarios más industrializados, la promulgación en 1985 de la Ley de Extranjería permitió conocer que, efectivamente, al finalizar el siglo casi la mitad del colectivo de extranjeros residentes era de procedencia ultrapirenaica, sobresaliendo la aportación de los países de la Unión Europea. El resto de los inmigrados procederán de América Latina, de los países andinos y del Caribe, principalmente, aunque también de Asia (China y Filipinas) y de África, destacando la presencia de mano de obra marroquí por aportar el 80% del total de aquella procedencia. Empleados estos últimos como asalariados en la creciente agricultura de exportación del sudeste mediterráneo. En la zona almeriense de El Ejido tendría lugar en el año 2000 la que ha sido registrada, tal como se aludió al final de la primera parte, como primera explosión racista contemporánea en España desde la expulsión de los moriscos decretada a comienzos del siglo XVII por el rey Felipe III.


  


  Un tipo de conflicto ausente durante décadas, en cambio, en los enclaves turísticos de masas de Baleares y Canarias, así como en Madrid, donde residirá la mayoría de los extranjeros procedentes de la Unión Europea, acogiendo la capital, además, el mayor número de empleadas domésticas de procedencia latinoamericana y filipina (De Miguel Castaño, 2000).


  2.2. Estructura ocupacional y de clases


  Los cambios demográficos y el trepidante desarrollo del sector servicios han contribuido en forma decisiva a configurar la España de finales del siglo XX como una sociedad capitalista desarrollada, pese al prolongado anacronismo de las estructuras agrarias y la relativa modestia de su equipamiento industrial, acumulado entre los comienzos de la revolución liberal y el final de la dictadura franquista. Y a la superación del sector secundario por el terciario en el último cuarto de siglo en cuanto a las cifras de población activa al pasar la industria de representar el 37,4 en 1970 al 33,1% en 1986, mientras el terciario aumentaba nada menos que en catorce puntos, pasando del 37,8 al 51,7% en las misma fechas citadas (E Hernández, 1990).


  Entre 1970 y 1990, por ejemplo, mientras la población activa agraria y la empleada en las fuerzas armadas se reducía a la mitad, se duplicaba la cifra de los profesionales y técnicos, así como la de los empleados del sector de hostelería; y en otro de más reciente aparición, el de la seguridad privada de personas e inmuebles, que se acercaba a los cien mil efectivos al finalizar el siglo.


  Aceleradas transformaciones que no han evitado sin embargo que los asalariados de los tres sectores clásicos de la actividad económica hayan seguido creciendo ininterrumpidamente desde la década del sesenta, permaneciendo al finalizar el siglo como los más numerosos de la sociedad, al representar el 78,4% de los ocupados según la Encuesta de Población Activa de 1999.


  Junto a este indicador clave, el último cuarto de siglo también contemplará el incremento del censo de los pequeños propietarios. Principalmente porque a los trabajadores autónomos supervivientes del pasado inmediato en los sectores agrario, comercial e industrial se vino añadiendo el más urbano aún de las nuevas clases medias, nutrido de profesionales liberales, de técnicos, de empleados de oficina y otros.


  Aporte significativo éste al conjunto de la población activa, en la medida que el sector primario apenas rebasaba el 8% en 1995, descendiendo a menos de un millón cinco años después, cuando la población ocupada en ese año 2000 casi alcanzaba los quince millones. Durante el mismo período, el sector secundario se estancaba y el terciario continuaba incrementándose hasta representar la mitad de la población activa.


  


  No obstante, el crecimiento numérico y la mayor diversificación profesional, durante el último cuarto de siglo la pequeña burguesía convencional reducirá su tamaño e influencia, al tiempo que crecerá la siempre desproporcionada cifra de propietarios y no propietarios, evidenciada desde los comienzos del Estado liberal. Y durante el mismo período se acusará aún más el contraste entre el reducido número (5%) de individuos pertenecientes a las distintas fracciones de la, históricamente controvertida, alta burguesía española - industrial, financiera, agraria y la más reciente de los servicios- y el bloque de los asalariados anteriormente citado, constituido por obreros, empleados y funcionarios de las distintas administraciones del Estado de las Autonomías. El estatus socioeconómico de una amplia y calculada muestra, elaborada por el CIS en el año 2000 para la realización de una encuesta sobre la memoria del franquismo y la democracia al cumplirse los veinticinco años de la muerte de Franco, contemplaba el siguiente espectro social: el 14,1% pertenecía a la clase alta y media alta, el 34,9% a las clases medias (viejas y nuevas) y el 50,9% a la de los obreros cualificados y no cualificados (Moral, 2000).


  En cualquier caso, la incrementada estratificación social no alterará sustancialmente en el último cuarto de siglo la rígida estructura social dominada por la minoría de los grandes propietarios del capital financiero sobre los medianos y pequeños ahorradores que al finalizar el siglo rondarían el millón. Por debajo de éstos, los varios millones de asalariados con (y sobre todo sin) conciencia política de clase.


  Persistirán también bajo la democracia las diferencias entre empresarios y asalariados respecto a la contribución fiscal al Estado de unos y otros, ya que, según los datos sobre la declaración de la renta de las personas físicas (IRPF) del año 1998, la partida salarial aportaba el 83,5% del total de la recaudación a las arcas del Estado, mientras que el resto la aportaban los "empobrecidos" empresarios - entre los que se encontraban las influyentes 200 familias de viejos y nuevos ricos-, muy atentos al acúmulo de desgravaciones fiscales hasta rozar el fraude consentido primero por los Gobiernos socialistas y después por el primer Gobierno del Partido Popular U.Leguina, El País, 3-11-2000).


  En fin, una estructura social y ocupacional propia de un país situado no en la periferiadel capitalismo, sino en el borde del núcleo central del sistema mundial de libre mercado, donde la modernidad de su desarrollo coexiste con zonas de acusado retraso, como lo prueba la inclusión de nueve Comu nidades Autónomas, de las 17 que integran el Estado, entre las clasificadas aún como regiones prioritarias merecedoras de ayuda por parte de la Unión Europea a comienzos de los años noventa (Fernández de Castro, 1991).


  


  2.3. Desempleo, precariedad laboral y desigualdad social


  Han sido justamente estas tres realidades, junto a la más fluctuante actividad del terrorismo, las mayores lacras sociales heredadas de la dictadura que ninguno de los Gobiernos de la transición y la democracia fueron capaces de erradicar antes del siglo XXI.


  De entre ellas, el desempleo acapararía el protagonismo cotidiano, el de mayor incidencia entre la población y mayor preocupación en los gobiernos, a excepción del último del siglo, el del PP, en el que durante algún tiempo competiría con la ofensiva terrorista. Pero, en cualquier caso, a diferencia de la precariedad en el trabajo, por la novedad que supuso, y de la intemporalidad de la desigualdad, el moderno desempleo figuraría como el problema más específico de las dos últimas décadas del siglo. No antes, pese a que su origen se remonta al impacto de la crisis económica mundial de los setenta sobre el sistema productivo tardofranquista, situado aún en el trance de precisar demanda interna e inversiones exteriores para crecer y competir internacionalmente.


  De ahí la incidencia en el nuevo capitalismo democrático de la reducción de las remesas enviadas por los emigrantes, del obligado retorno de éstos, estimados entonces en una cifra cercana a los dos millones, y de la disminución de la entrada de divisas por turismo procedentes de los países de la misma Europa próspera, al verse ésta inmersa también en la crisis. Es importante recordar, además, que a los factores citados se sumará, en una secuencia cronológica y política posterior, la ruptura de los diques culturales que restringían el trabajo no doméstico de las mujeres y la llegada al mercado laboral en los ochenta de la cohorte generacional más voluminosa del siglo, la de los nacidos en la década de los sesenta. La confluencia de todo ello llevará a que en algunas regiones como Andalucía y Extremadura, las más perjudicadas, la cifra de parados llegará a representar la cuarta parte de la población activa.


  La precariedad laboral masiva, en cambio, constituirá una auténtica novedad en la historia española del mercado de trabajo. Curiosamente, su aparición coincidirá con la llegada al poder del Partido Socialista, cuya política, parcialmente respaldada por los sindicatos, permitirá a la patronal disponer de medidas legales para la contratación temporal con la finalidad de reducir, o al menos frenar, el creciente desempleo. Constituirá, pues, un problema ligado a la solución de la crisis, abordado desde la perspectiva neoliberal, iniciada con la reconversión industrial y el comienzo de privatización de las empresas públicas heredadas del nacionalismo económico franquista.


  


  El resultado de la convergencia de ambos fenómenos, desempleo y precariedad, acabará implicando a millones de personas obligadas a vivir durante algún tiempo en la nueva democracia política con privaciones económicas que muchos no recordaban haber sufrido en la última fase de la dictadura. El número de desempleados evolucionará desde una cifra supuestamente inferior a los doscientos mil individuos en 1975 - conviene advertir sobre la escasa fiabilidad de las estadísticas del régimen franquista - a superar holgadamente los tres millones en los primeros noventa, una vez concluida la bonanza de la segunda mitad de la década anterior.


  Los inicios del dramático "despegue", esto es, de la curva ascendente del desempleo, se situaron en torno a 1980 tras el golpe producido por la segunda crisis del petróleo del año anterior, durante el segundo Gobierno de Adolfo Suárez coincidiendo con la aprobación del Estatuto de los Trabajadores en el que, entre otras novedades, se retrasaba en dos años el comienzo de la edad laboral al pasar de los catorce a los dieciséis años.


  Pero las altísimas cifras de desempleados permanecerán tan rígidas que hubo de esperarse hasta el mes de julio de 2000, es decir, cinco años después de iniciado el último ciclo económico expansivo, para que su número, sin dejar de ser preocupante, retrocediera al registrado veinte años atrás. Lográndose entonces, por vez primera, que la tasa española de desempleo (13,97%), aun siendo la más elevada, ya no duplicara escandalosamente la del promedio de los países de la Unión Europea desde el ingreso de España en ella en 1986 (Eurostat, 2000).


  Mujeres, jóvenes y mayores "de larga duración" serán, por este orden, las principales víctimas del desempleo. Prácticamente los mismos sectores de población y categorías sociales que también sufrirán el empleo precario legalizado desde 1984, como se acaba de indicar, para incentivar al empresariado a la creación de nuevos puestos de trabajo. Unos años después, los precarios o eventuales superarían muy holgadamente a los parados, alcanzando más de cuatro millones el número de los vinculados laboralmente a lo que pronto se conocería como "contratos-basura', término éste acuñado por la oposición sindical que se extendería como expresión habitual al resto de la población.


  Una situación que apenas se modificará hasta la llegada al gobierno del Partido Popular, el cual en 1997, en contacto con los sindicatos mayoritarios (CCOO y UGT) y la patronal, impulsará, como en la primera parte se apuntó, un acuerdo para dotar al empleo de más estabilidad que la que hasta ese momento tenía. Consistió en una reforma laboral en toda regla, algo nuevo bajo los gobiernos de la derecha en España, independientemente de que fuera entendida como estrategia de Aznar para atraerse a los sindicatos y epatar al ex presidente Felipe González convencido del anacronismo de los sindicatos. Reforma que, sin embargo, sólo surtirá efectos moderados en el mercado de trabajo al finalizar el siglo cuando todavía, según la Encuesta de Población Activa del INE del último trimestre del año 1999, había nada menos que 3.700.000 trabajadores precarios y 700.000 contratados forzosos a tiempo parcial, cifras que representaban más de la tercera parte del conjunto salarial existente en ese año.


  


  Así pues, singular y cambiante mercado laboral en España, que pasó durante el último cuarto de siglo de ser el más reglado e intervencionista de la Europa capitalista a situarse entre los más flexibles. Y sobre todo problemático, pese a la mejora de las perspectivas en la ocupación cuando concluía el siglo, ya que la tasa de actividad laboral de las mujeres pasó del 28,3% del inicio de la transición al 38,4% en 1999, mientras que la de los hombres descendía en siete puntos, pasando en los mismos años del 76% al 69%.


  En cambio, la cobertura del subsidio de desempleo, de la que se beneficiaron sólo aquellos que habían generado el derecho a percibirlo por haber previamente cotizado un determinado período temporal, oscilará entre el 26,8% y el 53% desde el comienzo de la transición al tercer Gobierno del PSOE; se reducirá durante el tercero a la mitad de los más de tres millones de parados y, en 1999, en el primero del PP, a la tercera parte de los dos y medio. En resumen, indicadores que mostraban el descenso del paro legal pero no el encubierto, es decir, el de quienes deseando trabajar desistieron de hacerlo, como fue el caso de colectivos sociales tan amplios como el de las "amas de casa', cifrado en más de dos millones de personas, mientras persistía la economía sumergida con cifras de operarios muy difíciles de cuantificar hasta que, en 1992, la OCDE la estimó entre el cuatro y el seis por ciento de la tasa oficial de parados.


  Las situaciones de desempleo y precariedad, además de ser lógicamente objeto de constante denuncia sindical y preocupación política, lo han sido tambien de especulación y análisis, sobre todo desde que se revelaron fallidos los pronósticos de los setenta que relacionaron el incremento del paro con la aparición de estallidos de protesta de masas, susceptibles de cuestionar el orden establecido en comunidades de insuficiente cobertura protectora del desempleo. Era éste el caso de la española hasta que en la década de los ochenta los Gobiernos del Partido Socialista lo trataron de paliar, lográndolo sólo parcialmente, tal y como se acaba de resumir.


  Sin embargo, en absoluto se registrarían disturbios que hicieran peligrar el sistema socioeconómico capitalista gestionado con el conocido respeto de partido socialdemócrata por el PSOE entre 1982 y 1996, pese a rebasarse holgadamente el 10% de parados y convertirse en fenómeno de larga dura ción, en estructural sobredimensionado para el período; no en mero "ejército de reserva', en términos de Marx, mano de obra coyuntural a efectos de regulaciones salariales.


  


  Carentes de recursos y, probablemente, de otras capacidades, los sindicatos apenas tuvieron influencia social y política para tratar de organizar al problemático sector de los parados. Ni tampoco surgieron, a diferencia de lo ocurrido en la Francia de los noventa, movilizaciones contra los gobiernos por parte de los "sin trabajo" y los "sin casa", agitación de grupos emergentes que, quizá con cierta precipitación, se entendieron como primeras "huelgas de vanguardia" en el contexto internacional de un movimiento obrero volcado en la defensa del salario y el empleo (A.Tourain, El País, 12-2-1997).


  Y ello pese a que se congelaron presupuestos y se redujo la protección al desempleo, al hilo del plan de privatizaciones del Partido Popular en el que colaboraría la patronal globalizadora según el Informe del Círculo de Empresarios en febrero del año 2000, con la finalidad de liberar recursos del Estado para fomentar el ahorro, la inversión y la creación de nuevo empleo.


  A juzgar por los múltiples estudios realizados, la clave de la supervivencia y la pasividad de parados y precarios en la última década del siglo obedecerá, en particular, a la irrupción en la escena del mercado de trabajo de una institución secular con la que no se había contado: la familia, en tanto que agente asistencial de primer rango en beneficio de los desempleados, antes y después de haber desempeñado un puesto de trabajo.


  Según los datos conocidos al final del siglo, la estructura familiar española se reveló, a estos efectos, enormemente resistente a los cambios. Permitiría, por ejemplo, que sólo uno de cada diez desempleados viviera en una familia sin ingresos, y que la permanencia en la casa de los padres de los jóvenes comprendidos entre 25 y 29 años se incrementara del 49 al 62% entre 1987 y 1996; indiscutiblemente la tasa más alta de la Unión Europea, ya que la media de ésta era del 32% en la última de las fechas citadas (Eurostat, 1999).


  Significativos datos que en el último año del siglo XX completaría la encuesta del Instituto de la juventud realizada a casi nueve millones de jóvenes comprendidos entre 15 y 29 años. Según esta información, la edad promedio para irse de la casa de padres o familiares era de 26 años; sólo uno de cada cinco vivía en pareja, pero en cambio uno de cada dos tenía experiencia laboral, en la que figuraba haber conocido nada menos que tres o más trabajos remunerados, aunque uno de cada diez había pasado por más de seis (Juventud, 2000).


  Junto al "colchón familiar" amortiguador de las desdichas del desempleo y la precariedad laboral, la actitud predominante de este problemático colectivo hacia las organizaciones sociales y políticas defensoras de los intereses de la clase de los asalariados, en absoluto sería correspondida cuando ocasionalmente les fue planteada.


  


  En el largo ciclo defensivo en que se encontraron inmersas las organizaciones sindicales priorizando la defensa del empleo, parados y precarios, sobre todo los más jóvenes, reaccionarán alejándose de ellas, "pasando de los rollos" sindical y electoral, según la jerga coloquial de los más jóvenes acuñada en los años del fin de siglo. La crisis y su correlato estratégico defensivo se prolongaría el tiempo suficiente para que en el horizonte vital de los jóvenes "pasotas", en lugar de una paulatina toma de conciencia de clase arraigara más bien una exacerbada competitividad en la esfera laboral; individualismo determinado tanto por la búqueda de empleo como por el deseo de permanencia en el mismo. Actitudes que además de significar la mayor ruptura histórica con las solidarias tradiciones obreras en los centros de trabajo, impregnaron de transitoriedad el resto de las relaciones sociales y personales de los precarios y desempleados.


  La deriva de la citada ruptura provocada por la inestabilidad laboral llegó a ser de tal gravedad que, por vez primera en la historia del trabajo en España, la franja juvenil más numerosa de la clase de los asalariados renunciaba a la planificación profesional y personal, y se volcaba resueltamente en la inmediatez, en vivir el presente cotidiano, a veces hasta el agotamiento.


  Estrechamente relacionado con las carencias y limitaciones sociolaborales, la reforma fiscal y el modesto Estado social construido durante el período socialista y preservado casi en su totalidad durante el primer Gobierno del PP no han logrado que la desigualdad social remitiera en la España del último cuarto de siglo. Más bien ha ocurrido lo contrario, contribuyendo a ello el estiramiento del abanico salarial de los empleados, hasta el punto de que al final del siglo era superior a 30 la ratio entre las remuneraciones de los más altos responsables de empresa y los de menor salario. Evolución que ha llevado a que la desigualdad, tras disminuir en la década de los setenta, volviera a crecer en los ochenta, siendo bajo los dos primeros Gobiernos socialistas cuando el 20% de la población más acomodada mostraba todo su poderío al concentrar el 61,4% de los bienes y derechos declarados (Navarro Botella, 1991).


  El resultado en el umbral del siglo XXI no podía ser otro que el que las estadísticas globales arrojaron: nada menos que casi ocho millones de pobres - uno de cada cinco habitantes - según el informe conjunto de Cáritas Española y la Fundación Foessa de 1996; el mismo año en que España figuraba en el noveno lugar del mundo según el PNB. Unos años después, en el comienzo del siglo XXI, la tasa de pobreza sólo había descendido en un punto ya que, según los datos de la Comisión Europea, el 19% de la población española (el 18% era la media europea) vivía en la pobreza al considerar que sus ingresos eran inferiores al 60% de la media del país. Niños, jóve nes, inmigrantes, parados de larga duración y discapacitados eran los grupos afectados (El País, 19-9-2001).


  


  2.4. Los sindicatos mayoritarios


  La recuperación de la libre sindicación obrera tras cuarenta años de sujección obligatoria a la estructura del verticalismo franquista, la también conocida como "camisa de fuerza" impuesta a los asalariados por el régimen de partido único, significó una conquista tan sustancial para la democracia como subestimada por los cronistas, volcados más bien en los episodios de la reforma política. Máxime sabiendo, como en la primera parte se indicó, que fue su actuación la causante del fracaso del continuismo franquista a nivel político general, y de los reformistas que, en la esfera laboral, ensayaron sin éxito trasplantar el Vertical a la pluralidad sindical de la nueva democracia.


  Efectivamente, la pretensión del falangista Rodolfo Martín Villa de hacer un hueco en la democracia al sindicato franquista, previa separación orgánica de trabajadores y empresarios, sería rechazada de plano por todos los sindicatos democráticos, CCOO, USO y UGT, principalmente, en un momento en que ni siquiera la mayoría de la patronal se mostraba entusiasmada por el proyecto. Pero, en marzo de 1977, la vetusta Central Nacional Sindicalista sería literalmente desmantelada por el primer Gobierno de un Adolfo Suárez resignado a que la nueva coalición de UCD que él presidía, a diferencia del PCE-PSUC y el PSOE, no pudiera beneficiarse de la ventaja que suponía disponer de un sindicato ideológicamente afín que funcionara como correa de transmisión del nuevo partido centrista.


  Hubo, pues, ruptura sindical, que no reforma, en el marco de la transición política por transformación. Una circunstancia a la que no fue ajena la movilización laboral causante como ninguna otra, según se acaba de indicar, de haber provocado mayor desgaste en la estructura del vertical por las huelgas obreras que las acciones de masas de los partidos y de otros movimientos sociales en el resto de los aparatos del Estado franquista, tanto antes como inmediatamente después de la muerte del dictador.


  De hecho, las últimas elecciones sindicales celebradas bajo el Franquismo entre los comienzos de la primavera y finales del otoño del año 1975 dejarían al sindicalismo vertical prácticamente inservible, a juzgar por el éxito obtenido en ellas por las candidaturas de Comisiones Obreras en especial. Fue el momento en que la estrategia de la ruptura preconizada por la oposición - en especial la de la Junta Democrática dirigida por el Partido Comunista - contaría con el máximo respaldo.


  


  2.4.1. El comienzo de los nuevos tiempos (1976-1980)


  Iniciada de hecho antes que la política, pero en términos legales concluida un par de semanas después de la legalización del PCE, la transición sindical arrancará formalmente semanas después de la muerte del dictador con el Manifiesto por la Unidad postulado por Comisiones Obreras en el agitado enero de 1976. Un documento en el que la dirección de este "movimiento sociopolítico" - con una dirección tan cercana al Partido Comunista de España que su máximo dirigente Marcelino Camacho no negaría su pertenencia al mismo en los interrogatorios ante la policía franquista - planteaba llegada la hora de poner en pie una fórmula inédita hasta entonces, un sindicalismo de clase pero unitario y naturalmente democrático, en el que las minorías gozarían de representación, se garantizaría la autonomía respecto de los partidos, planeando además la obtención, a través de él, no sólo de objetivos laborales y sociales, sino también políticos.


  Tal estrategia sindical había sido formulada a mediados de los años sesenta para actuar contra el régimen de Franco y madurada desde entonces a través de múltiples experiencias acumuladas a lo largo y ancho de la España industrial, desde las huelgas mineras de Asturias iniciadas en 1962, sin apenas influencia del consejismo obrero como a veces se ha especulado, ni de la Intersindical portuguesa durante la Revolución de los Claveles de 1974.


  En 1976, sin embargo, la propuesta unitaria de CCOO sería rechazada de plano por la Unión General de Trabajadores en su XXX congreso celebrado a mediados de abril de 1976 en Madrid con autorización del Gobierno de Arias Navarro, el primero de los celebrados en España desde 1936, como en la primera parte se indicó. Congreso formalmente camuflado como "Jornadas de Estudio" al que, sin embargo, asistió una enormidad de delegados, nada menos que setecientos, en representación de sólo siete mil trabajadores afiliados entonces al sindicato socialista, sumados los procedentes de la emigración y los del interior. También lo hicieron importantes personalidades europeas, entre las que destacará la representación de la socialdemocracia alemana. Un congreso en el que, como era previsible, los ugetistas se pronunciarían a favor de la pluralidad sindical y no de la unidad que CCOO pretendía.


  Comprensible reacción hostil a CCOO por el sindicato socialista, inmerso todavía en el contexto de la Guerra Fría, tanto por responder a la tradición interrumpida en la Guerra Civil como por evitar ser engullida por unas Comisiones Obreras que ya entonces contaban con el respaldo de más de un millón de trabajadores, según el número de bonos vendidos entre los simpatizantes durante las semanas siguientes. Efectivos éstos que en su gran mayoría se implicaron en las famosas huelgas del invierno de 1976 que deja ron maltrecho el proyecto continuista del tándem Arias-Fraga, como se resumió en la primera parte, brindando al monarca la opción de impulsar el cambio democrático.


  


  La negativa de UGT a la propuesta unitaria de Comisiones no sólo sería respaldada por el PSOE y la Internacional Socialista, sino también - dato que no debe subestimarse - por el propio Gobierno de Arias, tal como testimoniará su ministro, el citado Rodolfo Martín Villa en sus memorias (1984: 32-33). El citado rechazo de la UGT a la unidad llevaría finalmente a la organización estatal de CCOO a su reconversión en una nueva confederación sindical, tras la caída de Arias Navarro, en la Asamblea de Barcelona celebrada a finales de julio de 1976, debiendo ser preparada aún de forma clandestina.


  En cualquier caso, una vez legalizadas las Comisiones a finales de abril de 1977, el nuevo mapa del sindicalismo de clase en España será plural, naturalmente, aunque mayoritariamente protagonizado por CCOO y UGT. Junto a ellos, otros dos sindicatos minoritarios de ámbito estatal, como la Unión Sindical Obrera (USO) - nacida también bajo el franquismo a comienzos de los sesenta y vinculada en sus orígenes a las instituciones del apostolado seglar de la Iglesia Católica, pero de signo autogestionario y alérgica a la colaboración con los partidos, incluidos los de clase - y la Confederación Nacional del Trabajo, CNT Durante un breve período también se legalizarán dos escisiones de CCOO, la Confederación de Sindicatos Unitarios de Trabajadores (CSUT) y el Sindicato Unitario (SU).


  No desaparecería la CNT, la histórica central tanto tiempo asociada al anarcosindicalismo que sería recibida por sus simpatizantes en loor de multitudes en Barcelona y Madrid al recobrarse las libertades. Bienvenida que, sin embargo, serviría para poner al descubierto la mortal incidencia en ella de los cambios registrados en España durante el largo exilio, entre la vieja guardia depositaria de los valores sindicalistas y los jóvenes ácratas nacidos y crecidos bajo el franquismo, militantes del nuevo anarquismo más interesados entonces en transgredir la incipiente democracia - reivindicando el amor libre, la legalización del consumo de drogas y la provocación estética - que en incorporarse a la más prosaica lucha contra la explotación en las fábricas y contra el nuevo Estado en la perspectiva, más lejana e incierta aún que en el pasado, de la utopía libertaria. Constituyó aquella celebración un desencuentro generacional de proporciones tan gigantescas que apenas daría lugar después a una modesta reaparición de la CNT, caricatura de sí misma, con escasos seguidores que la relegarán a contar con efectivos influyentes sólo en sectores laborales muy restringidos. Atrás quedaba, pero no totalmente olvidado, el "cincopuntismo", el plan que llevó en diciembre de 1965 a un grupo de veteranos cenetistas del interior a colaborar con la burocracia del Sindicato Vertical - interesados ambos, franquistas y anarquistas, en frenar la dinámica ascendente de CCOO - que llevaría a la CNT prácticamente a la tumba mucho tiempo antes de que la dictadura entrara en crisis. En 1968 desaparecía la endeble organización clandestina y, cuando llegó la transición, se encontraría sin los recursos con que ya contaba CCOO y sin las ayudas externas que a la UGT le venía prestando la socialdemocracia europea y la Internacional Socialista (Herrerín López, 2000).


  


  Mientras tanto, los dos sindicatos llamados a ser los mayoritarios - CCOO ya lo era de hecho cuando fallecía el dictador, y la UGT llegaría pronto a serlo con la ayuda internacional y de los primeros Gobiernos de la monarquía de Juan Carlos 1- tratarán de clarificar y robustecer sus respectivos modelos de funcionamiento. Antes incluso de la regulación del derecho de Asociación Sindical del 1 de abril de 1977 para trabajadores y empresarios, la UGT adaptaba su matriz histórica al nuevo escenario empresarial: pluralidad y libertad de sindicación, primacía a las secciones sindicales en las fábricas y vinculación con el PSOE y las juventudes del partido para reanudar en la España democrática la política en común de la familia socialista. En cambio, CCOO, obligada a su pesar - a causa de la adquisición por Adolfo Suárez de la iniciativa del cambio tras la caída de Arias Navarro - a transformarse en confederación sindical, como se acaba de indicar, después de más de una década de actuar como movimiento sociopolítico clandestino, a primar la democracia asamblearia en los centros de trabajo y el comité de empresa frente a la sección sindical, y a retrasar la autonomía del sindicato respecto del Partido Comunista de España hasta el momento en que éste sufra el revés electoral, en octubre de 1982; unos años antes del divorcio entre la UGT y el PSOE, como se vio en la primera parte.


  La pronta consideración subalterna asignada a UGT y CCOO por las cúpulas de los partidos socialista y comunista, respectivamente, no impedirá sin embargo que los sindicatos alcancen notorios protagonismos en la esfera laboral, favoreciendo el cambio democrático, más allá del zarpazo que CCOO dio al Gobierno de Arias Navarro y de la radicalización salarial de los primeros tiempos, conformándose al menos como modestos agentes de estabilidad política, al renunciar después de los Pactos de la Moncloa al mantenimiento del poder adquisitivo a ultranza en un tiempo de inflación galopante.


  Compromiso de los sindicatos en su conjunto con la incipiente democracia que, una vez superado el pánico, permitiría a los empresarios recuperar, en el marco de la paz social garantizada, los excedentes de capital perdidos a consecuencia de la crisis y del último "trienio bolchevique" (1974-1977) del movimiento obrero español. Y que Marcelino Camacho, entonces casi mítico líder de CCOO, se atreviera a declarar, basándose en la autoridad moral que le daba figurar entre los obreros más perseguidos por la dictadu ra que se salvaron de la ejecución, que "lo fundamental, hoy, es asegurar el pan y la libertad", al órgano de prensa de la nueva Confederación Sindical que dirigía (Gaceta de Derecho Social, 78: 66).


  


  Drástico cambio de escenario, económico y político, que llevará a los sindicatos a defender planes de austeridad, observándose cómo dirigentes y cuadros sindicales, de CCOO en particular, que en el pasado inmediato se habían arriesgado padeciendo persecución y prisión, apenas celebradas las primera elecciones democráticas se vieron en la necesidad de realizar ingratas tareas de contención reivindicativa en centros de trabajo, llegando al punto de soportar insultos y presenciar roturas de carnés de los operarios más radicalizados salarialmente en el transcurso de las negociaciones de algunos convenios colectivos que siguieron a la firma de los acuerdos de la Moncloa. De ahí que el texto constitucional aprobado un año después de aquellos pactos, que les obligarían a algunos sindicalistas a actuar de "bomberos", compensara a los sindicatos reconociéndolos como "organismos básicos del sistema político". Aribuyéndoles la posibilidad de asesorar y colaborar en asuntos de interés para el país a través del Consejo Económico y Social, entidad que sin embargo no se crearía hasta 1991 por interferencias de la patronal.


  Tras la contribución a la llegada pacífica de la democracia, otras tareas como la captación de afiliados, la celebración de elecciones sindicales y la organización de congresos concentrarán la actividad de los principales sindicatos hasta la aprobación en marzo de 1980 del Estatuto de los Trabajadores. Documento éste acordado, en sus grandes líneas, entre la UGT y la CEOE tras la firma por ambas organizaciones del Acuerdo Básico Interconfederal de 1979, el primero de la concertación tras los Pactos de la Moncloa, al que CCOO no se adhirió.


  Con respecto a la afiliación, la gran sorpresa de la transición la ofrecerá la UGT al pasar de los apenas siete mil afiliados de 1976 al millón trescientos mil en octubre de 1977. Espectacular despegue que llevaría después a la central socialista a rozar los dos millones en mayo de 1978, una vez incorporados los 355.000 procedentes de la USO, tras la escisión en ésta que encabezaría el dirigente de aquella central minoritaria, José María Zufiaur. Por su parte, CCOO también se aproximaría numéricamente a la UGT al registrar, sin apenas ayudas externas, 1.840.000 afiliaciones en junio de 1978, fecha en la que celebraría su congreso fundacional en plena libertad. Si a la afiliación de los sindicatos mayoritarios se sumaban los aportados por los minoritarios, la cifra rebasaría con holgura los cuatro millones, lo que venía a representar el 33-35% del conjunto salarial, superando a Francia y situándose en una tasa cercana a la media de los países europeos de más arraigada tradición sindical en las dos décadas posteriores a la Segunda Guerra Mundial.


  


  En cuanto a la novedad que para el nuevo sistema significó la puesta en marcha de elecciones sindicales, modalidad establecida en 1978 con la finalidad de conocer, dado el modelo sindical implantado, la representatividad real de las distintas siglas entre la población asalariada requerida por la administración estatal y los empresarios, las primeras que se celebraron dieron la mayoría holgada a CCOO, al obtener el 34,5% de los votos, seguida por la UGT (21,6%), figurando a mayor distancia varias candidaturas presentadas como independientes (12,3%) y USO (3,7%). Indirectamente, los resultados aportaron otra novedad: por vez primera en España un sindicato influenciado y de hecho controlado por el Partido Comunista desplazaba, en las preferencias de los trabajadores, a los predominantes hasta la Guerra Civil de obediencia socialista y anarquista. De ahí que no resultara extraña la temprana satanización de CCOO por parte de la coordinadora nacional de la patronal emergente, la Confederación Española de Organizaciones Empresariales, CEOE, cuando su primer presidente, el catalán Carlos Ferrer Salat, alertaba sobre el peligro que aquélla significaba a finales de 1979: "0 se firma el acuerdo-marco" - refiriéndose al que se firmaría en enero de 1980, el AMI, que actualizó la negociación colectiva y reconoció los derechos sindicales en la empresa - "o nos cargamos a la UGT por la incapacidad de resistir, como CCOO, una lucha convenio a convenio" (Informaciones, 19-121979). Acuerdo Marco Interconfederal que, efectivamente, firmaría la CEOE con UGT y el Gobierno, pero al que no se sumaría entonces CCOO.


  El comienzo de la concertación sindical coincidirá con el inicio del retroceso afiliativo de los sindicatos mayoritarios, entre otros motivos porque la citada estrategia hacía aún más innecesaria la cotización al sindicato que la negociación por convenio. Pero al alejamiento obrero de las organizaciones después del auge de 1976-1977 también coadyuvarán otros factores, como la reaparición, una vez concluido el consenso, del clásico discurso antisindical de clase esgrimido ahora por la nueva derecha empresarial tras el reconocimiento constitucional de la economía de mercado. Y el retraso en procurar servicios a los afiliados por parte de las organizaciones sindicales, dificultado por el desinterés de los últimos Gobiernos de la UCD en la devolución del patrimonio sindical, tanto el histórico incautado por la dictadura perteneciente en exclusiva a la UGT y la CNT, como el acumulado durante el régimen de Franco, en el que también tenían su parte CCOO y USO. Finalmente la irrupción del desempleo masivo provocado por la segunda crisis del petróleo a partir de 1979 causará estragos en la adhesión a las organizaciones sindicales.


  Adversidad de la coyuntura económica cuya incidencia en las relaciones laborales no será neutralizada por la entrada en vigor en 1980, según la previsión constitucional, del Estatuto de los Trabajadores, al suponer este importante texto un rearme moral inferior al esperado. Nueva "carta magna" del mundo laboral, en cualquier caso, en la que se contemplaba, además del reconocimiento de los sindicatos en las empresas, como anteriormente se indicó, la figura de los "sindicatos más representativos" - exigencia de un mínimo del 10% en las elecciones generales y de un 15% en cada Comunidad Autónoma-, al objeto de regular su presencia en determinadas instituciones del Estado. También lo eran el derecho a la negociación colectiva sin tutela estatal, primándose el modelo de UGT sobre el de CCOO y abriéndose, a petición de la patronal, la modalidad de contratación temporal restringida hasta entonces, según ley aprobada en 1976 por el Gobierno de Arias Navarro, a situaciones excepcionales y, naturalmente, normativizándose el despido obrero.


  


  La celebración de la segundas elecciones sindicales en otoño de 1980, con el Estatuto de los Trabajadores en vigor, daría nuevamente la victoria a CCOO, aunque más ajustada que en las anteriores, ya que perdía algo más de tres puntos (31% de votantes), mientras que la UGT subía ocho y llegaba al 29%. Unos resultados que se interpretaron en función de la moderación de Comisiones Obreras ante las consecuencias de la crisis de trabajo y del estancamiento del voto obtenido por el PCE en contraste con el ascenso del PSOE en las elecciones generales de 1979. Indicador este último que consolidaba la subordinación de los sindicatos a los partidos, oficializada en los Pactos de la Moncloa y confirmada después en la discusión parlamentaria del Estatuto de los Trabajadores (Pérez Díaz, 1983; M.Redero y T. Pérez Delgado, 1996).


  2.4.2. Del Estatuo de los Trabajadores al Gobierno del Partido Popular (1980-1996)


  Tras dos décadas de familiarización de los trabajadores asalariados con la negociación colectiva, iniciada simbólicamente con la Ley de Convenios Colectivos franquista de 1958, al concluir la transición aquéllos parecían sentirse razonablemente satisfechos con el cambio político, aunque el 72% de los trabajadores según una encuesta realizada en 1980 (Pérez Díaz, 1993) todavía consideraba que los sindicatos debían esforzarse por conseguir el mayor nivel salarial posible - entre 1973 y 1979 crecieron los salarios a un ritmo anual que duplicó la media europea-, a cambio de aumentar la producción. Satisfacción del colectivo salarial que no llevaría a modificar la ya tradicional indiferencia hacia otro tipo de reivindicaciones laborales no salariales: duración de jornada, seguridad en los tajos y mayor remuneración de las mujeres asalariadas, entre otras.


  


  Obsesión economicista, en gran parte derivada de la defectuosa cultura sindical heredada de la dictadura, de las prolongadas, fuertes y variadas privaciones franquistas, que no era entonces el momento adecuado para modificar a corto plazo. Sus secuelas continuarían casi una década, al menos hasta los años inmediatos a la integración en la economía europea, pese al también incipiente disfrute por parte de la franja cualificada de la mano de obra, desde los finales sesenta, de algunas ventajas cercanas a las de la llamada "sociedad de consumo". Perspectivas de mejora paulatina de las condiciones de vida en los niveles individual y familiar que la crisis económica no llegará a modificar sustancialmente. Aspiraciones del ya relativamente amplio sector del conjunto salarial con puesto fijo, que había descubierto las ventajas materiales de la creciente salarización.


  Una encuesta realizada en 1980 sobre una muestra de 1.548 trabajadores de dos centenares de empresas del cinturón industrial de Madrid arrojaba datos del siguiente tenor: el 55,7% disponía de casa propia, el 60,6% de automóvil, más de la tercera parte (el 36,8%) se sentía perteneciente a la clase media; más de la mitad consideraba compatibles los intereses de empresarios y asalariados, y el 16% de ellos confesaba haber votado en las elecciones parlamentarias a Alianza Popular y a la Unión de Centro Democrático, el 39% al PSOE, el 13,44% al PCE y el 2,3% a los partidos de la extrema izquierda. La conclusión no era menos desconcertante: el 35,2% de los obreros creía que la sociedad era plural y no clasista (Tezanos, 1982). Tres encuestas de ámbito estatal realizadas en 1978, 1980 y 1984 arrojarían como resultado el adelgazamiento progresivo de la llamada conciencia de clase obrera, hasta situarse en el 20% en el último de los años citados, frente a un 44% de los asalariados que en esa fecha ya se sentía perteneciente a la clase media (Pérez Díaz, 1993).


  Aunque algunos de los indicadores de la crisis de la conciencia obrera tradicional o, si se prefiere, del "aburguesamiento" de los asalariados no se percibían tan alarmantes en los enclaves históricos de Cataluña, País Vasco y Asturias, sí afectará al conjunto el cambio impuesto por la defensa del empleo, compañera inseparable de la desafiliación sindical hasta mediados de los noventa; período en el que se estima que CCOO y UGT perdieron más de la mitad de los inscritos con que contaban en 1978.


  Así pues, estrategia sindical defensiva que enlazará con la política de concertación del período democrático durante el que se registrarán importantes discrepancias de planteamiento entre UGT y CCOO - mucho menos proclive esta última central a los "acuerdos por arriba" - en particular cuando estaba presente en ellos la patronal CEOE y entendía que los Gobiernos no se implicaban claramente a favor del aludido conjunto salarial. En cualquier caso, la experiencia de los Pactos de la Moncloa de 1977 abrió, como ante riormente se apuntó, la era de la concertación que después se plasmaría, con más o menos fortuna, en cinco nuevos acuerdos entre 1979 y 1984. Auspiciada esta modalidad de negociación centralizada por los dos últimos Gobiernos de UCD y el primero del PSOE, la UGT y la patronal CEOE participarían en todos ellos, pero CCOO solamente en dos.


  


  Tal como se indicó anteriormente, en julio de 1979 se firmaría el ABI (Acuerdo Básico Interconfederal), en el que se sentaron las bases del Estatuto de los Trabajadores y se acordó la sustitución del índice de inflación conocida del año anterior por la estimada para el siguiente por el Gobierno, a los efectos de la negociación de los convenios. En 1980, el AMI (Acuerdo Marco Interconfederal) introdujo una moderación salarial a cambio de la reducción de jornada; CCOO no firmó por entenderlo excesivamente impregnado de "ideología conciliatoria de clases". El posterior retroceso de CCOO en las elecciones sindicales del mismo año no sería circunstancia ajena - junto a la defensa de la democracia cuestionada el 23-F - para que CCOO sí se adhiriera al siguiente, al ANE (Acuerdo Nacional de Empleo), firmado en junio de 1981 bajo la presidencia de Calvo Sotelo. Gobierno éste que, a cambio de reducciones salariales exigidas por la patronal, se comprometía a crear 350.000 empleos, ampliar la cobertura del paro y a una devolución parcial del patrimonio sindical.


  La recuperación de la tasa de beneficio empresarial perdida en la primera fase de la transición, como anteriormente se apuntó, tendería a justificar aún la concertación durante el primer Gobierno de Felipe González y la dirección de CCOO, firmándose en 1983 un nuevo Acuerdo Interconfederal (Al) que establecía las 40 horas semanales de jornada laboral y 30 días de vacaciones, a cambio de la correspondiente moderación salarial.


  Acuerdo, el último citado, que vendría precedido del ascenso de UGT al hilo de la victoria socialista de 1982 y de la profundización de la crisis del PCE. Tan fuerte sería ésta que Marcelino Camacho y otros dirigentes de CCOO dimitirán del comité ejecutivo del partido para evitar que la crisis de aquél contagiara al sindicato y ofertarán, de nuevo sin éxito, la realización de la unidad orgánica a la UGT. Gesto que ésta contemplaría como meramente oportunista, y el Gobierno del PSOE como un incordio, registrándose entonces las horas más bajas atravesadas por el fundador y primer secretario general de Comisiones Obreras.


  Respecto a la contención retributiva, el nuevo presidente del Gobierno del PSOE acabará compartiéndola con la cúpula de la CEOE, la coordinadora de la patronal surgida en 1977, pero ya en ese momento dispuesta a trasladar al nuevo Gobierno socialista todo un programa reivindicativo que no había sido especialmente atendido por los Gobiernos de UCD, tanto por los de Adolfo Suárez como por el de Calvo Sotelo. ¿Cuáles eran las reclamacio nes de la patronal? Muy pocas en número y predecibles para el momento, aunque casi mortales de necesidad para la generación del baby boom que llegaba entonces a la edad laboral: aligerar la "pesadez de las cargas" de los empresarios a la Seguridad Social, imponer la moderación salarial, procurar la flexibilización de las contrataciones y el abaratamiento de los despidos.


  


  Precisamente, la reforma de la Seguridad Social se contemplaría en el último de los acuerdos de la concertación, el Económico y Social (AES), firmado en 1984, en el que no participó CCOO. El mismo en que UGT iniciaría su distanciamiento del Gobierno de Felipe González, que culminaría cuatro años después en la declaración de la huelga del 14-D de 1988. Reforma de la Seguridad Social, en el sentido de rebajar la cuantía de las pensiones en el inmediato futuro por parte de un gabinete socialista que resultaría a las organizaciones sindicales más decepcionante que las conocidas exigencias empresariales.


  Insatisfactorio balance, pues, para la acción sindical de los mayoritarios -y para la de todos los minoritarios, por supuesto-, el ciclo decenal de la concertación, al que creyeron aportar madurez y responsabilidad no correspondidas cuando todavía quedaban pendientes cuestiones como la eliminación de trabas a la introducción de la democracia sindical en las medianas y pequeñas empresas. Limitaciones que incidirían, de nuevo, en la pérdida de protagonismo como agentes del cambio y estabilidad social, acusando la correspondiente sangría de cotizantes en los años ochenta, principalmente cuando el eje del conflicto obrero-patronal pasaba por la preservación o no del empleo.


  Se consolidaba, de hecho, la estrategia defensiva en la que los sindicatos permanecerán hasta finalizar el siglo. Giro acelerado por la política de reconversión de las empresas públicas, que se saldará con escasos resultados para los sindicatos pese a las enconadas resistencias ofrecidas en determinados enclaves industriales, en su mayoría indicados en la primera parte del libro. En cualquier caso, a la altura de 1987, Comisiones Obreras declaraba fracasada la concertación en su IV congreso y la UGT, además de cuestionar este modelo de negociación, rompía con el PSOE en el Gobierno su centenaria dependencia del partido. Lo que a continuación ocurrió ya es conocido: un año después, los dos sindicatos mayoritarios convocarán conjuntamente la huelga general del 14-D de 1988 contra la política social del Gobierno socialista.


  Movilización aquélla que, independientemente de la contribución de factores extrasindicales a la paralización del país, confirmaría como especificidad compartida por los dos sindicatos mayoritarios la coexistencia en ambos de poseer escasa afiliación y alta capacidad de movilización. La huelga del 14-D de 1988 - producto en gran medida del desencanto generalizado ante el incumplimiento del cambio prometido por el PSOE, como se ha sintetizado en la primera parte - tuvo consecuencias laborales modestas, de modo que tampoco el ingente volumen de huelguistas se tradujo en una nueva oleada de afiliación a los sindicatos convocantes; el distanciamiento continuó siendo prácticamente igual en este capítulo, ya que sólo se registraría un leve incremento a partir de 1990.


  


  Mayores efectos tendrá la resaca de la huelga de diciembre de 1988 en la disminución de la conflictividad estrictamente laboral, la de las huelgas parciales. En la coyuntura adversa que se reinicia a finales de 1991, la política del último Gobierno socialista se decantaría, con escaso éxito, hacia la creación del empleo en un momento en que, a diferencia de mediados de los años setenta, crecía la productividad pero persistía la moderación salarial, situación que tampoco favoreció el retorno de la ofensiva sindical.


  De la cristalización en posiciones defensivas rendiría cuenta el espectacular descenso de la conflictividad huelguística registrada en la primera mitad de los años noventa, tal como apuntamos anteriormente. La caída llegó al punto de retrotraerse a las cifras de los primeros sesenta, la de los eufemísticos "paros laborales" del Franquismo, con la diferencia respecto a aquéllos de que ahora se había producido la tercerización de la "vanguardia' sindical en la respuesta anticapitalista, al haberse desplazado del sector industrial en el que habitó durante más de un siglo y medio, al más dinámico ahora del sector servicios. Tan remisa llegaría a ser la implicación de trabajadores en los paros activos que las principales centrales, cautas y realistas ellas, llegaron al punto de convocar huelgas parciales de horas y paros generales de sólo media jornada de duración, como ocurrió con la del 28 de mayo de 1992 contra la reducción de la cobertura del paro decidida por el Gobierno el mes anterior, el "decretazo".


  Sin embargo, dos años después, sin relación alguna con las perspectivas de convergencia sindical propiciada por la irrupción de nuevas multinacionales - hipótesis que barajaba la presentación en Madrid, en abril de 1993, de la Confederación Europea de Sindicatos (CES) - el último Gobierno de Felipe González sería sindicalmente despedido el 27 de enero de 1994 con un paro comparable, en el sector productivo, al general del 14-D de 1988. Pero la aludida del 27-E fue una movilización tan excepcional que, además de sorprender a las cúpulas sindicales organizadoras, causaría la mayor distorsión estadística laboral conocida en la historia española, dado que los casi cinco millones de trabajadores que la secundaron, según las cifras oficiales, significaron más del 90% de los huelguistas del citado año (Ruiz, p. 96).


  Huelga del 27-E que, al parecer, sirvió para reanudar paulatinamente la afiliación hasta el final del siglo confirmándose además, convocatoria tras convocatoria, la creciente adhesión obtenida por los citados sindicatos mayorita ríos, CCOO y UGT, en la representatividad electoral de los trabajadores que les servirá para compensar las modestas cifras de afiliación, como anteriormente se ha apuntado, y también como argumento de cierta contundencia frente a las críticas antisindicales de múltiples procedencias, incluidas las de los Gobiernos socialistas.


  


  No obstante, el discurso antisindical tendría nueva ocasión de reaparecer al conocerse, en el otoño de 1993, un supuesto escándalo registrado en una cooperativa de viviendas promovida por la UGT. Episodio que, en realidad, se redujo a irregularidades derivadas de una mala gestión sin que en absoluto existieran delitos de apropiación de caudales - tal como probaron los tribunales ocho años después-, pero que llevaría a la quiebra a la cooperativa sindical. Deficiente gestión del sindicato que, al poner en peligro durante un tiempo los ahorros de casi 20.000 trabajadores, tendría implicaciones políticas y provocaría cambios importantes en la dirección de la UGT, dando lugar a la dimisión de la secretaría general del histórico dirigente Nicolás Redondo y a la elección de su sucesor, Cándido Méndez, sin que el presidente del Gobierno Felipe González, dolido aún por la ruptura que precedió a la huelga del 14-D, se interesara públicamente por respaldar la permanencia del veterano secretario general.


  Dado que unos años antes, en 1987, el también veterano dirigente obrero Marcelino Camacho había renunciado voluntariamente a la secretaría general de CCOO, en la que le sucedió Antonio Gutiérrez, cabría decir que en aquellos años se producía el relevo generacional en la cúpula de los sindicatos mayoritarios que ya se había registrado en las fábricas a mediados de la década de los cincuenta, permitiendo la presencia de cuadros jóvenes a la vez que experimentados al frente de ellos, sobre todo en Comisiones, al iniciarse la transición.


  2.4.3. Los sindicatos en el primer Gobierno del Partido Popular (1996-2000)


  El hecho de que a finales de enero de 1995 en Madrid y otras ciudades las organizaciones sindicales convocaran concentraciones para recordar la huelga general del año anterior sin que a los dirigentes se les pasara por la cabeza reanudar la protesta reivindicativa, pese a no haber desaparecido los motivos, constituirá un hecho insólito en el movimiento sindical español. Los más avisados interpretaron el fenómeno como conveniente retirada a los cuarteles de invierno para preservar al menos aquella memoria, ante la dificultad de repetir acciones semejantes, cuando la coyuntura económica mejoraba y la política preveía la sustitución del Gobierno del PSOE por el del Partido Popular tal y como los sondeos pronosticaban.


  


  Y una vez cumplidos los pronósticos, la renuncia a la huelga general para mejorar las condiciones de vida de los asalariados con trabajo y de quienes querían serlo adquiría todos los signos de convertirse en algo del pasado desde los comienzos del Gobierno de José María Aznar, de ahí que el 27-E de 1994, más aún que el 14-D de 1988, simbolizara en cierta manera el canto del cisne de la protesta obrera en la España del siglo XX.


  Las estadísticas se encargarán de registrar cómo durante el quinquenio de 1995-2000 el enrarecimiento de los conflictos de fábrica y sectoriales llegará al punto de descender casi a la mitad con respecto al anterior. Más aún, el número de implicados en ellas, de participantes, alcanzaría a lo largo de 1998, el año más pacífico, 631.000 huelguistas, cuando sólo en la citada del 27-E se rebasaron ampliamente los cuatro millones de movilizados.


  De la singular experiencia de los Gobiernos socialistas les quedaba a los principales sindicatos la experiencia de la unidad de acción establecida entre UGT y CCOO en las negociaciones que precedieron al 14-D de 1988. Estrategia que, pese a las tentaciones de mayor radicalización propugnadas por pequeños sectores en ambas organizaciones, se esforzarán en preservar año tras año hasta el final del siglo. Superarían sin grandes dificultades escollos como la competitividad electoral a la que les obligaba la norma legal, programando de común acuerdo amplios calendarios de celebración para evitar en lo posible que las "guerras de cifras" - ni siquiera cuando existieran motivos para ello - saltaran a la opinión pública. También ayudó al cumplimiento de los acuerdos el hecho de que las consultas electorales mostraran una pertinaz tendencia al empate técnico entre ambas centrales sindicales, si bien Comisiones Obreras recuperaría, a mediados de los noventa, la mayoría que había perdido en 1982 al "contagiarse" UGT de la rotunda victoria del PSOE.


  Nueva pero escasa mayoría obtenida por CCOO a la que probablemente contribuyó el escándalo de la cooperativa de viviendas, anteriormente indicado, sufrido por la UGT. Pero, en cualquier caso, las dos centrales conseguirán una y otra vez representar a más de tres cuartas partes de los trabajadores asalariados y funcionarios de las distintas administraciones del Estado.


  Mayoritaria representación del mundo laboral que, contrariamente a muchos pronósticos, el presidente de la nueva derecha democrática José María Aznar no sólo subrayará su reconocimiento como tal, sino que primará políticamente durante su primer Gobierno al llegar con ambos sindicatos, en la primavera de 1997, a un importante acuerdo - de mayor alcance que el firmado en 1993 con el Gobierno socialista - sobre contratación y estabilidad en el empleo.


  Constituyó aquel pacto el sexto de los acuerdos concertados en los veinte años que lo separaban del firmado en 1977 en la Moncloa, pero era el primero conseguido a instancias de un Gobierno conservador, menos acuciado sin duda por problemas políticos internos y externos que el promovido por Calvo Sotelo en 1981. Cierto era que en esta ocasión la situación social era aún más preocupante que quince años atrás, por la sencilla razón de que la tasa de desempleados rozaba la cifra del 21 % en mayo de 1997 - casi el doble que la del promedio de la Unión Europea - y la precariedad laboral superaba el 35%, cuando la tasa de la Unión Europea entonces no llegaba al 10%.


  


  Desafortunadamente, los resultados del acuerdo tampoco en esta ocasión se ajustaron a la expectativas albergadas por los firmantes, ya que dos años después, en 1999, aunque sí se había creado más empleo, la temporalidad solamente retrocedió en dos puntos, dando lugar a la aparición de nuevos problemas, como la denuncia del acuerdo por parte de Izquierda Unida y el sector crítico de Comisiones Obreras encabezado por el dirigente sindical Agustín Moreno, quien - frente a la mayoría de la ejecutiva liderada por Antonio Gutiérrez - acusará al Gobierno de Aznar de abaratar el despido y reducir la cobertura del paro y del empleo público, éste a consecuencia de la aceleración de la privatización de empresas estatales.


  No obstante, la reanudación de la concertación devolverá a CCOO y a UGT la imagen de responsabilidad de la que gozaron en los mejores tiempos de la transición, en contraste con la impopularidad repentinamente adquirida ante la opinión pública por algunos sindicatos corporativos; concretamente con los surgidos en algunos sectores estratégicos de la actividad, en los transportes y la sanidad pública, principalmente, donde maquinistas del ferrocarril, controladores aéreos, pilotos de Iberia y determinadas categorías de médicos de la Seguridad Social realizarán huelgas de notoria intransigencia y calculada oportunidad para provocar los mayores transtornos a la ciudadanía. Mejoramiento, en fin, de la imagen de los sindicatos de clase mayoritarios a la que también contribuirá la circunstancia de haberse desprendido en los finales años ochenta de las influencias partidarias - la UGT de la del Partido Socialista y CCOO del Partido Comunista-, dotándolos de mayor autonomía negociadora con el primer Gobierno de centro-derecha.


  Este breve proceso de adaptación de los sindicatos de clase mayoritarios a los Gobiernos democráticos de una derecha que, al sentirse legitimada por las urnas, se liberó de los complejos que acompañaron a la UCD en la transición - sin que exhibiera la prepotencia del PSOE - facilitaría el encuentro con los agentes sociales a la vez que moderaría las exigencias de las organizaciones sindicales.


  Condicionados además por la creciente fragmentación laboral de la clase de los asalariados, inducida por la revolución tecnológica y la práctica negociadora del día a día en los centros de trabajo. Y de manera creciente en las sedes sindicales y en las instituciones; hasta tal punto que la mera existencia de militantes "liberados", legalmente amparados, se ha venido estimando como una seria interferencia para la identificación de los nuevos trabajadores asalariados con los sindicatos de clase. Rasgos éstos que, en el fin del siglo, aminoraban paulatinamente las anteriormente distanciadas culturas sindicales de UGT y de CCOO.


  


  Aproximación que, en cierto modo colaboraba en el mantenimiento del equilibrio en los resultados electorales - en las elecciones de 1999, CCOO obtuvo el 37,9% de los delegados y UGT el 36,9% - y en la sincronía de los relevos generacionales de cuadros, habidos en ambas organizaciones. Factores todos ellos que en el complejo contexto laboral en el que por un lado crecía el empleo, pero la tasa de parados se resistía a bajar y los precarios se multiplicaban, jugaron a favor de la moderación reivindicativa como planteamiento compartido por las dos centrales sindicales.


  En cierto modo, a manera de compensación, será en este período cuando las tradicionales reivindicaciones de convenio cedan el paso a nuevas exigencias sindicales. De entre ellas, la que curiosamente cobrará mayor interés para los sindicatos y el Gobierno será la ancestral demanda de seguridad física en el trabajo, la prevención de los accidentes laborales, ante el insólito crecimiento experimentado por éstos - nada menos que el 47% entre 1996 y 2000-, llegando al final de siglo a cinco trabajadores muertos como promedio diario por esta causa. Tan dramáticas cifras reflejaban un fracaso sin paliativos de la Ley de Salud Laboral aprobada en febrero de 1996, la última del Partido Socialista, al no impedir que la siniestralidad laboral apareciera como el más negativo indicador socioeconómico del primer Gobierno del PP, bajo el que el número de inspectores de trabajo era casi cuatro veces inferior a la media de la Unión Europea (uno por cada 27.000 trabajadores en España y por cada 7.000 en la UE). La respuesta a la aparente contradicción aludida no sería otra que el incumplimiento de la legalidad por parte de los empresarios - las inspecciones de trabajo llegarían a sancionar a más del 40% de las empresas examinadas al comenzar el nuevo siglo-, propiciada por la precariedad contractual y la prolongación de las jornadas de trabajo.


  En otras esferas, en cambio, la nueva legalidad laboral será más fructífera. Como la introducción en 1996 de nuevos mecanismos de arbitraje en los conflictos, acordados por empresarios y sindicatos, que repercutirían también en el notable descenso de la protesta laboral registrada a partir de 1995. La propia patronal lo reconocerá un quinquenio después en el informe elaborado por la CEOE sobre el año 2000, en el que confirmaba tanto el descenso en el número de huelgas como en la importantísima variable de jornadas no trabajadas, coincidiendo con el año en que el Partido Popular de nuevo triunfaba en las urnas e iniciaba su segundo mandato planteándose la ambiciosa meta de conseguir el pleno empleo. Al fin, tras largos años de una elevadísima tasa de conflictividad en relación con los principales países industriales, la española tendía a aproximarse a la media europea. ¿Saldría airoso el centenario movimiento obrero y sindical español en el umbral del siglo XXI, de la encrucijada a la que le había conducido el terremoto del neoliberalismo en las dos década finales del siglo XX? De hecho, el principal objetivo ya no parecía ser otro que extender la contratación laboral estable y que el crecimiento del empleo asegurara para el futuro el sistema público de las pensiones. Pero también parecía meridiano que la fortalecida patronal sólo colaboraría a estos fines en la medida en que beneficiara sus intereses.


  


  2.5. La adaptación de los empresarios a la democracia


  Aunque inicialmente, a diferencia de los sindicatos mayoritarios, el desconcierto aquejó a la mayoría de la patronal española tras la desaparición de la dictadura franquista, los empresarios tendrían mejor fortuna que aquéllos en cuestión entonces tan crucial como era lograr la unidad. Pero la tensión que con este objetivo se desencadenaría en sus filas sería tal que a finales de junio de 1976, coincidiendo con la llegada al Gobierno de Adolfo Suárez, tenía lugar en Madrid la constitución de la Confederación Española de Organizaciones Empresariales, la CEOE, a modo de gran patronal de patronales, resuelta a defender y desarrollar en la nueva situación "el modelo de economía de libre mercado" que dos años después sería reconocido en la Constitución. Anticipación que apenas interferiría temporalmente en la creación de la CEPYME (Confederación Española de la Pequeña y Mediana Empresa) encabezada por el vizcaíno Agustín Rodríguez Sahagún - ministro del Gobierno de Suárez y efímero presidente de la UCD-, dado que se solventaría con el retorno de la CEPYME a la CEOE en 1980.


  La incertidumbre que aquejó a los empresarios españoles al desaparecer el dictador fue especialmente problemática para quienes se habían sumado a los vencedores de la Guerra Civil y acomodado durante cuarenta años al paternalismo del régimen de Franco tanto en la estructura del Vertical como en el Consejo Nacional de Empresarios. Incidiría, incluso, en el Fomento Nacional del Trabajo la dos veces centenaria patronal catalana, tolerada por la dictadura, sin que esta organización de intereses realizara apenas actividad política; pero aun así el Fomento Nacional acabaría siendo el referente territorial más influyente de la incipiente CEDE.


  La parálisis empresarial se acentuó con la intensa movilización laboral registrada durante el primer invierno sin Franco, dando lugar en la primavera que siguió a la aparición de organizaciones regionales desde las que se promovieron las primeras tentativas de adaptación a la situación democrática que juzgaron de inmediato establecimiento.


  


  Al parecer, los primeros pasos procedieron de la Agrupación Empresarial Madrileña (AEI), promovida en mayo de 1976 por Max Mazín, un judío de origen polaco conocedor de las relaciones laborales en las democracias, quien, al parecer, destacó por su rapidez de reflejos de acomodación, dando por concluido el pasado e instando a prepararse para un inmediato porvenir en el que, como las patronales del entorno europeo, tendrían que relacionarse con los sindicatos de clase, una vez libres ambos de la tutela franquista.


  Sería Max Mazin, pues, el primero de los patronos en sintonizar con el "Empresarios españoles, uníos" que publicó en la prensa el catalanista Ramón Trías Fargas en las misma fechas, atribuyéndose el papel de un Marx-Engels redivivo de la "clase de los amos". Liberal-franquista que sería el pionero también en redactar la nueva plataforma reivindicativa que, partiendo de la urgente mejora de la maltrecha imagen popular del empresario legada por la dictadura, defendía la puesta en vigor sin dilación de la libertad de huelga y del lock-out, del despido libre y la privatización de la Seguridad Social. Puro y duro capitalismo liberal-democrático que causaría la natural irritación entre los portavoces de los últimos reductos falangistas enquistados aún en los diarios Pueblo y Arriba.


  La constitución en Barcelona de una nueva confederación empresarial y la Cámara de Comercio de la ciudad lograrían finalmente activar el hibernado Fomento Nacional del Trabajo que consolidará su organización y desde el que su reciente dirigente, Carlos Ferrer Salat, se mostrará extraordinariamente receptivo a las demandas de coordinación estatal de la patronal.


  Actividades y actitud que encontrarían mayor resistencia en sectores de la patronal vasca, donde el empresario Luis Olarra, que se había formado políticamente en el Vertical, defendería por algún tiempo la permanencia del Consejo Nacional franquista mientras establecía lazos con la Confederación Española de Empresarios, resultado en cierto modo de la actividad desplegada por el grupo madrileño encabezado por el citado Max Mazín al que se unieron José A.Segurado, Celso García, José Meliá y otros.


  Por otro lado, actuaría con mayor independencia la Confederación Empresarial Española promovida por Agustín Rodríguez Sahagún, aunque con muy escaso respaldo por parte de la gran patronal. Pero más chocante aun resultará la intervención en aquel acelerado proceso unitario del empresario mallorquín Javier Macías, al frente de una organización de pequeños patronos, al pronunciarse contra la gran banca, los monopolios y la explotación de las oligarquías, siendo tachado, por esta denuncia tan atípica en un empresario, de tener buenas relaciones con el Partido Comunista (Gutiérrez, 2001).


  


  En cualquier caso, estas cuatro organizaciones - contando con el beneplácito de la Asociación Española de la Banca (AEB) dirigida por Rafael Termes - se fusionarán el 29 de junio de 1977 en un acto del que, como se acaba de señalar, surgió la CEOE. Tres meses más tarde ésta celebraría su primera Asamblea General, en la que resultó elegido presidente el catalán Carlos Ferrer Salat - el menos implicado, probablemente, en el sindicato franquista - por amplia mayoría de votos. El mismo patrono que, dos años después, alertaría a sus compañeros de organización sobre la conveniencia de cerrar filas entorno a UGT para evitar la progresión de CCOO, tal y como se indicó en el apartado anterior. Pero si previsible fue el respaldo a las emergentes organizaciones empresariales por parte de líderes políticos afines, como fueron los casos de Manuel Fraga y otros ex ministros franquistas como Cruz Martínez Esteruelas y Licinio de la Fuente, la nueva patronal española no lograría en cambio establecer relaciones satisfactorias con el interlocutor principal Adolfo Suárez, el artífice de la reforma política tras el fracaso del Gobierno Arias-Fraga, el primero de la monarquía.


  La oposición de los empresarios ala nueva Ley de Relaciones Laborales en julio de 1976, cuando aún faltaba un año para la legalización de los sindicatos, exigiendo la eliminación en aquélla de las trabas al despido además de la regulación de la huelga y el lock-out, constituirá el primer motivo de fricción entre la patronal y el primer Gobierno de la UCD y probablemente la raíz de los desencuentros ulteriores que, en cierta manera, alcanzarán su punto álgido un año después en la dura embestida contra la patronal del ministro de Trabajo Manuel Jiménez de Parga, quien anunciaba la adopción de medidas laborales "para que los centros de trabajo sean un lugar donde los ciudadanos sean tales y no súbditos como hasta ahora' (La Vanguardia, 27-7-1977).


  En el otoño del mismo año, la dinámica agrupación empresarial madrileña (AEI) volvía a la carga exigiendo que no incidiera en la cuota a pagar por la patronal a la Seguridad Social el incremento del salario mínimo interprofesional derivado de la aplicación de la citada Ley de Relaciones Laborales; esta demanda patronal, en cambio, tendría mejor fortuna, ya que lograría retrasar su aplicación hasta comienzos de 1977.


  La ausencia de la representación empresarial en los Pactos de la Moncloa de finales de 1977 fue percibida por el empresariado organizado - a diferencia de los sindicatos que tampoco fueron invitados, aunque aquéllos se consideraban representados por las direcciones del PSOE y del PCE - como un castigo deliberado infligido por el presidente Suárez a causa de la crítica a la política económica del Gobierno realizada por parte de Ferrer Salat, el citado representante de la CEOE.


  Mayor gravedad revestiría la presentación por el Gobierno de Suárez del Proyecto de Ley de Acción Sindical en los primeros días de enero de 1978, en el que algunos vieron un auténtico "control obrero" sobre las empresas, concedido al PCE y a CCOO en compensación por la contribución de los comunistas a los Pactos de la Moncloa.


  


  Haciendo abstracción de las medidas acordadas en aquellos pactos, globalmente tendentes a la recuperación de la tasa de ganancia perdida por las empresas en el inmediato pasado, de manera sorprendente para los menos avisados, la patronal se dispondrá a intimidar al segundo Gobierno de la UCD celebrando actos multitudinarios de afirmación empresarial en las grandes ciudades a comienzos de 1978. En el Palau Blau-Grana de Barcelona, ante un auditorio de 15.000 personas, los patronos se lamentaron de la política del citado Gobierno a la que calificaron de izquierdas, "habiendo salido de los votos de la derecha"; poco tiempo después, en el Palacio de los Deportes madrileño al que asistieron 10.000 empresarios, las intervenciones fueron de contenido más moderado, en especial la del pequeño patrono Agustín Rodríguez Sahagún - cercano a UCD y, en opinión de los suaristas, enfrentado al "ambicioso político" Ferrer Salat, presidente de la CEOE, desade septiembre de 1977 - que, como anteriormente se señaló, acabaría formando parte del Gobierno de Adolfo Suárez. Así y todo, en las elecciones de 1979, UCD recibía el 44% de los votos empresariales, casi veinte puntos más que los que se decantaron por Alianza Popular.


  A pesar de la presencia de un dirigente de la patronal en la cúpula de UCD y en el Gobierno de Adolfo Suárez, la mejoría de las relaciones entre empresarios y gobernantes no tendría lugar. Las causas del distanciamiento no serían otras que el apoyo de los patronos a los Gobiernos nacionalistas conservadores en Cataluña y País Vasco, y el enfrentamiento a la política económica realizada por UCD en el plano fiscal y laboral, una vez que este partido controlado por gente de la clase media, de profesionales y funcionarios, sobre todo, garantizó constitucionalmente el modelo capitalista.


  Acostumbrados bajo el franquismo a permanecer alejados de las tomas de decisión políticas, incluidas las de contenido económico, tras la muerte del dictador los empresarios se encontrarán casi despavoridos, como se ha indicado, por su escasa incidencia en el curso de los acontecimientos. Del mismo modo que UCD no logró disponer de referente sindical, los empresarios no encontraron referente político solvente que representara nítidamente sus intereses durante la Transición: el desplazamiento del voto en 1979 desde la UCD, a la que habían votado el 44% en 1977, hacia Alianza Popular, partido al que en 1982 respaldó el 46,5% de los patronos, no daría el resultado esperado. En cierto modo su"salvación", una vez garantizada constitucionalmente la economía de mercado, curiosamente la encontrarían con la llegada del Partido Socialista al poder; durante los Gobiernos de Felipe González mejorarán las relaciones pese a que sólo le habían apoyado poco más del 8% de los patronos en las elecciones de octubre de 1982. Toda una paradoja.


  


  La realización en 1984 - fecha en que José María Cuevas tomaría el relevo de Ferrer Salat en la presidencia de la CEOE tras el fallecimiento de éste - de una encuesta sobre una muestra de 610 personas, las más representativas del empresariado industrial por serlo de grandes y medianas empresas, privadas, multinacionales y sólo el 5% de las públicas, arrojaba - entre otros datos, como el destino del voto al que se acaba de aludir - los siguientes resultados:


  1.Tres de cada cuatro representantes del empresariado se sentían preparados para entrar en el Mercado Común, a pesar de que sólo el 12% invertía en investigación el 5% de sus ventas.


  2.Se mostraban más favorables a la política salarial y de reconversión industrial del PSOE que a la de la UCD, con una diferencia tan notable como era del 46% sobre el 18%, a la vez que estaban abrumadoramente convencidos - el 88% de los consultados - de que la creación de los 800.000 puestos de trabajo prometidos por el PSOE en 1982 eran mera retórica electoral.


  3.Respecto a los sindicatos, el 40% creía que la estrategia en el largo plazo de UGT era congruente con la economía de mercado, mientras que el 81% se mostraba convencido que la de CCOO lo era con la constitución de una economía socialista.


  4.Hacían una valoración positiva de los pactos sociales no sólo por la reducción de la conflictividad laboral y la moderación salarial que habían traído, sino también por los efectos de estbilidad política.


  5.La Seguridad Social, la Administración y la universidad pública eran entonces su principal objeto de crítica. La primera por la baja calidad de su prestaciones y gasto creciente, inclinándose la inmensa mayoría (81%) por reformar el sistema de financiación, no por proceder a su desmantelamiento. Sobre aspectos de la Administración más cercanos a su actividad, sólo el 47% creía que los inspectores de Trabajo eran favorables a los trabajadores, cifra que se elevaba al 63% en relación con las magistraturas de Trabajo. Y respecto a la universidad, nada menos que el 90% era partidario de centros privados con apoyo público, por las carencias de la pública respecto a la formación para el ejercicio profesional (Pérez Díaz, 1985).


  El citado autor concluía que la clase empresarial española - de la que sólo el 10% era de procedencia obrera y el 47% se declaraba católico practicante - había superado ya entonces las incertidumbres de los primeros tiempos, mostrándose más segura de sí, circunstancia a la que además de la mejora de la situación económica había contribuido la consagración constitucional de la economía de mercado, la moderación sindical, los pactos y la mayor comprensión del Gobierno socialista. Quizá este entendimiento descansaba en la oportunidad que encontró la CEOE cuando se hicieron evidentes las consecuencias del ajuste salarial del primer Gobierno de Felipe González, para reclamar - en el mismo año en que se celebraba la encuesta citada con más de 2,5 millones de parados en la calle - la reducción de cotizaciones a la Seguridad Social, mayores facilidades de contratación y canalización de inversiones hacia las empresas privadas, viniendo en auxilio del presidente en el trance de su apuesta por la política neoliberal. En fin, últimas investigaciones opinan que sería preciso un mayor grado de liberalización e integración en Europa para que los empresarios españoles dieran el giro, volcándose inequívocamente sus planteamientos hacia el "factor empresa" y superando las anacrónicas inercias del "factor país" (M.Cabrera y F. del Rey, 2001: 313).


  


  2.6. Los nuevos movimientos sociales


  Era previsible que entre las consecuencias inmediatas de la legalización de los partidos y asociaciones empresariales y de trabajadores asalariados en España figuraran los rasgos más sumarios de los consolidados sistenas políticos y modelos sindicales occidentales: los partidos sucumbieron a la conocida tentación de convertirse en máquinas electorales a partir de 1979 y los sindicatos, quizá con mayor pesar de todos ellos, sobre todo de una parte de sus "vanguardias" a priorizar las reivindicaciones salariales de los trabajadores con empleo y la defensa del puesto de trabajo.


  Desdibujadas, cuando no eliminadas, quedaron otras aspiraciones y militancias en las primeras fases de la transición experimentadas por grupos sociales más minoritarios que también, aunque en mucho menor medida, habían contribuido a deslegitimar la dictadura franquista desapareciendo de la escena política una vez asentada la democracia.


  Éste fue el caso del movimiento estudiantil, iniciado tímidamente en Madrid a mediados de los años cincuenta, extendido en los sesenta a la mayoría de las universidades existentes y consolidado desde los primeros setenta al hilo de la masificación universitaria y la incorporación al movimiento de protesta de los profesores no numerarios (PNN). Este último colectivo se unió a la protesta no tanto por compartir objetivos de cambio revolucionario de signo socialista que figuraban en todos los programas de la izquierda radical estudiantil, en los que parecía creer una parte de la policía franquista, como por estabilizarse laboral y profesionalmente en la estructura de las universidades estatales, como ulteriormente certificará su desaparición, tal como se resumió en el apartado dedicado al primer Gobierno del Partido Socialista. El movimiento estudiantil, en cambio, liberado de la carga ideológica que había acu mulado en la lucha por las libertades contra la dictadura, renacería con un espectro más amplio al movilizarse los estudiantes de bachillerato, pero con más bajo perfil político, durante los Gobiernos del PSOE, bajo la forma de rechazo a subidas de tasas y reforma de planes de estudio, en un tiempo en que experimentaba un notable crecimiento el número de becarios, lo que sin embargo no fue obstáculo para que sus movilizaciones contribuyeran a la caída del ministro de Educación José María Maravall.


  


  Entre el profesorado, la paz laboral durante la democracia sería rentablemente gestionada por los sindicatos mayoritarios en cuanto a la estabilidad laboral, ampliación de las plantillas e incremento de las retribuciones. Además, éste fue el estamento del que los partidos políticos más que los sindicatos (aunque también éstos) se nutrirán de cuadros, en su mayoría procedentes del movimiento estudiantil más politizado en el tardofranquismo, que prácticamente se clausuró coincidiendo con la aprobación de la Constitución en 1978.


  Tan urbano como el universitario, aunque sólo asentado en las periferias de las ciudades más industrializadas en los años finales de la dictadura, sería el movimiento vecinal surgido semiespontáneamente en los primeros años sesenta a consecuencia de las indignas viviendas en las que debió instalarse gran parte de los integrantes del éxodo rural, dada la ausencia de planificación en las ciudades de acogida. La reivindicación sucesiva de mejores condiciones de vida - acabar con el chabolismo, solucionar los transportes, construir escuelas y disponer de centros sanitarios - sería el contrapunto a la percepción de crecientes retribuciones salariales en las fábricas por las poblaciones de los nuevos barrios obreros. El desasistido vecindario urbano organizado en ellos nacerá antes y superará en duración al movimiento universitario, aunque la celebración en 1979 de las primeras elecciones municipales será un hito importante en su declive por desempeñar las asociaciones de vecinos la función de cantera para las candidaturas de la izquierda e independientes que compitieron en aquel nivel. Líderes vecinales que al convertirse en concejales certificarán en la mayoría de los casos la desaparición de hecho de aquel movimiento, celebrado en su día como el más amplio y significativo de Europa occidental (Castells, 1983). Posteriormente, en los años de la democracia consolidadad, los "okupas" con su acción de denuncia de la especulación inmobiliaria, testimoniarían en cierta manera la continuación de aquel ideario hasta la década de los noventa.


  El resto de los nuevos movimientos sociales contemporáneos retrasará su aparición en España hasta avanzada la década de los ochenta. El feminista predominante de clase, impulsado por el PCE a través del Movimiento Democrático de Mujeres desde mediados de los sesenta, dejaría paso al feminismo de género el cual, al rebasar los ambientes universitarios del tardofranquismo, tendría dificultades para convertirse en un movimiento de masas antes de concluir la Transición, pese a que el año de la muerte del dictador había tenido lugar la celebración en España de las Primeras Jornadas por la Liberación de la Mujer. La normalización democrática ofrecería su coyuntura más favorable, principalmente el largo e intenso debate sobre el aborto registrado dentro, y sobre todo fuera del parlamento, durante los primeros Gobiernos del Partido Socialista. Sin embargo, su importante presencia mediática en algunos períodos - durante las campañas electorales, principalmente - no se traduciría en un movimiento independiente y dotado de solidez desde que el feminismo de género fue asumido por la totalidad de los partidos de la izquierda, incluidos los parlamentarios socialistas y comunistas.


  


  El movimiento antimilitarista, en cambio, apenas existente bajo el franquismo, alcanzará su mayor auge - lo mismo que el feminista, una vez que la llamada "perspectiva de género" se impuso sobre la de "clase social" - en los años ochenta en torno al ingreso de España en la OTAN. La amplitud e intensidad del debate que brindó el referéndum tuvo además el efecto de lanzar a la palestra el mayor espectro de posiciones alternativas hasta entonces conocido en el país. Porque, por un lado, contribuirá a vigorizar la ya veterana y genérica tradición antiimperialista de la izquierda contra uno de los ejércitos de la Guerra Fría y, por otro, a actualizar la denuncia contra la detentación del poder de los dos principales contendientes de la misma, Estados Unidos y la Unión Soviética, de la que se beneficiaría el activismo pacifista. Las sucesivas reformas militares que culminaron con la casi total profesionalización de las fuerzas armadas al concluir el siglo vaciarían a todos de reivindicaciones: primero a los objetores y después a los insumisos.


  Distinta trayectoria tendrá el pacifismo, cuyos antecedentes se remontan al rechazo de la decisión del Gobierno de Calvo Sotelo al ingreso de España en la OTAN. Movimiento que empezará a crecer en la inmediata campaña conjunta del PSOE y PCE pro-referéndum para salir de la Alianza Atlántica y en las marchas organizadas por el PCE y otros grupos minoritarios, en ausencia ya del PSOE, contra las bases militares norteamericanas en España, la de Torrejón en Madrid y las de Rota y Morón en Andalucía. Pero la puesta de largo del movimiento no tendría lugar hasta 1985, fecha en la que se constituyó la Coordinadora Estatal de Organizaciones Pacifistas (CEOP), en la que se integraron nada menos que 45 colectivos de todo el país, siendo respaldados por el espectro de la izquierda organizada entonces: desde el PCE hasta el PCE (m. 1.) y el sindicato CCOO. La CEOP organizaría en Barcelona un magno congreso por la paz y múltiples actividades ante la celebración del referéndum de la OTAN en marzo de 1986. Pero el negativo resultado de esta convocatoria para los contrarios a la Alianza Atlántica certificaría el declive del pacifismo que, coyunturalmente, renacería muy fragmentado en la década de los noven ta, con ocasión de la protesta contra la Guerra del Golfo, primero, y la de Yugoslavia después (J.Pastor Verdú, 2001).


  


  Curiosamente, el debilitamiento del pacifismo coincidirá con cierto robustecimiento del hasta entonces minoritario conglomerado antinuclear y ecologista nacido, a diferencia de los homólogos europeos, no tanto del anticonsumismo de los años sesenta, sino de la oposición política a la dictadura y, pese a ello, con escaso respaldo social. Radicalizado, a la vez que atomizado organizativamente durante los primeros tiempos de la Transición y la democracia, se acreditaría paulatinamente después en función de los acelerados descubrimientos científicos sobre el creciente deterioro del planeta. Y con toda certeza se percibirá como el de mayor aceptación entre la población española - entre hombres y mujeres - debido a su dimensión multifacética al permitir, en especial, la acción conjunta de conservacionistas y ambientalistas frente al desarrollo económico "insostenible" registrado hasta entonces. No obstante, a partir de los años noventa, este movimiento perdería radicalización política, coincidiendo con la muy acusada tendencia a la profesionalización del mismo que ya ofrecía el modelo organizativo europeo al que se vinculará el ecologismo español, en especial a las prestigiosas sociedades internacionales Greenpeace y WWF, el Foro Mundial por la Naturaleza U.L.Calle, 2001).


  Respecto a la ampliación del espectro partidario de los nuevos movimientos sociales, la participación de "los verdes" en las diferentes candidaturas de los partidos convencionales de la izquierda les reservaría mayor presencia en las elecciones municipales que en las autonómicas, generales y europeas. Las diferencias fueron tan acusadas que en marzo de 2000 sólo conseguirán dos escaños en el Congreso de Diputados - diferencia notable con otros países de Europa occidental donde llegarán a participar en cuatro Gobiernos al iniciarse el siglo XXI-, mientras en las autonómicas alcanzaban 17 parlamentarios y en las municipales obtenían 500 concejalías. No obstante, la fragmentación ideológica y estratégica mantenida durante casi dos décadas imposibilitó hasta mayo de 2001 la constitución de la federación de Los Verdes-Izquierda Verde.


  Mayor éxito alcanzaría el movimiento juvenil de los objetores de conciencia (MOC), tal y como se ha resumido en la primera parte del libro, contra el cumplimiento del servicio militar obligatorio y a favor de la prestación civil sustitutoria, según acordaron los primeros grupos reunidos en un congreso celebrado en Landa (Álava) en 1979.


  Pero la aprobación en 1984 de la Ley de Objeción de Conciencia, contra la que recurrieron sin éxito ante el Tribunal Constitucional, radicalizaría las posiciones del MOC - uno de sus grupos mas activistas firmará manifiestos y realizará pintadas múltiples con la denominación de "Mili kaka"antes de que la deriva finalista del servicio militar fuera asumida primero por el PSOE y después por el PP. El número de objetores evolucionaría de los 1.290 registrados en 1991 a los 163.960 del año 2000, cifra que creció año tras año, disparándose, lógicamente, cuando a finales de los años noventa se anunció el final del servicio militar obligatorio.


  


  Finalmente, los movimientos emancipatorios más rezagados en el tiempo, como el gay de homosexuales y lesbianas cuyas primeras manifestaciones las encabezará el colectivo barcelonés en 1977, no harían acto de presencia como influyente fenómeno de masas hasta concluido el siglo XX y registrarse las primeras "salidas del armario" de algunas personalidades públicas, de políticos y artistas, principalmente. Coincidencia de esta normalización con la aparición del primer movimiento antiglobalizador y neo-internacionalista, por defender un nuevo tipo de solidaridad al que se aludió al final del capítulo de introducción, cuya propuesta de "pensar globalmente, intervenir sectorialmente y actuar localmente" sintetizaría, en cierto modo, la estrategia seguida por éste y otros en el último cuarto del siglo XX.


  Un período, en efecto, en el que estos nuevos movimientos evidenciaron, en mayor o en menor medida, las limitaciones del sindicalismo de clase que hundía sus raíces en la primera revolución industrial y las carencias de la moderna democracia representativa como la establecida en España en 1978. No obstante, la mayoría de los movimientos sociales adolecerá de debilidad organizativa al mostrarse incapaz de encontrar alternativas eficaces - aunque sí moderadas - a la burocratización que afectó a los partidos y sindicatos durante las mayorías absolutas de los Gobiernos del Partido Socialista (García de la Cruz, 1990; Alonso, 1991; Álvarez junco, 1994).


  En cualquier caso, ninguno de los nuevos movimientos aludidos alcanzaría cifras de seguidores comparables al millón de voluntarios implicados en las Organizaciones No Gubernamentales (ONG) - ideológicamente neutras y con objetivos de ayuda humanitaria - actuantes en España y en multitud de países al finalizar el siglo XX, según los datos del Ministerio de Asuntos Sociales publicados en 2000.


  Sin embargo, tampoco los nuevos movimiento sociales han logrado, antes de acabar el siglo, movilizar multitudes del tamaño de las provocadas por alguno de los últimos asesinatos de ETA, a finales del siglo xx, como el de Miguel Ángel Blanco, el concejal del Partido Popular en el ayuntamiento de San Sebastián, en julio de 1997; o como la masiva protesta por los niños asesinados en Bruselas en noviembre del mismo año, promovida por los MMNI (Movimientos de Masas No Identificados), caracterizados curiosamente por la no intervención de los media en su aparición, sino que contrariamente -y este dato constituyó su especificidad - fue la reacción espontánea de las muchedumbres, contra el odio y sus atrocidades, la causante del acontecimiento mediático (A.Ortega, El País, 5-1-1999).


  


  2.7. Los medios de comunicación


  La recuperación de las libertades de expresión y opinión tras la desaparición de la censura del régimen de Franco permitirá a un importante sector de la prensa, radio y televisión española convertirse en auténticos miss media tecnológicamente modernizados, empresarialmente dinámicos y políticamente influyentes durante el último cuarto del siglo XX. Acerca de su cambiante aceptación social, cabría sintetizarla señalando que el fenómeno evolucionó del predominio de la prensa en una primera fase, la de la transición, al auge de la radio a partir del 23-F de 1982, dando lugar más adelante - tal como ocurrirá en la mayoría de los países industrializados - a la apabullante penetración de la televisión.


  De todas formas, el siglo concluiría con la presencia de un relativo equilibrio de los tres sectores al hilo del incremento incesante de la "tarta publicitaria" a disputar en el mercado. Porque en el umbral del siglo XXI los media españoles, además de poderosos aparatos de producción y transmisión de ideología y valores propios del capitalismo democrático, fueron también auténticos negocios exceptuando, naturalmente, a los medios de propiedad estatal, el grupo RTVE, Radiotelevisión Española, aunque también participará en la tarta publicitaria compitiendo con las empresas privadas, sin que por ello redujera, al finalizar el siglo, sus enormes pérdidas.


  2.7.1. Lecturas y audiencias


  La privatización en los primeros años ochenta de la prensa propiamente franquista - la, aludida en más de una ocasión, de los periódicos dependientes del partido único del Movimiento Nacional, después integrados en los Medios de Comunicación del Estado - clausuraba un largo ciclo de censura, controles varios y multitud de problemas en todos los medios de comunicación. No obstante, algunas cabeceras de la citada prensa falangista combatieron, al menos ocasionalmente durante la dictadura, las posiciones más retrógradas de la católica más reaccionaria - generalmente la que sobrevió a la Guerra Civil-, llegando al punto de participar, al final de aquel régimen, junto a semanarios y diarios más arriesgados, aparecidos después, en lo que se llamó el "parlamento de papel" por ser los únicos espacios de debate político en los preliminares de la transición. Sería sin embargo en las dos últimas décadas del siglo cuando la prensa experimentó mayor progreso material y, parcialmente, profesional. Pero el crecimiento de la demanda informativa no alcanzaría hasta 1992 la difusión que la UNESCO estimaba entonces como frontera de país modernizado: la venta de cien periódicos por cada mil habi tantes. Sin embargo, ocho años después, a finales del año 2000, se registraría la ya no extraña circunstancia de que los dos diarios de información general de ámbito estatal aparecidos tras la muerte de Franco eran precisamente los que encabezaban la cifra de lectores: El País - fundado en 1976 y que, diez años después, a un alto cargo de la embajada norteamericana en Madrid durante la Transición le pareció un "diario agresivo, de centro izquierda' (Eaton, 1987: 186)-, que captaba a casi millón y medio (1.447.000), y El Mundo, constituido en 1987, que rozaba el millón (996.000). Por debajo de ellos se situaban el histórico y monárquico ABC, con 923.000 lectores, y El Periódico, con 839.000, surgido en Barcelona, también en el posfranquismo, que desplazaría al segundo lugar a La Vanguardia en el ámbito catalán. No obstante, ninguno de ellos superaría, antes de 2000, al más veterano de los periódicos deportivos, el diario Marca, aparecido en el triunfante franquismo de 1942 y que al finalizar el siglo superaba con holgura los dos millones de lectores (2.362.000), según el informe del Estudio General de Medios (EGM) correspondiente al período febrero-noviembre del citado año 2000.


  


  Distinta suerte correrán los semanarios más combativos de información general, como Triunfo y Cambio 16-de éste surgirá Diario 16, probablemente el periódico más libre de hipotecas económicas y políticas durante algunos períodos, hasta su desaparición en 2001-, los más prestigiosos e influyentes en la última fase del franquismo, junto al mensual Cuadernos para el Diálogo, ya que sufrirán particularmente los efectos de la irrupción de los nuevos diarios en la democracia, llevándolos al cierre. No ocurrirá así con las publicaciones periódicas de la llamada "prensa del corazón" que, al contrario, crecerán sin cesar desde finales de los años ochenta hasta final de siglo llegando algunas de ellas (Pronto) a los 900.000 ejemplares de tirada y otras, como la revista Hola, a superar con creces el medio millón en las ediciones ordinarias en castellano, siendo la única publicación que ha exportado la "fórmula' del producto a algunos países de la Unión Europea, logrando a finales de los noventa encabezar el número de lectores europeos del género - nada menos que 7,5 millones - tras su publicación en Gran Bretaña y Francia (Sánchez Díaz, 2000).


  El incremento del número de radioyentes fue aun más espectacular que el de lectores de prensa. El despegue se iniciará tras la ruptura, a partir de 1977, del monopolio de la información política oficial detentado hasta entonces por Radio Nacional de España, con la aparición de nuevas emisoras privadas, en la década de los años ochenta, como Antena 3 y Onda Cero, junto a la expansión de otras cadenas preexistentes, como la SER y la COPE, y a la posterior proliferación de radios locales en la década de los noventa.


  En cuanto al reparto de la audiencia registrado a finales del año 2000, el informe de otoño del citado EGM cifraba en más de once millones de radioyentes los de las cuatro principales cadenas convencionales (SER, Onda Cero, RNE-1 y COPE), correspondiendo más de cuatro y medio a la primera y menos de dos a la última de las citadas. Audiencia que sobrepasaría los seis millones de oyentes de las llamadas "radiofórmulas musicales", llegando una de ellas (Cadena 40) a los tres millones, superando otra el millón y medio (Cadena Dial) y una tercera (Cadena 100), el millón de adictos, jóvenes en su gran mayoría.


  


  Respecto a la televisión, la llegada de la democracia coincidió con la aún incompleta generalización doméstica del medio, ya que sólo el 80% de la población disponía de ella en 1976, veinte años después de la realización de las primeras emisiones en abierto, en plena crisis de la autarquía franquista de los años cincuenta. Continuará, después, con el monopolio estatal ejercido a través de dos cadenas, TVE 1 y La 2, que empezará a emitir en 1966 aunque sin cobertura estatal hasta 1981. En 1984 empezarían a transmitir las primeras televisiones autonómicas (catalana, vasca, gallega y andaluza), no aplicándose hasta cuatro años después la Ley de las televisiones privadas, que permitirá la aparición de dos emisoras en abierto, Antena 3 y Tele 5, además de Canal Plus, la primera codificada y de pago.


  Previamente, RTVE disponía ya de un Estatuto aprobado en 1980 que la configuraba como Ente Público y contemplaba la constitución de un consejo, acordado entre los grupos parlamentarios, pero otorgaba al Gobierno la designación del director. Una sorprendente anomalía en la España, ya democrática, de la que se beneficiaron sin grandes miramientos los dos últimos Gobiernos de UCD; decisión que criticaron los socialistas pero a la que tampoco pusieron remedio a partir de 1982. Antes al contrario, tratarían de obtener también del medio los máximos rendimientos, convirtiendo la televisión pública a lo largo de más de una década - la primera cadena, en especial - en objeto de casi permanente controversia política. Todo ello mientras proseguía creciendo la deuda contraída por el grupo RTVE, el cual, pese a los ingresos por publicidad de la cadenas televisivas del mismo - TVE 1 y La 2, no así Radio Nacional de España, el único medio exento de ella en el país-, se aproximarían a los ochocientos mil millones de pesetas antes de concluir el siglo. Finalmente, en torno a 1990, se encontrarían ya funcionando el resto de las televisiones autonómicas, dando lugar a una creciente competencia por la audiencia entre todo el espectro: estatal, regional, públicas y privadas. Se estaba, ya entonces, en los preludios de la "telebasura", programas designados de esta manera a causa del sensacionalismo artificioso y tratamientos antiéticos originariamente aplicados a dos hechos luctuosos que, de haberse registrado en la época anterior, probablemente sólo hubieran sido noticia en las páginas de los periódicos de sucesos.


  El primero fue el llamado "crimen de Puerto Urraca", localidad rural extremeña en la que resultaron muertos a tiros nueve vecinos a causa de ances trales rivalidades entre dos familias. El segundo, el "crimen de Alcaser", localidad levantina donde tuvo lugar la desaparición de tres chicas adolescentes en dramáticas circunstancias. Ambos "casos" serán utilizadas por algunas cadenas televisivas con la exclusiva finalidad de elevar la audiencia, permitiendo que los familiares y allegados a las víctimas, previamente invitados a los respectivos programas, clamaran venganza contra los responsables de los crímenes hasta el punto de ignorar la existencia de las leyes en vigor y amenazar con la aplicación de la Ley del talión.


  


  Aunque de la "basura" informativa se contagiarán los banales contenidos de otros medios -la "prensa del corazón", principalmente-, la huella del medio más influyente permanecería hasta el final del siglo, tiempo que algún estudioso de la trayectoria seguida por este medio a nivel nacional designará como "los años de plomo de la televisión en España' (M.Palacio, 2001: 176).


  Deterioro del medio que no frenaría la aparición de la televisión "vía satélite", captada a través de las antenas parabólicas, ni la constitución en 1997 de dos plataformas digitales mientras proliferaban las televisiones comarcales y locales por multitud de municipios y aglomeraciones urbanas. En general, un panorama televisivo de baja calidad fuertemente condicionado por la captación de audiencias que, curiosamente, contrastará con la vitalidad informativa que cobró un sector minoritario de la prensa diaria - acompañado de una oferta de alta calidad en algunos casos-, en el contexto de la pugna entablada por la denuncia de los escándalos de corrupción, tarea en la que destacarán las cabeceras de El Mundo, Diario 16y El País. Si en 1991 el número de lectores de prensa diaria mayores de catorce años era de 10.354.000, siete años después superaba holgadamente los 12,5 millones, una proporción superior a la de la difusión, que creció más modestamente, al pasar de 3.806.000 a 4.204.000 en el mismo período, según la información de la OJD (Oficina de justificación de la Difusión) recogida en el Estudio General de Medios del último de los años citados. En esos mismos años, la audiencia de la radio pasaba de 16.700.000 a 19.400.000 oyentes, y los espectadores de la televisión, de 28.600.000 a 31.138.000.


  Innecesario extenderse sobre la importancia de la irrupción de la televisión en la sociedad. Desbordará todas las previsiones respecto a la atención que podía suscitar la, durante un tiempo, denostada "caja tonta' desde instancias críticas e influyentes círculos de cinéfilos. Sin embargo, en el invierno de 2000 su tasa de penetración en la población llegaba al 89%, mientras la de la radio lo hacía a la mitad (52%) y la de la prensa diaria a poco más de la tercera parte (35%). Como muestra del altísimo consumo televisivo registrado en los años finales del siglo, baste saber que la emisión del último capítulo de una serie de entretenimiento de producción nacional titulada Farmacia de guardia, atrajo en 1995 la atención de más de once millones de espectadores. Y la retransmisión en 1998 de un partido de fútbol de la Copa de Europa entre el Real Madrid y un equipo italiano sería seguido por más de trece, es decir, por uno de cada tres españoles ya que en ese año la población nacional era justamente de 39 millones de habitantes. Al ser ambos espacios los más vistos de la década del noventa, según el Anuario de la televisión 2001, únicamente resta por saber si lo fueron de la totalidad de la "era televisiva", superando la de los espectadores de las imágenes televisadas del entierro de Franco en noviembre de 1975 - a través de aparato de televisión propio o ajeno - y las del golpe de Estado del 23-F de 1981.


  


  Frente a la masificación televisiva, el siglo XX en la España de los medios de comunicación culminaría, naturalmente, con la introducción y difusión minoritaria de Internet. La cifra de usuarios de este revolucionario artefacto, la "red de redes", no aparecerá recogida hasta comienzos de 1996, pasando de los 250.000 en aquella fecha a los 3,6 millones en la primavera de 2000, equivalente entonces a más del 10% de la población mayor de catorce años. Eran, efectivamente, los varones de entre 25 y 35 años quienes constituyeron la vanguardia de los internautas en un momento en el que ya el 30% de los hogares disponía de ordenador, aunque sólo el 10% disponía de conexión a la red (El País, 7-4-2000).


  2.7.2. Grupos de poder y guerras mediáticas


  Junto al incremento de la lectura de prensa y elevación de las audiencias de radio y televisión, una acusada tendencia a la concentración en pocas manos de los medios de comunicación, con participación de la banca, de grandes empresas, no siempre del sector, y de capital extranjero, le aportarían novedades a éste en las dos últimas décadas.


  El proceso de concentración alcanzaría tal volumen y celeridad que, exceptuando el ente público RTVE (constituido por cinco cadenas de radio y dos de televisión generalista al finalizar el siglo) y el mantenimiento de unas pocas empresas "familiares" - las vinculadas a los diarios ABC y La Vanguardia como testimonios del pasado con mayor difusión al final del siglo XX-, el resto de publicaciones periódicas, emisoras de radio y canales de televisiones privadas protagonizaría durante las últimas dos décadas del siglo XX problemáticos trasiegos controlados por un reducido número de holdings de comunicación de entre los que destacarán cuatro grandes grupos empresariales: Prisa, Recoletos, Correo y Zeta. Ante el enorme volumen y difusión de los productos informativos de estas empresas, los restos de la centenaria prensa de partido y de sindicato vinculada a las organizaciones de la izquierda que tesis tieron quedarían prácticamente relegadas a la circulación interna entre los afiliados y simpatizantes una vez restaurada la libertad de expresión. Sin embargo, como era predecible, ninguno de los partidos gobernantes que se sucedieron desde 1977 a 2000 a nivel estatal renunciará a disponer de medios de comunicación afines entre los nuevos periódicos, naturalmente presentados como independientes de las organizaciones políticas.


  


  Se asistiría, pues, a la intensificación de relaciones triangulares entre políticos, empresarios de los medios y periodistas que si en los comienzos de la transición arrojaron un saldo neto favorable para la democracia, una vez consolidada ésta daría lugar a una creciente diversificación de intereses, en los que habrá escaso espacio para los estrictamente económicos: decantación empresarial por la intervención política, dando lugar a las inevitables alineaciones entre grupos de comunicación y partidos antes, durante y después de la aparición de las televisiones privadas.


  Con una legislación de los media inadecuada para la plena democracia aprobada en 1980, España figuraría hasta finales del siglo entre los escasos países europeos en los que el partido gobernante podía utilizar la televisión pública en su provecho, a cambio de arrostrar sólo la denuncia de su empleo manipulador por parte de la oposición parlamentaria, pero no desde el mismo medio, sino desde la prensa afín. La utilizó UCD para ayudarse en el triunfo electoral en las dos convocatorias, sin renunciar a atraerse a los medios privados mediante subvenciones para la prensa escrita y concesión de licencias para nuevas emisoras de radio. Intensificará aún más la presión sobre los medios el Partido Socialista, alcanzando niveles de escándalo en el tramo final de la campaña del referéndum de la OTAN en 1986, dos años antes de aprobarse la ley de las televisiones privadas en la misma segunda legislatura con todos los votos de la oposición en contra, circunstancia que, naturalmente, predispondrá a su favor las tres cadenas beneficiadas, incluida la primera privada, Canal Plus, asignada al Grupo Prisa. Finalmente, el Partido Popular, olvidando al llegar al gobierno sus promesas de democratizar los medios públicos, tampoco renunciará durante su primer Gobierno a ganarse periodistas, a ampliar el círculo de periódicos afines - en su inmensa mayoría contemporizadores de la ya lejana dictadura franquista - y a extender su influencia sobre las cadenas de televisión estatales y autonómicas.


  Respecto a la confrontación ideológico-política entre los principales grupos "comunicacionales", la más relevante y duradera la protagonizarán como buques insignias los diarios El País y El Mundo desde la aparición de este último en 1987. Pero los episodios de enfrentamiento más virulentos se registrarán en las emisiones radiofónicas, en los programas de la llamada "franja matinal' en los que grupos de comentaristas, en su mayoría profesionales de la información conocidos como "tertulianos", coordinados por quienes empezaron a conocerse como líderes de la comunicación, se erigirán en defensores y/o debeladores de Gobiernos y/o oposición desde el segundo Gobierno del PSOE, principalmente. Cualificada minoría de comunicadores radiofónicos que en las dos últimas décadas del siglo desempeñarían una función comparable a la del "intelectual orgánico" de los tiempos premediáticos de grandes masas, al servicio de los partidos mayoritarios, PSOE y PP, según opinión compartida por la mayoría de los analistas contemporáneos del fenómeno mediático.


  


  La adquisición y posterior disolución de la cadena de radio Antena 3 por el grupo Prisa en 1992 serviría de principal detonante de uno de los conflictos de mayor resonancia que libraron las cadenas radiofónicas SER y COPE a través de las ondas radiofónicas, por un lado, y de El País y El Mundo en la prensa escrita, por otro. Un contencioso político respaldado por el PSOE y el PP, respectivamente, seguido por millones de oyentes y lectores, en el que la confrontación dialéctica encubría, además, la disputa por el control de nuevas plataformas de influencia.


  Lo que en realidad aconteció fue lo siguiente: a la concesión de nuevas licencias de radio y televisión por parte del PSOE a los medios afines en el ámbito estatal que favorecieron al Grupo Prisa en los años ochenta y primeros noventa, sucedería la creación durante el primer Gobierno del Partido Popular de una plataforma televisiva digital destinada a neutralizar la progresión del grupo anteriomente citado. En ella participaron RTVE, El Mundo, la COPE, la catalana TV-3, con la sorprendente presencia de la nueva Telefónica - heredera de la compañía estatal detentadora del monopolio del ramo, privatizada por el Gobierno de Aznar-, frente otra plataforma del mismo nivel tecnológico promovida por los Grupos Prisa y Zeta.


  En esta ocasión, el contencioso daría lugar a un nuevo y también enconado enfrentamiento por conseguir en exclusiva los derechos de retransmisión codificada de los partidos de fútbol. Encarnizada disputa entre los grupos empresariales citados que concluyó con un acuerdo cuando ambos contendientes antepusieron pragmáticamente la lógica del beneficio empresarial a los particulares empeños ideológicos.


  Proseguiría, no obstante, el alineamiento político de los medios respecto a los partidos socialista y popular, ya que Izquierda Unida en absoluto encontraría respaldo mediático, exceptuando el que coyunturalmente le prestó El Mundo durante el último Gobierno del PSOE. Benevolencia hacia los comunistas que coincidió con el tiempo de la supuesta "pinza" que IU formaría con el PP, cuando aquélla diseñó la estrategia de las "dos orillas" en la que la coalición se adjudicaba en exclusiva el ideario de la izquierda - de tan escaso rendimiento electoral y factor de división interna-, entre los comunistas y sus aliados en las postrimerías de la era socialista.


  


  Posteriormente se rebajaría el enfrentamiento mediático a causa del terrorismo de ETA, dando lugar a una tregua en la que prácticamente todos los medios compartirán la ofensiva antiterrorista, excepto los vascos vinculados a Herri Batasuna, presentándose como portavoces de la estrategia negociadora de esta organización nacionalista.


  En cualquier caso, al finalizar el siglo se verificaría el incremento de la tirada y ventas de la prensa diaria, si bien creciendo a un ritmo inferior al de los índices de audiencia del conjunto de la red radiofónica y de la televisión. Pero el balance era satisfactorio para la prensa, el medio más acreditado como fuente de información y opinión, como se admitió al comienzo de este apartado, del que se surtirán, al menos parcialmente, los informativos de la radio y la televisión.


  No se habían registrado en la prensa española de la transición protagonismos al nivel de lo ocurrido en Polonia en trance análogo, donde un periódico (Gazeta Wyborzza) y su director (Adam Michnik) fueron, al parecer, decisivos para que la oposición (Solidaridad, el sindicato dirigido por Walesa) y el último Gobierno comunista (Jaruzelski) compartieran el poder y evitaran la crisis total del Estado polaco.


  Pero periodistas de los distintos medios, y sobre todo periódicos diarios y alguna revista semanal, contribuyeron fehacientemente al cambio, desempeñando muy dignamente el papel del "cuarto poder". Lo que no sería obstáculo para, que con el paso del tiempo, dejaran de ser cada vez menos indiferentes los resultados obtenidos en términos contables, asociados a la participación en la "tarta publicitaria", cuando los índices de audiencia de radio y televisión tendían a estabilizarse, y los de lectura, aunque de forma mucho más modesta, también continuaban creciendo.


  2.8. La Iglesia Católica


  Casi en las antípodas de la influencia alcanzada por los media se encontrará la Iglesia Católica, cuyo protagonismo institucional e influencia en la sociedad acusaría en el último cuarto de siglo un retroceso sólo comparable a los quince años que siguieron a la ley desamortizadora de Mendizábal en el siglo XIX y al quinquenio republicano de los años treinta del siglo XX.


  Pero esta ocasión el "reflujo" no se deberá a que la Iglesia Católica fuera objeto de expolio de bienes materiales, ni de manifiesta furia anticlerical de masas, ni objeto de deliberada represalia democrática. Simplemente obedeció a que la confortable situación de monopolio de las conciencias de la que disfrutó bajo la dictadura tocaba a su fin tras la aprobación de la Constitución en 1978.


  


  Cierto fue que, como se acaba de apuntar, la nueva democracia en absoluto se ensañará con la Iglesia Católica española; más bien al contrario, la milenaria institución se beneficiará de la consideración de los tres principales partidos - PCE, PSOE y UCD, por este orden de interés - cuando llegó la hora de la definitiva erradicación del conflictivo "hecho religioso" en España. Así se plasmará con generosidad en el artículo 16 de la Constitución, en el que se recoge y garantiza la libertad de creencias y la aconfesionalidad del Estado, pero no su laicidad. Circunstancia ésta que permitirá a la Iglesia Católica detentar el nuevo privilegio - respecto de todas las demás Iglesias legalizadas en uso de la libertad de creencias - de figurar explícitamente en el citado artículo, reconociéndola de hecho como la mayoritaria de los españoles. Por lo demás, el posterior desarrollo constitucional que dio lugar a la Ley Orgánica de Libertad Religiosa de julio de 1980 - también aprobada por unanimidad en el Congreso de los Diputados - hubiera regido sin problemas el resto del siglo de no haber surgido interesadas lecturas destinadas a recuperar ventajas tradicionales, principalmente al finalizar el siglo, con ayuda del Gobierno del Partido Popular.


  2.8.1. La crisis del nacional-catolicismo y la transición de la Iglesia


  Es ya suficientemente conocido el hecho de que obreros católicos y comunistas - empleando este último término en el sentido globalizador aplicado por la propaganda franquista para designar al conjunto de la oposición - se encontrarán en los sombríos tajos laborales de mediados de siglo justamente cuando la Falange perdía casi definitivamente el favor preferente del Caudillo. Y tampoco ya se ignora que a partir de ahí la cooperación entre creyentes y no creyentes se plasmará en actividades de diversa índole dando lugar, entre otras consecuencias, a la aparición de CCOO. Actuación conjunta contra el régimen de Franco desde que en 1956 el PCE asumiera la política de Reconciliación Nacional convirtiéndose, poco tiempo después, en el principal agente contra la dictadura hasta la desaparición de ésta.


  Las relaciones con la oposición que se acaban de apuntar, sumadas a los cambios provocados por el Concilio Vaticano II, no serían ajenas al paulatino distanciamiento católico de la dictadura y de sus aliados mientras el país mejoraba económicamente pero proseguía el inmovilismo político. La Asamblea Conjunta de obispos y sacerdotes celebrada en Madrid en junio de 1971, posibilitada por el aire nuevo insuflado en la estructura eclesiástica por el papa Juan XXIII y el Concilio Vaticano II, cuestionaría por vez primera la alianza de la Iglesia Católica con el régimen de Franco, casi cuatro décadas después de bendecir como "Cruzada de Liberación" la sublevación de los generales contra la República en 1936.


  


  Precedida la citada Asamblea de una encuesta-consulta dirigida a más de 20.000 sacerdotes de los que contestó el 85%, la inmensa mayoría de ellos (el 76%) se pronunciaría contra el nacional-catolicismo a la vez que denunciaba la violación, por el régimen franquista, de los derechos fundamentales y el amparo del mismo a situaciones sociales de injusticia. Desarrollada entre el entusiasmo de la minoría católica, la hostilidad de las jerarquías episcopales y la severa vigilancia del Gobierno franquista, la Asamblea significó un avance, aunque no se permitiría concluirla con la solemne declaración de la superación de la división abierta, en 1936, en la sociedad española. Ni siquiera presentando la resolución bajo la moderada fórmula de "No supimos a su tiempo ser ministros de la reconciliación", lograría ser aprobada, al obtener la mayoría de los votos pero no los dos tercios que las normas exigían.


  En cualquier caso, con la excepción de los sacerdotes vinculados al Opus Dei, la Asamblea Conjunta será considerada por el resto como un acontecimiento de importancia trascendental, a pesar de los modestos logros en la vida interna eclesial por propiciar el endurecimiento del sector más tradicional. Opinión ésta compartida por el cardenal Vicente Enrique y Tarancón, que había posibilitado la celebración de la Asamblea el mismo año de su elección como presidente de la Conferencia episcopal (G.Fernández, 1999).


  De la importancia desempeñada por el citado cardenal rinde cuenta el hecho de que en 1973 sería particularmente señalado como peligroso enemigo por los inmovilistas franquistas - "Tarancón al paredón", sentenciarán con pintadas en los muros durante los funerales de Carrero Blanco a finales de 1973-, que dos años después apostaría por la reconciliación en los de Franco, en noviembre de 1975, y por instar al nuevo rey Juan Carlos 1 a serlo de todos los españoles en la misa de la proclamación real.


  Fue también en la homilía pronunciada ante el nuevo monarca en aquellas circunstancias, cuando el presidente de la Conferencia Episcopal hizo pública la estrategia a seguir por la Iglesia española en la nueva época, basándose en la libre predicación del evangelio "entero", por un lado, y asentándose en la renuncia a la creación de partido político confesional alguno, por otro.


  Línea de actuación que, como en seguida se comprobará, permitirá a la Iglesia distanciarse de los grupos políticos más cercanos al franquismo - de la Alianza Popular de Fraga y de otros ex ministros de la dictadura-, rechazar los requerimientos del grupo "Tácito" ante su entrada en tromba en la UCD, disfrutar de la atención que le dispensará el resto de los reformistas e incluso del agradecimiento de los rupturistas de la primera hora, del PCE y del PSOE, tras el abandono por ambos de anteriores posiciones de desconfianza, y, por supuesto, beneficiarse con su neutralismo del respaldo de los catalanistas y de los nacionalistas vascos, moderados y radicales, en su mayoría creyentes y más practicantes.


  


  Ventajas políticas para la Iglesia aportadas por la "doctrina Tarancón", quien en cambio no resistiría la tentación de intervenir indirectamente en la arena electoral durante la primera campaña, logrando que la Conferencia Episcopal utilizase la conocida técnica del descarte, es decir, la estrategia según la cual la recomendación del voto a la feligresía desde el púlpito y otras plataformas se hizo de manera sutil, orientando el voto hacia los partidos centristas por considerar impropio de católicos apoyar a partidos marxistas. La jerarquía episcopal tendría desde entonces una relación especial con UCD que, muy discretamente, sin publicidad alguna, tendrá en los "tácitos", en calidad de corriente cristianodemócrata del partido de Adolfo Suárez, sus principales interlocutores. Discriminatoria toma de posición de la Iglesia que únicamente sería denunciada por algunos intelectuales creyentes, como el filósofo José Luis López Aranguren (Rodríguez Buznego, 1996; Díaz Salazar, 1990) y el teólogo Enrique Miret Magdalena.


  No obstante el buen entendimiento con centristas y nacionalistas, la jeraquía episcopal no se vería libre de tensiones internas a lo largo de 1978 con motivo de los debates y aprobación de la Constitución. El obispo de Cuenca y furibundo "tridentino" monseñor Guerra Campos sería el primero en denunciar el texto constitucional por la falta de reconocimiento en él de los valores cristianos; y el arzobispo de Toledo González Martín lo rechazaría de plano, en las vísperas del referéndum, por sancionar un Estado agnóstico que no amparaba los valores de la familia ni explícitamente prohibía el aborto. Pero el documento condenatorio apenas tuvo difusión ni consecuencias, como probó el hecho de que sólo se le adhieron otros siete obispos.


  2.8.2. La Iglesia Católica durante el período democrático


  Tras el apoyo mayoritario del censo a la Constitución en la que se la reconocía como religión mayoritaria de los españoles, la Iglesia Católica - una vez solventadas favorablemente las dudas que surgieron sobre su actitud ante el golpe del 23-F de 1981 - entrará en una nueva fase muy diferenciada con respecto a su largo pasado. Sin aumentar su poder ni ser objeto de persecución, la puesta en marcha del pluralismo político y la libertad religiosa llevará a la Iglesia española a adaptarse a la nueva situación recurriendo a mecanismos que la harán aparecer ante la sociedad como un grupo de presión casi convencional.


  Una encuesta del CIS en 1984 mostraba el descenso numérico de los españoles que se consideraban buenos católicos al 31% desde el 86% que se había manifestado como tal ocho años antes, en 1976. La misma consulta indicaba que la creencia en el infierno había bajado la mitad en el mismo período (del 80 al 40%); la desobediencia de los creyentes al magisterio católico respecto a la moral sexual sobrepasaba el 45% en las relaciones prematrimoniales y el 65% en el uso de anticonceptivos. Y la variable más visible y mensurable, la asistencia a la misa dominical, descendía de los dos tercios en 1975 a la tercera parte en 1982, siendo entre los jóvenes donde se manifestaba más acusado el fenómeno.


  


  No obstante, a comienzos de la década de los años noventa, si la Iglesia española ya no era ni con mucho la "triunfante" del pasado, algún estudioso del fenómeno (Pérez Díaz, 1993) la caracterizaba como más reconocible que otras religiones dada su superioridad numérica en creyentes-practicantes a los de otros ámbitos, en un momento en que se frenaba la caída de vocaciones iniciada en 1968 y surgían nuevas formas de organización, como las comunidades cristianas de distinto signo. Iglesia Católica ya no triunfante, efectivamente, pero con notable capacidad movilizadora aún en la democracia, como se vio en las masivas manifestaciones habidas durante la visita del papa Juan Pablo II a España en 1982; y con virtualidad, pese a la devaluación de su magisterio, de procurar mayor felicidad y optimismo a los jóvenes católicos practicantes, determinada por permanecer más cercanos a la familia, que satisfacción a los seguidores de otras creencias.


  Sin embargo, al concluir el siglo, para el conjunto de generaciones entonces existentes, la Iglesia Católica será la peor valorada de las siete instituciones y movimientos que fueron sometidos a una encuesta del CIS. Figurará detrás de la monarquía, de la ciudadanía, del movimiento obrero, de los medios de comunicación, del movimiento estudiantil, de los intelectuales e incluso de los militares (Moral, 2000).


  Deterioro sorprendente de imagen al que probablemente contribuyó la trayectoria seguida por la Iglesia Católica en su relación con los Gobiernos democráticos que, a grandes trazos, cabría sintetizarse en el siguiente proceso: evolución del "atentismo" y la contención de los primeros tiempos de la transición, a tomas de posición abiertamente hostiles contra las leyes del divorcio y del aborto, para, finalmente, concentrarse en el pragmatismo encaminado a la obtención del mayor rendimiento posible de los acuerdos con el Vaticano, en la esfera educativa principalmente.


  Siguiendo esta estrategia, la jerarquía episcopal se mostraría más distanciada de lo previsto en la "guerra escolar" a la que dieron lugar las nuevas leyes socialistas de enseñanza no universitaria; episodios en los que delegó su protagonismo en las asociaciones católicas de padres a cambio de obtener ventajas políticas traducibles en generosas subvenciones económicas y exenciones fiscales. Fue así como la Iglesia Católica rescatará del pasa do la actitud "mendicante" ante los responsables de las administraciones central y autonómicas de la democracia del nuevo Estado aconfesional susceptibles de relacionarse con la Iglesia. Gobernantes que en absoluto interferirán la secular contribución al sostenimiento del clero y del impresionante patrimonio acumulado por la Iglesia Católica española - no así del resto de las confesiones legalizadas - al finalizar el siglo XX.


  


  En este nuevo contexto y actitud, en 1987 la jerarquía episcopal conseguía del segundo Gobierno del PSOE la implantación del llamado "impuesto religioso" por el que los creyentes podían, si así lo deseaban, asignar a la Iglesia Católica un porcentaje de su cuota (0,523%) en las declaraciones anuales de la renta (IRPF). No obstante, pese a que los obispos declararon entonces que la citada fórmula era de su plena satisfacción porque creyeron la recaudación estimada sobradamente suficiente para afrontar sus necesidades, pocos años después se verían obligados a solicitar nuevas ayudas al comprobar el error cometido ya que sólo la tercera parte de los declarantes (el 34%) decidía asignar a la Iglesia Católica, y no al Estado u otra organización social sin ánimo de lucro, el citado porcentaje que la ley permitía.


  Al conocer la noticia, multitud de creyentes, agnósticos y ateos, se interrogó sobre si esta reacción de los contribuyentes sería, en cierta manera, la "cosecha de tempestades" procedente de la "siembra de vientos" realizada por la secularmente glorificada Iglesia Católica española, campeona en la difusión de la fe por todo el orbe en los siglos imperiales y entusiasta colaboradora de la trágica "Cruzada de Liberación" de 1936-1939. Sin embargo, los gobernantes del Estado aconfesional de nuevo acudirán solícitos a la demanda episcopal, procediendo a financiar por la vía presupuestaria cantidades suplementarias a los ingresos procedentes de la cuota fiscal. De tal manera que tanto el PSOE como después el PP incrementarán la ayuda a la Iglesia Católica mediante multitud de subvenciones y de conciertos económicos establecidos con todas las administraciones públicas del Estado. La cifra resultante de todo ello será una contribución económica de tal magnitud que, a comienzos del siglo XXI, se estimaría en más de medio billón de pesetas anuales (586.000 millones, El País, 19-9-2001).


  Dentro de esta peculiar relación económico-política de los Gobiernos democráticos con la Iglesia, adquirirá particular resonancia la ayuda pública a la impartición de la religión católica en los niveles de enseñanza no universitarios, como asignatura voluntaria para aquellos alumnos que así lo expresaran, conforme a la legislación en vigor. Fue en este capítulo donde la generosidad de los gobernantes en las concesiones recordaría situaciones de privilegio propias del feudalismo europeo. En especial desde que en 1999 la jerarquía eclesiástica lograba que el Gobierno del Partido Popular, actuando sobre el razonable acuerdo con el Vaticano establecido en 1979 bajo el mandato de Adolfo Suárez y que los gobiernos socialistas respetaron escrupulosamente, retribuyera a los profesores de religión necesarios - más de 15.000 en el año 2000 - para impartir la doctrina católica en los centros públicos no universitarios, sin que el Ministerio de Educación interviniera en la designación de los mismos. La percepción de esta ventajosa relación por parte de la opinión pública hizo presentir a muchos que el principio de aconfesionalidad del Estado, proclamado en la Constitución aprobada veinte años antes, era ya papel mojado.


  


  No obstante la abultada ayuda económica recibida, la Iglesia Católica española se vería incapaz no sólo de aumentar su influencia, sino de contener siquiera los efectos descristianizadores de la secularización registrada durante las décadas finales del siglo, de contener la progresiva impregnación en ella del "hedonismo, consumismo y apostasía juvenil" que denunciaría el papa Juan Pablo II en su segunda visita a España realizada en 1991.


  Tampoco ayudaría a mejorar la imagen de la jerarquía católica a las puertas del siglo XXI el hecho de que sesenta años después de concluida la Guerra Civil, continuara negándose, en 1999, a revisar críticamente su pasado franquista como ya le planteara el sector más renovador de la institución en la Asamblea de 1971, anteriormente citada. Negativa que justificaba la Conferencia Episcopal, integrada por más de un centenar de obispos en su mayoría de edades avanzadas, argumentando que la Iglesia Católica fue víctima cualificada de la contienda de 1936-1939, omitiendo deliberadamente que también lo fueron otras instituciones y corporaciones profesionales leales al Gobierno de la República. Constituyó aquélla una declaración de la jerarquía que de nuevo excluía contemplar las motivaciones ideológicas y políticas que causaron la muerte de más de seis mil religiosos (curas, frailes, monjas y trece obispos) asesinados en la contienda por "los rojos", silenciando las rotundas posiciones conciliatorias adoptadas por los obispos católicos de países situados en trances similares en el pasado - casos de Italia, Argentina y Francia - tras reconocer autocríticamente las graves complicidades establecidas por las organizaciones católicas con los respectivos regímenes dictatoriales.


  En fin, una trayectoria de la Iglesia Católica española en la democracia que no culminará con perspectivas de cambio de entidad suficiente para que el conflicto religioso en España se contemplara como un asunto definitivamente superado en el umbral del siglo XXI. Unos meses después de la segunda y última escenificación de la intransigencia episcopal respecto a la plena reconciliación, coincidiendo con las últimas elecciones democráticas del siglo, las de marzo de 2000, el Centro de Investigaciones Sociológicas publicaba los resultados de una encuesta sobre el catolicismo en la España del momento: el 77,2% de los encuestados afirmaba creer en Dios y el 16,9% no; el 83,6% se consideraba católicos pero ya no asistía a misa los domingos la tercera parte como ocurría en 1982, sino menos de la cuarta (el 22%).


  


  Descenso y relajación crecientes de las prácticas religiosas que afectarán a la caída del número de matrimonios eclesiásticos y al crecimiento, aunque paulatino desde 1981, del número de separaciones y divorcios. Descatolización de la sociedad que, finalmente, también reflejarán los efectivos humanos de la estructura eclesial en el año que se acaba de citar: el número de curas había descendido a 19.000, el de frailes a 16.000, el de monjas a 50.000 y el de seminaristas mayores a 1.900. Finalmente, otro dato revelador: en el año 2000 casi la mitad de las parroquias existentes en España (22.500) ya no contaba con cura párroco.


  Se asistía, pues, al finalizar el siglo a la sustitución de la práctica religiosa tradicional por una creciente subjetivación de la creencia católica, inducida por la colisión de la conciencia del creyente con el magisterio eclesiástico en determinadas cuestiones - sexualidad, aborto y eutanasia, sobre todo-, sometidas a libre debate en la nueva democracia. Y, por otro lado, al progreso de actitudes de marcada indiferencia ante el fenómeno religioso en general y católico en particular, con el correspondiente correlato positivo de debilitamiento del anticlericalismo y del integrismo fanático.


  No obstante, los múltiples y profundos cambios experimentados al final del siglo - se empezaría, incluso, a hablar de "catolicismo a la carta'-, la Iglesia española sí continuaría presente en la celebración de los "ritos de paso" tradicionales: bautizos, bodas y funerales.
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  Tanto la Transición como la democracia, los dos grandes períodos que comprende el último cuarto del siglo XX separados por octubre de 1982, han venido siendo objeto de discusión, en particular el primero; pero conviene, sin embargo, hacer dos breves precisiones respecto al protagonismo de las controversias.


  En primer lugar, el escaso tiempo transcurrido desde el desarrollo de los acontecmientos y la inaccesibilidad a determinadas fuentes de información legalmente protegidas hace que prevalezcan las hipótesis, no las tesis sólidamente documentadas en estudios concluyentes.


  En segundo término, que, tal como se auguraba desde mediados de los años ochenta, ha sido el convulso período de la Transición el que ha primado sobre el más convencional y "aburrido" de la democracia, siendo en aquélla y no en ésta donde, hasta el presente, los historiadores han venido desempeñando mayor protagonismo junto a politólogos y sociólogos. Y, finalmente, que serán investigadores de estas últimas dos especialidades quienes lógicamente han monopolizado los estudios monográficos sobre el período democrático. En cualquier caso, ha sido en este último período donde la convergencia interdisciplinar ha sido favorecida por la elasticidad hacia los tiempos más próximos por parte de los interesados por la historia inmediata.


  3.1. En torno a la Transición (1975-1982)


  Es ya sobradamente conocido que, exceptuando los ocho años de la Segunda República y la Guerra Civil, 1931-1939, los siete de la Transición a la demo cracia han sido los vividos con mayor intensidad por los contemporáneos del proceso. Percepción que no sólo ha dejado huella en los actores del último período, sino en los espectadores de ambos, según lo reflejaron directa o indirectamente las encuestas de opinión en la década de los años ochenta.


  


  A cambio de la renuncia a la opción republicana, la transición de la dictadura a la monarquía parlamentaria se planteó por la inmensa mayoría como un proyecto de democracia avanzada, sustancialmente diferente de la precavida y también muy controlada restauración de la monarquía liberal promovida por Cánovas del Castillo un siglo atrás. El sistema adoptado en la Constitución de 1978 tuvo, por otro lado, un desarrollo menos accidentado y un final más afortunado que el tránsito de la dictadura primorriverista a la Segunda República, en los comienzos de los años treinta, por arrojar como resultado la democracia más estable y duradera de la historia española una vez neutralizadas - a diferencia de aquélla - las también sucesivas tentativas militares de destrucción del nuevo orden constitucional.


  3.1.1. Un proceso celebrado y difundido


  Además de vivido con intensidad, el último cambio de régimen ha tenido la virtud de brindar la más alta satisfacción a la ciudadanía por haber conjurado el estallido de una nueva guerra civil tras una dictadura, la de Franco, mucho más prolongada que la del general Primo de Rivera, más empeñada aun que ésta en impedir que constituyera un mero paréntesis y casi tan empeñada como la fascista y la nazi en la proscripción indefinida de las libertades y la democracia.


  No fue extraño, pues, que su desaparición se entendiera como algo digno de celebración, cuando hubo oportunidad de hacerlo, también de modo interclasista, como la del abril republicano de 1931. Tal circunstancia se dio no tanto el 6 de diciembre de 1978 al aprobarse en referéndum la Constitución, sino en las multitudinarias manifestaciones del 27 de febrero de 1981 a raíz del fracaso del golpe del 23-F, en las que se confirmaría masivamente el "¡nunca más!" a los enfrentamientos del pasado. En 1981, a diferencia de lo ocurrido medio siglo antes, marcharán codo con codo, en defensa del nuevo orden democrático, republicanos y monárquicos, conservadores y progresistas, empresarios y asalariados, empleados y parados, mujeres y hombres, "gentes de toda edad y condición" en expresión de los cronistas decimonónicos.


  Como reflejo, en parte, del reconocimiento internacional obtenido y la convicción de la mayoría de la población de haber recuperado para unos y arribado por vez primera, para otros, un régimen de libertades, el acontecer del proceso que a punto estuvo de naufragar se convertiría más tarde de for ma casi repentina en perseguido objeto de culto mediático. No era para menos ya que, al concluir el siglo, el 81 % de los españoles opinaba en una encuesta que la forma de llevarse a cabo la transición era un motivo de orgullo frente al 9% que discrepaba (El País, 19-11-2000). En fin que de aquel proceso, una vez concluido, se rendirá cuenta por activa y por pasiva, se hablará, se escribirá y reflexionará sin cesar durante mucho tiempo en artículos de la prensa diaria, bajo la forma de reportajes ilustrados en las revistas semanales, como suplementos monográficos conmemorativos, hasta llegar incluso a editarse en colecciones fasciculares.


  


  Obviamente la experiencia no tardaría en difundirse a través de libros, pero desde antes estaría presente en las emisoras de radio locales y en las principales cadenas en las que figurará como tema recurrente en los comentarios de "tertulianos" y políticos. Y al final del siglo la Transición, también rompiendo barreras, se convertirá en el tramo del pasado nacional merecedor de un especial tratamiento por la televisión. En 1995 La 2 de TVE ofrecería una serie de trece capítulos, de una hora de duración cada uno, que congregará una audiencia millonaria al ser el espacio preferido, según los indicadores al respecto, por los televidentes de otras tantas noches dominicales durante el período, obteniendo la mayor cuota de pantalla (el 22% del share) respecto a los demás espacios en el mismo horario de emisión de las otras tres cadenas generalistas, la única de pago y las autonómicas. Y ello a pesar de programarse, según los realizadores de la serie, en "la peor época, el peor día y la peor hora" del año citado (E.Andrés y V.Prego, en declaraciones a la revista Tiempo, n.o 25, septiembre de 1995).


  3.1.2. Objeto de estudio interdisciplinar


  Haber arrojado el cambio democrático un balance globalmente tan satisfactorio para la casi totalidad de las corrientes ideológicas, organizaciones políticas, sindicales, sociales y culturales constituyó una clamorosa excepción en la historia nacional como se acaba de apuntar.


  Un balance tan abrumadoramente favorable del que cabría decir que sólo discreparán tres minorías fácilmente identificables: la nostálgica del franquismo, la que se manifestó votando no a la reforma política de Adolfo Suárez en 1977 y a la Constitución en 1978; la de quienes se lamentaron por "la nueva ocasión perdida' por no incorporar al cambio político la transformación económica y social de signo anticapitalista; y la integrada por las entonces corrientes minoritarias independentistas catalanas y vascas.


  Nada extraño, pues, que la satisfación despertada sirviera de acicate para convertir aquel proceso en privilegiado objeto de reflexión y estudio compar tido por politólogos, sociólogos e historiadores. Especialistas que ofertarán sus saberes en todos los formatos de la logística académica-docente del momento, a saber: congresos, simposios, jornadas de debate, seminarios, cursos universitarios de doctorado, cursos de verano e incluso monográficos de invierno. Como muestra del casi obsesivo interés despertado en el plano académico baste señalar que casi dos décadas después de haber concluido la Transición, todavía en mayo del año 2000 una universidad privada ofrecía en el Palacio de Exposiciones y Congresos de Madrid unas jornadas organizadas por una Fundación constituida para tal fin, en las que el sucesor de la Corona, el Príncipe de Asturias, ostentaría la presidencia de honor. Un evento celebrado éste sólo cinco años después de que el propio monarca Juan Carlos 1 fuese invitado a inaugurar un magno congreso, con mayor participación de historiadores que de estudiosos de las ciencias sociales, celebrado en la Universidad Autónoma de Madrid U.Tusell y A.Soto, coordinadores, 1996).


  


  Sin embargo, tal como había venido ocurriendo con situaciones de cambio de régimen de dictaduras a democracias que precedieron al español - el de la Grecia de los coroneles y el Portugal de Caetano, por citar sólo las transiciones más cercanas en el tiempo y en el espacio-, serían politólogos, sociólogos y ocasionalmente también juristas quienes lógicamente se anticiparon a los historiadores en la descripción de trayectorias, análisis institucionales, evaluación de comportamientos y exámenes comparados del fenómeno.


  Circunstancia ésta que explica lo que también era casi una obviedad: que la transición de la dictadura a la democracia en España se convirtiera en nuevo y bien recibido "gran tema' para los citados expertos, iniciándose el debate académico apenas aprobada la Constitución en diciembre de 1978, y asistiéndose después a tal proliferación de publicaciones que por su número parecían competir con los estudios suscitados entre los historiadores profesionales por la Guerra Civil y el franquismo desde que concluyó la dictadura.


  Pero como era también previsible dada la persistencia de escuelas, pronto se advirtió que la coincidencia predominante en la celebración del fenómeno felizmente culminado no impedirá la aparición de discrepancias sobre el entendimiento del proceso. De ahí que, en sintonía con la oferta de conocimientos realizada entre quienes lo abordaron desde fechas cercanas al discurrir de los acontecimientos, desde el comienzo del siglo XXI ya es posible discernir, a grandes rasgos, las principales tendencias interpretativas que, en una breve aproximación, se exponen a continuación:


  1. El enfoque y la línea de quienes, anticipándose a los estudios monográficos, han venido entendiendo el tránsito y sobre todo su excelente final como el resultante esperado, casi predecible, determinado por la existencia de una estructura social mucho más compleja que en los años treinta, formada en la última década del franquismo, en la que destacará un amplio "colchón" social de capas medias portadoras de un sistema de valores alérgico a los extremismos de uno y otro signo y plenamente receptivo a la oferta programática del centrismo político que emitirán Adolfo Suárez y la UCD.


  


  Estratos sociales intermedios de suficiente grosor para disolver la ancestral polarización ideológica, debiéndose su afortunada presencia a la modernización económica de los años sesenta, bajo el impulso de los tecnócratas, en una coyuntura internacional favorable. Tan benéfica que permitiría a la dictadura franquista sacar al país del atraso con el enorme sacrificio de los centenares de miles de emigrantes que, simultáneamente, contribuyeron a la construcción del Estado del bienestar en los países del entorno europeo noroccidental.


  Este "estructuralismo" economicista, explicativo del cambio pacífico a la democracia en España aducido por esta corriente historiográfica, se reclamaba de la sociología funcionalista de los años sesenta, teoría para la que las modernizaciones económicas llevan inexorablemente al cambio político, sin reparar en la existencia de países en los que no sólo no se registraron semejantes automatismos, sino que se registro procesos inversos. En cualquier caso, la existencia de tan importante elemento en la estructura social española derivado del crecimiento económico exigido por el requerimiento funcional aludido, le restaba únicamente eliminar la anomalía o "disfunción" - término éste académicamente novedoso desde entonces - que representaba el régimen dictatorial de Franco.


  El mismo régimen que, sabido es, había logrado zafarse de continuar siendo asimilado a los fascistas como totalitario desde que a primeros de los años sesenta se le transformó en autoritario por entender que aun sin abandonar el sistema de partido único, en la dictadura franquista se apreciaba escasa movilización de masas y existencia de un "pluralismo político limitado" (Linz, 1964). En cualquier caso, el pluralismo limitado contemplaría la presencia de la nueva familia tecnocrática corresponsable, junto a la coyuntura del crecimiento económico de los años sesenta, de la formación de un cuantioso granero electoral, potencialmente de orientación centrista, determinante del éxito de la reforma política. Planteamiento que analizado desde una perspectiva diferente también llevaría -al resistirse la citada corriente a explicitar el concepto de contradicción marxista - a una conclusión un tanto aberrante: los ideológicamente inmovilistas tecnócratas fieles al dictador habrían sido, sin ellos pretenderlo, los precursores del cambio hacia la democracia. 0 dicho de otra manera, los mismos que se sublevaron contra la República en julio de 1936 y persiguieron a sus simpatizantes sin tregua, ¿estarían "vocacionalmente" llamados a convertirse en principales agentes voluntarios del retorno de la democracia cuarenta años después?


  


  Ésta podría ser una lectura del cambio político asociado al aludido determinismo económico - un tanto grueso y anacrónico - aplicado "por abajo", complementado con el decisionismo "por arriba", corriente que subraya y privilegia el papel desempeñado por determinadas personas, cuanto mayor rango tanto mejor, específico del empirismo biográfico, principalmente el británico. Una visión, en fin, que justificaría retrospectivamente el discurrir de la Transición desde el reconocimiento previo de su satisfactorio final; proceso increíblemente venturoso para los estudiosos de la órbita anglosajona - no tanto para los de la francesa y alemana - al comprobar cómo tras la desaparición de Franco brillará la ausencia de los "demonios familiares" del viejo pueblo mediterráneo enfrentado en la cruenta Guerra Civil de los años treinta. En su lugar, se estaría ante una sociedad modernizada que no interferiría la sucesión dictada por Franco: la monarquía borbónica que, a modo de clave de bóveda del nuevo arco de las fuerzas en presencia, garantizaría la inserción de España en el capitalismo democrático occidental. El proceso se vería cumplido, para esta línea interpretativa, por la feliz convergencia, en aquella coyuntura crítica, de dos fuerzas que supieron estar a la altura de sus responsabilidades históricas: la de la renacida oposición democrática procedente del exilio y la corriente reformista surgida de la entrañas del franquismo. La primera, consciente de sus limitaciones y la segunda, impulsada por el rey, diseñada hábilmente por Torcuato Fernández Miranda y llevada a la práctica por Adolfo Suárez (Carr, 1979; Payne, 1987; Powell, 1991; Tusell, 1999).


  2. La perspectiva analítica de quienes entendieron el tránsito de la dictadura a la democracia como resultado del equilibrio de las principales fuerzas políticas presentes, las reformistas y las de la oposición democrática, a mediados de los años setenta. Supuesto equilibrio entre los partidarios de la reforma y los de la ruptura al que colaborarían, sino los escasos efectivos del PSOE, sí la memoria actuante del socialismo renacido preservada bajo la prolongada dictadura.


  Este planteamiento contemplaría el cambio a la democracia como fruto de la salida a la superficie de una tensionada dinámica, plasmada en la estrategia reformista de impulsar el cambio desde arriba, en respuesta a la rupturista planteada por la oposición al régimen de Franco, dando lugar a la inevitable apertura del proceso de negocia ción - bajo el telón de fondo del recuerdo de la Guerra Civil y la fortísima crisis económica-, que finalmente concluiría con la negación conjunta del pasado y el compromiso entre las partes, finalmente plasmado en el consenso constitucional (Maravall, 1984; Tezanos et al., 1989). Dentro de una perspectiva cercana, V.Pérez Díaz (1993: 46 y 51) introducía unos años después el dato del comportamiento de los líderes políticos, el factor humano, es decir, a quiénes entendió más duchos en el aprendizaje de los acontecimientos - sobre todo de la aleccionadora movilización laboral del invierno de 1976 y del papel del ejército - que acertados en la dirección del proceso, para el que, no obstante, encontraron un lenguaje político adecuado. E.Gil Calvo por su parte (2001) tendería finalmente a compendiar el resultado de la transición en los inusuales términos de la metáfora deportiva del empate entre las dos España, tras la incruenta lucha política mantenida por ambas en la segunda mitad de los años setenta.


  


  3. Se corresponde con la interpretación genética-materialista por mostrarse especialmente interesada en la indagación del trasfondo social del proceso de cambio en términos de conflictividad de clases y aparición de grupos de poder como factores explicativos del discurrir aparentemente lineal de los acontecimientos políticos entre 1973 y 1978, privilegiando lógicamente entre éstos la negociación cupular.


  Corriente que, sin desconocer la relevancia y el alto grado de autonomía que la "superestructura" política adquiere en estos trances del régimen, enfatiza sin embargo la inciativa del cambio "por abajo". Lucha en esa dirección que para algunos de sus integrantes se inicia en los años finales de década de los cincuenta y primeros sesenta, protagonizado por reducidas vanguardias obreras del Norte y de jornaleros del Sur. Actividad que inicialmente desarrollaría en el contexto la crisis de la autarquía franquista dando lugar a una nueva forma de combatir la dictadura, combinando la lucha legal e ilegal con métodos democráticos, práctica que explicaría la consolidación de las Comisiones Obreras en los comienzos de la década de los años sesenta como la más novedosa de las fuerzas opositoras, llegando a convertirse en la principal organización en la lucha antifranquista - en el "engranaje de la subversión" como reconocerán en la cúpula del régimen - hasta la desaparición del dictador y, sobre todo, causante del fracaso del primer Gobierno de la monarquía, el de Arias Navarro, que despejó el camino a la democracia (Forewaker, 1980; Ysás y Molinero, 1998; Morales, 1999).


  4. Finalmente, la tesis que enmarca la transición española en el contexto de la Guerra Fría y la explica como un proceso político controla do por las potencias occidentales destinado a garantizar el cumplimiento del legado franquista de la monarquía y la permanencia de su vinculación atlántica. Proceso en el que el protagonismo más acusado correrá a cargo de la República Federal Alemana, aunque con el beneplácito de Estados Unidos, concentrándose ambos en el fortalecimiento del PSOE y de la UGT como objetivo primordial de neutralizar la actuación del PCE y de CCOO.


  


  El interés de la coalición de países occidentales por la previsión de los cambios en la Península Ibérica vendría acentuado a raíz del estallido de la revolución portuguesa de abril de 1974, acontecimento que precipitará la ayuda internacional a las organizaciones democráticas anticomunistas, siendo los partidos socialista ibéricos los principales destinatarios de las mismas: el portugués, liderado por el socialdemócrata Mario Soares, para neutralizar el peligro subversivo de las fuerzas armadas en un país con un poderoso partido comunista prosoviético y no eurocomunista como el español; en España, ese doble peligro lo encarnarían el PCE-PSUC y CCOO.


  La primera contribución de esta ayuda internacional con respecto a España se plasmaría, según esta tesis, en otoño del mismo año en que tuvo lugar la "Revolución de los claveles" (1974), en la celebración del congreso de Suresnes convocado por el PSOE con la finalidad de proceder al reemplazo de la ejecutiva anquilosada del exilio controlada por Rodolfo Llopis, sustituyéndola por la más joven del interior encabezada por un miembro del reducido grupo sevillano, Felipe González. Convocatoria de Suresnes celebrada más en clave de reunión orgánica decisoria que de congreso convencional, con la finalidad de garantizar que la nueva dirección del partido respetaría el orden social, la alianza militar y la monarquía de Juan Carlos 1, al frente de la jefatura del Estado tras la muerte del dictador. Una reunión, en fin, tan calculada y resolutiva que, en opinión del autor de este enfoque, sería "organizada por Francia, financiada por Alemania, aprobada por Washington (incluso) con el conocimiento de los servicios de información de Franco" (Garcés, 1996: XIX).


  3.1.3. Temas investigados


  Respecto a investigaciones de carácter monográfico no estrictamente relacionadas con el nuevo entramado institucional surgido del proceso, la producción bibliográfica es aún muy reducida. No obstante, la exposición de modelos contrastados con la más accesible documentación para uso de politólogos y sociólogos ha permitido la aparición de algunos estudios de entre los que sobresalen los realizados sobre determinados comportamientos tanto colectivos como institucionales en la primera fase del cambio, en plena Transición.


  


  En primer lugar, la que pone el acento en el contraste observado entre la escasa influencia del ejército en la formulación de los objetivos de la Transición y en su incapacidad evidente para impedir su definitiva conclusión democrática. Circunstancia que, al parecer, se relaciona con la marginación castrense de los centros de decisión en la última fase del régimen de Franco, a diferencia de lo ocurrido en las dictaduras militares griega, portuguesa y en las sudamericanas del momento. En contrapartida, la aspiración a la plena supremacía de la sociedad civil sería en España mucho más lenta que en otras latitudes, retrasándose hasta 1984 con la reforma de la Ley Orgánica de la Defensa Nacional (Agüero, 1995).


  En segundo término, el estudio que aborda el papel desempeñado por la memoria de la Guerra Civil en la tesitura de la Transición, partiendo del examen crítico de algunos medios de legitimación y adoctrinamiento masivos sobre el traumático conflicto de 1936-1939 utilizados por el régimen de Franco (el noticiario cinematográfico NO-DO, manuales de Historia y de formación política de los distintos niveles educativos y legislación al respecto, entre otras), así como la prensa del incipiente proceso democrático. Fuentes todas ellas que permitieron a su autora concluir que el aprendizaje colectivo de la memoria de la Guerra Civil, transmitido generacionalmente con el miedo incluido, se erigió en indiscutible fuente del consenso, pacto no escrito, que facilitó el éxito del cambio (Fernández Aguilar, 1996).


  El controvertido tema relacionado con el papel de las organizaciones políticas, sindicales y otras, así como el grado de presión ejercido sobre quienes llevaron la iniciativa del cambio en la primera fase del proceso, la que concluye a finales de 1978 con la aprobación de la Constitución, también ha sido estudiado. Su autor, el politólogo Cayo Sastre (1997), utilizando la información cotidiana sobre "acciones colectivas" suministrada por El País en las fechas comprendidas entre la aparición de este diario a primeros mayo de 1976 y el último día de diciembre de 1978, sostiene - frente a percepciones ulteriormente idealizadas por gran parte de la militancia de los grupos políticos y demás organizaciones opositoras al franquismo - que el protagonismo adquirido por la negociación y el pacto entre las elites a lo largo del primer año de gobierno de Adolfo Suárez en absoluto es ajeno al bajo nivel alcanzado por las manifestaciones de carácter político, ya que sólo la tercera parte de las 779 acciones contabilizadas durante ese período se acreditaría con ese tipo de contenido.


  Una situación de pasividad tan generalizada, derivada de la conocida despolitización impuesta por el régimen de Franco, que incluiría al propio ejér cito, llevará a la inmensa mayoría de la gente - sobre todo al conjunto de los asalariados, hipotética y realmente más conflictivos - a desinteresarse por el cambio político en beneficio de la mejora económica, objetivo por el que sí se mostraría dispuesta a afrontar el conflicto. Despolitización que, en última instancia, favorecerá la negociación cupular de las elites políticas para hacer avanzar el proceso. Quizá la no contemplación en el estudio de la importante agitación política registrada el año anterior al investigado, y sobre todo la exclusión de la radicalización laboral del invierno de 1975-1976 que concluye con los sucesos de Vitoria, lleven al citado autor a subestimar la incidencia de la movilización en el cambio, aun no siendo estrictamente de naturaleza política, tal como se indica en el apartado correspondiente.


  


  Finalmente, se halla la tesis parcialmente relacionada con la anterior, de Rafael Durán (2000), centrada en un estudio comparado de las movilizaciones sociales (principalmente las laborales) en las transiciones ibéricas, en el cual atribuye la moderación de las aspiraciones colectivas españolas a la (¿sabia?) percepción por parte de los trabajadores de la fortaleza del Estado tras el cambio de régimen. Conocimiento del fenómeno que éstos obtienen a través del aparato coercitivo y de la coherencia del discurso político de las autoridades al integrar en él, de modo persistente, el riesgo involucionista como evidencia. Contexto muy diferente del portugués, donde en los diecinueve primeros meses de la democratización tras el golpe de los capitanes del 25 de abril de 1974, el 57% de los conflictos obreros urbanos transgredieron las leyes y el orden económico establecido (el capitalista, naturalmente).


  3.1.4. Modélica y ejemplarizante


  Positivamente valorada por la inmensa mayoría de las procedencias ideológicas, tal como anteriormente se señaló, la identificación entusiasta con el cambio por parte de reformistas y de franquistas reciclados a la democracia sin haber sufrido quebranto, e incluso la de cuadros dirigentes del PSOE una vez instalados en el poder - previo olvido de los principios republicano-socialistas-, los llevará a inundar de requiebros el proceso llegando a presentarlo, ante propios y extraños, como experiencia netamente innovadora en cuanto a la forma de producirse y, en consecuencia, susceptible de convertise en un "producto exportable" para facilitar los tránsitos a la democracia en los numerosos países que accederán después a ellos, principalmente tras la caída del Muro de Berlín.


  Cierto fue que no escasearon clientes necesitados de este tipo de ayuda en un momento en que las otras dos transiciones mediterráneas que precedieron a la española apenas podían aportar enseñanzas. La griega, concluida a finales de 1975, porque a diferencia de la española precisó para establecerse de la previa humillación del ejército, tras la derrota sufrida por la dictadura de los coroneles a manos de los turcos en Chipre. Y la portuguesa, por contemplarse como un mal ejemplo en todo el occidente respetable que un ejército impulsado por ideas subversivas se hiciera con el poder.


  


  De ahí que, a pesar de que la transiciones más novedosas surgieran a partir de las tres experiencias mediterráneas, el modelo español aportaba respecto a las otras la especificidad de no exhibir un ejército claudicante ni triunfante - más bien vigilante hasta su subordinación al poder civil-, por lo que contribuirá en mayor medida a las transiciones "por transformación pactada", dentro de la tipología que durante algunos años obsesionó a una parte de la comunidad politológica, la seguidora de la "tercera ola" democratizadora del siglo XX (Karl y Schmitter, 1991; Huntington, 1994). Siendo así que tras servir de referente en América Latina (Brasil, Argentina y Chile, principalmente), la Transición española acabará después despertando el interés, como se acaba de apuntar, en la cambiante Europa del Este, tras la caída del Muro de Berlín y la implosión de la Unión Soviética. Así lo testimoniaría un representante español en la Internacional Liberal al manifestarse convencido de que la transición española estaba efectivamente influyendo a comienzos de los noventa en otros tres países concretos, en este caso del este europeo: Hungría, Yugoslavia y la futura Rusia (VidalBeneyto, 1991: LI).


  Así pues, la demanda del conocimiento del tránsito español a la democracia desde la cordillera andina a los Urales brindará la oportunidad de expandir su enseñanza mediante la organización de ciclos de conferencias y seminarios en distintos lugares de América y de Europa oriental. El testimonio de los actores y la doctrina de los politólogos contribuirán conjuntamente a la difusión de la experiencia y el modelo, respectivamente, y a ahondar sobre su conocimiento.


  No obstante, en algún caso se había intentado con tanta premura que un estudio coordinado por Julián Santamaría sería publicado en 1981 cuando aún le faltaba a la Transición superar la prueba de fuego del 23-E Claro está que aquel episodio apenas invalidaba conceptos en él contenidos, como la noción de "consenso técnico" - el establecido entre los partidos políticos dominantes - como clave explicativa del cambio español, frente a la "transición continua' a la turca y las más "convencionales" griega y portuguesa, por la intervención en ambas del ejército, independientemente de la disparidad de proyectos políticos que uno y otro proyectaban.


  Se asistía, pues, al creciente interés de la politología por las transiciones a la democracia, dominio que después se desarrollaría con cierta amplitud entre los estudiosos tanto en la década de los años ochenta (O'Donnell et al., 1986) como en la de los noventa (Linz, 1996a). Acerca de la singularidad del caso español, no dejaría indiferentes a los estudios un dato de alto voltaje: el del bajo coste social invertido para democratizar la última dictadura de inspiración fascista - referencia "genética-histórica" curiosamente rehuida entre la mayoría de los tratadistas - mediante el acuerdo establecido con firmeza entre anteriores enemigos, no meros adversarios políticos. Y que esta voluntad se alimentara a lo largo de un breve proceso que arrancó con una reforma pactada entre las elites de las organizaciones políticas - con la intervención delegada de los sindicatos CCOO y UGT por su condición de correa de transmisión del PCE y el PSOE - y que concluyó con una afortunada ruptura con el pasado dictatorial también pactada entre las partes. (Linz, 1996b; Colomer, 1998).


  


  3.1.5. Objeto de protagonismos disputados: las "pizarras" de Suresnes y Estoril


  Un desenlace político tan satisfactorio y un tratamiento tan favorable de la transición tampoco podía dejar de suscitar, una vez concluido, tentaciones de apropiación ideológica y/o partidaria del proceso, cuando todo había pasado, afianzada ya la democracia.


  El primer ensayo procedería de la filas socialistas cuando, en plena euforia por la renovación de la mayoría absoluta en 1986, el entonces vicepresidente del partido y del Gobierno Alfonso Guerra reivindicó, en una conferencia en el verano de 1989 a los afiliados del PSOE, la paternidad estratégica del fenómeno por parte de la dirección del PSOE. Argumentaría al respecto que ya en el congreso de Suresnes de 1974 "dibujamos sobre una pizarra lo que iba a pasar en España; que a la muerte de Franco no se produciría un vacío de poder, sino una herencia continuista, y lo hicimos en las fases y fechas previsibles" (Casas, 1990; Morán, 1991).


  Quizás el entonces vicepresidente del Gobierno, quince años después del tan citado congreso, no se percatara de que en el programa del Partido Socialista se apostaba entonces por la ruptura democrática, la no aceptación de la monarquía como forma de Estado y la proclamación de la República. Ni tampoco presumía el vicesecretario general del PSOE que llegaría el día en que la elaboración en Suresnes del supuesto plan fuera rotundamente desmentida en 1996 por el ya entonces secretario general de la UGT y, probablemente, el dirigente socialista más influyente en aquel congreso, Nicolás Redondo, quien, a la pregunta de la periodista Carmen Parra sobre el tema, respondió sin titubeo alguno: "¿Qué pizarra? Llegamos y votamos contra la ejecutiva del PSOE (la controlada entonces por Rodofo Llopis en el exilio). No hubo nada preparado. Si aquí durante el cambio se ha ido día a día en todo; y lo digo con profundo dolor; no ha habido nunca un modelo, nunca' (Juliá et al., 96: 433).


  


  La segunda "pizarra' - término éste acuñado por el analista político Miguel Ángel Aguilar en algunos artículos publicados en el diario El País- estaría emplazada en Estoril, siendo en esta segunda ocasión el monárquico Pedro Sainz Rodríguez, ex ministro franquista de la primera hora y principal valedor del sucesor de Alfonso XIII, don Juan de Borbón, el sagaz diseñador del cambio a la democracia en España, según el testimonio publicado dos décadas después de que se iniciara la Transición por el periodista Luis María Ansón. Al decir de este autor, confeso admirador del tándem Pedro Sainz Rodríguez-don Juan de Borbón, el plan incluiría como objetivo la restauración de la monarquía, naturalmente; si bien su autor, por el bien de la dinastía, mantendría tan oculto al candidato al trono que ni siquiera le sería revelado a don Juan ni a su hijo el príncipe Juan Carlos. Hasta que la renuncia en 1980 al trono del primero en beneficio del segundo brindaría, finalmente, la oportunidad a Pedro Sainz Rodríguez de revelar el "secreto designio", su calculada operación estatégica, de tan largo aliento que se remontaba nada menos que a los tiempos del exilio de la familia real tras la proclamación de la República en 1931. Entre aquella fecha y la de la posterior renuncia en favor de su hijo Juan Carlos 1, se extendería, pues, la dolorosa travesía del desierto del hijo de Alfonso XIII, el durante décadas pretendiente a la corona de España.


  Experiencia, pues, de toda una biografía repleta de sinsabores e incomprensiones durante la dictadura de Franco, a cambio de lograr el establecimiento de la democracia y la restauración de la dinastía, que culminaría en la renuncia al trono de don Juan. La consecución de este objetivo era, según el autor del relato, el sabio e innacesible "secreto designio", imaginado y programado a largo plazo por parte de Sainz Rodríguez. Político éste presentado por su panegirista casi como un Cánovas redivivo, en tanto que pretendido artífice en la sombra de la segunda restauración monárquica acaecida justamente un siglo después de la primera (Ansón, 1996).


  Empeño de apropiación de la Transición, el que se acaba de referir, en las antípodas de testimonios como el ofrecido por una de las personalidades independientes fundadoras de la Junta Democrática, en el París de 1974, quien por su tarea en la coordinación exterior de la misma tuvo ocasión de escuchar reiteradamente el "olvídense ustedes de don Juan y acepten a su hijo", mensaje transmitido a la cúpula de la citada Junta Democrática por el gobierno francés de Giscard d'Estaing. Recomendación que se insertaba en línea con la anterior posición adoptada por Estados Unidos tras la felicitación del presidente norteamericano Nixon a Franco en 1971, por la designación de Juan Carlos como sucesor (J.Vidal-Beneyto, El País, 22-2-2001).


  


  3.1.6. El presidente y su partido: Adolfo Suárez y UCD


  Naturalmente, mayor interés que las dos fabulaciones sobre el imaginado devenir de la transición que se acaban de resumir revisten los protagonismos en ella de los presidentes del Gobierno. Y, en particular, el desempeñado por Adolfo Suárez por cubrir aquel período casi de principio a fin, entre julio de 1976 y febrero de 1981.


  Su actuación, a grandes rasgos, podría sintetizarse en algunas actuaciones audaces y decisiones coherentes desarrolladas en las siguientes secuencias. La primera, consistente en haber imaginado y puesto en práctica - después de haberse autodesignado, sin oposición, presidente de la Unión de Centro Democrático - un cauteloso plan de control y contención del núcleo del franquismo más refractario al cambio, como el ejército, la policía y el durante algún tiempo subestimado sector "ultra' de la administración judicial, permitiéndole negociar con la oposición y convencer a los aperturistas de la imperiosa necesidad de aprobar por referéndum la Ley para la Reforma Política.


  En segundo término, por haber superado el escollo que suponía la legalización del Partido Comunista, el partido más perseguido desde la Guerra Civil por la dictadura, con un coste político tan reducido, a corto plazo, como fue la casi irrelevante dimisión de uno solo de sus ministros, tal como se indicó en el apartado correspondiente. Sin embargo, no dejó de resultar engañoso el formal acatamiento castrense a la valiente decisión de Adolfo Suárez, ya que después se comprobaría cómo aquella actitud no garantizaría que a medio plazo un sector del ejército - a pesar de que los resultados electorales obtenidos por el Partido Comunista en absoluto significarían la "sovietización" de España - se convirtiera, lisa y llanamente, en golpista conspirando contra el nuevo orden constitucional durante casi una década, antes y después del 23-F de 1981.


  Y, finalmente, tampoco a Adolfo Suárez le faltó intuición política por conseguir que una serie de grupos disidentes del régimen - católicos, franquistas decepcionados, liberales e incluso socialdemócratas - aceptara su liderazgo integrándose en la UCD. Coalición ésta que, como también es sabido, obtendrá el mayor respaldo de los votantes en la convocatoria de 1977, la misma que, sin que previamente se explicitara por ningún contendiente, daría lugar a Cortes Constituyentes. Triunfo un tanto extraño que la UCD revalidará, incluso ampliado, en las elecciones siguientes de 1979, cuando ya la coalición se había transformado en partido.


  Más afortunado en la gestión del cambio de régimen que en la modesta obra de gobierno que llevó a cabo una vez lograda la firma de los acuerdos de la Moncloa en la política interior, Adolfo Suárez se mostrará inca paz, en cambio, de ofrecer un modelo de política exterior adecuado a los nuevos tiempos que realmente se desmarcara del seguido por la dictadura, en el que, bajo el telón de fondo de la adscripción al bloque occidental a través de Estados Unidos, mantuvo tanto el paternalismo inane con Iberoamérica como la "tradicional amistad" con los países árabes suministradores de petróleo. De la misma manera, Adolfo Suárez no rentabilzó internacionalmente el cambio democrático español adaptándolo al contexto internacional concreto en el que le correspondió actuar, en la última etapa de distensión de la Guerra Fría, con independencia de que no se advirtiera entonces signo alguno del ulterior derrumbamiento del Muro de Berlín en 1989.


  


  Por lo que se acaba de apuntar, unido a alguna que otra actuación timorata en política interior, el presidente Suárez se revelaría como el prototipo del político eclécticamente formado bajo el patrón del Movimiento Nacional decadente y la tecnocracia triunfante. Su "padrino", Fernando Herrero Tejedor, falangista a la vez que miembro del Opus Dei, la organización confesional crecientemente impopular en España desde los años sesenta, a la que también pertenecía, al parecer, su mujer Amparo Illana (Ynfante, 1996: 410). Así pues, una formación política recibida en un régimen tan jerarquizado que, en cierta manera, condicionaría su comportamiento, primero entusiasmado y después profundamente decepcionado, al frente de un grupo político con tan elevado número de arribistas en su seno como escasos afiliados; grupo que, tal como sentenciaría irónicamente en sus memorias el presidente que le sucedió, la UCD se asemejaría más bien a "un Gobierno pirandeliano en busca de partido" (Calvo Sotelo, 1990; 55). Pero aunque también crecido en el autoritarismo del franquismo, Adolfo Suárez fracasará curiosamente en disciplinar a las familias de la UCD; en particular a la impaciente y ambiciosa corriente cristianodemócrata.


  Un presidente carente de autoridad en la propia organización después de tenerla toda, que una vez concluida la etapa del consenso, manifestará una propensión tan irrefrenable por el aprecio personal del poder como de rechazo al "banco azul" de las Cortes, tal como se indicó en la primera parte de este libro. De ahí su tendencia a recluirse en el Palacio de la Moncloa y a utilizar la televisión, no tanto para aumentar la relación del presidente con la ciudadanía como por ser el medio que mejor conocía desde sus tiempos de director del Ente, durante el tardofranquismo.


  No sería ajena a la manifestación de estas carencias y ausencias presidenciales - sobre todo de su "complejo de hemiciclo"-, el hostigamiento al que Adolfo Suárez sería sometido en este último escenario por la oposición, en especial por el PSOE; tampoco la escasa fiabilidad hacia el propio Grupo Parlamentario en el Congreso de los Diputados, desde que éste empezó, como se dirá, a "enfermar de transfuguismo" hacia Alianza Popular y hacia el PSOE, según también diagnosticará en sus memorias Calvo Sotelo.


  


  Sorprendente trayectoria, pues, la de aquel dirigente y su conglomerado supuestamente centrista que, dada la peculiar trayectoria seguida, no podía por menos de ser objeto de atención por estudiosos, asombrados de que en poco más de cinco años UCD pasara de controlar el poder, tras recibir más del 30% de los votos en 1977 y 1979 - en esta última convocatoria llegaría al 35% - a la casi absoluta marginalidad del 7% en 1982. Acelerado proceso de descomposición que sólo encuentra explicación para el politólogo John Hopkin (1999) en una organización política tan carente de base social numerosa, estable y homogénea, como tensa y repleta de disidencia ideológica.


  Un escenario "intrapartidario" extraordinariamente propicio al desarrollo del "cálculo racional de intereses" por parte de los dirigentes de al menos dos de los tres grupos integrantes. Estrategia que ya había tenido ocasión de manifestarse en la fase inicial de la UCD, cuando ante la expectativa de tocar poder, respondieron solícitos a la llamada de Suárez. En particular los cristianodemócratas ligados al grupo "Tácito", promovido a finales del franquismo por el abogado Abelardo Algora, presidente de la Acción Católica de Propagandistas (ACNP), para reflexionar desde dentro del régimen sobre la salida sin sobresaltos de éste evitando experiencias como la de abril de 1931 con su secuela de "incendios de conventos e iglesias" (Barba, 2001). Opción resuelta por UCD, una vez que la jerarquía episcopal capitaneada por el cardenal Vicente Enrique y Tarancón se decantó por la negativa de la Iglesia Católica a poner en pie un partido democristiano según el modelo italiano.


  En la fase posterior, en cambio, la "elección más racional" de los cristianodemócratas los desplazaría hacia las "opciones de salida' que a los disidentes de UCD y a su presidente se les presentaron, tanto a la derecha como a la izquierda del espectro parlamentario, representadas por AP y el PSOE, respectivamente, que sabido es los recibirán con los brazos abiertos al tiempo que provocaban la conocida catástrofe de UCD. En fin, un itinerario político el recorrido en España por la UCD que figurará como algo insólito en el panorama democrático europeo de la segunda mitad del siglo, tal como concluye Hopkin, para quien su hundimiento no estaba necesariamente predeterminado ni era inevitable su disolución, por la sencilla razón de que otros partidos superaron crisis de esta naturaleza permaneciendo activos durante décadas; y alguno de ellos hasta casi un siglo.


  Menos meteórica será la trayectoria de su fundador Adolfo Suárez, ya que políticamente sobrevivirá hasta 1991 al frente del Centro Democrático y Social, el CDS, su "verdadero partido" para unos y un engendro para otros. Pero Adolfo Suárez, tan escasamente dotado para ejercer como estadista en la democracia constitucionalizada como audacia mostró en la más que difí cil etapa de la transición - de un mago de la componenda también sería tachado - acabaría con el paso del tiempo suscitando una selectiva memoria de honestidad que contrastaría con la imagen oportunista de la mayoría de los barones de la coalición que sólo fugazmente Suárez aglutinó. Un dato éste que avalarían sin cesar las encuestas realizadas, sobre todo después de que el país contemplara por televisión la gallarda actitud que Adolfo Suárez mostró en las Cortes contra los militares invasores del hemiciclo durante el frustrado golpe de Estado del 23-F de 1981 (Gunther, 1986).


  


  3.1.7. El rey Juan Carlos 1


  Tal como había previsto Franco y se ha recordado en la primera parte del libro, dos días después de su muerte se cumplían las previsiones sucesorias y el príncipe Juan Carlos era proclamado Rey de España por las Cortes franquistas, ante las que juraba los Principios del Movimiento Nacional, asumiendo la más alta responsabilidad militar y política del régimen de la dictadura. Tres años más tarde, sin embargo, la nueva Constitución le reconocía como jefe del Estado de la monarquía parlamentaria, aunque restringiendo sus competencias a funciones representativas y simbólicas.


  No obstante, la democrática Constitución de 1978, que proclama en el artículo 14 la igualdad ante la ley de los ciudadanos españoles, se referirá en el 56.3 a la persona del rey a la que reconoce "inviolable y no sujeta a responsabilidad". El mismo texto que reservará a la Corona la jefatura del Estado, el mando supremo de las Fuerzas Armadas, la potestad sancionadora de las leyes y las funciones de carácter representativo anteriormente aludidas (art. 62). Si bien, tal como venía siendo práctica en las constituciones democráticas, corresponderá al Gobierno emanado de la voluntad popular la gobernación y defensa del Estado.


  Al margen del acatamiento constitucional al sucesor designado por Franco - "si queréis libertad, tragad monarquía', se dijo desde la derecha al aprobar la Constitución, según escribió un diputado socialista de aquella legislatura (Castellanos, 2001)-, cabe sin embargo preguntarse en qué medida la actuación de Juan Carlos 1 durante el período preconstitucional le acreditó su privilegiado estatus en la "carta magna' española de 1978.


  La respuesta se encuentra en la ya conocida correlación de fuerzas registrada entre 1975-1977. Pese al escaso arraigo del sentimiento monárquico al comienzo de la transición - una realidad ampliamente compartida, a la que también contribuyó el propio dictador-, la oposición se reveló incapaz de impedir que el Rey promoviera el cambio desde arriba, en especial tras el agitado y amedrentador invierno obrero de 1976, promovien do el nombramiento de Adolfo Suárez como presidente del Gobierno. Oposición política y sindical al régimen de Franco que un lustro después de ser proclamado Rey por los franquistas, en su nueva función de representante de la soberanía nacional, le reconocerá públicamente la defensa del Estado democrático al condenar el asalto militar al Congreso de los Diputados el 23-F de 1981. Decisión regia que le colocará definitivamente frente al búnker franquista y sus aliados, quienes ya le habían denostado como "traidor" a los Principios del Movimiento Nacional. "Felonía regia' de la que, en todo caso, le había exonerado previamente la habilidad de Torcuato Fernández Miranda al lograr aprobar un procedimiento para "transitar de la ley a la ley", tal como se indicó en la primera parte, reconciliándole con las fuerzas de la oposición, en su mayoría de tradición y simpatías republicanas.


  


  Así pues, un Rey de designación franquista, primero, dispuesto después a traer la democracia y constitucionalmente privilegiado, finalmente, que por contribuir al cambio se beneficiará no sólo de la infrecuente oportunidad de ser absuelto por su anterior colaboración con la dictadura franquista, sino de la ventaja de legitimar retrospectivamente la institución monárquica en España, tarea que no desaprovecharía.


  Trayectoria que no impedirá la posterior aparición de cierta controversia acerca de su comportamiento entre 1976 y 1981, al hilo del grado de protagonismo que le atribuyeron los primeros analistas desde mediados de los ochenta. Dando todos ellos por sentado que el monarca Juan Carlos funcionó en calidad de pieza clave del proceso, las discrepancias entre los políticos e historiadores, todos ellos entusiastas de esta tesis, lo sería de tenor "automovilístico" por el uso que hicieron de esta metáfora, ya que para unos el Rey fue el "motor" del proceso, el "piloto del cambio" para otros y el "escudo protector" para terceros (Areilza, 1978; Míguez, 1990; Powell, 1991; Tusell, 1999).


  En cualquier caso, a diferencia de la moderada atención prestada por los estudiosos al resto de las monarquías europeas, con la española se procedería a un insólito "blindaje mediático" tanto de la persona de Juan Carlos 1 como del resto de la familia real; operación estratégica impulsada por todos los Gobiernos que sería secundada por la inmensa mayoría de los medios de comunicación a consecuencia del acuerdo, al parecer tácito, entre las fuerzas políticas y económicas más influyentes.


  Operación toda ella destinada a vincular estructuralmente la consolidación de nueva monarquía parlamentaria, pese a los aludidos privilegios constitucionales, con la estabilidad del nuevo sistema democrático. En línea con este mensaje desde todas las instancias se destacarán no sólo las excelencias de la institución, sino también las virtudes del monarca, destacando entre los artículos y publicaciones más exageradamente encomiásticas sobre él las del libro Todo un Rey, firmado por cuatro periodistas (P.Cernuda, R.Pí, J.Oneto y P.J.Ramírez). Libro publicado por la editorial Eye en febrero de 1981, aparecido en los días previos al golpe de Estado y promovido por la Fundación Institucional Española (FIE), expresamente constituida para la difusión del conocimiento de la monarquía.


  


  En el citado libro, los periodistas indicados presentan a la monarquía parlamentaria como "algo más moderna que la hereditaria y constitucional"; advierten a los lectores de que el Rey es "poco poderoso pero muy influyente" y les informan, por ejemplo, de que el capellán del Palacio de la Zarzuela era el sacerdote e historiador de la Universidad de Navarra, Federico Suárez Verdeguer. No incluyen que junto a este sacerdote - conocido en la historiografía española por el obstinado revisionismo de Fernando VII y de su reinado-, tras la desaparición de Carrero Blanco en 1973 también encontrarían acomodo en el citado palacio de La Zarzuela otros miembros del Opus Dei como el preceptor del monarca (Ángel López del Amo), los más altos responsables del funcionamiento de la Casa Real (Nicolás Cotoner, marqués de Mondéjar, y el general Alfonso Armada) e incluso la secretaria particular de la Reina (Laura Hurtado). Nada extraño respecto a la presencia de este círculo en torno al rey, al menos para un estudioso de la congregación que dos décadas después de la muerte del dictador todavía se mostraba convencido de que "fueron miembros del Opus Dei quienes prepararon la sucesión de Franco con paciencia de hormiga' (Ynfante, 1996: 390 y 409).


  Los periodistas anteriormente aludidos sí incluyen, en cambio, un retrato del monarca Juan Carlos 1 que debió de sorprender a sus lectores críticos por recrearse en destacar más bien sus rasgos psicofísicos y cualidades laborales que sus dotes de estadista bien informado, a juzgar por el número de colaboradores con que contaba. En la misma fecha de aparición del citado libro la FIE organizaba el concurso escolar infantil "¿Qué es un Rey para ti?" que anualmente premiaba los mejores trabajos realizados, siendo recibidos los 17 premiados (uno por cada comunidad autónoma) por el monarca en la Zarzuela.


  Por otra parte, en septiembre de 1980, tenía lugar la constitución de la Fundación Príncipe de Asturias destinada a premiar a personas e instituciones por trabajos y actividades desempeñadas en un amplio espectro, que comprendía desde las artes y las letras hasta los deportes, pasando por la investigación científica, humanística y la concordia internacional. Una amplia cobertura informativa realzaría la entrega anual, en Oviedo, de los premios y distinciones presidida primero por Juan Carlos 1 y después por el heredero constitucional al trono, el Príncipe Felipe de Borbón.


  En algún caso, sin embargo, la insistencia en el blindaje no daría siempre resultados satisfactorios. Principalmente al confundir el insistente res paldo a la forma de Estado con la utilización benevolente, e incluso cómplice, de la persona del Rey por parte de los líderes de los principales partidos políticos en episodios como el ocurrido en 1996 cuando Juan Carlos 1 expresó su opinión favorable a la plena intregación de España en la OTAN, incumpliendo su papel de estricta neutralidad como jefe del Estado. Únicamente el coordinador general de Izquierda Unida, Julio Anguita, se atrevió entonces a censurar la declaración del monarca suscitando el silencio, cuando no la descalificación del dirigente comunista, en la mayoría de los medios de comunicación de masas.


  


  En otro orden, la omisión por los medios citados de algunas actividades que tampoco se adecuaban al papel que presumiblemente habría de desempeñar el monarca tendió a convertirse en norma. Nada trascendió, ni en el momento de producirse el hecho ni después, que tras la celebración de las primeras elecciones democráticas de junio de 1977 el Rey, al parecer, se había dirigido por carta al sha de Irán en solicitud de una importante ayuda económica (diez millones de dólares) para el partido de Adolfo Suárez, ante el alto porcentaje de votos obtenido por los partidos de la izquierda, el PSOE principalmente (Missé, 1996).


  La misma estrategia también impediría difundir información sobre los efectos derivados de las relaciones de amistad mantenidas por Juan Carlos 1 con determinadas personas en el ámbito de las finanzas, algunas de las cuales, como Mario Conde y Javier de la Rosa, procesados por delitos financieros y, el primero, además, por chantaje contra el Estado, al conseguir fraudulentamente transcripciones de conversaciones ilegales del CESID con la intención de negociar su salida de la prisión. Información supuestamente conocida sólo por las elites económicas, políticas y "comunicacionales" que circularía como rumores "boca a boca" existiendo dificultades para el acceso a la misma (Sverlo, 2000).


  En contraste con ello, desde instancias gubernamentales y específicamente monárquicas se asistirá a una evidente idealización de la imagen del monarca y del perfil humano de la familia real, presentando en concreto a Juan Carlos 1 como prototipo de sencillez y campechanía. Todo ello ante una sociedad que, en su mayoría, valorará positivamente el desempeño de su función política como garante de la nueva democracia española - principalmente por su ascendencia simbólica sobre el ejército hasta 1982 - cumpliendo en ella correctamente con el papel que le asignó la Constitución.


  La consciencia, en fin, de la débil identificación de la sociedad posfranquista con la monarquía, daría lugar a la proliferación de una copiosa literatura hagiográfica que no se conformará con versar sobre la dinastía en el presente, sino que se volvería hacia el pasado, remontándose incluso hasta el inicio de la casa reinante en el siglo XVIII (González Cuevas, 1994 y 1997).


  


  Pero en cualquier caso, el cambio registrado en la opinión pública española sobre el papel desempeñado por la monarquía en el último cuarto de siglo ha sido espectacular. Si a finales de 1998 la Corona suscitaba ya más confianza que las Cortes y los partidos políticos, dos años después, al cumplirse los venticinco años de la proclamación real, a juzgar por los resultados de las encuestas de opinión publicadas por los diarios El Mundo y El País, más del 80% consideraba positiva la actuación del monarca en ese tiempo, la Corona figuraba como la institución más valorada por más del 70% de los consultados - la justicia era la menor - y un 43% se declaraba monárquico frente al 16% republicano. La posterior encuesta publicada por el CIS confirmaba, a la vez que matizaba, alguna de las opiniones indicadas: el 86% creía que Juan Carlos contribuyó mucho a la estabilidad de la democracia encabezando el protagonismo del cambio en la transición, el 89% respondía a su vez que el Rey supo ganarse la simpatía y afecto de los españoles, incluidos aquellos que no veían con buenos ojos la monarquía, el 76% pensaba que la monarquía estaba enraizada en la tradición española, pero el 64 % consideraba que la importancia de aquélla dependía de cómo fuera el Rey y el 49% se manifestaba convencido de que la monarquía como forma del Estado era algo superado desde hacía mucho tiempo. El autor del informe concluye que el resultado de la encuesta constituye "una amalgama de opiniones caracterizada por el pragmatismo, por su carácter instrumental, valorada positivamente sólo cuando es útil" (Moral, 2001: 77)


  En el mismo Informe del CIS, la valoración de la transición desde diciembre del año 2000, 18 años después de haberse concluido, era inequívocamente favorable: siete de cada diez españoles mayores de edad, de los dos sexos, creía que las "cosas fueron mejor de lo que pensaban", que el proceso fue ganando adeptos con el paso del tiempo, aunque en la fecha arriba citada entre el 7% y el 10% de los consultados todavía no habían encontrado motivos para sentirse orgullosos del tránsito. Discrepantes se situaban entre los votantes de la extrema derecha, los de Izquierda Unida y los abstencionistas; y según el nivel de estudios, repartidos entre los universitarios con título superior y los que no tenían ninguna titulación. Respecto a los protagonismos, el elenco lo encabezaba el Rey seguido por la ciudadanía, el movimiento obrero, la prensa, el movimiento estudiantil, los militares y la Iglesia. Y entre los políticos, Adolfo Suárez, Felipe González, Santiago Carrillo y Manuel Fraga, por este orden (Moral, 2001).


  


  3.2. Período democrático (1982-2000)


  Su transcurso ha suscitado menor controversia que la transición por acomodarse globalmente a la meta prevista, a su recuperación e inserción en el "menos malo de los sistemas de gobierno" compartido con las sociedades predominantemente occidentales. Para España significó la segunda experiencia democrática del siglo XX, distinguiéndose de la de los años treinta en que se beneficiará, en su nacimiento, de una coyuntura internacional extremadamente favorable y de un respaldo ciudadano sustancialmente superior al de la República, aclamada en 1931 por la mayoría urbana pero denostada por una parte sustancial de la población rural, que entonces era densa. Su indiscutible consolidación desde 1982 le permitirá incluso desempeñar el papel de referente, ayudando a la dinámica democratizadora que se extendió por la Europa del Este en el bienio 1989-1991, el comprendido entre de la caída del Muro de Berlín y la conocida implosión de la Unión Soviética.


  3.2.1. Valoraciones críticas


  En el día a día de la nueva democracia española, sin embargo, el abandono de las estrategias políticas de la transición en las que los partidos antepusieron - aunque unos más que otros - la consecución de objetivos propios al más elevado logro colectivo de un régimen estable, el inconformismo sobre su funcionamiento no tardaría en manifestarse.


  En una primera fase lo hizo bajo la clásica modalidad de la silenciosa protesta individual que se traducirá en la abstención electoral. Desestimiento no achacable al incremento del número de ciudadanos antisistema, sino motivado más bien por el efecto combinado de la fatiga derivada de las numerosas convocatorias electorales - generales, autonómicas, municipales, más los referéndums de la Ley para la Reforma Política en diciembre de 1976 y el de la permanecia en OTAN en marzo de 1986-, y del desaliento colectivo ante las aplazadas ventajas de la democracia representativa. A los tres años de las primeras elecciones municipales (1979), una parte significativa del censo electoral lamentaba ya el negativo efecto producido por los excesos de las mayorías absolutas. También se adujo la nocividad del "bipartidismo imperfecto" - modelo que tenía todos los signos de consolidación en España, como en otro apartado se indicó - en un país incapacitado, tras el largo secuestro de la dictadura, para la creación de un tejido asociativo que permitiera a la ciudadanía participar en los asuntos públicos más allá de la emisión periódica del voto en las convocatorias oficiales.


  


  No progresará el asociacionismo ciudadano en la España del último cuarto del siglo XX como lo había hecho antes en otros países occidentales. El rotundo triunfo del PSOE en 1982 contribuiría a ello, por significar un auténtico espaldarazo a la democracia representativa en menoscabo, con el paso del tiempo, de la participativa. Aquella se beneficiaría de los efectos sociales de la crisis económica, favoreciendo la oligarquización del nuevo poder y la tentación de aplicar el "rodillo" de la mayoría absoluta, cuando lo había logrado, en los distintos niveles de la administración.


  Debilidad de la sociedad civil que iría moldeando la existencia de una democracia que a la altura del penúltimo Gobierno del PSOE, en opinión de un estudioso (V.Pérez Díaz, 1993), adolecería de la extensión de la oligarquización a los principales partidos que la sustentaban, problema provocado por el desinterés de las propias organizaciones en inducir a la afiliación, bajo el pretexto de preservar la unidad ideológica; debilidad, a su vez, causada por la tolerancia y no castigo por los electores a la ambigüedad de los discursos, como ocurrió con los del PSOE y los del PP en el referéndum de 1986. Y por el aislamiento de los partidos respecto a la opinión pública que se manifestaría en el tráfico de influencias, la opacidad de la financiación y en la creación y fomento de prácticas clientelistas de las que el Plan de Empleo Rural (PER), implantado por el PSOE en Andalucía, sería el más conocido y temprano referente de "voto cautivo".


  Dado que los comportamientos negativos que se acaban de indicar sólo serían parcialmente subsanados en los sucesivos gobiernos mientras se hacían presentes otros nuevos en la "legislatura de la crispación", 1993-1996, no resultó extraño que antes de que concluyera el primer Gobierno del Partido Popular otro analista político (Colomer, 1998) casi condenara a la democracia española a figurar de por vida entre las etiquetadas "de baja calidad". Pesimista diagnóstico que, sin embargo, descansaba menos en el desgaste provocado por el paso del tiempo que en las circunstancias que rodearon su aparición y triunfo; de ahí que el citado autor se mostrara convencido de que los "vicios" que exhibía la democracia consolidada eran fruto de las "virtudes" de la transición, al entender que la tendencia de los partidos a la negociación cupular que culminó en la transición pactada - aunque el procedimiento fuera percibido entonces, por una parte influyente de la ciudadanía, como pasteleo y componenda-, resultaría en todo caso un problema menor al lado de los nocivos efectos provocados, por ejemplo, por un sistema electoral que privilegiaba a los partidos mayoritarios, y arropaba hasta el exceso las mayorías abolutas en las dos últimas décadas del siglo.


  Por otra parte la nueva democracia tampoco daba plena satisfación a quienes consideraban requisito pedagógicamente preceptivo para la modernización política no haber procedido en el momento adecuado - en la fecha más propicia como fueron los primeros Gobiernos del PSOE, al cumplirse los cincuenta años del comienzo y/o final de la Guerra Civil - a un debate nacional sobre el significado de la contienda, con la finalidad de garantizar las bases de partida de la nueva convivencia política. Iniciativa ésta que el PSOE había renunciado a plantear a los Gobiernos de la UCD con Adolfo Suárez y Calvo Sotelo, y también después al Partido Popular, con José María Aznar durante su primer Gobierno al finalizar el siglo.


  


  Debate sobre el significado del período de 1936-1975 que hubiera permitido vigorizar la salud de la democracia española a juzgar por los benéficos efectos que sobre la alemana, italiana y francesa, tuvo la reflexión crítica sobre sus respectivos pasados y que el propio ex presidente del PSOE - cinco años después de abandonar el gobierno - reconocerá como uno de sus errores al no haberlo planteado en su momento (González y Cebrián, 2001).


  El sistema de gobierno español no tendría problemas, en cambio, de homologación con alguna de las democracias que se acaban de citar, con la italiana en especial, en todo lo relacionado con las manifestaciones menos ejemplarizantes del "mejor de los gobiernos posibles". Incluso la de compartir vergonzosos liderazgos relacionados con conductas perturbadoras del normal funcionamiento democrático, que en Italia darían al traste con la Democracia Cristiana y el Partido Socialista, mientras que en España estarían a punto de provocar la descomposición del PSOE.


  Pero desafortunadamente la España de los ochenta se distinguirá por permitir aflorar fenómenos tan letales para una democracia joven como la "cultura del pelotazo" aludida en la primera parte de este libro; expresión coloquial con la que se denunciará el enriquecimiento repentino de determinados individuos, más que de grupos empresariales, a causa de prácticas especulativas y/o la transgresión de la legalidad democrática, que ocasionalmente el Gobierno pareció encajar con naturalidad sorprendente, y la inmensa mayoría de la población reaccionar con preocupante tolerancia, esgrimiendo incluso un tipo de discurso exculpatorio en el que indirectamente se argumentaba la necesidad de pagar este penoso peaje para avanzar en la modernización que la Europa del momento exigía -y la política económica del país requería-, para superar el secular atraso nacional. Tal como era previsible, estas conductas y respuestas políticas erosionarán la imagen del socialismo en los ochenta, propiciando que la "cultura del pelotazo" se entendiera en clave de sarcástica réplica del Gobierno del PSOE en los años de la abundancia, a la "cultura del estraperlo" de los años del hambre del régimen franquista.


  La génesis de ambos fenómenos no es comparable, obviamente, como prueba el contexto de la aparición de la citada "cultura del pelotazo" en el inicio del ciclo económicamente expansivo de los ochenta cuando el ministro de Economía del segundo Gobierno del PSOE, Carlos Solchaga, no pudo evitar que se difundiera a través de los medios de comunicación una recomendación que hizo a los asistentes a una conferencia de la Asociación para el Progreso de Dirección, celebrada el cuatro de febrero de 1988. En la citada intervención instó a los representantes del capital extranjero, presentes en el acto, a invertir en España por ser el país "donde se puede ganar más dinero a corto plazo de toda Europa, y quizás de todo el mundo". Un llamamiento, por otra parte, escrupulosamente coherente con el programa asumido previamente por el Gobierno del PSOE para sacar al país de la crisis, pero la recepción del mensaje por la opinión pública le asociará con el posterior incremento de la delincuencia económica y otras secuelas sociales de más larga duración, a saber: la extensión entre la ciudadanía de actitudes cínicas - perdurará la imagen de Carlos Solchaga como el ministro de los nuevos ricos de la era socialista - que, además de menoscabar el prestigio de la democracia representativa, debilitará aún más el sistema de valores de la izquierda que, con cierta carga de utopía realizable, creyó encontrar en aquélla el instrumento mejor artillado, entonces, para la transformación social mediante la puesta en práctica de un reformismo socialmente más avanzado.


  


  Creación y extensión, pues, de un nuevo clima político y social que, como se indica en la primera parte de este libro, en absoluto se traducirá en deseables y automáticos vuelcos electorales, pese a la decepción de muchos de los defensores de la democracia, incluidos votantes socialistas, tal como reconocerá el secretario general de la UGT Nicolás Redondo, principal valedor en el congreso de Suresnes de 1974 de la candidatura a la dirección del PSOE de Felipe González: "Veía en él - recordará Redondo - un buen comunicador, abierto, simpático. Pero me equivoqué, porque desde el punto de vista de la izquierda Felipe González ha sido fundamental para desarmarla y aupar a la derecha' (Juliá et al., 1996: 43).


  Un tiempo en el que, en relación con lo que se acaba de apuntar, la desmoralización de masas certeramente diagnosticada por los medios de comunicación más sensibles, daría lugar a una también insólita difusión de llamamientos al rearme ético de la sociedad, que se tradujo de manera creciente en la intervención de intelectuales y estudiosos en el mismo sentido a lo largo de la última década del siglo (Muguerza, 1990; Savater, 1991; Marina, 1993).


  El paulatino saneamiento del sistema que posteriormente se observó no impedirá, dada la lentitud del mismo, que prosiguiera la especulación sobre el lastimoso estado al que había llegado la democracia española tan idealizada originariamente - como no podía ser de otra manera - tras cuarenta años de privación de libertades. El recuerdo de sus indeseadas anomalías dejaría una profunda huella mental a pesar del "consuelo", procedente del contexto internacional, en el que también entonces menudearon ilegalidades y fraudes, y del esfuerzo de algunos dirigentes socialistas de insistir en que los pro blemas surgidos en el escenario nacional eran universalmente inevitables en aquella coyuntura. La España modernizada, se llegaría a afirmar, ya no era diferente en ninguna de sus manifestaciones, debiendo asumir la servidumbre que exigía la homologación con el capitalismo democrático europeo.


  


  Pero si bien la corrupción económica y política surtió efectos aleccionadores para todos, incluida la oposición conservadora, tampoco la derrota electoral del Partido Socialista en 1996 se traducirá automáticamente en el borrón y cuenta nueva, reiteradamente prometido por el Partido Popular, si llegaba al poder. El calculado mecanismo privatizador de grandes empresas públicas aplicado en los años finales de su primer Gobierno cuestionará la imagen diferenciadora del PSOE que con tanto empeño trató de preservar, poniendo al descubierto el "amiguismo político" practicado por el Gobierno de Aznar mediante la designación de personas afines al frente de las mismas, en los inicios de su nueva etapa como sociedades privadas, a cambio de contrapartidas que se acabarían revelando muy problemáticas.


  La llegada del PP al gobierno de la nación significará también la preocupante extensión del llamado "fundamentalismo democrático", calificación que no tendría relación, a modo de contagio lingüístico, con integrismos internacionales entonces florecientes como el islámico. El fenómeno obedeció más bien a la persistencia en la sociedad, de actitudes autoritarias de estirpe franquista que los conversos al nuevo procedimiento de convivir en sociedad, una vez triunfantes en las urnas, transmutaron en la sumaria ideología de "lo que cuenta son los votos".


  De ahí que al comenzar el nuevo siglo la decepción, en diversos grados, sobre el sistema de gobierno que el pueblo español se dio, en la integradora Constitución de 1978, en aboluto se había disipado. Se relacionará hasta una docena de indicadores negativos sobre el estado en que se encontraba la democracia española a comienzos del siglo XXI por parte de alguno de los analistas del sistema (Gil Calvo, El País, 13-7-2001), figurando entre ellos la venalidad de la clase política, el transfuguismo mercenario, el descrédito de lo público, el absentismo electoral, la desarticulación social, la arbitrariedad jurídica y la patrimonialización del poder. Anomalías compartidas por las democracias de otros países latinos restauradas en la segunda mitad del siglo XX - recordaba el mismo autor - pero no así en las consolidadas anteriormente en el noroccidente protestante.


  Desafortunadamente permanecería hasta las postrimerías del siglo la preocupación por la salud del sistema democrático, por la sencilla razón de que éste continuaba deteriorándose no sólo en su práctica sino a causa de la probada incidencia de instituciones estatales como el Senado.


  Diseñado éste originariamente como Cámara de representación territorial, se convertiría de hecho en secuencia distorsionada del Congreso de los Diputados, nutrida de electos por provincias y senadores designados por la Comunidades Autónomas. Cámara que reflejaría el electoralismo cicatero de los partidos conservadores para, desde él, rentabilizar políticamente para sí el voto de las provincias rurales de la España de 1978. Alianza defensiva intencionadamente articulada para contrarrestar el voto urbano popular, dando lugar al sinsentido que se plasmará en el prolijo artículo 69 de la Constitución, al convertir el Senado en un instrumento oneroso para el Estado, inútil para la gobernación de las autonomías y susceptible de utilizarse en cuanto "cámara de segunda lectura", prevista por la Constitución, como freno a las leyes más avanzadas aprobadas en el Congreso de los Diputados. No obstante, esta ventaja que la institución senatorial reportó durante décadas a las fuerzas más conservadoras, se confiaba al empezar el siglo XXI en que la derecha estatal y la de las nacionalidades se vería inexorablemente obligada sin tardanza - tras la escasa utilidad prestada en él por la Comisión de Comunidades Autónomas creada en 1994a aceptar la obligada reforma constitucional que incluyera la asignación al Senado de la más genuina representación territorial del Estado.


  


  La transformación del Senado, como se acaba de indicar, se contemplaba al final del siglo como un problema a resolver por la vía de la reforma constitucional a instancia de los partidos de izquierda - el Partido Popular olvidaría la promesa de llevarla a cabo anunciada por José María Aznar en su libro electoral La segunda transición publicado en 1994-, una vez se superara la sacralización del texto aprobado en 1978, es decir, cuando aún no se había producido el ingreso en la CEE, más tarde Unión Europea (UE).


  Contemporáneo a este contencioso pendiente, al finalizar el siglo la baja calidad de la joven democracia también era atribuida a la profesionalización de la política, la pérdida de centralidad del Parlamento, el bloqueo a la reforma electoral, la penalización del voto urbano y la manipulación por los Gobiernos - primero del PSOE y después del PP - de la radiotelevisión pública (RTVE), entre otras situaciones de menor incidencia. En ambos casos, todo un repertorio de males de la democracia que, a comienzos del año 2000, serían señalados a erradicar en un manifiesto de "abajo firmantes" esgrimido por un nutrido grupo de intelectuales y artistas (El País, 24-1-2001).


  Así pues, la denunciada y criticada democracia española era manifiestamente mejorable según cualificados expertos y amplios sectores de la ciudadanía. Sin embargo, en diciembre de 2000 una encuesta del CIS informaba de que el sistema político gozaba de la preferencia del 85% de los españoles, los cuales consideraban la democracia como la "mejor forma de gobierno" frente al 6% de indiferentes y otros tantos simpatizantes y/o nostálgicos de un régimen autoritario; con el interesante dato añadido de que el respaldo se había venido incrementando paulatinamente desde 1985. En la misma encuesta, la mayoría de los consultados consideraba que la Constitución de 1978 era una pieza clave del sistema democrático aunque uno de cada tres era partidario de reformar algún aspecto relacionado con la Administración de la Justicia y el sistema autonómico, principalmente. Y en relación con el grado de satisfacción de la ciudadanía con el funcionamiento de la democracia, la encuesta concluía que España figuraba en cuarto lugar, por detrás de Holanda, Dinamarca y Luxemburgo, pero por delante de Francia, Reino Unido, Alemania, Italia y el resto de los países de la Unión Europea (Moral, 2001).


  


  3.2.2. Afiliación y financiación de los partidos


  Expresión del pluralismo político e instrumentos fundamentales para la participación en la democracia, los partidos deberán adecuar a estos fines tanto su estructura como su funcionamiento, según reconoce y prescribe respectivamente el artículo 6 de la Constitución. Entre otras razones porque además de responsabilizarse de la acción legistiva, de la voluntad de los partidos dependerá - por designar a parte de sus integrantes - el funcionamiento de otras instituciones claves como el Consejo General del Poder Judicial, el Tribunal Constitucional, el Tribunal de Cuentas, integrantes todos ellos del tercer poder democrático, y el Consejo General de RTVE. Con el paso del tiempo, sin embargo, la relajación cuando no el incumplimiento de alguno de los preceptos constitucionales daría lugar a que, al menos ocasionalmente, proyectaran a la ciudadanía una imagen deteriorada que, como se acaba ver, contribuiría a dañar la del conjunto del sistema democrático.


  En los comienzos de la transición, sin embargo, constituyó casi una hazaña el relativamente rápido asentamiento de las organizaciones políticas, teniendo en cuenta sus, en absoluto, envidiables precedentes. El régimen de Franco hizo de ellos, como es sabido, la institución política más satanizada registrada desde el triunfo del Estado liberal en los años treinta del siglo XIX. Sobre el conjunto del espectro partidario actuante en la República - exceptuando a sus aliados falangistas y carlistas, de los que se sirvió para formar el partido único, menospreciando incluso a los monárquicos - cargó la única responsabilidad del desencadenamiento de la Guerra Civil.


  No obstante, la legalización al inicio de la Transición tanto de los idealizados partidos clandestinos e históricos (PSOE y PCE) como de los nacidos para la elecciones democráticas de junio de 1977 que tuvieron representación de ámbito estatal (UCD y AP), suscitó como era previsible no sólo razonables esperanzas sino incluso entusiasmos colectivos.


  


  Fervor partidario suscitado entre sus incondicionales que causará menos problemas, naturalmente, que la armonización "puertas adentro" en la nueva etapa; en la aprobación de estatutos, de programas y, sobre todo, en la más controvertida de sus tareas como fue la elección de las candidaturas, principalmente cuando una vez pasados los primeros episodios electorales hicieron acto de presencia en los partidos las inevitables disidencias ideológicas. Pero incluso las diferencias entre la militancia que no dieron lugar a escisiones, permaneciendo como corrientes políticas no organizadas en aquellos partidos cuyos estatutos las contemplaban, dificultarían el desarrollo de la democracia interna, de obligatorio cumplimiento constitucional. O cuando entraron en colisión las metas a lograr - necesidad imperiosa de difundir el ideario a la opinión pública sin disponer de medios eficaces, aspiración a gobernar en solitario, sobre todo - con carencias tanto de efectivos humanos preparados como de recursos económicos.


  Respecto a la afiliación partidaria en la nueva democracia, no deja de tener interés, en primer lugar, el ejemplo de continuidad que se dio en el PCE-PSUC ya que al concluir la Guerra Civil contaba con el número mayor de seguidores en la zona republicana figurando también a la cabeza en los comienzos de la democracia; rebasaría los 200.000 afiliados en la primavera de 1978 cuando el PCE, como se indicó en la primera parte del libro, celebró su primer congreso en la legalidad.


  Pero conviene precisar que, debido a la represión y al largo exilio, en torno al 80% de los registrados en 1978 se había identificado orgánicamente con los comunistas en las postrimerías de la dictadura, en el quinquenio que precedió a su legalización. El protagonismo desempeñado en la lucha antifranquista, la adopción del eurocomunismo o sustitución de la estrategia insurreccional por la vía democrática al socialismo, y el respaldo a CCOO figurarían entre los móviles de la adhesión militante a los comunistas.


  La posterior deserción de las filas del PCE-PSUC se produciría al hilo de la frustración de expectativas electorales, las divisiones internas y la incidencia del contexto internacional adverso, antes y después del derrumbe del Muro de Berlín en 1989. Factores todos ellos que dieron lugar a que los comunistas se vieran obligados a sobrevivir en la democracia sustentando un pequeño partido, aunque con proyección nacional hasta 1982, muy superior a sus efectivos numéricos y votos; hasta que los 202.000 afiliados de 1978 se vieran reducidos a menos de la tercera parte al concluir el siglo, incluyendo en el cómputo los adheridos a Izquierda Unida desde la constitución de esta coalición en 1986.


  En cambio la afiliación al PSOE mostraría una curva inversa a la del PCE-PSUC, ya que los poco más de nueve mil (9.141) registrados en el XXVIII congreso celebrado en diciembre de 1977 crecerían hasta rebasar los doscientos mil cotizantes (219.878) una década después. La memoria de su existencia en el pasado y el ascenso electoral - convocatoria tras convocatoria hasta la de 1982, incluida la de las municipales de 1979 - explican la afluencia de afiliados. La ventaja adicional de disfrutar del poder durante casi catorce años permitió que la cifra no descendiera, ya que este factor compensó con creces la defección de los ideológicamente desalentados por la derechización ideológica y la corrupción económica.


  


  Pero no dejó de ser curioso que el incremento de la afiliación al PSOE en la década anteriormente citada se registrase sin que la dirección del partido enfatizara el proselitismo - los cuadros de las agrupaciones de base evitarían con esa política verse obligados a competir por el poder con los recién llegados, exceptuando los casos de afiliación selectiva, como por ejemplo, de personas jubiladas-, registrándose por ello un proceso de creciente oligarquización y envejecimiento de la organización centenaria.


  Esta situación permanecería hasta la pérdida del gobierno en 1996, intensificándose desde entonces la desafiliación iniciada en los años anteriores que le llevaría a contar con sólo 215.000 adheridos al comenzar el siglo XXI (El País 2-1-2002). Una modesta cifra de un partido de gobierno - sobre todo comparada con la de los partidos socialdemócratas europeosque incluía además una elevada proporción de afiliados tan desinteresados en la militancia regular como morosos en la cotización.


  De la singular trayectoria afiliativa al PSOE se distanciaría el también partido de gobierno, la UCD, incluso en la fase de su fulgurante ascenso. Sin embargo apenas la ciudadanía conoció que, pese a su constitución en partido tras las triunfantes primeras elecciones del 15-J de 1977, la UCD seguiría comportándose más bien como una coalición de intereses nutrida por algunos miles de funcionarios, empleados de nivel medio y profesionales liberales dispuestos a disfrutar del poder bajo el paraguas político que les brindaba la figura de Adolfo Suárez. Nada extraño por tanto que la familia democristiana, la más influyente, evolucionara de la cohabitación moderadamente crítica con el franquismo a cuestionar el liderazgo de Suárez y ofrecer espectáculos tan dañinos para democracia como el ofrecido por el grupo parlamentario con ocasión de la aprobación de la ley del divorcio en el segundo y último Gobierno de Adolfo Suárez. Afiliación minoritaria la del CDS que, finalmente, lideraría Suárez como alternativa a la UCD tras la crisis de 1981-1982 corriendo la suerte de la mayoría de los partidos de cuadros, la extinción por carencia de respaldo electoral en las sociedades de masas.


  La derecha clásica, en cambio, mantendría una tendencia afiliativa moderamente creciente - partiendo de cero, como UCD-, en cuanto al número de afiliados; si bien tendría mayor fortuna que la organización centrista, ya que su transformación en el Partido Popular a finales de los ochenta llevaría a éste a competir afiliativamente con el PSOE al que acabaría rebasando con claridad desde 1996. Sin embargo, el partido de la nueva derecha democrática, a diferencia del PSOE, tampoco concluiría el siglo con una afiliación comparable a la que la CEDA alcanzó en los años treinta.


  


  De todo lo que se acaba de apuntar cabe afirmar que el ímpetu afiliativo a los partidos no sería precisamente un rasgo distintivo de la nueva etapa democrática. Una realidad que la huella dejada por la reiterada propaganda de la dictadura franquista sobre la maldad intrínseca de la libre asociación con fines políticos, en absoluto explicaría el fenómeno más allá de unos límites cronológicos prudentes, por ejemplo hasta 1982.


  En cualquier caso, la exigua afiliación a los partidos en la nueva democracia española en contraste con la media registrada en los de la Unión Europea ayuda a entender, aunque no lo explica en su totalidad, los sorprendente desajustes contables registrados en algunos de ellos, dando lugar a que la financiación de los partidos acabe, sin tardar, convirtiéndose en un serio problema para el funcionamiento del sistema democrático. De manera especial, en el prolongado período que precedió a la aprobación en 1987 de la Ley Orgánica para la Financiación de los Partidos Políticos, que contemplaría subvenciones estatales según el número de votos y escaños obtenidos por cada formación en las convocatorias electorales.


  Con anterioridad a la citada ley, al sostenimiento de la estructura y de una parte al menos de los gastos de las costosas campañas electorales contribuyeron menos las cuotas de los afiliados que las donaciones de distintas empresas - bancos, eléctricas, constructoras y cementeras, principalmente-, y de organizaciones extranjeras, pese a que las normas electorales aprobadas por el primer Gobierno de Adolfo Suárez, en marzo de 1977, las prohibía expresamente.


  De las donaciones empresariales de bancos bajo la forma de créditos a bajo interés y las procedentes de entidades extranjeras se beneficiarán no sólo las organizaciones de la derecha AP-PDP-PP en cantidades de imposible cuantificación por no haber sido aún publicadas. Sí se conocerá, en cambio, que algunas de las extranjeras procedían de las fundaciones de los partidos conservadores alemanes, de la democristiana Konrad Adenauer, la Hans Se¡del, socialcristiana y la Friedrich Naumann, liberal.


  Pero del "oro del Rhin" (de muy diferente final que el de la ópera wagneriana del mismo título) también se beneficiaría el PSOE a través de la Fundación Friedrich Ebert, perteneciente al poderoso SPD alemán, por un monto de 27 millones de marcos entre 1976 y 1980, según estimación de los dirigentes de la citada fundación. El Partido Demócrata norteamericano y algunos sindicatos de la misma nacionalidad también contribuirán a con trarrestar al temido PCE-PSUC, sobre todo, por medio de la ayuda económica al PSOE. La fugaz crisis parlamentaria provocada por la revelación en Alemania del "caso Flick", en octubre de 1984, relacionado con financiación irregular a partidos en los que figuraba el PSOE como uno de los supuestos beneficiados, se solventaría, al parecer, sin problemas mediante un pacto entre Felipe González y Manuel Fraga (Missé, 1996).


  


  UCD no tendría la fortuna de AP-PDP, primero, y del PP después: acabaría sus días en bancarrota total logrando que su deuda a la banca privada, cifrada nada menos que en 11.000 millones de pesetas, la cubriera el Fondo de Garantía de Depósitos tras la incorporación a esta entidad del quebrado Banco de Levante (Powell, 2001: 417). En los comienzos pudo beneficiarse, sin embargo, de la ayuda de los diez millones de dólares solicitada por el monarca al sha del Irán en concepto de ayuda al sostenimiento de la monarquía, a raíz de la celebración de las primeras elecciones democráticas de junio de 1977. Y desde esta fecha hasta la llegada al gobierno de Calvo Sotelo en 1981 se benefició de donaciones empresariales, en especial de las compañías eléctricas beneficiadas por las importantes subidas de tarifas (109,2%) autorizadas por los Gobiernos de la UCD mientras el índice de coste de vida lo hizo en el 90,1%.


  El PCE, en cambio, tildado sin descanso por el aparato de proganda de la dictadura de depender ideológica y económicamente de la Internacional Comunista, aún mucho tiempo después de la disolución de ésta en 1943, se vería desprovisto del "oro de Moscú" a consecuencia de su ruptura con el PCUS en 1968 y de su posterior "caída en la heterodoxia eurocomunista"; la procedente de la Rumania de Ceaucescu, o de la Cuba de Fidel Castro, en absoluto sería significativa. Mayor entidad tendría la recibida por el prosoviético PCPE, escisión del PCE dirigida por Ignacio Gallego que continuaría beneficiándose de algunas remesas hasta la desaparición de la URSS en 1991. Mientras tanto, el PCE vería seriamente quebrantada su tesorería por la catástrofe electoral de 1982, ya que la drástica disminución de votos y escaños en las citadas elecciones de octubre conllevaría la imposibilidad de afrontar, como lo había hecho hasta entonces, la devolución de los créditos bancarios demandados por una organización casi huérfana de otros auxilios que no fueran las cotizaciones de los afiliados, en su inmensa mayoría de modestos recursos económicos.


  Agobios financieros de otra naturaleza serán los que sufra el PSOE - paradigma de austeridad y minuciosas contabilidades internas en el pasado - a consecuencia de los gastos que implicó su reaparición en escena, con tan escasos militantes, primero, y los más cuantiosos aún posteriores, que lo llevarán a un endeudamiento insólito en la historia de los partidos estatales llegando a superar la increíble cifra de 8.000 millones de pesetas a finales de 1987. Cifra en parte explicable por el gasto extraordinario que supuso para sus arcas la organización del referéndum de la OTAN estimada en 1.300 millones de pesetas (Sinova, y Tusell, 1990). Déficit que llevaría finalmente a la secretaría de finanzas de la organización a intentar resarcirse con el fraudulento entramado de Filesa, escándalo al que se aludió al referir en la primera parte los episodios de esta índole en los gobiernos socialistas.


  


  Comisión, pues, de ilegalidades para allegar fondos a las organizaciones políticas, que la Ley de financiación de 1987 reduciría posteriormente al mínimo por incrementar considerablemente la subvención de los partidos hasta duplicar, en la práctica, la norma vigente desde 1977. Los grandes beneficiados serían los integrantes entonces del "bipartidismo imperfecto", en especial la organización dirigida por Manuel Fraga que también adeudaba la enorme cifra de 4.155 millones de pesetas. Deuda que en aquella ocasión encontraría también la comprensión del vicepresidente del PSOE, Alfonso Guerra, para salir del agobio (Missé, 1996).


  Ello no sería impedimento para que, tres años después, el recién nacido Partido Popular fuera acusado del cobro de comisiones, con esa finalidad, a empresas beneficiadas en la adjudicación de obras en suelo levantino dando lugar al "caso Naseiro". Acusación de la que sería eximido el citado cargo del PP, por no aceptar el Tribunal Supremo la grabación de conversaciones telefónicas como prueba de la querella interpuesta, caso al que se aludió en la primera parte.


  3.2.3. El sistema electoral


  La adopción del sistema proporcional corregido derivado del sistema D'Hondt, y la obtención de un mínimo del 3% en cada circunscripción según la normativa electoral acordada por el primer Gobierno de Adolfo Suárez a mediados de marzo de 1977, semanas antes de la legalización del PCE, tenderían a evitar la existencia de un parlamento supuestamente ingobernable ante la temida representación en él de la "sopa de siglas", abrumadoramente escorada hacia la izquierda, que proliferó al finalizar la dictadura.


  Pronto la citada fórmula electoral, a la que se añadirá la constitucionalización en 1978 de la provincia y de las ciudades de Ceuta y Melilla, como circunscripción electoral básica (artículo 63.2), sería contundentemente cuestionada por los partidos minoritarios de ámbito estatal. Reivindicar la proporcionalidad se convirtió para éstos en una obviedad ante la penalización que supuso el escandaloso coste del escaño para el tercer partido que implicaba la aludida fórmula D'Hondt, ya que para obtenerlo precisó -y se precisa hasta hoy - duplicar los obtenidos por el primero. Deliberado castigo al tercero de los partidos, correspondiendo tal fatalidad al PCE primero y a Izquierda Unida después de la que se beneficarían, en cambio, los protagonistas del ansiado bipartidismo acariciado por los conservadores desde los tiempos de Cánovas de Castillo, fórmula que un siglo después en absoluto repugnará al refundado Partido Socialista.


  


  Para mayor discriminación aún del tercer partido, la normativa electoral que rigió desde 1977 a 2000 impidió que los comunistas obtuvieran un solo diputado en las provincias predominantemente rurales - la totalidad de la meseta castellana, por ejemplo - a la vez que también se le penalizaba en las áreas industrializadas de las Comunidades Autónomas. La "humillación" al tercer partido llegaría al punto de que en las elecciones de 1996 los catalanistas de CIU, con menos de la mitad de los votos de Izquierda Unida, obtuvieron una representación en el Cogreso de los Diputados equivalente a las dos terceras partes de los escaños asignados a la citada coalición.


  Complementariamente, a las críticas al sistema D'Hondt se sumarían las dirigidas contra las candidaturas "cerradas y bloquedas", modalidad también contemplada por la normativa electoral en todos los niveles de la administración, incluido el municipal. Un requisito este argumentado inicialmente por la conveniencia de sobreproteger a los partidos recién legalizados y tan denostados bajo la dictadura, pero que con el paso del tiempo tendería a cuestionarse por las tentaciones autoritarias de las direcciones partidarias - de todas ellas - por aprovechar la confección de las candidaturas para forjarse clientelas personales, en detrimento de las preferencias de los votantes.


  No obstante, la aspiración a la democratización interna de las organizaciones de los partidos se dejaría sentir con desigual urgencia entre ellos. Aparte de los que surgieron de grupos coaligados que acabarían sus días devorados por las confrontaciones internas, como fue el caso de UCD, tampoco el presidencialismo de Manuel Fraga en AP dejaría espacio libre a experimentos "profundizadores" de la democracia en AP-PDP, problema que interesaría algo más resolver después a José María Aznar, al verse obligado a mantener a todo trance la tensión unitaria del PP para llegar a disfrutar el poder que se le resistía y mantenerse en él.


  Mayor necesidad de cambio se registrará en Izquierda Unida tras el obligado abandono de Julio Anguita como coordinador general, por razones de salud a mediados de los noventa, aunque en una organización en la que primaba la defensa de las ideas, sería la disputa entre los cuadros de la dirección por el tamaño de las cuotas de poder al hilo de la sucesión en la coordinación de IU la que dinamice la actividad de los movimientos sociales y grupos políticos adheridos al que lidere su promotor y principal soporte, el Partido Comunista.


  En este plano, la experiencia más aleccionadora y tardía procederá del PSOE, tras su desplazamiento del poder en 1996. La imperiosa necesidad de cambiar daría lugar a un proceso que culminó en las elecciones primarias, fórmula que en España se registraba por vez primera para cubrir el vacío dejado por la dimisión y renuncia de Felipe González a encabezar por séptima vez la candidatura a la presidencia del Gobierno.


  


  Las primeras primarias organizadas por el nuevo secretario general Joaquín Almunia, a las que él mismo acabaría presentándose y que dieron el triunfo al socialista catalán José Borrell simbolizó el clamoroso fracaso del aparato del partido respaldado por la corriente mayoritaria, la de los "renovadores", liderada discretamente desde la sombra por el ex presidente Felipe González tras el desplazamiento de los "guerristas". De ahí que no resultara chocante que unos años después, el ex presidente abjurara de las primarias y postulara una reforma electoral que contemplara sin ambages las listas abiertas "que obligaran a diputados y senadores a ganarse el sueldo" (González y Cebrián, 2001: 209).


  3.2.4. Corrupciones y fraudes


  Se erigieron en protagonistas no previstos durante algunos tramos de la vida democrática, afectando al menos a dos de las tres secuencias del fenómeno delictivo integradas por la comisión, el conocimiento y sustanciación judicial, en la última década del Gobierno socialista (1987-1996), tal como se refirió en la primera parte. No obstante, sería la segunda secuencia, la revelación de los escándalos a través de los medios de comunicación, la que mayor daño y desprestigio causó a la democracia en la citada década.


  Deterioro y enrarecimiento de la vida política que no hubieran alcanzado los niveles conocidos de no contribuir a ello distintas instancias, no todas, del poder judicial. No sólo por el inquietante retraso en la sustanciación de los procedimientos - algunos de los cuales no concluirían hasta el comienzo del siglo XXI-, sino porque hubo sentencias de los tribunales que en absoluto serían entendidas como ejemplarizantes por la mayoría de la ciudadanía.


  En cambio, sí resultaría aleccionadora para ésta última la superioridad de la democracia para la acción de la justicia sobre la dictadura franquista gracias, sobre todo, al aprovechamiento de la libertad de expresión tras cuarenta años de censura que habría vedado la posibilidad de informarse con solvencia sobre episodios de fraude público y privado cometidos durante aquel régimen estructuralmente corrupto.


  Pero la llegada de la democracia, y con ella la libre denuncia de este tipo de atropellos, hizo que durante los escándalos de los gobiernos del PSOE el denuesto antisocialista no fuera ya comparable al "esto con Franco no pasa ba", para referirse sobre todo a la fustración de expectativas laborales, tras el triunfo de la democracia en la transición, a causa de la segunda crisis económica.


  


  Pero la superación de aquella crisis y el breve ciclo de bonanza que le siguió, en la segunda mitad de los ochenta, coadyuvaron a la extensión de la corrupción económica, lacra en la que la democracia consolidada española sobresaldría entre la mayoría de las europeas, por supuesto sobre las nórdicas e incluso sobre las mediterráneas - de las que Portugal haría figura de excepción - compitiendo con la italiana en el número de casos descubierto.


  La democracia española tendría el infortunio de que en ella se manifestaría con especial estruendo la corrupción de Estado; la iniciada con la actuación del GAL a partir de 1983, justamente cuando había remitido la actividad de ETA, se confiaba en la inminente colaboración de Francia en la lucha antiterrorista y se disponía, para afrontar este delicado cometido, de cuantiosas sumas de dinero asignadas a los fondos reservados. Dinero que se emplearía ilegalmente en la retribución de mercenarios clandestinamente contratados para actuar sin contemplaciones contra ETA y para compensar con sobresueldos de alto riesgo a cargos policiales y responsables políticos del Ministerio del Interior. Una práctica delictiva, la del uso ilegal de los fondos reservados - pendiente aún de sentencia judicial al concluir el año 2001-, tiempo después de conocerse la sentencia del primer crimen del GAL cometido en 1983, tal como se indicó en la primera parte.


  Por otra parte, el comportamiento fraudulento de Luis Roldán, afiliado al Partido Socialista, concejal en el Ayuntamiento de Zaragoza y designado después primer Director General de la Guardia Civil que no era militar, aportaría insospechados perfiles al fenómeno. Un alto cargo que se beneficiará del sobresueldo de los fondos reservados del Estado y del cobro de comisiones por las obras encargadas a algunas empresas constructoras para el instituto armado, y que representa mejor que ningún otro el perfil del personaje con poder que encuentra un medio favorable para una actuación delictiva que le beneficia económicamente; no uno más del reducido grupo de "personajes lamentables infiltrados en nuestras filas", traicionando la "ingenuidad irresponsable de los cuadros más honestos", como algunos dirigentes del PSOE justificaron posteriormente el infortunio. Se trataba, más bien, del arribista favorecido por la desmovilización del partido, volcado en el electoralismo e inmerso en la repentina mutación de valores que calaron parcialmente hasta las modestas agrupaciones locales desde el comité federal de la organización y el propio Gobierno.


  Fenómeno éste que resultaría incomprensible descontextualizado de la "cultura del pelotazo" representada por el cuarteto de personajes integra do por Mario Conde, Javier de la Rosa, Manuel Rubio y Manuel de la Concha, y las tramas destinadas a la financiación ilegal de los partidos, inicialmente amparadas por la extensión de la permisividad social.


  


  Nuevo y variado espectro delictivo que florecerá en la década de los ochenta y primeros noventa, tal como se ha indicado en la primera parte; pero ningún otro indicador como la corrupción económica figurará en las encuestas como la causa más mencionada de insatisfacción de la democracia entre los encuestados durante el último Gobierno del PSOE, por delante incluso de las carencias ligadas a la prolongada gestión socialista, en especial al problema del desempleo (Barreiro y Sánchez Cuenca, 2000).


  Pero no dejaría de resultar irónico para una gran parte de la ciudadanía - ironía amarga para los votantes de la izquierda - que aquélla deseara la llegada al gobierno del Partido Popular para que tendieran a recuperarse dos indicadores saludables para la moderna democracia española: el incremento de la tolerancia social y la elevación de la conciencia moral dispuesta a no seguir soportando más la corrupción.


  3.2.5. Aproximación al denominado "felipismo"


  Se difundió como un término despectivo acuñado por un reducido número de comentaristas de los medios de comunicación a finales de los ochenta para designar la política social liberal, y no socialdemócrata, de los Gobiernos del PSOE y, en especial, el amiguismo político del presidente Felipe González con un reducido grupo de personas, mayoritariamente representativas de algunos grupos empresariales y medios de comunicación, además del personalismo.


  Sin embargo la polisemia del término se ajustaría más bien a la satanización de los Gobiernos del PSOE por parte de votantes decepcionados y, por supuesto, de los no votantes, por desistir de aplicar programas acordes con las siglas a la peculiar manera de ejercer el poder por Felipe González, causante de algunas consecuencias no previstas ni deseadas tanto en el seno del partido como en el funcionamiento del sistema democrático.


  Visto desde esta perspectiva, el principal soporte del "felipismo" sería la lectura en clave autoritaria por parte de Felipe González, primero del respaldo recibido de los afiliados desde la crisis provocada por la renuncia al marxismo en 1979 y, después del voto ciudadano procurado en las elecciones generales desde 1982 hasta 1993. En cualquier caso, de un partido escasamente renovado y por ello más subordinado a su máximo dirigente. Como jefe de los gobiernos segundo y tercero, especialmente, su manera prepotente de ejercer el poder le aproximará al clásico presidencialismo de corte cesarista. Una manera de gobernar en la renacida democracia española que se distanciaría de las de la inmensa mayoría de las contemporáneas consolidadas, incluidas las ideológicamente afines, las socialdemócratas, por la devaluación a que someterá al poder legislativo al empeñarse durante más de un lustro en rebajar sus funciones, la de control en especial, y en cuanto al menoscabo del poder judicial por contribuir a su politización.


  


  A este respecto, algunas de sus reacciones testimoniarían acerca de lo que se acaba de apuntar a lo largo de los gobiernos reseñados: 1. "El estado democrático también se defiende en los desagües", declarará en respuesta a las interpelaciones de la oposición tras la primera acción del GAL. 2. "No habrá dimisiones hasta que se pronuncien los jueces en sentencia firme", responderá a la lógica demanda, planteada por la oposición, de responsabilidades políticas en el caso Filesa. 3. "Es una irresponsabilidad plantear la cuestión de los fondos reservados", contestará indignado a la pertinente denuncia planteada por la oposición en el tiempo apropiado, es decir, cuando el momento lo requería.


  Reacciones infrecuentes, si no insólitas, entre un gobernante con pretensiones de estadista en el tiempo que le correspondió gobernar en un país perteneciente a la Unión Europea, tal como se acaba de apuntar. Pensamiento y práctica que tratarán de presentarse como una inevitable anomalía en la democracia, que afectará de lleno a la politización de la justicia y la judicialización de la política; dinámica ésta que arrojará como corolario el distanciamiento de la ciudadanía de los asuntos de la "república" e incrementará la deserción de las urnas - del voto de la izquierda en particular - como se comprobaría en la abstención de este sector en las elecciones de 1996 y 2000.


  Una manera de gobernar que, además de empequeñecer la vida parlamentaria, entorpecerá el funcionamiento del poder judicial ahondando la división ideológica y el fortalecimiento corporativo de jueces y magistrados, enrareciendo el ambiente político en el seno de las más altas magistraturas.


  Confrontación en el poder judicial que, desafortunadamente, no se agotará en episodios de corta duración. A modo de lastre indeseable se prolongará hasta el final del siglo al llegar a los juzgados los escándalos de corrupción y crímenes de Estado ocurridos bajo los Gobiernos del Partido Socialista. Más aún cuando la Fiscalía General del Estado, de designación gubernamental, bajo los gobiernos socialistas se viera tan severamente afectada que alguno de los fiscales nombrados por Felipe González, como fue el caso de Eligio Hernández en la primavera de 1992, se mostrara dispuesto a indultar a implicados en el GAL como el policía José Amedo, a interferir la minuciosa y rigurosa instrucción del juez Barbero en el caso Filesa y a "comprender" los ilegales sobresueldos percibidos por funcionarios, políticos y mercenarios, a cuenta de los fondos reservados del Ministerio del Interior.


  


  Servilismo del citado fiscal al que no se prestaría en cambio el juez Baltasar Garzón, coyunturalmente atraído por Felipe González a la gestión política - probablemente con fines electoralistas antes que con la intención de reforzar el mensaje anticorrupción que precisaba en las elecciones de 1993-, que acabaría después siendo acusado de prevaricación por el PSOE a causa de su actuación en el sumario del GAL al ordenar al encarcelamiento de altos cargos del Ministerio del Interior.


  Quizá Felipe González todavía continuara sin recordar entonces la apreciación de Monstesquieu - cuya teoría de los poderes sería incluso puesta en solfa ocasionalmente por miembros de la ejecutiva del PSOE en la fase de la prepotencia más eufórica-, de que la corrupción en la democracia es la de la democracia misma. Y quizá había también olvidado que hasta las primera sentencias judiciales condenatorias de la corrupción de afiliados al Partido Socialista, la izquierda había vivido convencida de que la corrupción política y económica era un asunto exclusivo de la sociedad conservadora y los partidos de la derecha, principalmente en España por el antecedente del franquismo. Pero el mito se vendría abajo desde el segundo de los Gobiernos del PSOE y el "felipismo" quedaría para la posteridad como una insatisfactoria etapa de gobierno que la democracia española, salida de la ¿modélica? Transición, no se merecía.


  3.3. Conclusión y balance: la dimensión del cambio en la España del último cuarto de siglo (1975-2000)


  En el umbral del siglo XXI, España era una de las 92 democracias con sufragio universal masculino y femenino y elecciones libres de los 191 estados independientes, según la información ofrecida por ONU. La población alcanzaba los 40 millones de españoles cuando apenas había transcurrido poco más de una década en que el Estado de bienestar, según el patrón clásico, se había casi universalizado por lo que el 79% de españoles pertenecientes a las cuatro generaciones que coexistían al empezar el nuevo siglo creía que el país que habitaba era mejor que el que vivieron sus padres.


  El 54% consideraba que entre 1975 y 2000, España había cambiado mucho y de forma postiva, el 40% que había cambiado bastante y sólo el 4% que había cambiado poco. Que se había registrado empeoramiento en la inseguridad ciudadana, el deterioro del medio ambiente, el problema de la droga y el terrorismo, por este orden. El citado empeoramiento lo era hasta el punto de multiplicarse por 4 en el primer caso, por 5,5 en el segundo, por 11,5 en el tercero; y en el terrorismo, por más de 114, pasando del 5% en 1975 al 83% en 2000, momento en que ya aparece como el problema más grave de la sociedad española. Y finalmente, que las desigualdades sociales y el desempleo continuaban siendo los problemas en los que el cambio había sido menor durante el cuarto de siglo citado.


  


  Ésta era a grandes rasgos la percepción global que reflejó la encuesta realizada por el CIS a mediados de diciembre de 2000 con motivo de cumplirse los veinticinco años de la muerte de Franco, informe estadístico anteriormente utilizado para indicar otras variables y permanencias (Moral, 2001).


  En diciembre de 2000, sin embargo, la mayoría de la sociedad española (el 51% frente al 43%) aún creía que no se había superado el recuerdo de la Guerra Civil. Persistente secuela negativa del pasado que convergerá con otra aún más problemática, la sobrevenida de la inmigración laboral irrumpida en la década final del siglo XXI, en la que se detectaba un rasgo novedoso: en el año 2000 disminuía el racismo con respecto a 1994 - sólo era menor en Suecia entre los países europeos receptores-, pero en España aumentaba en cambio la franja de población intolerante a las costumbres extranjeras, pasando del 35 al 48% en los seis años citados.


  Finalmente, la evolución económica globalmente positiva, a la que contribuyó la integración de España en la Europa desarrollada primero y la inserción en el "Primer Mundo" después, no provocaría la desaparición de las voces clamando por mayor igualdad. El casi monopolio de la recuperación de las libertades de la primera hora de la transición había ido paulatinamente dejando paso a otras prioridades, pero la bonanza del fin de siglo creaba incertidumbre, si no pesismismo, entre los sectores más críticos de la ciudadanía. De ahí la sorpresa deparada por las estadísticas al mostrar que en diciembre del año 2000 la prioridad por la igualdad social no sólo no había disminuido, sino que había aumentado, opción por la que se decantó el 58% de los encuestados frente al 21% de quienes anteponían la libertad a la igualdad en el clásico y controvertido dilema.


  Ello significaba que las ideologías dominantes, más que meramente defensoras y exaltadoras de la libertad individual, parecían cosechar en la España finisecular de los contrastes entre ricos y pobres, empleados y parados, y fijos y precarios, un serio correctivo como consecuencia de la prolongada agresión sufrida por las capas populares al socaire de la desmovilización política. Aunque para los más identificados con el pensamiento económico de los nuevos tiempos las desigualdades crecieron justamente por el fenómeno contrario, por la no aplicación del neoliberalismo en mayores dosis de cantidad y calidad durante los Gobiernos del PSOE y el primero del PP.


  


  En cualquier caso en el umbral del siglo XXI la gravedad no era extrema. En comparación con 1900, en el 2000 la tasa de mortalidad se situaba en la tercera parte de la existente cien años antes (el 28%); la esperanza de vida al nacer se había incrementado en más del doble (en 1900 era de 34,5 años); la población del sector primario había descendido del 63 al 8%, la del secundario había aumentado del 16 al 36% y la del terciario, del 17,7 al 55,2%; y la alfabetización había crecido del 43,9 al 96,8%. Indicadores todos ellos referidos al indiscutible proceso de modernización global registrado a lo largo de la centuria - intensificado en el cuarto del siglo- que en opinión de algunos expertos se reflejaría en que España exhibía una de las tasas más bajas de suicidios y asesinatos del mundo. Progreso que afectaría incluso al crecimiento de la estatura física de los españoles: en 1900 la media de los jóvenes al cumplir los veinte años era de 163,4 cm, mientras que un siglo después alcanzaba los 173,8.
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  A) Política


  1. Constitución de 1978. Artículos básicos


  Art. 1.1. - España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.


  Art. 1.2. - La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.


  Art. 1.3. - La forma política del Estado es la Monarquía parlamentaria.


  Art. 2. - La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas.


  Art. 6. - Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respecto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.


  Art. 7. - Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que le son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.


  


  Art. 8. - Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y ordenamiento constitucional.


  Art. 14. - Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal y social.


  Art. 16.3. - Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones.


  Art. 35. - Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.


  Art. 38. - Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación.


  Art. 56.1. -El Rey es el jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el funcionamiento regular de las instituciones, asume la más alta representación del Estado español en las relaciones internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad histórica, y ejerce las funciones que le atribuyen expresamente la Constitución y las leyes.


  Art. 66.1. - Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el Senado.


  Art. 66.2. - Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la acción del gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución.


  Art. 117.1. -La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.


  Art. 128.1. - Toda la riqueza del país en sus distintas formas y sea cual fuere su titularidad está subordinada a los interés general.


  Art. 137. - El Estado se organiza territorialmente en municipios, provincias y en las Comunidades Autónomas que se constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.


  2. Mensaje del rey Juan Carlos 1 condenando el golpe del 23-F de 1981


  "Al dirigirme a todos los españoles, con brevedad y concisión, en las circunstancias extraordinarias que en estos momentos estamos viviendo, pido a todos la mayor serenidad y confianza y les hago saber que he cursado a los capitanes generales de las regiones militares, zonas marítimas y regiones aéreas la orden siguiente:


  


  Ante la situación creada por los sucesos desarrollados en el palacio del Congreso, y para evitar cualquier confusión, confirmo que he ordenado a las autoridades civiles y a la junta de jefes de Estado Mayor que tomen las medidas necesarias para mantener el orden constitucional dentro de la legalidad vigente.


  Cualquier medida de carácter militar que, en su caso, hubiera de tomarse, deberá contar con la aprobación de la junta de jefes de Estado Mayor.


  La Corona, símbolo de la permanencia de la unidad de la Patria, no puede tolerar en forma alguna acciones o actitudes de personas que puedan interrumpir por la fuerza el proceso que la constitución votada por el pueblo determinó en su día a través de referéndum."


  3. Relaciones internacionales: Política de seguridad


  3.1. Discurso del presidente Arias Navarro en las Cortes (28-1-1976)


  "En el momento actual no tenemos situaciones conflictivas que hicieran pensar en la necesidad de la utilización de la fuerza bélica; pero en el contexto de la civilización occidental, amenzada, se están considerando las alternativas posibles con la Organización del Atlántico Norte, con el convencimiento de que la decisión que adopte deberá contar con un análisis previo de los compromisos que nuestra eventual participación en los esquemas de dicha Alianza traerían consigo. Por otra parte, queremos que la realidad doméstica y la acción exterior de nuestro país vayan progresivamente confirmando nuestra pertenencia al mundo de ideas que encierra el adjetivo occidental. Durante más de veinte años, a través de nuestros Acuerdos Bilaterales con Estados Unidos de América, ha obtenido más satisfactoria definición para tales realizaciones de manera que nuestra aportación se ve acompañada por el debido respeto a los intereses nacionales.


  España, vinculada con la gran comunidad de naciones que comparten nuestra lengua y nuestra cultura y en cuyo torrente demográfico late el pulso de nuestra sangre, desarrollará hacia ellas relaciones afectivas y profundas, sin innecesarios excesos verbales, en un clima de cooperación fructífero y prometedor.


  Como país mediterráneo, no puede olvidar sus largas y estrechas relaciones con los paises árabes, con quien desea mantener y reforzar un intercambio económico y técnico, que sea beneficioso para todos.


  Antes de concluir, en este orden de ideas quisiera reiterar aquí la voluntad decidida del gobierno de restaurar la integridad del suelo de la Patria, ampa rando bajo nuestra bandera, esa parte entrañable de nuestro territorio: Gibraltar. Nuestro firme deseo es que la culminación de ese propósito se produzca por vías de negociación y con satisfacción mutua."


  


  3.2. Primer Gobierno de Adolfo Suárez. Fragmento del mensaje televisado por el recién nombrado presidente el 6de junio de 1976


  "[...] El gobierno afirma la continuidad de las líneas fundamentales de la política exterior de España y proclama su voluntad de mantener relaciones normales y amistosas con todos los países, sobre las bases del respeto a la mutua soberanía, a la no injerencia en los asuntos internos y a las normas del Derecho Internacional.


  El Gobierno manifiesta, también, su voluntad de integración en las Comunidades Europeas, y de activa participación en la creciente cooperación internacional y, en particular, dentro del sistema de las Naciones Unidas.


  El Gobierno hace suya la constante reivindicación nacional sobre Gibraltar, como parte integrante del suelo español.


  Igualmente declara su voluntad de plena concordia con la Santa Sede y su propósito de adecuar sus relaciones jurídicas en el marco apropiado de las actuales exigencias de la Iglesia y de la sociedad española."


  3.3. Primer Gobierno de Adolfo Suárez. Referencia a la política exterior tras la reforma política en la declaración 1 del gobierno el 11 de julio de 1977


  "En política exterior el Gobierno se propone continuar el proceso de normalización de sus relaciones con todo los países del mundo, en el respeto pleno de las normas y de los principios de las Naciones Unidas, y se esforzará en favorecer la paz y seguridad mediante la distensión y el desarme, la defensa de los derechos humanos y de un orden económico internacional equitativo y justo.


  El Gobierno estrechará relaciones con todos los países europeos en el espíritu del acta final de la Conferencia de Cooperación y Seguridad Europea, en el marco de los países occidentales, intensificará sus relaciones con ellos y presentará próximamente la solicitud de iniciación de negociaciones para la adhesión a las Comunidades e instituciones europeas.


  Mantendrá relaciones de estrecha cooperación con Portugal en todos los campos, buscando una nueva expresión de voluntad peninsular.


  Revalorizará con realismo las ideas y los hechos que unen a España con todos los pueblos de Iberoamérica, potenciando la voluntad de cooperación e integración que se manifiesta como consecuencia de las múltiples afinidades comunes.


  


  Desarrollará con Estados Unidos, sobre la base de la necesaria equidad del vínculo mutuo, las actuales relaciones de amistad y cooperación y la contribución al sistema defensivo occidental.


  El Gobierno contempla favorablemente la apertura de un debate por los representantes del pueblo legítimamente elegido con vistas a examinar la posible inserción de España en el Tratado del Atlántico Norte.


  En el área mediterránea, manifiesta su voluntad de favorecer la seguridad y el entendimiento entre los ribereños, contribuyendo a la creación de un sistema de cooperación regional y a la eliminación de las tensiones que existen en la zona.


  El Gobierno reitera la política de amistad con la nación árabe, cuyas justas causas comparte.


  En relación con Gibraltar, el Gobierno insistirá en la reanudación de negociaciones con Gran Bretaña de acuerdo con las resoluciones y consensos de las Naciones Unidas, con el fin de restaurar la integración territorial de España, atendiendo a los legítimos intereses en juego y facilitando la articulación entre la plaza y la comarca circundante a medida que lo permita el progreso de las negociaciones.


  El Gobierno seguirá negociando con la Santa Sede la revisión del Concordato vigente, en conformidad con el acuerdo suscrito el 28 de julio de 1976, en un espíritu de mutua colaboración e independencia recíproca.


  La independencia de España y el mantenimiento del de su plena integridad territorial constituirá siempre el principio básico de toda acción de gobierno."


  3.4. Gobierno constitucional de la UCD. Fragmentos del discurso de investidura del presidente Adolfo Suárez (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados de 30 de marzo de 1979)


  "Se definirá y ejecutará una política exterior que asuma los factores geopolíticos que la condicionan inexorablemente sin perjudicar por ello la independencia de nuestra acción internacional en ciertos ámbitos.


  Se encaminará a garantizar nuestra seguridad e independencia a restablecer con la recuperación de Gibraltar nuestra integridad territorial, a asegurarse el suministro de materias primas y productos energéticos, a mejorar las condiciones de vida y los niveles de bienestar de los españoles y a contribuir a la construcción de un mundo más libre, más pacífico, más seguro y más justo.


  España está incluida en el dispositivo estratégico occidental a través del Tratado bilateral con los Estados Unidos. Este Tratado deberá redactarse a su vencimiento para adecuarlo a la nueva realidad. Unión de Centro Democrático - es conocido de todos - es partidaria de la adhesión de España a la Alianza Atlántica por coherencia con su vocación europea y occidental (-protestas de varios señores Diputados-). Pero entiende que nuestro ingreso en la NATO debe plantarse, en su caso, teniendo en cuenta los condicionamientos que derivan de nuestras peculiaridades y de nuestras exigencias de seguridad, así como la necesidad de un amplio respaldo parlamentario.


  


  España quiere estar presente con plenitud de derechos en las Instituciones europeas. La inserción en Europa es compatible con nuestra identidad iberoamericana, que habrá de adquirir nuevas dimensiones. El capital que supone nuestra comunidad cultural, histórica y lingüística nos permitirá hacer ver a las Comunidades Europeas que quedan mutiladas si abdican de establecer una estrecha relación de colaboración con Iberoamérica. Para hacer frente a esta misión el gobierno, superando definitivamente posiciones retóricas, se propone impulsar el Centro Iberoamericano de Cooperación y potenciarlo al máximo.


  Nuestra posición geográfica y pasado histórico nos exige adoptar en el Mediterráneo y norte de África una posición imaginativa y abierta para lograr la paz en la región. Presentará a esta Cámara una Ley de Cooperación Técnica para encauzar hacia los estados más necesitados no sólo la ayuda financiera, sino la contribución de profesionales y de su tecnología.


  El Gobierno defenderá los intereses de emigrantes y residentes fuera de España para ofrecerles adecuada protección, asegurar sus derechos políticos, laborales y sociales.


  Por nuestra singularidad y potencia intermedia, podemos desempeñar una función de acercamiento entre las distintas posiciones hoy divergentes. Estos temas incluyen nuestra aportación a favor de un desarme general bajo control internacional, nuestros esfuerzos para un nuevo orden económico internacional más justo basado en el desarrollo integral de la persona y la salvaguarda de los derechos humanos."


  3.5. Intervención del presidente Calvo Sotelo en el Congreso de los Diputados el día 28 de octubre de 1981 en solicitud de autorización para la adhesión de España a la OTAN (fragmentos)


  "Nadie puede seriamente decir que la decisión del gobierno haya sido una sorpresa. La adhesión de España a la Alianza Atlántica está en los programas del partido del Gobierno desde su constitución y fue anunciada formalmente por mí, desde esta misma tribuna, con ocasión del debate de investidura. Sólo cabe la sorpresa retórica de la oposición porque el gobierno cumple lo que ofrece.


  Tampoco ha habido en este asunto precipitación. La cuestión quedaba abierta desde el momento mismo en que la democracia se restauró en España, y estoy seguro de que los historiadores que analicen con la distancia del tiempo, del que ha corrido desde 1977, se preguntarán por qué este debate llega tan tarde.


  


  El ingreso en la Alianza Atlántica es un caso de restitución histórica, como tantos otros que se han resuelto desde la instauración de la Monarquía parlamentaria.


  No deja de ser notable que en este punto la oposición, siempre dispuesta al cambio y al progreso, que ha reprochado tantas veces al Gobierno lentitud o parsimonia, sea ahora reticente ante la puesta al día de nuestra política exterior y parezca preferir en un punto clave las soluciones del régimen de Franco, que acudió a ellas porque su carácter no democrático le vedaba el acceso a las que hoy se plantean. Los acuerdos bilaterales con Estados Unidos que fueron, sin duda, un éxito en 1953 para el régimen anterior, difícilmente pueden presentarse como el mejor esquema desde 1977.


  Podía sugerirse la tesis de que ya no es tiempo de integrarse en la Alianza Atlántica porque la propia Alianza, que ya tiene treinta y dos años, acaso haya cumplido su función y necesite ahora también una puesta al día y así se dice que podríamos ahorrarnos la experiencia de la Alianza y llegar directamente, como atajando, a una fórmula nueva que comenzaría a dibujarse en el horizonte del futuro.


  Esta tesis recuerda aquel ejemplo del reloj parado que vuelve a marcar la hora exacta doce horas después. Yo no creo que haya atajos en la historia. [...] Será preciso recordar que las razones por las cuales se constituyó la Alianza en 1949, después de un desarme alegre y confiado por parte de los países occidentales que habían ganado la guerra, esas razones siguen siendo válidas treinta años después porque las amenazas soviéticas sobre los países que viven en democracia y en libertad siguen estando ahí. Los bloque están ahí, aunque todos preferiríamos una convivencia sin bloques; y mientras haya un muro en Berlín, el Gobierno y el partido del Gobierno saben muy bien a qué lado del muro están.


  Y no he podido librarme de la tentación de las citas. "España debe formar parte del bloque occidental, la neutralidad es imposible" decía en 1948 lúcidamente un socialista ilustre, Indalecio Prieto. "La neutralidad de España -y empiezo otra cita - no ha sido una neutralidad libre, declarada por el Gobierno y aceptada por la opinión después de un maduro examen, sino una neutralidad forzosa, impuesta por nuestra indefensión", declararía Manuel Azaña en el Ateneo de Madrid al final de la Primera Guerra Mundial. He querido encomendar a estas citas - adversarias y antiguas, pero, a mi juicio, válidas hoy - el resumen de las razones por las cuales el Gobierno ha descartado cualquier tentación de neutralidad."


  3.6. Sesión en el Congreso de los Diputados del 30 de noviembre de 1982. Discurso de investidura de Felipe González (fragmentos)


  "El Gobierno de la nación emprenderá sin dilación la definición y puesta en práctica de una política exterior que refuerce el papel de España en el concierto internacional, que afirme nuestra presencia en pie de igualdad allí donde los intereses nacionales estén en juego y permitan a nuestro país contribuir activamente a las grandes causas de la paz y la distensión del mundo.


  


  Creemos que es esencial fortalecer y profundizar nuestras relaciones con los países vecinos: Portugal, Francia y los países del Magreb. No hace falta repetir nuestra vocación europeísta e inserción en el mundo occidental cuyos valores compartimos y defendemos. Ahora bien, reclamamos el derecho y el deber de determinar libremente, en uso de nuestra soberanía, las modalidades de nuestra participación en la política y en la defensa de ese conjunto.


  El Gobierno reafirmará con todo rigor la recuperación de Gibraltar, cuya actual situación colonial atenta a la integridad del territorio nacional y menoscaba la posición internacional y estratégica de España. Consecuentemente, el Gobierno matiene el propósito de reintegrar Gibraltar al territorio nacional mediante negociaciones con el Reino Unido que conduzcan a ese objetivo de acuerdo con las resoluciones de las Naciones Unidas.


  Examinaremos con toda atención los términos de nuestra relación defensiva y de cooperación con los Estados Unidos y reestudiaremos con el rigor necesario para la defensa de nuestros intereses y de nuestra dignidad la decisión adoptada por el anterior Gobierno, en relación con el Tratado del Atlántico Norte, manteniendo nuestros compromisos con el pueblo español."


  3.7. Debate sobre el Estado de la Nación del 23 de octubre de 1984. Intervención del Presiente Felipe González (fragmentos)


  "Me parece obvio decirles que España está más presente en el mundo, o que Madrid se ha convertido en un foro importante de encuentros bilaterales o de encuentros multilaterales. Pero yo no quería hacer un repaso global sino concentrame en dos temas por su inmediatez: la Comunidad Económica Europea y el problema de paz y seguridad.


  Pues bien, señorías, sobre la CEE, hablar ahora cuando se está empezando a producir una sesión negociadora exige prudencia. Sin embargo cinco años después de la petición de ingreso [...] pese a la dificultad del último tramo de la negociación, en mi opinión el proceso de integración es ya irreversible.


  La otra gran tarea que se nos plantea de cara a nuestra política exterior es el diseño de una política española de paz y seguridad que tenga el respaldo de toda la Nación. El gobierno, por otra parte, está obligado a cumplir su compromiso electoral [...] en relación con nuestra situación en la Alianza Atlántica. En el programa del PSOE se decía que en un primer momento se congelarían las negociaciones para la integración en la organización militar. En un segundo momento, la convocatoria de un referéndum para que sea el pueblo español el que decida acerca de nuestra pertenencia a la OTAN. La primera parte se cumplió una semana después de la toma de posesión del Gobierno, el día 9 de diciembre de 1982. La segunda es nuestra intención cumplirla."


  


  Fuente: Diario de Sesiones de Cortes (DSC).


  3.8. Referéndum sobre la OTAN de 1986. Texto íntegro de la consulta


  "EL GOBIERNO CONSIDERA CONVENIENTE PARA LOS INTERES NACIONALES QUE ESPAÑA PERMANEZCA EN LA ALIANZA ATLÁNTICA Y ACUERDA QUE DICHA PERMANENCIA SE ESTABLEZCA EN LOS SIGUIENTES TÉRMINOS:


  lo.LA PARTICIPACIÓN DE ESPAÑA EN LA ALIANZA ATLÁNTICA NO INCLUIRÁ SU PARTICIPACIÓN EN LA ESTRUCTURA MILITAR INTEGRADA.


  2°.SE MANTENDRÁ LA PROHIBICIÓN DE INSTALAR, ALMACENAR O INTRODUCIR ARMAS NUCLEARES EN TERRITORIO ESPAÑOL.


  3°.SE PROCEDERÁ A LA REDUCCIÓN PROGRESIVA DE LA PRESENCIA MILITAR DE LOS ESTADOS UNIDOS EN ESPAÑA.


  PREGUNTA


  ¿CONSIDERA CONVENIENTE PARA ESPAÑA PERMANECER EN LA ALIANZA ATLÁNTICA, EN LOS TÉRMINOS ACORDADOS POR EL GOBIERNO DE LA NACIÓN?


  Fuente: Archivo personal.


  3.9. La oposición ante el Referéndum de la OTAN


  3.9.1. Coalición Popular (AP-PDP-PL)


  .. Los partidos firmantes no participarán en el referéndum [...] aunque harán uso de los espacios gratuitos de que dispongan los medios informativos para explicar su postura adversa al referendum. Y se reservan el dere cho que les asiste a ejercer el control para asegurar la limpieza de tan estéril e innecesaria consulta."


  


  3.9.2. Partido Comunista de España (PCE)


  .. La presencia de España en la OTAN es una opción anacrónica desde el punto de vista de la política exterior de España al aceptar, en la práctica, el modelo de relaciones internacionales que surge de la Segunda Guerra Mundial.


  La OTAN se fundamenta en la visión maniquea de un mundo complejo sometido a garves problemas económicos y demográficos, a profundos desequilibrios, con escasos y no renovables recursos naturales.


  La neutralidad y la construcción de un nuevo sistema de relaciones internacionales responde a las necesidades del mundo de hoy y conecta con las corrientes más avanzadas, progresivas y pacíficas que pugnan por construir un orden mundial justo, equilibrado y democrático.


  La neutralidad es una opción de futuro y modernidad, frente a la caducidad y lo anacrónico, simbolizado por el alineamiento con cualquiera de los bloques militares."


  Fuentes: Publicaciones de los partidos.


  3.9.3. Movimiento por la Paz, el Desarme y la Libertad (MPDL)


  .. El referéndum sobre la permanencia de España en la OTAN debe ser una ocasión para la reflexión, para la libre elección entre opciones legítimas y para la expresión de la voluntad de los ciudadanos respecto a temas que son trascendentales para nuestro país.


  El MPDL quiere manifestar su postura a favor de que nuestro país no pertenezca a ningunos de los bloques militares haciendo público el apoyo recibido, desde distintos sectores, a estas posiciones.


  Creemos que mantener a España al margen de los bloques, no sólo es compatible con nuestra situación de país occidental, sino que, como muestra la actuación de los demás países no integrados en bloques militares, constituye la mejor contribución a la consecución de la paz y, con ello, la de nuestra propia seguridad."


  


  3.10. Representación electoral sobre el censo para el Congreso de los Diputados de los cinco principales partidos de ámbito estatal (en porcentajes)


  [image: ]


  B) Sociedad


  1. Población laboral en España al comienzo del siglo XXI


  [image: ]


  Fuente: Boletín de Estadísticas Laborales y Encuestas de Población Activa (31-12-2000. ElPaís, 25-2-2001)


  


  2. Evolución del empleo (1992 - 1999)
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  3. Salud: Profesionales sanitarios colegiados (1982 y 1999)
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  4. Salud: Establecimientos sanitarios
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  5. Educación: Alumnos matriculados en enseñanza no universitaria pública y privada: 1982 y 1998
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  6. Educación: Estudios universitarios
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  Sin la posibilidad de disponer de la documentación de archivo de procedencia estatal e institucional para una parte de la historia política y social a causa de las prescripciones legales en vigor, el último cuarto del siglo xx ha generado, en cambio, el más ingente volumen de fuentes hemerográficas, sonoras y audiovisuales registrado en la historia nacional. Complementariamente, también ha propiciado el mayor número de testimonios individuales en todos los soportes apuntados, susceptibles de ser utilizados por los estudiosos interesados en el período.


  Aun compartiendo la idea de G.Steiner de que desde finales del siglo XX se vive en un mundo en el que, paradójicamente, a más cantidad de información corresponde menor nivel de conocimiento, la recuperación de la libertad de expresión que en España acabó con cuarenta años de censura ha sido una conquista tan vital para el conjunto de la ciudadanía como imprescindible para la historiografía actual y venidera. Todo ello disponible en un momento, además, en que el dinamismo competitivo de la oferta informativa posibilitada por la innovación empresarial y tecnológica que experimentó el sector -tal como se indicó en el apartado de los medios de comunicación- permite continuar progresando en la identificación de las entidades proveedoras de información.


  Con algún retraso respecto a otros países industrializados y democráticamente más consolidados, el Estado español del último cuarto de siglo también ha modernizado aparatos de los que el historiador es obligado deudor: el veterano Instituto Nacional de Estadística (INE) y el más reciente Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS), heredero del Instituto de Opi nión Pública franquista fundado en 1963. En el primer caso por beneficiarse, al menos, de los conocidos Anuarios del INE, significándose que en marzo de 2001 tenía lugar la edición del Anuario 2000 que recogía los datos de 1999. En cuanto al CIS, el Catálogo 2000 y la Adenda de 2001 recogen la totalidad de su fondo editorial del que, aparte de las monografías y los Barómetros mensuales, merecen destacarse los 92 volúmenes de la Revista Española de Estudios Sociológicos (REIS), publicados desde su aparición, en 1978, hasta el último trimestre de 2000, los 26 de Estudios y Encuestas y los 34 de Opiniones y Actitudes.


  


  A los efectos de las conclusiones de este libro, ha sido de especial utilidad uno de ellos (Moral, 2000) por recogerse en él la evolución de la percepción que sobre el franquismo, la transición y la democracia tenían los españoles de ambos sexos mayores de 18 años en diciembre de 2000, es decir, en la fecha en que se cumplían los venticinco años de la muerte del dictador y la proclamación de la monarquía de Juan Carlos 1, entonces aún sin reconocimiento constitucional.


  La muestra de 2.485 entrevistas en 46 provincias y 168 municipios subraya su representatividad y fiabilidad por contemplarse la opinión de las cuatro generaciones coexistentes en el citado año 2000: la de la Guerra Civil, la de la posguerra, la del desarrollismo de los sesenta y la de la propia transición, que incluyó los nacidos entre 1970 y 1982.


  Imprescindible aportación del CIS, que si ocasionalmente fue cuestionada por entender con fundamento que algunos Gobiernos se beneficiaron en exclusiva de los datos en él recogidos relacionados con determinadas coyunturas políticas, lo cierto es que al final del siglo ya era compartida la opinión de que la producción del citado centro había progresado sustancialmente en independencia y actualización temática. Exigencias ambas a las que se añade la de ser los únicos informes aparecidos durante el último cuarto del siglo con cadencias temporales mantenidas y metodologías comunes. Junto al CIS, algunas empresas privadas surgidas al hilo de la consolidación de la democracia y el crecimiento de la economía de mercado competirían entre sí -y también con el CIS - en la verificación de la opinión y búsqueda de datos de un cada vez más amplio espectro, no sólo relacionado con la actividad política e indicadora de situaciones económico-sociales.


  No así en la produción estadística de ámbito extra-doméstico, donde cabe añadir que desde el ingreso de España en la Comunidad Europea figuran versiones españolas en los anuarios comparados de Estadísticas Básicas Europeas (Eurostat), editados por el Servicio de Publicaciones de la citada Comunidad. No sobra saber, finalmente, que cuando los estudiosos habían logrado superar los problemas y se consolidaba la solvencia de las encuestas, surgiera la noticia más inquietante sobre ellas: la resistencia a hablar de una parte de los ciudada nos encuestados, percibida al menos en Francia y en España desde la segunda mitad de los noventa, cuando se trataba de preguntas concernientes a las opciones ideológicas y partidarias (Alain Garrigou, "Sondeos y silencio ciudadano" en Le Monde Diplomatique, marzo de 2001, edición especial). En cuanto al fondo bibliográfico suscitado por la transición y la posterior fase democrática hasta el año 2000, la nutrida producción se ha beneficiado como ningún otro período del pasado nacional de la, en cierta manera, imprevista convergencia sobre el mismo tramo temporal del Tiempo presente y la Historia "inmediata", dado que el último cuarto de siglo ha permitido intervenir desde ambas perspectivas temporales. En cualquier caso, son todavía una minoría los historiadores interesados en este período, comparados con la nutrida presencia de sociólogos y politólogos sobre la transición - en menor medida aún sobre el posterior período democrático - y el también creciente grupo interesado por el más tardío y todavía controvertido género ya conocido como "periodismo de investigación". También las últimas décadas del siglo brindarían insólitas oportunidades editoriales y favorables coyunturas para memorialistas y ensayistas.


  


  En conjunto, cabe decir que el resultado de la producción bibliográfica arroja un balance en términos cuantitativos tan significativo como intuido fue su incremento desde los comienzos de los ochenta, cuando aparecía el primer "Repertorio bibliográfico sobre el proceso constituyente español" U.Herrero Llera, en la Revista de Estudios Políticos, n.os 14-15, verano-otoño de 1982). Años después, dentro de la misma década, se añadirán otras dos amplias series a cargo de J.Gómez Yáñez, la primera en la revista Sistema (n.o, 68-69, noviembre 1985: 149-173) y la segunda, cuatro años después, en un libro dedicado al período (J. E Tezanos, R.Cotarelo, y A.De Blas, editores, 1989: 807-855).


  A la vista del creciente número de aportaciones en los diversos formatos impresos existentes, la principal dificultad orientadora para el interesado estriba en ofrecer una selección de los aproximadamente mil títulos publicados hasta finales de 2000. Naturalmente, en la relación bibliográfica que sigue se privilegian las investigaciones monográficas, se priman los estudios sobre los relatos y, cuando no se trata de investigaciones, se ha priorizado la cercanía en el tiempo de la publicación - una abrumadora mayoría de los títulos lo fue en la década de los noventa - a causa de la aportación de datos procedentes de fuentes de información más recientes y/o la más adecuada utilización de los anteriores.


  En cualquier caso, se ha considerado más conveniente renunciar a la exhaustividad bibliográfica porque, además de existir repertorios como los anteriormente indicados que tenderán a actualizarse, las posibilidades informáticas ya garantizan la localización de la práctica totalidad de la bibliografía sobre la España del último cuarto de siglo.


  


  Se ha preferido seleccionar los estudios y relacionar, en calidad de fuentes impresas, las memorias y testimonios individuales, principalmente los de autores que desempeñaron mayores responsabilidades en el Gobierno y/o en la oposición. En este sentido, sí conviene insistir en que el número de los memorialistas, pese a su incremento en los últimos años, es aún manifiestamente incompleto ya que - por subrayar carencias llamativas - de los tres presidentes que cumplieron su mandato durante los primeros veinte años del período sólo quien lo ejerció de modo más breve, Leopoldo Calvo Sotelo, ha testimoniado parcialmente de su experiencia, limitándose los otros dos, Adolfo Suárez y Felipe González, a informar también parcialmente de las suyas de forma indirecta, casi siempre por medio de entrevistas.


  Finalmente, como anteriormente se apuntó, se han incluido los títulos de mayor interés de la producción ensayística suscitada por la transición y el período democrático, así como una muestra del aludido periodismo de investigación aparecido en las dos últimas décadas, casi siempre asociado a la denuncia de situaciones y acontecimientos insuficientemente conocidos o silenciados por los Gobiernos y/o grupos de poder. Un género éste, entendido por sus defensores como la más eficaz alternativa para competir con los medios audiovisuales en el tiempo de la revolución informacional; y útil para los historiadores, siempre que garanticen la solvencia de las fuentes utilizadas en espera - para algunas situaciones y decisiones ineludibles-, de la apertura legal de los archivos.
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